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A 

Aguiar, don Cosme A., con don Gervasio J. Pacz, por rescisión de 



contrato ; sobre prueba de testigos 

Almiron, don Alberto H., contra el Bancu Hipotecario de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, per cancelación «te hipoteca ; sobre com- 
petencia j 300 

Adornare, don francisco, con don Domingo Amézola y don Ro- 
dolfo Sanólos, por reivindicación ; sobre incompetencia y litis 
pendencia , . . , 31 

Allume, Angel, contra, por lesiones 316 

Amézola, don Domingo, y don Rudolfo Sanglos contra don Fran- 
cisco Allomare, por reivindicación ; sobre incompetencia y litis 
pendencia 31 

Apbessetcbe, don Guillermo, con el Fisco Nacional, por cobro de 
pesos en vía de apremio ; sobre apelación denegada. 389 

Arredondo, don Marcos, contra don José M. Calaza, por daños y 
perjuicios ; sobre recurso á la Suprema Corte. 395 

Arrigorriaga, don N., con el Ferrocarril del Oesle, por eipropia- 
fion ; sobre aplicación de leyes 200 



i- 



fallos de la supheha coate 

Aurreeocchea, el doclor Mariano S. de, y otro, contra, por de- 
fraudación; sobre personería ' m 



Bajol, don Gastón, con él Banco de la Nación, por cobro ejecutivo 
de pesos; sobre desaprobación de remate, costas, apelación y 
reposición 2Q2 

Banco de la Nación Argentina contra doña Juana Covarrubias de 
Palacios, tercería de preferente derecho de don Ramón Cova- 
rrubias Tcran ; sobre costas 22 

Banco de la Nación contra don Guillermo K. Mooney, por cobro 
ejecutivo de pesos : sobre apelación denegada U6 

Banco de la Nación contra don Gastan Bajo!, por cobro ejecutivo 
de pesos; sobre desaprobación de remate, costas, apelación y 
reposición _ ^ 

Banco de la Nación con doña Felisa Podeslá ; sobre danos y per- 
juicios 

Banco de la Nación con doña Cecilia Black Juárez y utros; sobre 
cobro de pesos 

Banco Hipotecario de la Provincia de Buenos Aires, con don Al- 
berto B. Aliniron. por cancelación da hipoteca; sobre compe- 
teilc,a - •■ 300 

Banco Hipotecario Nacional contra don Custodio G. Leemos; so- 
bre posesión 78 

Banco Hipotecario Nacional contra don üelfin Vieyra, por cobro 

ile pesos . sobre embargo y apelación denegada 129 

Banco Nacional con don Ambrosio Olmos; sobre consignación de 

/ a *° - 35 

Banco Nacional contra don Ezequiel Real de Azúa, por cobro 
ejecutivo de pesos, gestión de don Martín Sansinena por cobro 

de honorarios y gastos de depósito ; sobre competencia 83 

Banco Nacional cmitraN. Márquez, juicio ejecutivo; tercería de 
dominio de duna Híginia y doña María Márquez ; sobre costas 86 
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Banco Nacional contra don Ernesto Brandt, por cobro ejecutivo de 
pesos; sobre inhabilidad de titulo, espera y novación 92 

Banco Nacional con el doctor José Manuel Estrada ; sobre cobro 
de honorarios. jg<j 

Black Juárez, doña Cecilia y otras, contra el Banco de Ja Nación ; 
sobre cobro de pesos , m 

Bomba!, don José Marta, con don Carlos Casado, por expropia- 
ción ; sobre inconstitucionalidad de la ley de Ja provincia de San- 
ta Fé, de tí de Octubre de 1881 303 

Brandt, don Ernesto, con el Banco Nacional, por cubro ejecutivo 
de pesos ; sobre inhabilidad de título, espera y novación 9i 



Cabral, José, por infracción á I» ley de enrolamiento 126 

Cacace, don Tomas, contra, Williams y O, por cobro de pesos ; 
sobre liquidación y costas a 45 

Calaza, losé M., con don Márcos Arredondo, por daños y perjui- 
cios ; sobre recurso á la Suprema Corle. . . , 395 

Calvo, don José, contra don Arturo Demarchi, por daños y per- 
juicios; sobre arrraigo, defecto en la demanda y costas 298 

Carbonera del Puerto de Buenos Aires, la sociedad, con doña Ma- 
ría Z. de (¡rama, por sí y sus hijos, por danos y perjuicios; 
sobre prueba de testigos g8 

Cárcova, don Ernesto de la, en juicio contra don Baldomero Fer- 
nandez, seguido ante el juez de paz de la sección G» de la Capi- 
tal; contienda de competencia por ittbibiloria deducida por el 
segundo , ......... 4Qt 

Carrizo, Cipriano, y otros, contra, por infracción á la ley de orga- 
nización del ejército j-jl 

Casado, don Carlos, contra don José María Bombal, por expropia- 
ción ; sobre inconslitucionalidad de la ley de la provincia de 
Santa Fé de 17 de Octubre de 1881 . 303 
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Casalis, don Jorge, don José y dan Bartolo, contra donj. B, Itu- 
rraspe, por cumplimiento decontralo ; sobre costas 282 

Caslro, don Carlos Z., Intendente municipal de San Fernando, 
con don José Mariocco; sobre danos y perjuicios 179 

Cernudas, Gumersindo, contra el Ferrocarril Central Vrgentino, 
por daños y perjuicios; sobre competencia - 400 

Chapi, Juan, ó Santiago Fcrrondo, contra ; por circulación de bi- 
lletes de curso legal falsos 382 

Correa, don Ignacio N. con el procurador fiacal, por desacato al 
jueziederal; sobre incompetencia 240 

Cofarrubias Teran, don Ramón, en el juicio del Banco de la Na- 
"cion Argentina contra doña Juana Govarrubias de Palacios, por 
tercería de preferente derecho ; sobre costas 2á 

Criminal contra los miembros de Ja mesa inscríplora del Registro 
Nacional de la parroquia de la Victoria, en la provincia de 
Tucumán, por infracción á la ley de elecciones; sobre renun- 
cia de la acción fiscal 350 



D 



Del fino de Orliz de Rozas, doña Ana Alarla, contra don Alejandro 
Ortiz de Rozas, por divorcio, embargo y depósito de bienes; 
sobre nulidad H3 

Del Valle, don Pablo, contra el Ferrocarril del Sud; sobre daños 
y perjuicios , 183 

Deraarchi, don Arturo, con don José Calvo, por daños y perjuicios; 
sobre arraigo, defecto en la demanda y costas 29» 

Devicenci, Pablo, contra, por infracción de la ley de conscrip- 
ción , 141 

Díaz de Agüero, doña Griselda, contra "1 ferrocarril Central de 
Córdoba, por daños y perjuicios ; sobro competencia 40ft 

Durelli, don Augusto, por excepción del servicio militar; sobre 
apelación 121 
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Enlhoven, don Henry,con Shaw hermanos; sobre nulidad de 
marca de comercio , ^ 

Escabino, don Benjamín, cernirá el Ferrocarril Buenos Aires y 
Rosario, por daños y perjuicios : sobre cosías iOti 

Eslrada, el doctor José Manuel, con el Banco Nacional, sobre co- 
bro de honorarios . , _ i53 



Fernandez, don Enrique, contra el Ferrocarril Centrai Argentino 
por cobro de pesos y daños y perjuicios; sobre ¡incompetencia, 
falla de personería y nulidad de citación 5 

Fernandez, don Baldomcro, deduciendo contienda de competen- 
cia por inhibitoria, en juicio con don Ernesto de la Oarcova, 
seguido ante el juez de paz de la sección 6' de Ja Capital 402 

Ferrocarril Buenos Aires y Rosario con don Henjauiin Escabino, 
por danos y perjuicios; sobre costas (06 

Ferrocarril Buenos Aires y Rosario con don Francisco García y 
otro ; sobre daños y perjuicios y costas 410 

Ferrocarril Central Argentino con don Enrique Fernandez, por 
cobro de pesos y danos y perjuicios; sobre incompftlencia, fal- 
la de personería y nulidad de citación 5 

Ferrocarril Central de Córdoba con doña Gríselda Díaz de Agüe- 
ro, por daños y perjuicios; sobre competencia , . . . . 406 

Ferrocarril del Oeste con León Uzurun, sobre daños y perjuicios. 193 

Ferrocarril del Üesie contra 8. Arrigarriaga, por expropiación; 
sobre aplicación de leyes. 200 

Ferrocarril del Sud con don Pablo del Valle; sobre daños y per- 
juicios , |gg 

Ferrocarril del Sud con do J* Marcial Porterieu; sobre daños y 
perjuicios y costas.. 22l 
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Fif ueira, don Juan II. t con el doctor Bernardo de Irigoyen; sobre 
prueba de testigos y apelación denegada 10 

Figueroa de Vi Merca, doña Aurelia, contra la empresa de * Las 
Catalinas i, por daños y perjuicios; sobre competencia 293 

Fisco Nacional contra don Mauricio Sooiíni, por cobro ejecutivo 
de pesos; sobre nombramiento de defensor de ausentes U9 

Fisco Nacional contra don Pablo Vuillaux, por cobro ejecutivo de 
pesos; sobre nombramiento de defensor de ausentes (08 

Fisco Nacional contra don Guillermo Aphessetche, por cobro de 
pesos en via de apremio; sobre apelación denegad.-) 388 

Fisco Nacional contra don José Salvo, después don Manuel Gómez; 
sobre expropiación 397 

Fisco Nacional contra don Guido Orsolini, por cobro ejecutivo de 
derechos de aduana; sobre inhabilidad de título y pago. ..... 418 

Fríoni t don Ambrosio, contra don José Ferando, por daños y per- 
juicios; sobre incompetencia y defecto legal en la demanda,. . 19 



G 



García, don Francisco, y ulro, contra el Ferrocarril íiuenos Aires 
y Rosario; sobre daños y perjuicios y costas 410 

García González, el doctor José, contra la sucesión de don Melchor 
Pinero, por cobro ejecutivo de pesos; sobre iobabilidad de ti- 

Ghigliazza, Nicolás E., contra, por defraudación; sobreseimiento y 
prosecución del juicio , 353 

Ghiglioni, Lino, Cirios Solari y Vicente Gardtsoli, contra; por 
hurlo 437 

Genlile, don N,, contra don N. Morales; sobre arraigo del juicio. 84 

Gil, doña Rosa P. de, por si y sus hijos, contra el doctor J. Alejo 
Ledesma, por reivindicación de un campo; sobre lilis pendencia. 98 

Giovanni, Carlos, contra, por adulteración de un billete de la lo- 
tería nacional 391 
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Gómez, don Manuel, antes don José Salvo, con el Fisco Nacional ¡ 
sobre expropiación . ♦ . 391 

Grana, doña Hada T. de, por si y sus hijos, contra la sociedad 
c La Carbonera del Puerta de Buenos Aires», por daños y per* 
juicios; sobre prueba de testigos . . 88 

Grané, don Justino, contrae! Poder Ejecutivo Nacional; sobre nu- 
lidad del decreto declarando caduca una concesión de tierras. . 47 

Gutiérrez, don Silvano, con don Juan Hidalgo, por cobro ele pe- 
sos; sobre elevación de autos en consulta á la Suprema Corte. 269 



Hidalgo, don Juan, contra don Silverio Gutiérrez, por cobro de 
pesos; sobre elevación de autos en consultó a la Suprema 
Corte «W 



Irigoyen, el doctor Bernardo de, contra don Juan U. Figueira; so- 
bre prueba de testigos y apelación denegada , 10 

boquilla y Pérez contra don Juan de Dios Sepúlveda y C», por de- 
volución de hacienda y entregado un campo; sobre personería. 117 

Ilurraipe, don J. B., con don tJorge, don José j don Batiólo Ca- 
sal is, por cumplimiento de contrato; sobre costas 
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Juárez y C', José, contra don José M. Méndez ; sobre cobróle 



pesos. 



240 



470 



FALLOS OE LA SLTHfcMA UUKTt 



L 

Lacroze, don Juan Carlos, sobre excepción de servicio mililar. HO 
€ Las Catalinas i, la empresa de, con doña Aurelia Figueroa de 

ViHerca, por daños y perjuicios ; sobre competencia 293 

Ledeama, el doctor J. Alejo, con la señora doña Rosa P. de Gil, 
por sí y sus hijos, por rei vindicad un de un campo ■ sobre litis 

pendencia 9g 

Lemos, don Custodio G. t con el llanco Hipotecario Nacional .... 78 
Letamendi, don Julián, contra don Juan Torres, por cobro de pe- 
sos; sobre elevación de autos en consulta á ta Suprema Corle. 267 



M 

Harchin, don Ramón, por infracción á la ley de enrolamicuto. . 256 

Malberti, Ulrico, recurso de kubeas corpm 243 

Mañay, Justo, contra, por tentativa de defraudación, denegación 
de recursos y pena disciplinaria; sobre recurso a la Suprema 



Corte 370 

Marcovecchio, don Félix A., con \V, Paats, líorhe y O, por lani- 
ficación de marca de fábrica; sobre intervención fiscal y ape- 
lación. 151 

Narioco, don José, contra el Intendente municipal de San Fer- 
nando, don Carlos Z 4 Castro; sobro daños y perjuicios. . . Í79 

Márquez, doña Higinia y doña Harta, en el juicio ejecutivo del 
Banco Nacional contra V. Márquez, por tercería de dominio; 

sobrecosías 86 

Mazzini, Luis, ó Juan Bioni, por infracción á la ley de enrola- 
miento 124 

Méndez, don José M.. con José Juan* y O ; sobre cobro de pesos. 204 
Menn, don Francisco, con el doctor Benjamín Pfti (hijo), por co- 



bro ejecutivo de pesos ; sobre pago 330 
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Mooney, don Guillermo M. , con el Banco de la Nación, por cobro 

ejecutivo de pesos; sobre apelación denegada , . . ÍA6 

Morales, don N.,con don \. Gentile; sobre arraigo del juicio. . . 84 

Morales, María, por cumplimiento de un exhorto remitido de Ita- 
lia i sobre competencia. ............... ... 31$ 

Moreno, Ramón, contra, por circulación de billetes de curso legal 

falsos; sobre entrega de dinero secuestrado ¿04 

Morlola, Péliz, contra, por hurto. 365 



O 



Ocantos (hijo), el doctor José A., contra don José RafTb, sobre en- 
trega de una maquinaria, retención y nulidad de sentencia 430 

Olmos, don Ambrosio, con el Banco Nacional ; sobre consignación 
en pago - * w 

Orsolini, don Guido, con el Fisco Nacional, por cobro ejecutivo 
de derechos de aduana ; sobre inhabilidad de título y pago.. 418 

Ortiz de Rozas, don Alejando, con doña Ana María Delfino deOr- 
tiz de Rozas, por divorcio, embargo y depósito de bienes ; sobre 
nulidad H3 
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Paats, Roche jC, W., contra don Félix A. Marcovccchio, por 
falsificación de marca ; sobre intervención fiscal y apelación. . . 151 

Pérez, don Gervasio J., contra don Cosme A. Aguíar, por resci- 
sión de contrato ; sobre prueba de testigos i5 

Palacios, Carlos, recurso de habeos corpns á su lavor, deducido 
por el doctor Eduardo T. Cepeda • 

Paz (hijo), el doctor Benjamín, contra don Francisco Menn, por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre pago 33C 
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Peroti, Fortúnalo, José Oelevo 6 Piflero (a) Veneeia, contra ; por 

tentativa de circulación de billetes de curso lega) falsos 287 

Pinero, don Melchor, la sucesión de, con el doctor José García Gon- 

■alei, por cobro ejecutivo de pesos ; sobre inhabilidad de titulo. 144 
Poder Ejecutivo Nacional, con don Justino Grané ; sobre nulidad 

del decreto declarando caduca una concesión de tierras 47 

Podesia de Biancfat, doña Felisa, contra el Banco de la Nación ; 

■obre daflos y perjuicios 228 

Porterieu, don J, Marcial, contra el Ferrocarril del Sud ; sobre 

daños y perjuicios y cosías 22t 

Procurador fiscal contra don Ignacio ¡S . Correa, por desacato al 

juez federal ; sobre incompetencia , 34$ 
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Haffo, don José, con el doctor José [A. Ocantos (hijo), sobre en- 
trega de una maquinaria, retención y nulidad do sentencia. . . 430 

Ramírez, Isidoro, contra, por homicidio en el presidio de la isla 
de los Estados 373 

Real de Azúa, don Ezequiel, con el Banco Nacional, por cobro 
ejecutivo de pesos, gestión de don Martín Sansinena, por cobro 
de honorarios y gastos de depósito 82 

Rieter, Ignacio, contra, por infracción k la ley de impuestos inter- 
nos ;jsobre prescripción 1 75 

Rios, don Instan, contra don Eladio Gigena Jornel, por restitu- 
ción de una linca ; sobre pruebas 90 

Rtvarola, el doctor Rodolfo, y el doctor Miguel G. Méndez, por 
imposición de arresto ; sobre recurso a la Suprema Corle 97 

Rodríguez del Busto, don Antonio, con los menores Agustina, 
Eduardo, Ernesto y Enrique Villard ; sobre interdicto de obra 
nueva 260 
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Sacraiseg, Arturo, empleado de correos, contra; por sustracción 
de correspondencia. 214 

Salvo, don José, después don Hanue) Gómez, con el Fisco Na- 
cional ; sobre expropiación * 397 

Sansinena, don Martin, en el juicio ejecutivo del Banco Nacional 
contra don Ezequiel Real de Azúa, por cobro de; honorarios y 
gastos de depósito ; sobre competencia 83 

SepúWeday O, don Juan de Dios, con Isequilla y Pérez, por de- 
volución de hacienda y entrega de un campo ; sobre personería. 111 

Shaw hermanos contra don Henry Enlttoven ; sobre nulidad de una 
marca de comercio • • • • 337 

Solacearlos, Lino Ghiglioni y Vicente fard i solí, contra; por hurto. 437 

Songiní, don Mauricio, con el Fisco Nacional, por cobro ejecutivo 
de pesos; sobre nombramieuto de defensor de ausentes 149 



Tarando, don José, con don Ambrosio Frioni, por daños y perjui- 
cios; sobre incompetencia y defecto legal en la demanda 19 

Tillard, los menores Agustina, Eduardo, Ernesto y Enrique, con- 
tra don Antonio Rodríguez del Busto ; sobre interdicto de obra 
nuera 360 

Torres, don Juan, con don Julián Letamendi, por cobro de pesos ; 
sobre elevación de *ulos en consulla á la Suprema Corte 267 
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Uzurun, don León, contra el Ferrocarril del Oeste; sobre daños 
y perjuicios ..>>•• •..,»,..... •>.>■••».». 193 
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V 

Viejra, don Delfín, con el Banco Hipotecario Nacional, por cobro 
de pesos; subre embargo y apelación denegada 129 

Visconti, Mario, contra, por complicidad en el delito de falsifica- 
ción de billetes de curso legal; sobre apelación y excarcelación, i 31 

Vuilant, don Pablo, con el Fisco Nacional, por cobro ejectivo de 
pesos ; sobre nombramiento de defensor de ausentes 168 



W 

Williams y O, con don Tomás Cacacc, por cobro de pesos; sobre 
liquidación y costas 45 
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A 

Apelación. — En la prueba de testigos que deben declarar fuera del 
asiento del juzgado, con arreglo al interrogatorio que se remita 
al juez exhortado, no trae gravamen y es inapelable el auto 
que niega la previa exhibición del interrogatorio para formu- 
lar repreguntas. Página 10. 

Apelación. — £1 auto que niega el embargo queso pide trae gravamen 
irreparable. La circunstancia de haberse interpuesto de tal 
auto el recurso de reposición, no obsta á la procedencia de 
la apelación, si ésta ha sido deducida subsidiariamente 
en el término legal, para el caso de no hacerse lugar á la 
revocatoria. Pagina 129. 

Aftelacion, — Debe declararse mal concedido el recurso que no ha sido 
deducido por parte legítima. Página 137. 

Apelación. — Es inapelable el auto por el cual enjuicio ejecutivo e) 
juez nombra, para mejor proveer, á un perito^ para que in- 
forme sobre una tasación observada. Página 146. 

Apelación. — No causa gravamen la vista conferida al ministerio fiscal 
délas excepciones opuestas por el acusador. Página 151. 

Apelación. — El auto que no es apelable en lo principal, no puede 
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serio por la omisión de condenaciones accesorias, como son 

las cosías. Página 202. 
Apelación, — La sentencia dictada en «i procedimiento de apremio no 

es susceptible de recurso. Pagina 388. 
Apremio. — Véase : Apelación. 

Arraigo. — Debe rechazarle la acepción dilatoria de arraigo, si no 
se prueba e] hecho en que se funda. Página 81. 

Arraigo, - Nu procede la excepción de arraigo si el autor liene su 
domicilio en la República. Página 298. 



B 

Banco Hipotecario Nacional. — Producido el raso de falta de cum- 
plimiento al contrato de préstamo celebrado con éste, puede, 
á su pedido, mandársele dar la posesión judicial del inmue- 
ble hipotecado, sin juicio previo con el poseedor del mismo. 
Página 78. 

Banco Nacional — En las deudas al Danco Nacional que se hallan ga- 
rantidas con hipoteca, Jas letras que se otorgan por los deu- 
dores pueden ser expedidas en papel simple, cualquiera que 
sea el valor del sello pagado por ta constitución de la hipo- 
teca. Página 3f>. 



C 

Capitalización. — Véase : Intereses. 

Circulación de billetes falsos. — No existiendo más dalos contra el pro- 
cesado que Ja declaración del denunciante, y la ocultación de 
su verdadero nombre en la primera diligencia del sumario, 
debe dictarse sentencia absolutoria. Página 382. 

Circulación de billetes falsos. — Si el acusado de circulación de billetes 
falsos no ha sido absuello de culpa y cargo, no puede conaide- 
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rarse producto de la circulación el dinero secuestrado en su 
poder, y por consiguiente no puede hacerse entrega de él 
al damnificado. Página 404. 

Citación. — lia talla de copia de lad<;manda no causa la nulidad de la 
citación del demandado. Página 5. 

Competencia. — Es competente el juez del lugar del cumplimiento del 
contrato y del que debió ser el punto de arribo de las mer- 
caderías remitidas por ferrocarril. Página 5. 

Competencia. — Corresponde al juez del lugar donde han debido ser 
transportadas y entregadas las mercaderías, conocer en las 
obligaciones procedentes del contrato de transporte. Pá- 
gina 19. 

Competencia. — Corresponde al juez que mandó trabar el embargo y 
conoció en el juicio ejecutivo, la demanda del depositario 
de los bienes embargados por cobro de honorarios y gastos 
de depósito. Página 82, 

Competencia. — Corresponde á la justicia ordinaria la causa por danos 
y perjuicios procedentes de hecho ilícito ocurrido dentro del 
establecimiento de Las Catalinas. Página 293. 

Competencia. — El diligenciamienlo de exhortas en causas de fuero 
común, pertenece á los jueces ordinarios, sin que importe 
que el exhorto haya sido remitido por la vía diplomática. 
Página 372. 

Competencia. — Corresponde entender en la causa por danos y per- 
juicios al juez del lugar donde se ha producido el hecho que 
ha causado darlo. Página 406. 

Concesión de tierras. — Si resulta que no ha sido cumplida alguna de 
las condiciones bajo las cuales y con arreglo á ta ley de la 
materia, el Poder Ejecutivo nacional ha escriturado una con- 
cesión de tierras con fines de colonización, no hay acción 
para pedir que se declare nulo el decreto en que el Poder, 
Ejecutivo declara, por esa razón, que la concesión ha cadu- 
cado y queda revocada. Pagina 47. 

Confesión. — Las presunciones graves contra el confesante, fundadas 
en sus antecedentes personales y en las circunstancias del 
hecho, autorizan á dividir la confesión. Página 287. 
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Confesión extrajudiciat. — No surte los efectos de confesión, si no se 

hace y se niega ante el juez competente. Página. 437. 
Conñgnmmi. — Véase : Cosías. 

Consulta. — Las sentencias definitivas en causas civiles en que sean 
parte el fisco, menores ó incapaces, y no hayan sido apela- 
dos, deben ser elevados por los jueces letrados de los terri- 
torios nacionales en consulta á la Suprema Corte, para su 
aprobación. Paginas 267 y 2G8, 

Consulta, — Km el caso del sumario anterior, mientras no se dicte Ja 
aprobación de la Suprema Corle, no pueden ser ejecutadas 
las sentencias. Página 269. 

Costas. — Debe ser condenado en costas el actor que, atenta la na- 
turaleza del asunto y el mérito de los hechos comprobados, 
resulla que no ha tenido razón. Página 22. 

Coitos. — Declarada válida Ea consignación en pago, procede de de- 
recho la condenación en cosías al acreedor. Página 36. 

Costas. — Ei error en que las parles han podido ser inducidas por la 
expresión empleada en la sentencia, le exime del pago de 
las cosías causadas en el incidente de liquidación. Página 45. 

Costas. — No procede condenación en costas al ejecutante que ha po- 
dido tener la justa creencia de pertenecer al ejecutado ei bien 
embargado. Página 8G. 

Costas. — No procede condenación en costas al demandado, si ésle 
no se ha negado á indemnizar el daño, previa lasacion y 
si ha sido rechazado uno de los capítulos de la demanda. 
Página 106. 

Costas. — No procede condenación en cosías, si la empresa responsa- 
ble del daño no ha desconocido su responsabilidad „ y sólo 
ha resistido el reconocimiento de la cantidad demandada, 
que la prueba producida ha demostrado ser exagerada. 
Página 2át. 

Cuitas. — No procede condenación en costas cuando soto han sido 
admitidas en parle las pretensiones del demandante, siendo 
rechazadas en otra parte. Pagina 282. 

Costas. — El hecho de no haberse hecho en la copia entregada al de- 
mandado, Jas enmiendas contenidas en el escrito original de 
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la demanda, que ha dado motivo á la excepción rechazada, 
exime á ésta de la condenación en cosías. Pagina 298. 
bostas. — No resultando malicia ó temeridad en la demanda, no pro- 
cede la imposición de cosías al ador vencido. Página 41G. 



Daños tj perjuicios. — Sin justificar el daño y reconociéndose además 
culpa en el demandante, debe desecharse con costas la de- 
manda por daños y perjuicios. Página 179. 

Daños y jterjuicios. — En las demandas por reparación de daños pro- 
cedentes de actos ilícitos de carácter civil, la acción no pue- 
de prosperar si no se prueba que el hecho en que se apoya 
lia sido generador de un perjuicio apreciable en dinero, 
causado al demandante. Página 183. 

Daños y perjuicios. — El embargo indebido da derecho para pedir al 
que lo solicite la indemnización de los perjuicios causados. 
Página 228. 

Daños y perjuicios. — Véase : Compehntia ; Juicio petitorio. 

Defecto legal. — La petición de que el juez resuelva el caso, en vez de 
pedir el nombramiento de arbitros, no a recta las formas de 
la demanda y no autoriza la excepción dilatoria de detecto 
legal. Página 19. 

Defecto legal. — Tampoco ia autoriza la no presentación de la póli- 
za de fletamenlo, cuando, según la exposición de los hechos» 
la demanda no versa sobre cumplimiento de uu contrato de 
fíela mentó. Página 19. 

Defecto legal. — No procede la excepción de defecto legal en la de- 
manda, si ésla contiene tus requisitas déla ley. Página 298. 

Defensor de amputes. — No procede el nombramiento df 'elensor de 
ausentes, si no se han evacuado las diligencias legales nece- 
sarias. Páginas 149 y 168. 

Delito de imprenta.— Véase : Justicia federal. 

Depósito. — Véase: Competencia. 
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Dtrechos de aduana. — El pago de una liquidación de derechos de 
aduana que resulta equivocada, no exime al deodor de la 
obligación de abonarla diferencia en su contra que arroje la 
liquidación rectificada. Página 418. 

Detención de correspendencia. — La detención ú ocultación de cartas 
por un empleado de la administración de correos es un hecho 
penado como delito por el articulo E2 de la ley nacional pe- 
nal. Página 214. 

Divorcio. — En las causas de divorcio es nulo lo que se obra sin la 
intervención de! ministerio fiscal. Página 113. 



E 



Embargo. — Pediilo el cmbago de una suma procedente de ejecución 
seguida ante otro juez, el auto que lo concede, con deduc- 
ción del mouto de la ejecución, importa establecer una pre- 
ferencia de crédito sin la discusión previa que debe tener 
lugar ante quien corresponda. Página t JO. 

Embargo. — Véase: Apelación. 

Embargo de dinero. — Véase: Circulación de billetes falscs. 

Espera. — No puede admitirse la excepción de espera concedida bajo 
condición que no se ha cumplido. Página 92. 

Excarcelación . — El que es procesado por complicidad en el delito de 
falsificación de billetes de curso lega), no puede alegar que 
por el ministerio üscal ¡>e le impula el rol de acusador, al 
efecto de obtener en esta calilicaciun la excArculacion pro- 
visoria. Página 137. 

Exhorto. — Véase : Competencia. 

Expropiación. — En los juicios de expropiación seguido* ante la jus- 
ticia nacional deben aplicarse las disposiciones de la ley 
nacional de expropiación. Página 200. 

Expropiación. — Si de los elementos de juicio que suministra la 
causa, resulta excesiva la indemnización propuesta, debe ésta 
ser reducida. Página 397. 
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Faifa de personería. — No puede oponerse al que promueve el juicio 
en nombre propio. Página 5. 

Ferrocarril. — La parada repentina del tren, de la que se hace deri- 
var el daño, no constituye por si sola una infracción á las 
leyes y reglamento» de la materia; y no probándole de otro 
modo la existencia de culpa en los empleados de la empresa 
del ferrocarril, debe ésta ser absuelta de la demanda de 
daños y perjuicios. Página 193. 

Ferrocarril, — Véase : Presunción. 

Fletamenio. — Véase : Defecto legal 



H 



Habeos corpm. — No procede cuando la detención emana de autori- 
dad competente en virtud de juicio pendiente ante ella. Pá- 
gina 119. 

Habeos corpus. — La detención ordenada por autoridad competente 
excluyo el recurso de babeas corpas. Página 243. 

Homicidio. — El homicidio premeditado con agravantes hace pasible 
al reo de la pena de presidio indeterminado. Página 473. 

Honorarios. — El poder para intervenir en un pleito, comprende U 
facultad de intervenir en la regulación de los honorarios que 
ha devengado el abogado en dicho pleito; y la regulación 
practicada con audiencia del apoderado de los interesados es 
título hábil para cobrar ejecutivamente el importe de ella. 
Página 144. 

Honorarios. — El abogado empleado á sueldo en la oficina de asuntos 
legales de un establecimiento bancario y apoderado para re- 
presentar á éste en determinados asuntos judiciales con con- 
vención de recibir un Unto por ciento de los honorarios que 
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hubiesen de pagarse y se percibiesen de la» contrapartes ea 
juicio, no tiene derecho para cobrar ejecutivamente al Banco 
el referido Unto por ciento de los honorarios, quejpor ha- 
ber cesado en el mandato se le han regulado e* ios asuntos 
judiciales mencionados. Página 153, 

Hurto. — No exime de la pena correspondiente al hurto, el hecho de 
ser el dueño de ta cosa hurtada deudor al reo de cantidad de 
dinero. Página (165. 

Honorarios. — Véase : Inhabilidad de título; Pago. 



1 

Inconstitucional. — Si se reconoce que la ley provincial sobre expro- 
piación es constitucional en cuanto á la utilidad pública de la 
obra y en cuanto declara necesaria la expropiación para la 
construcción de la obra, es inadmisible la tacha de inconsti- 
tucional idad que se opone á dieba ley en cuanto á la exten- 
sión del terreno sometido á la expropiación que el reclamante 
pretende ser excesiva. Página 303. 

Inhabilidad de Ututo. — No procede esta excepción contra la ejecución 
de letras á la orden, de plazo vencido y protestad» en per* 
sona por falta de pago, sin negarla llrma. Página Vi. 

Inhabilidad de titulo. — Debe considerarse hábil el titulo de la ejecu- 
ción, si el ejecutado ha opuesto las excepciones de inhabilidad 
de titulo y pago, y ha consentido la sentencia que, admitien- 
do esta última excepción, ha rechazado la primera. Página 
418. 

inhibitoria. — No existiendo el juicio i el cual se deduce la contien- 
da por inhibitoria, deben devolverse los autos al juez de su 
procedencia. Página 402. 

interdicto. — El de obra nueva procede siempre que se inicie y conti- 
núe la obra on terreno ocupado por tercero. Página 260. 

Interdicto. — Véase : Juicio petitorio ; Jmticia federal. 

intereses. — Tratándose de una suma de dinero, la sentencia que con- 



dena á pagar el importe de intereses y privación de su giro, 
no puede reíonrse sino a tos intereses de dicha suma. Pá- 
gina 45. 

Intereses. — No procede la capitalización de esos intereses. Página 45. 
Interrogatorio. — Véase : Apelación. 



J 

Jueces tetradot.— las comunicaciones de los jueces letrados & la se- 
cretaria de la Suprema Corte, deben ser firmadas por ellos, 
; no por sus secretarios. Página 270. 

Juicio ejecutivo. — Véase : Apelación * 

Juicio petitorio.— La indemnización de daños y perjuicios contenida 
en el fallo sobre el ¡nterdicto;posesorio t no se halla compren- 
dida en las condenaciones que deben ser satisfechas pan 
que el demandado vencido pueda comenzar el juicio petito- 
rio. Pagina 31. 

Justicia federal. — La demanda sobre interdicto posesorio seguida por 
el extranjero contra argentinos ante la justicia ordinaria, do 
impide que éstos demanden la propiedad ante la justicia fe* 
doral, aunque el extranjero manifieste que renuncia su fuero . 
Página 31. 

Justina federal. — Los tribunales nacionales no son competentes para 
conocer de delitos cometidos por medio de la prensa. Pá- 
gina 24$. 

Jwticia federal. - Probada la distinta vecindad de las parles, «urge el 
fuero federal por razón de las personas. Página 900. 

Jutíida federal. — No corresponde á ella por rasan de la materia, la 
causa por daños y perjuicios procedentes de incumplí miento 
de convenio hecho con una empresa de ferrocarril, sobre 
promesa de un empleo. Página 400. 



Lesiones. — Corresponde la pena ríe seis meses y medio de arresto al 
delito de lesiones leves con atenuante y agravante. Páeina 
346. 

LUispendencia.— El juicio de deslinde promovido ante la justicia or- 
dinaria y sin haberse radicado un juicio contradictorio, no 
constituye litis pendencia respecto del juicio petitorio dedu- 
cido ante la justicia nacional. Página 98, 

Lotería. —La adulteración de billetes de la lotería nacional, no es 
delito de carácter federal. Página 391 . 



— Confesada por el mandante la existencia del mandato 
autorizando el mandatario para concluir un contrato con 
las modificaciones indicadas por él, uo puede negarse á cum- 
plir el contrato dentro de los límites de esas modificaciones 
Página 304. 

Marca de fábrica. — La marca de comercio concedida para distinguir 
artículos navales, no comprende el cemento portland. Pá- 
gina 337. 

Mimtterio fiscal. — El ministerio Gscal no puede renunciar la acción 
que corresponde por infracción á la ley nacional de eleccio- 
nes. Página 350. 

Moneda de plata. — Las obligaciones que en la fecha de te ley de in- 
conversión número 1734, se hallaban contraidas á pesos mo- 
neda nacional piala, sin otra designación, no pueden consi- 
derarse comprendidas entre las contraídas en obligación de 
moneda especial, á que se refiere el artículo 3* de dicha ley 
Páfina 442. 
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Novación — No existe novación, sin obligación nuera. Página 92. 

JVwíirfaíí. — No hay nulidad en la sentencia por el hecho de haber co- 
locado en Arden diferente las acciones deducidas, sobre las 
cuales resuelve con arreglo á la demanda. Página 430. 

Nulidad. — Tampoco la hay por defectos en ta personería del procu- 
rador y en la forma de una notificación no observada y re- 
clamada en tiempo. Página 430. 

Nulidad. — Véase : Citación ■ Concesión de tierras. 



Pago. — La cláusula «pago y chancelación de honorarios *, que figu- 
ra al final de un pagaré, escrita por el mismo firmante, j 
dado a su acreedor de honorarios, que éste niega haber 
existido en e) pagaré cuando lo recibió y endosó, uo prueba 
la excepción de pago que el deudor opone á la cobranza de 
los honorarios adeudados. Página 330. 

Pena, — No puede agravarse la pena si la impuesta por etjuea de i* 
instancia, ha sido consentida por el ministerio fiscal. Pá- 
gina 365. 

Personcro.— No puede admitirse perso ñero por el procesado declara- 
do rebelde. Página 103. 

Poder. — El conferido personalmente por un socio no basta para re- 
presentar la sociedad. Página 117. 

Poder.— Véase : Honorarios. 

Prescripción. — La [trascripción en la infracción á la ley de impuestos 
internos, no corre sin» desde el día en que se descubra. Pá- 
gina 175. 

Presunción. — La investigación de la Dirección de Ferrocarriles, de 
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los que resulta la inculpabilidad de la empresa en un acci- 
dente ferroviario, apareja una presunción juris á su favor, 
que debe ser destruida por prueba contraría para hacerla 
responsable de los daños causados. Página 410. 
Prisión preventiva. — Véase : Servicio militar. 
Prueba.— Si para demostrar ta simulación de una escritura se ha 
alegado que su Ulular no podía disponer del dinero que apa- 
rece entregado, no puede decirse que importe una investi- 
gación general y no se refiera á hechas concretos Ja diligen- 
cia probatoria por la cual se pide informe sobro los fondos 
que aquel tuviera en los Bancos, monto y fecha del depósito 
y retiro. Página 90. 



Recurso. — No procede recurso á la Suprema Corte de las resolucio- 
nes de los tribunales ordinarios imponiendo penas discipli- 
narias. Página 97. 

Recurso.— No procede el recurso á la Suprema Corte de autos de 
los tribunales ordinarios aplicando las leyes de procedimien- 
tos. Página 370. 

Recurso — Los recursos á la Suprema Corle de las sentencias de los 
tribunales ordinarios deben ser fundados en citas concretas 
y con aplicación al raso resuello. No basta hacer referencias 
generales á la Constitución ó leyes del Congreso. Páaina 

395. 

Repetición.— No es susceptible de reposición el auto de la Suprema 
Corle declarando mal concedido el recurso de apelación 
Página 202. 

Reposición. — Véase* Apelación. 

Retención, — No siendo justificadas las sumas por las cuales se pre- 
tende el derecho de retención, no hay para qué resolver so- 
bre éste con respecto á dichas sumas. Página 430. 
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Sentencia. - La que castiga ai culpable sólo como autor de tentativa, 
no puede ser modificada en perjuicio del reo, si ha sido con- 
sentida por el ministerio público. Página 2U. 

Servicio militar. - los practicantes ai servicio de los hospitales se 
hallan exceptuados del servicio militar activo, sin distinción 
entre internos y eilernos. Pagina 110. 

Servicio militar. — No causa gravámen el auto que manda devolver 
los autos á la junta de excepciones, para que proceda A co- 
nocer y resuelva. Pagina 121, 

Servicio mifíUr, - El infractor á la ley de enrolamiento tiene la 
pena de un año de servicio militar en el ejército permanen- 
te. Paginas 124 y 126. 

Servicio militar. - El infractor á la ley de conscripción tiene la pena 
de dos anos deservicio militar en el ejército permanente. 
Pagina 141. 

Servicio militar. — Del ano de servicio militar en el ejército perwi- 
nente que corresponde como pena de la infracción a la ley de 
enrolamiento, debe descontarse el tiempo de prisión sufrida 
en razón de un día de prisión por cada dia de servicio. Pn- 
gina 25ti. 

Simuiacion. — Véase : Prueba. 

Sobreseimiento, — Debe sobreseerse en la causa si no consta de auto» 

la comisión déla infracción. Página Hi . 
Sobreseimiento. — El orde ado estando la causa en estado de plena- 

rio, y con calidad de mandarse el expediente al archivo, debe 

considerarte como definitivo y no permítela prosecución del 

juicio. Página 353. 
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Tenttttivt. — La de circulación de billetes lalsos hace pasible el reo 
de la pena de dos años, nueve meses de trabajos forzados y 
multa de 1375 pesos fuertes. Página 281. 
Terceria . — Véase : Costas. 

Testigos, — No puede admitirse la prueba de testigos que se pide á 
última hora, no dando lugar al término exigido por la ley 
para practicada en tiempo. Página 88. 
Testigos. — Debe admitirse la prueba de testigos vecinos de la compa- 
ñía, que baya sido ofrecida en tiempo y con indicaciones 
de) nombre, profesión y lugar de su domicilio. Pagina 15. 
Testigos. — Los testigos que declarando sobre el importe de ia pérdida 
sufrida por el actor, no dan otra razón que las suposiciones 
6 cálculos que ellos bacen, deben ser considerados como de 
mera creencia, y sus declaraciones no revisten valor jurídi- 
co. Página 121. 
Transporte. — Véase : Competencia. 
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< AUMA €'V?IX 



Don Enrique Fernandez contra el Ferrocarril Central Argentino t 
por cobro de pesos tj daños y perjuicios ; sobre incompetencia, 
falla de personería y nulidad de citación. 



Sumario. —í* Es comitente el juez del lugar 
miento del contrato, y del que debió ser el punto de arribo de 
las mercaderías» remitidas por ferrocarril . 

juicio en nombre propio. 

3° La falta de copia de la demanda no causa la nulidad de 1» 
citación del demandado. 




Cas o. — Don Enrique Fernandez, vecino déla Capital, H¡ 
ante el juzgado federal de la misma demandando i 
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compañía del Ferrocarril Central Argentino por daños y per* 
juicios, que dijo le originé aquella ¿consecuencia de la falta de 
I \ c mpliiniento en el transporte de hacienda vacuna, 6 que se 
*ígó, según la carta de porte que exhibe, la que sa halla á au 
orden. 

Manifestó que parte de esa hacienda murió en el trayecto 
| del viaje y otra fué devuelta en mal estado, al punto de su par- 
tida porque no pudo continuarse el Tiaje. 

Acreditado el fuero por la distinta vecindad de las partes, se 
corrió traslado de la demanda. Sin contestarlo, la empresa de- 
mandada manifestó : que Fernando? carece de personería para 
promover el juicio, porque en el jazgado federal del Rosario, la 
compañía sigue juicio contra Ignacio Plaul, por cobro de fle- 
tes, gastos, etc., del mismo transporte en que se funda la de- 
manda, en la cual Femandei reconoce que Plaul es el cargador 
y dueño de la hacienda. 

Que Bihien se ha acreditado la distinta nacionalidad, el juez 
competente debe serlo el federal del Rosario, donde tiene sn 
domicilio la empresa, pues no puede aplicarse el caso al artículo 
105 del Código de Comercio, desde que el transporte no se ve- 
rificó. 

Qne, por fin, la citación y emplazamiento es nula, por cuanto 
el actor no ha dado copias de las cartas y telegramas presen- 
tados con la demanda. 

Pidió que se admitiera las excepciones de incompetencia de 
jurisdicción, falta de personería y nulidad de la citación. 

rail» del Jh«i Federal 

Buenos Aires, Novio m h re de 1894. 

T vistos : En las excepciones de incompetencia y de falta 
de personería en el demandante y en la nulidad de la citación 
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que se deduce : Y considerando en cuanto á la primera: !• 
Que el demandan* la funda en que no habiéndose realizado 
el transporte, no es aplicable la disposición contenida en el ar- 
tículo 305 del Códuo de Comercio, que prescribe que las ac- 
ciones que resulten del contrato de transporte, tratándote dt 
caminos de hierro, podrán ser deducidas ante la autoridad ju- 
dicial del lugar en que se encuentre la estación de partida, Ó 1* 
de arribo, por cuya razón, en su concepto, el juez competente 
es el del lugar del contrato, que cu el caso sub-jndice, es tam- 
bién el del domicilio oVi demandante. 

2* Que semejante argumento carece completamente de fuerza 
legal, siendo además ilógico y antijurídica ia interpretación 
que se da a la mencionarla disposición del citado código» por 
cuanto la ei presión estación de arribo, no significa restricti- 
va mente el lugar a donde llegó ó ha llegado la mercadería da 
que se trata, sino á donde debió llegar, ó lo que es lo mismo, «1 
lugar designado por las partes para el cumplimiento de la obli- 
gación, a semejanza de lo que sucede en los contratos para cuya 
ejecución se determina un lugir distinto del de su celebración 

S» Que esta interpretación se halla justificada además, por 

como lo reconocen ambas partes, y'resulta del testimonio de la 
sentencia del señor juez federal del Rosario, principio de eje- 
cución del que, con las anteriores consideraciones de testigo» 
corrientes á foja... que acreditan el fuero federal, surge ia com- 
petencia de este juzgado, según la doctrina uniforme de que, 
tratándose de acciones personales, es juez competente el del la- 
gar designado para el cumplimiento de la obligación. 

Considerando en cuanto á la falta de personería, que no ha- 
biendo sido tachada de nulidad ó falsedad la carta de porta 
agregada ú foja.., la nuera circunstancia de no haberse verifi- 
cado el transporte, no puede en manera alguna perjudicar el 
carácter de consignatario de que inriste al demandante el expra- 
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■ado documento, con tunta mayor raion, cuanto que de la prue- 
ba producida por la parte demandada no resulta, como ella pre- 
tende, que el tí aje fué revocado, y mucho menos por órden del 
cargador, bastando por sí sola esta última consideración para 
resolver en justicia que Fernandez conserva bu carácter de con- 
signatario, con Jas facultades propias de este mandato especial, 
y necesarias para e) cumplimiento de las obligaciones que de él 
derivan. 

T considerando, finalmente, en cuanto A ln declaración de nu- 
lidad solicitada, que es punto resuelto diaria y uniformemente 
á que la parto eicepcionante se refiere, mo oausa la nulidad de 
la citación. 

Por estas consideraciones, y lúa aludida» en el escrito de 
foja,., no obstante lo dictaminado por el procurador fiscal, de- 
clárase competente este juzgado, resolviéndose además, no ha- 
cer lugar ú la excepción opuesta de falta de personería en el 
demandante y a la declaración de nulidad pedida, con costas, 
bagase saber, y repónganse los sellos. 

Juan del Campillo. 



VISTA DEL SEftoH PltOCUIUl>OK GENERAL 



c . Buenos Aires, Mano 12 de 1895. 

Suprema Corte ; 

El demandante señurFernunde* asevero, á foja 10, que com- 
pró á Jos señores Mu rail, del Rosario, 282 novillos, según cons- 
ta de la cuenta que acompaña ! y que el señor Ignacio Plaul, fué 
encargado de su remisión. Estos hechos se corroboran por la 
cuenta de venta, corriente á foja i y la carta de porte de foja 3. 

Según esa carta, el flete debiera pagarse en destino, lo que 
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quiere decir, en el tugar A donde si* hacía la remisión y por el 
consignatario, que en este caso resulta también propietario de 
la carga. 

La justicia federal es cuín pétente, por tratarse de vecinos de 
distintas provincia*, lo que, por otra p irte, no hnsido contes- 
tada ; y la de ta Capital parene procu-der en el caso, por haberse 
deducido la ación por el propietario y consignatario, vecino 
del lugar en que debía cumplirse el convenio y verificarse el 
pago. El artículo 205 del Código de Comercio me parece bien 
interpretado al respecto en el auto recurrido, cuya confirmación, 
en cuanto a Incompetencia del juzgado federal d« la Capital, 
solicito de V. E. 

La nulidad invocada contra ese auto de foja 76, en et recur- 
so, no habiendo sido demostrado, ni surgiendo de omisión de 
procedimiento ú otra que la constituya según las leyes, debiera 
ser desechada, 

Sabiniano Kier, 



Buenos Aires, Mayo 19 de 1900, 

ViütoB y considerando : Que el jnez del lugar en que los con- 
tratos deben tener su cumplimiento, es competente para el co- 
nocimiento de los derechos y obligaciones que se derivan de 
aquellos, con arreglo á Indispuesto en la ley treinta y dos, tí- 
tulo segnndo, partida tercera, y doctrina que surge de los artí- 
ciento uno y mil doscientos quince del Código Civil, 
en virtud de esas disposiciones legales y de la prescrip- 
del artículo doscientos cinco de Código de Comer- 
cio, en loque al transporte por caminos de fierro se refiere, el 
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demandado no ha podido desconocer la jurisdicción del inferior, 
desde que no ha probado que por convenio entre las partea se 
hubiese revocado el viaje, acordándose el regreso de loa anima- 
les cargados a) punto de partida. 

Quedon Enrique Fernandez La promovido el juicio á nom- 
bre propio, haciendo valer derecho, que pretende le da personal- 
mentedla carta de porte de foja tres, lo que excluye la excep- 
ción dilatoria ile falta de personería que Je ha opuesto el deman- 
dado. 

Que como lo demuestra la sentencia apelada, carece di- fun- 
damento la nulidad de la citación quf también opone el mismo 
demandado. 

Por esto, y fundamentos concordantes del auto de foja se- 
tenta y siete, se conlirraa ésta, con costas, Notifíquese original 
y t repuestos los sellos, devuélvanse. 



El doctor don fiemardo de Iriyoycn contra don Juan H. 
Figueira; sobre prueba de testigos y apelación denegada 



Sumario. —En la prueba de testigos que deben declarar 

fuera del asiento del juzgado, con arreglo al interrogatorio que 



BEPiJAHl» PAZ. — ABEL BAZAR. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RKfcNT. — H. MARTINEZ. 



r WHA vxxx 
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Bé remita al juez exhortado, no trnc grav áraon y es inapelable 
el autoque niega la prévia exhibición dü interrogatorio para 
formular repreguntas. 



Caso, — Resulta del 



INFORME DEI. JUEZ FEOERAL 



La Piala, Abril 21 de 1900. 




Evacuando el informe que V. E. se ha servido pedirme, debo 
manifestar que es cierto que en el juicio de su referencia y con 
haber ordenado este juzgado la citación del aotor 
rario del concurrente), para abrir loa interrogatorios 
cerrados, al tenor de ios cuales debían declarar los 
testigos ofrecidos por él, residentes en Entre Rios, y darle cor- 
so al exhorto mandad» librar para la recepción de esa prueba- 
pidió el recurrente, con fecha 6 de Marzo próximo pasado, que 
se le exhibiesen á él dichos interrogatorios para formular re- 
preguntas, interponiendo el recurso de apelación subsidiaria- 
mente para el caso que se le denegare su petición, 

Como i ésta se le dió el carácter de revocatoria, se corrió 
traslado por tres días al actor y con su respuesta se dictó el si* 
guíente auto : 



i La 



4 de 



c Vistos : El incidente promovido a foja,„por el demandado, 
en el cual pide se abran y se le hagan conocer los interrogato- 
rios presentados por el actor para que declaren sus testigos 
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ofrecidos residentes en Concordia y en subsidio se le cunceda 




« Y considerando : I o yue no hay disposición alguna legul 
que autorice á alguna de las partes para tomar conocimiento de 
los interrogatorios presentados por la otra, antes de la audien- 
cia en que deban declarar los testigos. 

< 2° Que cuando la ley dice que la prueba es pública y que 
debe rendirse en audiencia pública, se refiere al memento de la 
recepción de la misma y ¡\ la libertad que tienen las partes para 
examinarla después de producida. 

« 3° Que es indiscutible qOR cada una de las partes tiene de- 
recho de repreguntar á los testigos ofrecidos por la contraria» 
después que hay¡m declarado, pero para eso no necesitan cono- 
cer de antemano el interrogatorio por el cual han de declarar. 
Les basta, para formular las preguntas, conocer los hechos 
articulados en la demanda y contestación , y en todo caso, 
teniendo el derecho de asistir á la declaración, y para eso 
es en audiencia pública, ahí pnede cada parte formular las 
repreguntas que crea necesarias al mejor esclarecimiento de los 
hechos. 

« Que no causando la resolución recurrida perjuicio irrepa- 
rable, desde que no se desconoce á la parte ningún derecho, ni 
se le priva do fiscalizar la prueba, ella no es apelable. 

«Por tanto, no Be hace lugar á la reposición ni á la apela- 
ción solicitadas, sin costas, por no encontrar mérito para im- 
ponerlas. 

i En cuantn á la suspensión da\ término de prueb pedida 
en el otrosí, traslado por tresdias. Repóngase el papel. — Isaac 



Con fecha 8 de Marzo pidió también el recurrente se ordena* 
se á la contraparte suspendiera el diligenciamiento del exhor- 



f>K JUSTICIA NACIONAL 



13 



toya entregado para la recepción de la prueba antes indicada 
y que lo de? dtiera á la secretaría, y se proveyó lo siguiente i 



« Habiéndose entregado los oficios al demandante después de 
estar ratificado el demandado de la providencia que acepto" la 
prueba ofrecida, y la en que se citó al primero, para abrir los 
interrogatorios ; y no siendo apelable la providencia rccurridn , 
por no cansar gravamen irreparable, desde que el recurrente 
tiene expedito su derecho para asistir á las declaraciones de los 
testigos y repreguntarlos como le convenga, no ha lugar á la 



El mismo recurrente se presentó con fecha 12 de Mario pi- 
diendo se le hiciera conocer otro interrogatorio presentado ce- 
rrado por la contraria para que declare el testigo Eduardo Ra- 
ña, también ofrecido por ella, y se dictó la siguiente resolu- 



€ No pudiendo la contraria conocer los interrogatorios pre- 
sentados por una de las partes, cerrados, para interrogar á los 
testigos que ofrece, sino en el acto mismo de la declaración, 
pues hasta entonces el interesado tiene derecho de modificar- 
lo^ no ha lugar á la revocatoria solicitada, y en guante á Ja 
apelación, n~> causando perjuicio irreparable, desde que le queda 
al recurrente el derecho de pedir la remisión de los interrogato- 
rios de repreguntas que quiera preguntar, ó de formularlas en el 
acto mismo de la declaración, no ha lagar. —Godoy.9 



« La Mata, Mino 10 do 1900. 




ciou : 



« La Piala, Mano 12 de 1900. 



i* 



FALLOS !>■ LA SI1PKKMA CORTE 



Son estas la* previdencias de que se queja el recurrente y 
como ellas contienen los fundamentos en que se apoyan, parece 
ocioso entrar en mayores ampliaciones. 

No escapará á la penetración de V, E. qué trastorno se pro- 
duciría en el trámite, si fuera licito á las partes erigirse mu- 
tnamente la exhibición de los interrogatorios a los cuales deben 
responder los testigos ofrecidos, y cuán peligroso sería, ade- 
más, por las amemizas ó sugestiones de las partes á que darían 
lugar, una rez que se hicieran públicos los interrogatorios, un- 
tes deqne ta pruébase rinda, dejando en tal oasode ser espon- 
tánea su declaración. Resultaría que antes de que el testigo de- 
clare y en pmision de lo que pueda declarar las partes harían 
un tejido de interrogatorios de preguntas y repreguntas, in- 
troduciendo la mayor confusión, sin beneficio para el esclareci- 
miento de la verdad. 

Creyendo haber cumplido con lo expuesto, lo ordenado, ten- 
go el agrado de saladar atentamente ií V E, 



rail* 4e l* 



Buenos Aires, Mayo 19 

Vistos en el acuerdo : Por lo que resulta del precedente in- 
forme y teniendo en consideración que los autos recurridos no 
cansan gravamen irreparable, por cuanto no pman á la parte 
del derecho de hacer repreguntas en el acto de la audiencia, 
usando de la facultad que le acuerda el artículo ciento treinta y 
nueve de la ley de procedimientos. 

Por esto, se declaran bien denegadas las apelaciones inter- 
puestas. 
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Notifique original y, repuestos los sellos, remítanse al juez 
de la causa para su agregación á los autos principales. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR . 
— OCTAVIO BUNGE . — JUAN B. 
TORRENT. — D, MARTINEZ. 



t'lMJHA CX XXI 



Don Gervasio S. t>aez t contra dnn Cosme A, Águiar 
por tescicion de contrato; sobre prueba de testvjos 

Sumario. — Debe admitirse ta prueba de testigos vecinos de 
la campana, que haya sido producida en tiempo, y con indica- 
ción del nombre, profesión y lugar de su domicilio. 



Cojo. — Hallándose recibida ia causa á prurba, cuyo término 
de 30 días empeló á correr en 10 do Octubre de 1892, la parta 
de Aginar, con fecba 5 de Noviembre del mismo año, pidió ti 
juzgado se librara oficio al juez de paz de Chascoraús á efecto 
do que cite en forma para el día y hora que designe á prestar 

audiencia, á las signientes personas; Pedro Rossini, Francisco 
Bernuce, Félix Viscolini y Máximo Coria, todos agricultores y 
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Auto del Juc» tedfr»! 

La Platn, Noviembre 8 de 1892. 

Como se pide, cométese al juez de paz ile Cha seo mus la re- 
cepción de las declaraciones, labrándose al efecto el correspon- 
diente olicío; para cuja devolución se señala el término de 

OCho ÚíilB. 

Aurrccoechca. 



Pullo dcIJnet fr>4er«l 

f.n PlalJi. Abril 10 dú 1894. 

i 

Y fistos : el in- idente sobre presentación do testigos por falta 
de designación precisa, y resultando : 

Í° Que la parto de Afiliar presentó el pedido de foja... ma- 
nifestando fueran llamados á prestar declaración las personas 
que ahí señalaba, indicando nuevamente ei ^ l i tido donde dice 
residí:*» (véase foja 59). 

2 a Que el jomado así le ordenó y á solicitud de la misma 
parte de Agumr manoó se librara ortcin al señor juez de paz de 
Chartcomi'H para la recepción de bis dichos testigos (véase foja 
69vu.lt»). 

3* Qii<' en el escrito de su referencia, nuevamente se enun- 
cia el tmm'ire, profesión y logar de las sindicados, sin expre- 
sarse ln edad, t-siudo, nacionalidad ni domicilio. 

A° Que la parte <1<* Paez opme al auto d a su referencia la 
mas formal oposición, por cuanto que los testigos presentados 
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no la han sido en forma y así, sostiene que la parte de 
no ha llenado las prescripciones de U ley al hacer el pedido de 
foja 59 y por consiguiente deben ser rechazados Jos presenta 
dos reponiéndose el auto, no haciéndole lugar á la presentación 
de d.cbos testigo (véase foja 62), concediéndose la apelación 
que interpone en casu omiso ñ denegado. 

Y considerando: i' Q„ e el e .pfritu de la l,v al determinar 
que la. partes designen con precisión la persona de lo, testWs 
ha tenido por Única base la identifica,!.,,, del presentado en el 
acto de la recepción. 

2* Que callándose por la parte que actúa en su presentación, 
alguno de e** requisitos, tan sólo se introduce en el juicio el 
desorden y la confusión, pues la parte , entraría se encuentra 
inhibida de justitícar de antemano la tacha que podría obstar 
al legítimo re. hazi» del presentado. 

3° Que designar á los testigos tan sólo con su nombre y 
profesión, dejando indeterminado el domicilio, puede dar lagar 
á Ja presentaos en el acto de la audiencia de otra p,rsonaque 
no fuese la que se ha pretendido presentar, ó ha creído el con- 
trario fuere la presentada. 

4° Que por otra parte, señalar como domicilio un partido, 
semeja el hecho le no designar domicilio, pues el domicilio* 
importa el lugar, casa y residencia donde vive el designado con 
sus negocios 6 familias, como así ío precisa nuestra ley civil 

5> Que las objeciones sentadas por la parte de Aguiar, 'no 
fundan derecho alguno de forma y, al cont rario ( sus propias in- 



dicaciones aleja., del convencimiento de las partes la precisión 
del domicilio que se pretende precisar, pues se insiste en la 
formula. 

Por esto y los concordantes del eacntu de foja 61 se revoca 
por contrario imperio el auto de foja 50, no haciéndose lugar 
a la presentación de los testigos mencionados en el escrito de 
foja 59 y corran ios autos según su estado. Notifíquese oon el 

T. LIIIV 
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original, regístrese en el libro de sentencias y repónganse los 
aeltos. 

M. S. de Aurrecoechea. 

F»ll* de 1* Suprema Cmvtm 

Dueños Airea, Moyo ii de 1900. 

Vistos: Estando la petición contenida en el escrito de foja 
cinmentay nueve, presentada «L-ntru del término legal y con 
la anticipación necesaria para que se cumpla lo dispuesto en el 
articulo ciento veinte de la ley de procedimientos, y teniendo 
además en consideración que en el citado escrito se indican con 
precisión el nombre, profesión y domicilio de los testigos ofre- 
cidos, de una manera que puede ser reconocida su identidad y 
de que la parte de Paex haga uso del derecho que le acuerda la 
ley, se revoca el auto apelado de ioja noventa y tres vuelta y se 
deja subsistente el de foja cincuenta y nueve viielU. Hágase 
saber con el original y devuétvanse, debiendo reponerse los 
sellos ante el inferior. 

ABEL BAZAR. — OCTAVIO BU NGC 
— JUAN £. TOKHENT. 
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Don Ambrosio Frioni contra don Jm¿ Tarando, por daños \j 
man 

Sumario,— í* Cor responde al juez del lugar á donde han 
debido ser transportadas j entregadas las mercaderías, cono- 
cer tu las obligaciones procedeott-a del contrato de transporte. 

2 o La petición de que el juez resuena el caso, en ?ez de pe- 
dir el nombramiento de arbitros, no afecta las formas de la de- 
manda, y no autorizan la excepción dilatoria de defecto legal 
en la miima. 

3° Tampoco la autoriza la no parentación de la póliza de 
fletamento, cuando, según la exposición de los hechos, la de- 
manda uo Tersa sobre cumplimiento de un contrato de fleta- 
mente 

Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 




Paraná, Noviembre 27 de 1899. 

Y vistos : Las excepciones de incompetencia j defecto legal 
en el modo de proponeT la demanda deducida como artículo da 
préfio pronunciamiento. 

T considerando en cuanto á la primera: Que don José Ta- 
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raudo U fnnda en que demandándosele por acción personal y te- 
niendo él su domicilio en la Capital Sede ral, es á los jueces que 
ejercen la jurisdicción en aquella ciudad á quienes compete el 
conocimiento de la causa. 

Que de la nota de expedición de la carga presentada como re- 
caudo por el actor y no objetada por el demandado, resulta que 
don José Tarando, de Buenos Aires, consignó á don José Tu- 
rando de esta ciudad, para ser entregad" ¡iqiif ádon Ambrosio 
Frioni. 

Que este documento j la carta de foja 1 con que lo acompa- 
ña Tarando á Frioni demuestra, sin du la alguna, que aquél 
aceptó de éste la comisión de recibir las mercaderías de las ca- 
sas de comercio de Buenos Aires, hacerlas transportar y entre- 
garlas aquí. Es decir, que el lugar convenido para el cumpli- 
miento de la comisión que el demandado tomó tí su cargo era 
esta ci tidal, pues no otra cosa significa que las mercaderías 
despachadas de Buenos Aires por José Tarando se le consignase 
á él misino en ésta y no a Frioni. 

Que desde luego, el caso está comprendido en una de las ex- 
cepciones de la regla .le competencia invocada por el demandad o^ 
excepción según la cual el lugar elegido para el cumplimiento* 
de las obligaciones surte fuero para que las autoridades de m 
lugar entiendan enla demanda sobre su ejecución (ley 20, título 
21, libro 4 ú t Recopilación Castellana, argumento de loa artícu- 
los 102, 1214 y 1213 del Código Civil y fallos de la Suprema 
Corte federal, tomo 0, pág. 280, tomo 12, pág. 11, etc). 

Considerando por lo que hace al defecto de forma en la de- 
manda: Que la petición de que el juei ordinario resuelta el 
caso sometido á decisión en vez de pedir el nombramiento de 
arbitros, nada ¡ifectarfa á las formas legales en que debe ser pro- 
puesta la demanda, según el articulo 57 de la ley de procedí* 
mientos aún en el supuesto de que ella se hubiese formulado 
en estos términos, lo que no es exacto. 



í° Que no versando la demanda sobre cumplimiento de un 
contrato de tíetamento, dada la exposición de los hechos, ta m po- 
ro es un defecto que impida darle curso la no presentación de 
la póliza. 

Que por lo demás el actor se ba conformado en un todo á los 

para el artírulo 57 citado, 
iones no se hace lagar á las excepciones 
deducidas, con cnstas, 

T* Pinto. 
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Suprema Corte: 

En cuanto á la competencia del señor juez a (¡no para 
entender en et caso resulta de los documentos de fojas 14 3 
que el demandado se comprometió ti transportar mercancías del 
actor desde Buenos Aiies fausta el pnerto del Paraná, en que 
debían ser entregadas* 

Aunque el domicilio real del demandado sea en Buenos Aires» 
de las referidas constancias de autos resulta que para el cum- 
plimiento de las obligaciones que impone el contrato de con- 
ducción las partes han elegido la ciudad del Paraná, naciendo 
uso de un dererho establecido por el artículo 



De ello surge la excepción al principio general que rige las 
competencias como lo considera de acuerdo con la jurispruden- 
cia establecida en los fallos de T. £. la sentencia recurrida do 
foja 42, cuya confirmación, por sus fundamentos, solicito 

de Y. E. 



fallos ok la su fu km a corte 



Buenos Aires, Mayo 22 de. 1900. 

Vistos : Teniendo en consideración las disposiciones legales 
invocadas en el auto recurrido y la jurisprudencia establecida 
en su mérito por esta Suprema Corte y de acuerdo con lo ex- 
puesto y pedido por el señor Procurador general, se conlinna 
por sus fundamentos el cita 1 lo auto corriente á foja cuarenta y 
dos, siendo las costa á cargo del apelante. Notifiquen con ej 
original y repuestos los sellos, devuélvase. 

BENJAMIN PAZ, — ABEL BAlAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TÜRRENT. — B. MARTINEZ. 



« Al HA 4WXIII 



Ihn Harnon Cobarrubias Teran en el juicio ejecutivo del lianco 
déla Nación Argentina contra doña Juana Cobarrubias de 
Palacios* por tercería de preferente derecho; sobre costas. 

Sumario. — Debe ser condenado en costas el actor, que, 
atenta la naturaleza drl asunto, y el mérito de los hechos com- 
probados, resulta que no ba tenido razón de litigar. 
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Caso. — Resulta del 



{aá hoc) 





: En el juicio sobre tercería de preferente 
don Carlos J. Castillo ú nombre <lu doo Ramón 
Cobarrubias Teran, en la ejecución seguida uor don Carlos A. 
de ta Vega en representación de la sucursal delBancode la Na- 
ción Argentina de. esta duda-i, por cobro de una letra, valor de 
moneda nacional, contra duna Juana Cobarrubias de 
i, resultan los hechos que ¿continuación se refieren, 
1° Iniciada la predieba ejecución y seguidos los trámites de 
ley, se ha llegado basta Tender en subasta pública una finca 
embargada dt> propiedad de la ejecutada, la qu» compró al 
mismo tercerista en Ja suma de 1768 pesos moneda nacional, 
por lo cual le fué adjudicada ron Techa 4 del curriente mea, 
perú en 27 de Abril del presente año ya se había entablado la 
citada tercería con la escritura hipotecaria de f< jas 1 y 2, y 
memoriiil de fojas 4> y 5. 

2 o Déla predicha escritura resulta que la ejecutada dona Juana 
C. de Palacios, con fecha 21 de Octubre del año próximo pasa- 
do, otorgú hipoteca de la finca precitada á favor de su hermano 
don Ramón Cobarrubias Teran, el tercerista, por la suma de 
3000 pesos moneda nacional, expresando que la hipoteca tiene 
por objeto garantir fianzas dadas por el tercerista al esposo de 
la ejecutada don José Antonio Palacios, por créditos de éste i 
fafor del doctor José M. Valdez, y del Banco de la Nación Ar- 
gentina, la cual suma de 3000 pesoa debía pagar la ejecutada 
en seis meses de la fecha, en caso de que Palacios no abone las 
deudas garantidas, ó no eionero á Cobarruhias de las preno- 
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Las condiciones apuntadas son las que se consignan también 
en el documento privado, fecha 15 de Agosto del mismo ano 
pasado y que se transcriben en la escritura. 

3 o Se funda la tercería en que Palacios no ha abonado los 
créditos del Banco de la Nación y del doctor Jusé M. Valdez, m 
ha exonerado al tercerista de las fianzas, habiéndose vencido 
el plazo de seis meses que se estipulo en Ja escritura de fojas i 
y 2, y que al contrario el actor ha pagado íntegro e! crédito del 
doctor Valdez y hace los servicios en el Banco, para lo cual ha 
tenido que soliiitar otra firma t on el fin de evitar la ejecución 
por la totalidad del crédito. 

Que, además, Palacios está concursad o y el activo en el con- 
curso no alcanza para abonar ni una parte Ínfima del pasivo, lo 
que hace imposible Ja exoneración de las fianzas prestadas por 
Cobarrubias Teran al esposo de La ejecutada. 

-i Concluye fundando el privilegio de la hipoteca respecto 
del crédito del Banco en los nrtírtilos 3U3, 3152 y 3153 del 
Código Civil y 302 de la ley nacional de procedimientos, pidien- 
do se pague preferentemente el crédito hipotecario, con costas, 

5* El Banco de la Nación contestando el traslado de la ter- 
cería y reconviniendo, pide la revocaron de la hipoteca hasta 
la concurrencia del crédito, sus intereses y costas, fundándose 
en los artículos 961 , 962 1 969 del Código Civil, aduciendo ade- 
más, entre otros, los hechos siguientes: Que en la fecha de la 
escritura hipotecaria, Pnlacius estaba ya concursado, y había 
la certidumbre de que sólo podía abonar una parte muy iníma 
de sus créditos, que la señora de Palacios debía ya a! Banco ta 
letra por la que se la ejecutaba con protesta en forma; que la 
ejecutada no poseía otros bienes qm> la finca hipotecada y que 
tanto ella como el tercerista .sabían ta insolvencia de Palacios 
como la de la misma ejecutada, puesto que aparte de la letra de 
750 pesos, debía al mismo Banco con la firma de su esposo el 
señor Palacios y la del Presbítero Digno Pastor Maza, otra letra 



Dfc JUSTICIA MACIOÍUL 



también protestada con anterioridad ú la fecha de la hipoteca 
por valor de 2000 pesos y por la cual fué ejecutado el señor 
Maza, de todo lo cual llega á la conclusión de que la ejecutada 
y el tercerista, á sabiendas, han otorgado la hipoteca en fraude 
y en perjuicio del Banco, procediendo en consecuencia la revo- 
cación solicitada en el escrito presentado. (Memorial de fojos 

ri#% 

6* Corrido tí traslado de ley ala parte ejecutada, no lo eva- 
cuó, siguiéndose el juicio en rebeldía, hasta su terminación , 
Salvo las posiciones absueltas por la señora de Palacios á foja 
26 vuelta. 

7 o Abierta lacausa á prueba, según el auto de fija H vuelta, 
se ha presentado por parte del Banco la que expresa v\ certifi- 
enlode fojaSd, produciéndose a foja 29 vuelta la inhibición del 
señor juez titular de sección doctor JoséM. Valdez, fundándo- 
se en que es acreedor del tercerista por cantidad de alguna 
consideración. 

(ion los alegatos de bien probadn corrientes á fojas 30 á 33 
y de fojas 34 á 38 y el avocamiento de la causa por el suscrito, 
foja 39 vuelta, se llamó autos para definitiva. 

Y considerando: 1° De los hechos que quedan relacionados 
y constun de autos, y de lo alegado for las partes, surgen las 
siguientes cuestiones ¿resolver: 

1* En fecha 21 de Octubre del ano próximo pasado, cuando 
se otorgó por la deudora doña Juana C«>barrubias de Palacios, 
la escritura hipotecaria de fojas 1 á 2 á favor del tercerista don 
Ramón Cobarrubias Teran, ¿íe encontraba aquella en estado 
de insolvencia? 

2* Es perjuicio que alega el Banco ¿ resulta del otorgamiento 
mismo de dicha hipoteca? 




3 - El crédito de) Banco, valor de 750 pesos, por el cual ei 
ejecutada la señora fie Palacios ¿es de fecha anterior á la hi- 
poteca? 
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4 a La escritura de la referencia ¿es por lo tanto fraudulen- 
ta 6 simplemente perjudica los intereses del Banco en el caso de 
híteme efectivo el privilegio que ella confiere al tercerista? 

$" La primera cuestión se soluciona por las constancias 
fehacientes 'fe Los autos. 

Eu efecto, una persona es insolvente mando no puede pa- 
gar lo que dehe porque no tiene bienes suficientes, no porque 
se haya dejado demandar 6 pus que tenga excepciones que 
oponer á las ejecuciones iniciadas en su contra (Fallos de la 
Suprema Corte Nacional, tomo 7 ( pág, 397). La falencia es una 
prueba de la insolvencia, inás, una persona puede ser insolvente 
sin estar fallida (artículo 962, inciso 1", Código Civil; doctor 
Llerena, comentario á dicho artículo, inciso U señora Co- 
barrubiasdfl Paludos, cuando oiorgó la escritura hipotecaría 
de fojas i y 2 á favor de su hermano CobarrubiasTerán, en 24 
de Octubre del año próximo pasudo, > a en descubierto con el 
Banco, por el valor de la letra que moti vó su ej«'Cui ion, protes- 
tada en 27 de Mayo del mismo año, protesto que le fué notifi- 
cado personalmente, no habiendo opuesto exeencimi alguna en 
h estación correspondiente de la ejecución, véase el expediente 
ejecutivo é informe de foja 17 de los antos de ten ería. 

En el mismo informe consta q« la ejecutada era deudora 
también del Banco juntamente con su esposn señor Palacios y 
el Presbítero Di^no Pastor Maza, de otra letra valor de 200O 
pesos, la que fué también protestada eu la misma fecha 27 de 
Mayo y cobrada ejecutivamente á este último, como consta eu 
el expediente respectivo que eoi re por secretaría. 

En el protesto de esa letra se vé que la ejecutada manifestó 
no poder payar por carecer de fondos para ello, 

En sus respuestas ¡i la primera y segunda preguntas de las 
posiciones de foja 28 di ce, foja 26 vuelta : que cuando otorgó 
la hipoteca de fojas 1 y 2 no tenía otru bien que la linca ni- 
potecada, y que debía al Banco la letra ejecutada de 750 pesos 



— • , • - •- ■ .- •; 

HE JUSTICIA NACIONAL 17 

y la de 2000 pesos con la firma de su esposo y del Presbítero 
Maza. 

Be lo cual resulta que la ejecutada, en 2i de Octubre próxi- 
mo pasado, ya estaba insolvente, no siendo necesario, para con- 
siderarla en t il estado, como lo alega el tercerista, foja 30 
vuelta, que límese sos bienes embargadas ó hubiesen ejecucto - 
nos pendientes contra ella. Véa3eEsürichepalal>rns,tní9/tJeí»c*a, 
insolvente ; comentario del doctor Llerena ya citado; doctor 
Segovia, nota 14 á dicho artículo 96*2; Mourlon, tomo 2, núme- 
ro 1174, y Murcadé, tomo 4; comentario al artículo 1167 del 
Código Francés, número 497 ; comentario del doctor Hachado 
mI mismo artículo, y doctor Qbarrio, Quiebras. 

Y no sólo estaba ya insolvente en ta fecha de la hipoteca, 
sinó que» con su otorgamiento, esa insolvencia se convertía en 
absoluta respecto á los demás acreedores que no fuesen bu her- 
mano señor Cobarrubias, puesto que con el privilegio estable- 
cido en su favor perjudicaba totalmente los otros créditos eiis- 
tentes en su contra. 

3 o Uado lo quequeda expuesto, la segundacu>stion se resuel- 
ve también en sentido afirmativo, concordando el caso $ub~ 
judiee, con el inciso 2 o del artículo 962 del Código Civil, por- 
que, como se ha visto, no sólo preexistió la insolvencia déla 
deudora á la fecha de la escritura hipotecaria, sino que, como 
su otorgamiento, el perjuicio para el Banco se hacía evidente f 
completo, no quedando á la ejecutada ningún otro bien conque 
satisfacer al Banco el valor de la letra que ejecuta. (Autt res 
citados). 

De mo lo que si para que se pueda pedir la revocación de la 
hipoteca en cuestión, según el artiVulo961 del Código Civil bas- 
ta la comprobación de alguna de las dos circunstancias previs- 
tas por el inciso 2 o del citado artículo 962, unida á los de tos 
incisos 1" y2° Jel mismo, a fortiori, si como ocurre en el caso 
que nos ocupa, s> han comprobado las dos. 
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4* Así romo la tercera cuestión ósea e) extremo previsto por 
el artícuío962, inciso 3°, está plenamente comprobado en autos, 
puesto que 1» letra de foja 1 de loa autos •-jécur iros, es de 
fei ha 25 de Febrero, protestada personalmente á la deudora en 
27 de Mayo y la hipoteca $ub-tüe es de*24 de Octubre del año 
próximo pásalo, es decir posterior A la demanda y su protesta. 

Ha quedado por ]n tanto demostrado la comprobación de to- 
ám los extremos del artículo 962 del Código Civil, romo asi, 
mismo se ha evidenciado que el otorgamiento de ta escritura do 
foja i y % á favor del tercerista señor Cabarr nbias Terán, perju- 
dica los intereses del Baneo. en caso de prevalecer sobre **1 cré- 
dito que éste cobra. Veamos si ha concurrido en el caso que es- 
tudíamos, la otra condición disyuntiva del artículo 961 del 
Código, ó sea el fraude, al otorgarse la hipoti ca, que es la 
cuarta cuestión propuesta en el considerando primero. 

5° Sin embargo de que por nuestro Código Civil, artículo 
961, basta la existencia del perjuicio, aunque no baya fraude, 
para que la revocación proceda, c onforme también á la doctrina 
francesa (Aubrry Ran, párrafo 313. nota 18 ; Marcadé, comen- 
tario al artículo 1168 del Código Francés, número -497; Doctor 
Segovia, nota 13 al artículo 961 del Código Civil; Mourlon, lu- 
gar citado, número 1175). Sin embargo de esto, decíamos, como 
él fraude se ba alegado por parte del Baño», veamos si eiiüte 
en el caso ocurren tt 

Se ha demostrado el e. ido de insolvencia de la deudora, y 
por lo tanto, este estado hece presumir el ánimo de defraudar 
á sus acreedores (artículo 968), y comentarios del doctor Ma- 
chado al mismo, con tanta má¿ ratón cuanto qne el tercerista 
no ha tratado de probar la solvencia de su hernvina la señora 
de Palacios. 

6° Suponiendo que la hipoteca otorgada hubiese sido á título 
oneroso, el señor Caborrubias no podía ignorar la insolvencia 
de la ejecutada, tanto por los estrechos vínculos de parentesco 
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que le ligaban á ella y su esposo, como por laa relaciones mer- 
cantiles que tenía con estu último, y sobre todo, porque cono- 
cía el estarlo de insolvencia de Palacios, como lo confiesa en la 
respuesta de las posiciones de foja 22, y porque en virtud del 
convencimiento íntimo que debió tener de que el concursado no 
le exouerarí* áv las fiamas <la las ¡í favor de) doctor José Ma- 
ría Valdez y del mismo Banco, exigió á su Hermano la señora 
de Palacios al otorgamiento de la hipoteca en litigio. 

De lo que se deduce que siendo partícipe en ese acto fraudu- 
lento, de natía valdría el que la ejecutada le hubiesededido en 
teaJidad los 3000 pesos de la hipoteca (doctrinas l itadas y 
Demnlombe tomo, 25, números 23 y 204; Ewriche, palabra 
Acreedor). 

I a Pero es el caso que el tercerista no era acreedor de la eje- 
cutada, sino de su esposo,en virtud de las lianzas dadas á su fV 
T«r, y que hallándose concursada éste, aquel solo podía contar 
para hacer frente á esaa fianzas con el escaso dividendo que 
p.-día cobrar del concurso. 

Y siendo la ejecutada deudora de su hermano, ni encoo trán- 
duse la firma de ella comprometida particularmente en los dos 
ciéditosque Cobarrobias garantió al doctor Valdez y al ejecu- 
tante, no había en la señora de Palacios sinó un deber moral, 
puede decirse, de velar por parte siquiera del crédito de su 
espuso, afectando á él la única propiedad que teuía; pero por 
sobre ese deber, oi tal puede considerarse, estaba la obligación 
legalmente constituida, de pagar sus propias deudas; mas el 
otorgamionto de la hipoteca de fojas 1 y % ha apartado á la 
ejecutada de este camino, para perjudicar al Banco y favorecer 
gratuitamente á su hermano el tercerista. 

No pudiendo, pues, éste sostener que su hermana la señora 
de Palacios le era deudora de cantidad alguna de dinero, no 
puede invocar aquella re* la de derecho romano que dice nihil 
dolo fácil crediior qut sum recipit. 
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8° De lo dicho se infiere q ue annque la hipótesis inadmisible 
de que el tercerista no hubiese sido conocedor de la insolvencia 
de su hermana, siendo la hipoteca á titulo gratuito, no podría 
prevalerse de ella para cobrar su valor i su deudora con prefe- 
rencia al crédito del ejeiutunte (artículo 967 del Código Cítü 
y su nota, sesuda parte ; comentario del doctor Machado, del 
doctor Llerena y nula 19 del doctor Segofia á dicho artículo; 
Escriche, lugar citado). 

En manera alguna es admisible lo alegado por el señor Coba- 
Trubiii de que la ejecutada ha podido proceder por ignorancia y 
faltude práctica en tos negocios, porque toda ley se presume 
sabida desde su promulgación (artículos i y 2, Código Civil) 
y. la igaorencia de ella d el error de derecho en ningún caso 
impide tos efectos legales de Los actos driles, etc. (artículo 923), 
y, por Jo tanto, hay la presunción legal de que la señora de Pala- 
cios sabía que ante todo debía pagar con el único bien que le 
quedaba su propia deuda para con el Banco, en vez de otorgar 
hipoteca por los créditos pusivos de su esposa, hipoteca quu 
importaba abonar esos créditos, puesto que hallándose éste 
concursado con un pasivo muy inferior al activo, como consta 
de autos, tenía la segundad de que ei señor Palacios no podía 
redimir las fianzas del tercerista ni abonar los créditos alan- 
zados. 

Por las consideraciones que precedan, por los concordantes 
de los memoriales de fojus 7 á 1 1 y de 34 á 38 j 
ta ocias de 
lugar á la 
toria 



: no naciendo 
entela revoca- 
de fnjas I y 2 del ejecutante. 
Civil, y 298 de la ley 
nacional di- procedimientos. Hágase saber y repóngase. Así lo 
pronuncio y firmo en Catamarca á siete días de Setiembre de 
mil ochocientos noventa y nneve. 

S. Santa Coloma. 
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Buenos Aires, Mayo 22 de 1900. 

Vistos : Atenta la naturaleza del asunto y el mérito de loa he- 
cho* comprobados en que se funda la sentencia de foja cuarenta 
y tres, se revooa ésta en cuanto no condena en coatas al terce- 
rista, á cuyo cargo se declaran Mas las causadas en el juicio. 
Repuestos los sellos, devuélvanse, 

■EMAHIN PAÍ. — ABKI. BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGB. — JIJAR í. 
TOKREHT. — H. MARTINEZ, 



Don UominffQ Amézola y don ttodolfo San* f los contra don Fran- 
cisco Allomare, por reivindicación; sobre incompetencia y 
litis pendencia. 

Sumario. — I o La demanda sobre interdicto posesorio se- 
guida por el extranjero contra argentinos ante la justicia or- 
dinaria, no impide que éstos demanden la propiedad, ante la 
justicia federal, aunque el extranjero manifieste que renuncia 
su fuero. 

2 o La indemnización de daños y perjuicios contenida en el 
fallo sobre el interdicto posesorio, no se halla comprendida en 
las condenaciones que deben ser satisfechas, para que el de- 
mandado vencido pueda comenzar el juicio petitorio. 
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Caso. — Don Francisco Alternare, extranjero, demanda ante 
lo* tribunales ordinarios de la Capital, d don Domingo Ainézo- 
la, por interdicto de obra nueva, el que por sentencia definitiva 
fué admitido, condenándose al demandado ú demoler la obra 
comenzada, entregar el terreno despojado al demandante, y al 
pago di 1 costas y daños y perjuicios. 

Don Domingo Amézola y don Rodolfo Sanglos, argentino, 
se presentaron ante el jueí federal de la Capital demandando a 
don Francisco Allomare, por reivindicación del mismo terreno 
motivo del interdicto. 

Acreditado el fuero ¿>or la diversa nacionalidad de laa par- 
tes, se corrió traslado de la demanda. 

El demandado, sin evacuarlo, opuso las» xcep iones dilatorias 
de incompetencia de jurisdicción y de litis pendencia, f andan- 
do la primera, en que él, como extranjero, había renunciado al 
fuero federal por el hecho de iniciar y seguir el juicio anterio 
ante los tribunales locales, en cuyo caso, la demanda de reivin- 
dicación debía seguirse ante aquellos, y respecto de la segunda, 
invocó el artículo 2486 del Código Civil, manifestando que el 
vencido en el juicio posesorio no había cumplí lo con las con- 
denaciones en él impuestas. 



rail* del Ju«s Federal 



Bueoos Aires, Setiembre 20 de 1899. 



Autos y vistos: En las excepciones opuestas de incompeten- 
cia de jurisdicción y litis pendencia. 

Y considerando en cuanto á la primera: Que ella se funda 
en u^ue el juicio sobre interdicto seguido por Altomare á Amé- 
zola, se halla radicado ante los tribunales locales, loque hace 
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i 4 de la ley so- 
federales, este 
debe ser sentenciado y 




que de acuerdo con 
bre jurisdicción y competencia de 
lo sea incom pétente, pues el 
ante aquellos tribunales. 

lisposicion legal, no es aplicable al caso sub-judice 
por cuanto en el presente juicio no se discute la posesión, Bi- 
nóla propiedad ; y es, por lo tanto de naturaleza distinta de 
aquél que se tramita ante la justicia ordinaria no pudiendo, en 
manera alguna, ser considerados como un solo juicio, ó conti- 
nuación éste de aquél. 

Considerando en cuanto a la segunda : Que del expediente 
Iraidoad effectumvidendi, caratulado c Altomare, don Fran- 
cisco, contra Amézola, don Domingo, sobre interdicto de obra 
nueva» y de la propia exposición del demandado Ahornare, he- 
cha en el escrito de foja 50 de est-í expediente, resulta que to- 
das las condenaciones pronunciadas contra Amézoln en el pleito 
sobre interdicto, han sido ya satisfechas por éste, con excep- 
ción de la que se reliere á Los daños y perjuicios. 

Que el no haberse seguido juicio por los daños y perjuicios, 
no puede absolutamente ser óbice legal para entablar deman- 
da petitoria, por cuanto, de considerarse así, se dejaría al ar- 
bitrio del vencedor en el juicio posesorio, el ejercicio de las 
acciones que la ley acuerda al tencido, permitiéndole á aquél 
enervarlas con una demora en la iniciación del juicio por da- 



les y de acuerdo con lo solicitado on 
el escrito de foja 22, no ha lugar alas excepciones de incompe- 
tencia de jurisdicción y litis pendencia opuestas por el deman- 
dado, sin especial condenación en costas. 

leticia, contéstese derechamente la demanda en el 
ley. Repóngase las fojas. 




T. U1IT 



/», Olaechea ¡/ Alcor ta. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte ; 



Buenos Aires, Diciembre iO de 1897. 



El juicio concluido por sentencias ejecutoriadas de fojas 97 
y Í07 del expediente agregado, define 1" relativo a un inter- 
dicto de obra nueva, única materia de aquel juicio. 

La demanda instaurada ahora se reliare a la propiedad mis- 
ma reclamada por acción reivindicatoría, según testimonios 
explícitos de foja 5 del expediente corriente. Demostrada, como 
lo ha sido, la diversa nacionalidad de las partes, lo obrado an- 
te la jurisdicción común no obstaría al ejercicio de la juris- 
dicción federal en el caso. 

Pero resulta que el litigante extranjero á quien únicamente 
aprovecha el privilegio de la jurisdicción federal acordada por 
el artículo 2°, inciso 2 o , de La ley de i'oinpetencia nacional, la 
rechaza á foja 14, declarando expresamente que se somete á la 
jurisdicción comuu. 

No puede imponérsele, entonces, el privilegio que no acepta 
y aplicando al caso la prescripción del artículo \ % inciso 4°, de 
la ley de competencia nacional, y la jurisprudencia estable* ida 
por V. E. entre otros fallos, el que se registra en el tomo 7°, 
de lasérie 1 ', página 60, corresponde declarar « que negándo- 
se el litigante extranjero á contestar la demanda ante ti juez 
de sección, éste debe inhibirse, mandando pasen los autos al 
conocimiento de la jurisdicción común ». Pido á V. E, se sirva 
así declarardo, revocando el auto recurrido do foja 53. 



Sabiniano Kier, 



I 



DE JUSTICIA NACIONAL 



35 



Pallo de I* Suprema Corte 

Buenos Aires, «ayo 23 delOOü. 

Vistos: Por sus fundamentos y de acuerdo coa la jurispru- 
dencia de esta Suprema Corte, como puede verse en los casos 
que se registran en la colección de sua fallos, tomo doce, pági- 
na siete; tomo trece, página trescientos noventa y dos; tomo 
veintiocho, página veintiocho; tomo treinta y dos, página dos- 
cientas cuarenta y nueve ; tomo cuarenta y cinco, página dos- 
cientas oclientay cinco, y otros, le conlirma, con costas, el 
auto apeladu de fi.ja cincuenta y tres. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BEMAMIN PAZ. — ABfeL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGK. — JUAN E, 
TOBRENT. — ||. HAHT1NBI. 



(AUNA (UU 



Ambrosio Oí moa contra el Hunco Racional en liquidación, 

sobre consupKtcion <>>t ¡mijo 

Sumario. — I o En las (leudes ai Banco Nacional en liquida- 
ción que se hallan garantidas con hipoteca, las letras que se 
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otorguen por los deudores pueden ser expedidas en papel sim- 
ple, cualquiera que sea el valor del sello pagado por ta consti- 
tución de la hipoteca. 

2 o Deparada valida la consignación en pa^u, procede de de- 
recho la condenación en costas al acreedor. 

Caso. — Rejilla del 



(«II» 4*1 Juei Federal 



Autos y vistos : loa seguidos contra don Ambrosio Olmos y 
el Banco Nacional en liquidación sobre reposición <le¡ sello de 
letras firmadas a íuvor de dicho Banco por deudas garantidas 
en hipoteca ; de su estudio resulta: 1* Que el 22 de Mayo del 
corriente año se presentó ante este juzgado el señor Am- 
brosio Olmos, exponiendo que venía á iniciar formal demanda 
contra el Ban<o Nacional en liquidación, mijo presidente es el 
doctor llamón B. Mufiiz, domiciliado eu la calle Piedad número 
430, para que en su oportunidad le obligue ei tribunal a recibir 
en papel simple la letra que acompaña, y á más la cantidad üe 
27.511 pesos 86 centavos consignada á la orden del juigario en 
los recibos de depósito que adjunto y como perteneciente á una 
letra vencida el 3 de Marzo del corriente año, todo con especial 
condenación en las costas. 

Que es deudor á ese Banco de una suma de dinero, ga- 
rantida dicha deuda con hipoteca de unas estancias de su pro- 
piedad, situadas en la provincia de Córdoba, uuyaescritura hi- 
potecaria se celebró en esta ciudad con fe<;ha II de Diciembre 
de 1893 ante el escribano don Enrique Gutiérrez, siendo esta 
hipoteca inscripta y protocolizada ante el escribano Aliaga en 
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aquella provincia, lugar de la situación di' los bienes hipote- 
cados. 

Que ha efectuado religiosamenir el pag> 'le su deuda en cada 
uno de loa vencimientos trimestrales y reclamado y protestado 
continuamente contra la caprichosa exigencia del Banco deque 
se otorgaran las letra?» en papel sellado. 

Que en todos los vencimiento^ ucurridns, en conferencias y 
solicitudes ante los directores de) Banco ha protestado contra 
ese pago, no habiéndose dado, hasta el presente, atención a sua 
justas red amar iones, debido á sus múltiples ocupaciones que 
no ie daban limar p.ira entrar en pleitos, ha renido otorgando 
al Banco las tetras en papel selladu ; pero fastidiado ya de so- 
portar esta obligación que se le impone de pagar lo que no 
♦lelie, se ha visto obligado á Teñir á los tribunales. 

Que antes de ocurrir el último vencimiento de su deuda vol- 
viü á presentar una solicitud al Banco, pidiéndoles que en vir- 
tud de los términos claroB y precisos del artículo 55, inciso 7°, 
de la ley de papel sel ludo se le exonerará «le dicho importe en 
la nueva Inraque iba ¿ otorgar al Banco. 

Que en, efecto, el citado artículo dispone que quedan exo- 
nerados del pago de papel sellado las letras que se otorguen & 
favor del Banco Nacional en liquidación, p «r deudas garanti- 
das con hipoteca. 

Que el Banco, en el día del vencimiento, á pesar de la justi- 
cia de su pedido, ha persistido en su pretensión y no quiere re- 
cibirle la suma de 37.664 pesos 86 centavos moneda nacional 
que le adeuda por el vencimiento de la letra anterior (que rea- 
cio en Mayo 3) ai no se le entregaba nueva letra, que acompaña, 
en el sello correspondiente á la suma que representa. 

Que estando exonerada la letra que acompaña del pago del 
impuesto de papel sellado, de acuerdo con lo dispuesto expresa- 
mente en la ley citada, no quiere acceder a las exigencias del 
Banco que consideró ilegítimas, y ocurre al juzgado consignan* 
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do la letra y la suma adeudada de acuerdo con la ley de liquida- 
ción de dicho establecimiento, para que en mérito de dicha 
disposición ih la ley de papel sellado, resuelva el juzgado qio' 
el Banco demandado está obligado á recibir en papel simple de 
su poder la letra que acompaña con los recibos de deposito, todo 
en la forma justa y legal que él pretende, 

2° Que el Banco, contestando á la demanda espone : Que en 
mérito de las consideraciones que uducirá y de lo dispuesto en 
la ley de papel sellado, de la escritura que acompaña y del ei- 
Ué adjunta, se lia de servir el tribunal rechazar con 
y temeraria demanda. 
Que, en efecto, el señor Olmo> otorgó en Diciembre de 1893 
escritura hipotecaria garantiendo ¡a deuda que entonces tenía 
con el Banco por 1.595.500 pesos moneda nacional con 94 cen- 
tavos, deuda que ha sido reducida por amortizaciones posterio- 
res á una cantidad menor. 

Que la eseritura hipotecaria no fué hecha en el sello que co- 
rrespondía, de acuerdo con la ley de papel selladu, pagándose sólo 
el impuesto correspondiente á 90 díí*s, de modo que Olmos no 
pagó el impuesto ui cun amulo á la ley de sellos de esta capi- 
tal ni con arreglo á la de la provincia de Córdoba donde fué 
protocolizada, todo lo que puede verificarse con la vista de la 
escritura hipotecaría que agre#a. 

Que en esta situación loque comspouílía y ha venido ha- 
ciendo el señor Olmos hasta hace poco, era pagar el sello corres* 
pendiente en cada una de las renovaciones que de acuerdo con lo 
ley del Banco Orinaba trimestralmente, ya que ese sello no se 
había pagado en la escritura hipoteeariade la referencia. 

El demandante pretendió repetidas veces que no estaba obli- 
gado á pagar el sello en las letras cada vez que debían recono- 
cerlas» sostenía de que debía admitírsele su renovación en 
papel simple, llegando á decir que había pagado ya el sello 
correspondiente con la escritura Hipotecaria. 
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le el Banco, mi oque co 



de que no tenía razón 01- 
Generu] de Rentas 
al respecto, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo V de 




La Dirección de Reutas resolvió que solo en el caso de haber- 
se pagado el impuesto de sellos en la escritura hipotecaria po- 
drían admitirles letras en papel simple. 

Qneeii presencia de esa resolución el Banco podía y no debía 
hacer otra cosa que lo que hizo, cumpliendo con sus deberes y 
can las prescripciones de la ley de sellos. 

Que lo que la ley de sellos ha querido, es evitar que so pague 
«los veces el mismo impuesto, y por ello es que ha dispuesto, 
i'i que se pague eu la escritura ó en las letras, pero no lo que 
pretende Olmos. 

Por ello pide que el juzgado recluid 1 , con costas, la demanda 
de Olmos. 

3 o Que el juzgado, ateuU la naturaleza de la demanda, man- 
dó correr un doble traslado sobre su orden, y además oyó á la 
Dirección General de Renta y al procurador fiscal con lo ex- 
puesto por dicha repartición y lo manifestado por el ministerio 
fiscal. 

Y considerando: Que déla exposición de las partes se des- 
prende que ta cuestión fundamenta, á resolver eu el caso sub- 
judwe es la siguiente : ¿ Las letras que firma un deudor del Ban- 
co Nacional en liquidación qui 
poteca debe hacerlo en papel simple 6 en el 

Que para dar acertada solucioné esta cuestión, es 
go necesario estudiar la ley de liquidación del referido 
número 3037, y la de papel sellado en la parte correlativa. 

Es notorio el espíritu evidentemente liberal que informó la 
citada ley número 3037. 

En efecto, cuando ella se dictó, atravesaba el país poT una 
situación económica penosa, carateriiada por todos losfenóme- 
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nos que acompañan las crisis con sus dificultades propias y exi- 
gencias de liquidación. 

Los deudores, por regla general, se hallaban en la imposibi- 
lidad de servir sus deudas con la regularidad con que se proce- 
de en épocas normales. 

T como consecuencia de tal situación, era imprescindible que 
la ley que ordenóla liquidación del Banco Jo íiiciera en condicio- 
nes tales que diera facilidades á los deudores para el servicio de 
sus respectivas deudas. 

Fueron esas consideraciones las que sin duda alguna pesaron 
en el ánimo de los legisladores cuando saneionaron la ley nú- 
mero 3037. 

Ahora bien, entre las facilidades se encontraban las que com- 
prende el artículo 12 de esa ley, que dispuso que: t los Bellos 
que tienen que emplearse para la constitución de las hipotecas 
autorizadas por esta ley serán los que establecen el artículo 12 

Y el artículo 12 de esa ley de cellos de 1893 á que se refiere 
el artículo 12 de la ley de liquidación 3037 qtie dejamos trans- 
cripto estatuía : t En las escrituras por los préstamos en log Ban- 
cos Hipotecarios de la Capital y Territorios Federales se agre- 
gará el sello correspondiente á la escala de valores, prescin- 
diendo del tiempo ». 

Además, debe tenerse muy presente al resolver este punto la 
disposición del articulo 55, inciso 7 ffl , déla ley de sellos vigente 
según el cual: < quedan exceptuados únicamente del ^ode pa- 
pel sellado :... 

* 7 o Las letras qu* se otorgaren á favor del Banco Nacional 
en liquidación por deudas garantidas con hipoteca. » 

Que ante estas disposiciones se desprende con claridad el 
derecho que alega Olmos, de que el Banco sea obligado á acep- 
tar sus letras en papel simple. 

La disposición del citado artículo 12 de la ley 3037 córrela- 
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Un de la del artículo 12 de la ley do sellos de 1893 equiparaba, 
como se ve, las hipotecas utorgadas ;i favor del Banco Nacional 
á las otorgadas á favor de Banco Hipotecario. 

Y debe tenerse en mienta que. ¡a disposición por la que en las 
Uíputecas que se otorguen á favor del Banco Hipotecario Nacio- 
nal, He autorizó el empico del sello según la escala, con precín- 
deneda del tiempo, no ha sidñ derógala ni desaparecida de 
la ley di sde que ell i se repite anualmente y m ia vigente se 
halla comprendida por «I artículo 8 tn fine. 

Es evidente que los deudores del lía-ico Nacional están am- 
parador por los beneücioa de la ley do liquidación, La que debe 
ser siempre interpretad i en sus disposiciones con el espíritu de 
maniliesta amplitud y liberalidad que la inspiró. 

¿ O se pretenderá por ventura, que la ley (le liquidación 3037 
en su parte relativa á esta cuestión ha sido derogada en cuanto 
parece oponerse á las leyes de sellos dictadas con posterioridad 
á ellas ? 

Si así tera, no habría ra?.on plausible para sustentar seme- 
jante Lésts, que no se armoniza en manera alguna con los fun- 
damentos que se tuvieron en Yista al dictar la ley 3037, en cuyas 
premiosas disposiciones se consultaron, al par que las relativas 
facilidades que se creaban para su* deudores ú fin de hacerles 
menos penoso el servicio de sus deudas. 

Considerando, por fin, con sujeción á las prescripciones le- 
gales examinadas, resulta fundada la pretensión de Olmos. 

Por estas consideraciones, las concordantes del procurador 
fiscal y la Dirección de Rentas, definitivamente juzgando: fallo 
que debo declarar, Rumo eu efecto deelaro, que don Ambrosía 
Olmos no está obligado ¡i extender en papel sellado las letras 
trimestrales que firma para el servicio de su deuda, las que 
deben extenderse en papel simple. 

En consecuencia, se declaran válidas las consignaciones he- 
chas en favor del Banco y á la orden del juzgado. Todo sin es- 
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pecial conde nación en costas, por tto encontrar mérito bastante 
para pronunciar ta. Así lo resuelvo en Buenos Aires á 21 de 
Setiembre de 18ÍJ9. 

V. Olaechea y Al corta. 



VÍS TA Dt.L SESim PIlÜCGlUDOft GF.NEHAI, 

Buenos AJr*í, Mayo l* de 190O. 

Suprema Corte : 

La expresión de agravios no ha podido desvirtuar Ja fuerza 
jurídica de las consideraciones de hecho y de derecho que sus- 
tentan la sentencia recurrida de foja tG7 t por *>tra parte con- 
firmada en his dictámenes del señor procurador del tesoro, de 
foja 94 t é informe de la Dirección General de Rentas ( de foja 
96 vuelta. 

Aquella sentencia al declarar í\a<- las letrus suscritas por un 
deudor del Banco Nacional que tiene su deutU garantida ron 
caución hip0te«&ri» , no está uhligado al empleo del papel sella- 
do, se ajusta al espíritu y texto de ta ley de liquidación del re- 
ferido Banco mimen 3037 y á la de impuesto de cellos en su 
parte correlativa. 

Nada necesito agregar á los fundamenta de la sentencia re- 
currida ¡le foja 107, áque fundamentalmente adhiero, limitán- 
dome por ello á pedir ú V. E. se sirva en su mérito confirmarla 
en todas -uis partes. 

Sai/imano Kier. 
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Fallo de InHuprrmit Corte 

Buenos Aires, Mayo -22 de 1000. 

Vistos: Los recursos de apelación deducido* respectivamen- 
te por el Banco Nacional eri Liquidación y por don Ambrosio 
Olm^s eontra lu sentencia de fojü ciento siete. 

Considerando : en cuantoá la apelación deducida por el Banco; 

Que el crédito que le adeuda don Ambrosio Olmos se baila 
garantido ron hipoteca de varias de sus propiedades, seguí) lo 
acredita la escritura hipotecaria de foja ruaren (a y siete á se- 
senta y cuatro presentada por la parte del mismo Banco. 

Que la consignación hecha por Olmos en yago de su deuda, 
tanto de. las cantidades de que instruyen los certificadas de de- 
pósito corrientes en autos como de las letras en papel simple 
a favor del Banco depositada* también por aquel, ha sido so- 
lamente impugnada como ¡legítima por dicho Banco fundán- 
dose su apoderado en que las mencionadas U'tras uo estaban 
expedidas eu el papel sellado correspondiente. 

Que con tal motivo la única cuestión á resolver en estos au- 
tos para declarar si es ó no precedente y legítima la consigna- 
ción hecha por Olmos en pago de su deuda es, si el expresado 
Olmos está ó no autorizado á expedir sus letras eu papel simple 
por las sumas que continúa adeudando al Banco. 

Que la soluciou afirmativa de esta cuestión se impone con ]:i 
fuerzu de la evidencia desde que se trata de una deuda que el 
represe utaute del Banco reconoce que esta" garantid» con hipo- 
teca y explícita la disposición del artículo cincuenta y c*nco, 
inciso setenta, de 1» iey de papel sellado para el año de mil 
ochocientos noventa y nueve que invoca Olmos y que dice : 
Artículo cincuenta y cinco . Quedan exceptuados únicamente 
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del uso de papel sellado: Las letras que se otorguen a favor 
del Banco Nacional en Liquidaron por deudas garantidas con 
hipoteca ». 

Que para ser ineludible la aplicación de este articulo al caso 
sub-judice no es necesaria la solución que en derecho corres- 
ponda dar ií la cuestión sobre laclas» y valor de los sellos en 
que haya debido es tenderse y se haya ei tendido ja escritura 
hipotecaria, ñor cuanto la ley n ha subordinado la franquicia 
que dicho articulo acuerda á Ins 'eudore* del Baño a la clase 
y valor de los sellos qne se empleen en la constitución de la hi- 
poteca, cuya validez y existencia, por otra p,;rte t nn dependen 
de tal circunstancia. 

T considerando en cuanto a la apelación interpuesta por 
Olmos : Que la condenación en costa* procede de derecho toda 
vez que, como sucede en el presente caso, se declare legítima y 
válida la consignación en pago hecha por el deudor» según la 
expresa disposición del artículo setecientos sesenta del Código 



Por estos fundamentos, los concordantes de la sentencia 
apelada de foja dentó iete y de acuerdo con lo pedido por el 
señor Procurador general, se confirma dicha sentencia en lo 
priimipal y se revoca en la parte que exonera al Banco ¡ Nacio- 
nal de las costas, tas cuales ge declaran ú su cargo en ambas ins- 
tancias. Notifíquesu original y devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ, - ABEL BAlAH. 
— OCTAVEO RUISGE. — JUAN E, 
TORHEr*T. — H. MAHTISEZ. 



t#R JUSnulA NACIOWAL 



45 



Don Tomás Carnee contra Wiitiams >j compañía, por cohro 
de pesas ; sobre liquidación y costa* 

Sumario. — 1* Tratándose de una suma de dinero, la senten- 
cia que condena á pagar el importe de intereses ¡/ privación de 
suyirOt no puede referirse siná álos intereses de dicha suma. 

2 a No procede la capitalización de esos intereses. 

3* El error en que la* parten han podido ser inducidas por 
la expresión empleada en la sentencia le eiinie del pago délas 
costas cansadas en el incidente de liquidación. 



Cano. — Lo explica el 



r*|l« del Juci Federal 

fiuenos Aires. Noviembre 7 de 1899. 

Y vistos: considerando: Que la sentencia de foja 118 con- 
denó á la parte demandada á pajear el i in por tu de intereses y 
privación de su giro del depósito de foja 19 (autos traídos ad 
effectum vtdcndi), al tipo usual del Banco durante la secuela 
del pleito. 

Que la liquidación impugnada está practicada de acuerdo 
con dicha resolución, pues es obvio que tratándose de la priva- 
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cion del uso de una suma de dinero, la sentencia no ha podido 
referirse sino á los intereses: y por tanto, los términos c inte- 
reses y privación de giro * , comprenden en realidad sólo aque- 
llos. 

Qae en ta capitalización de intereses que se solicita, tampo- 
co es procedente, desde que la sentencia no impone al vencido 
tul obligación. 

Por estos fundamentos y demás aducidos en H precedente 
escrito, que el juzgado -ncuentra ajustados, se aprueba, en 
cuanto ha lugar por derecho, la liquidación de foja 176, inter- 
poniendo el juzgado la autoridad que inviste 
foja. 

tin Urdinarrain, 



**ll© de 1» HuprrmM Corte 



líiienos Aire*, Mayo 22 de 



Vistos: Por sus fundamentos y de acuerdo can lo dispuesto 
en el artículo seiscientos veintitrés del Código Civil, que desau- 
toriza la acumulación de intereses que se pretenda á foja ciento 
setenta y siete, y teniendo además en consideración que los tér- 
minos de la sentencia de foja ciento dieciocho al referirse al 
pago de « intereses y privación de giro » han podido inducir en 
error á la pai te de Caoaoe, en cuyo cas.» no es pasible de la con- 
denación en costas reclamada por su contrario, se conlirma 
el auto apelado de foja ciento ochenta y tres. Hágase saber con 
el original, j, repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ.* — ABEL BAZaN. 
OCTAVIO BUNGE. — JCAN 
E. TOKRENT. — H. MARTINEZ. 
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CAUSA « \X \V1I 



¡Mí* Justino (iratu 1 contra él hnler Ejecutivo nacional; sobre 
nulidad del decreto d*>*- tarando radura una concesión de tie- 
rras, 

Sumario. — Si resulta que no Ua sido cumplida alguna ti e 
laa condiciones b;ijo las cuales j con arreglo á la ley de la ma- 
teria, el Poder Ejecutivu nacional ha escriturario una ronceaion 
de tierras hecha con fines le colonización, no Itay acción para 
pedir que se declare nulo el decreto en el que el Poder Ejecuti- 
vo declara, por esa razón, que ta concesión ha cadurudo y que- 
da revocada. 



Caso, — Resulta de las siguientes piezas : 



F«llo del Juez, Federal 

Unimos Aires, Ahril ¿1 ilu 1899, 

V vistos; Estos autos seguidos por don Justino Grané contra 
el gobierno nacional, de los que resulta: 

Que don Luis R. Saenz, á mérito del poder de foja 10 
y autorización del Congreso nacional, se presentó ú foja I i de- 
mandando al Poder Ejecutivo nacional , en virtud de los siguien- 
tes antecedentes y hechos : 
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Que por decreto de 23 de Diciembre de 1887, el Poder Ejecu- 
tivo concedió á Grané 40.000 hectáreas de tierra en el territo- 
rio federal de Misiones. Cumplidas todas las condiciones y re- 
quisitos délas leyes sobre colonización y tierra pública, se dic- 
tó por el mismo el decreto de 16 de Noviembre de t894,que se 
registra en el Boletín Judicial que acompaña, y por el que se 
reconoce el cumplimiento, por pnrte de aquél, de las condicio- 
nes impuestas por las leyes y so manda escriturar el campo á su 
favor, escritura que fué extendida en 24de Noviemlre dei894, 
por ante el escribano de gobierno Resta, inscripta en el Re- 

Qne no obstante esa escritura de traspaso de dominio, el Po- 
der Ejecutivo, por intermedio del señor ministro de justicia, ha 
dictado el decreto de caducidad á la concesión y de la escritura 
pública, cuya copia igualmente adjunta, pasando nota al go- 
bernador de Misiones para que tomara posesión del campo t 
quien por repetidas veces ha tratado de cumplir la órden, á lo 
que reiteradamente su ha opuesto Grané; y ton cuyo motivo los 
colonos que ocupaban el campo y al i-onocer el decreto, se han 
alzado en contra de aquel, handojado de cumplir con sus obli- 
gaciones, no pagan arrendamientos, ni el precio del • ampo que 
ocupan y muchos de ellos lo han abandonado, lo que le causa 
serios perjuicios que en su oportunidad reclamará. 

Que el decreto de ta referencia se basa única y exclusivamen- 
te en que Grané no ha cumplido con la clausula fie su contrato 
que lo obliga á donar ú vender á cada una di> las ciento veinti- 
cinco familias que debe introducir en su concesión ; afirmando 
que él cumplió la obligaeiffl referida, que ha introducido 125 
familias en la concesión y que les lia vendido ó donado tie- 
rra» á cada una en superficie no menor de 50 hectáreas. 

Que aun en el supuesto de que no hubiera cumplido con esa 
obligación, el Poder Ejecutivo por sí y ante sí, no ha podido 
declarar caduca la concesión de tierra ni anular una escritura 
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de propiedad defi i ti va, porque el derecho se opone á ello y por- 
que el Poder Ejecutivo no puede usurpar atribuciones del Poder 
Judicial, 

Que, en consecuencia, no ha podido maudar que se practique 
en la escritura matriz anotaciones sobre caducidad de la misma 
escritura m expedir las órdenes referidas á la gobernación de 
Misiones, por tratarse de una obligación pura de hacer con 
obligación hipotecaria, regida por el titulo 8*, sección li- 
bro II, del Código Civil, y desde luego el Poder Ejecutivo ten- 
dría que ampararse en el artículo 629 y solicitar judicialmente 
el cumplimiento de ia obligación y en defecto los perjuicios é 
intereses, desde que dicha obligación no puede considerarse ba- 



11 es pacto comisorio ni obligación con- 
dicional resolutoria ni obligación con cargo, y porque aún asi 
siempre hubiera tenido que acudir á la vía judicial. 

Por todo lo que pide que, en definitiva, se declare inconsti- 
tucional é ilegal el decreto de la referencia que declaró la ca- 
ducidad y» en su constvuencia, nulo y sin ningún valor ni efec- 
to; se mande levantar la noto de caducidad puesta á la escritura 
matriz, declarar cumplida la obligación de escriturar impuesta 
en la escritura de adquisición del dominio, y so ordene la chan- 
celación de la hipoteca, y condenar al demandado en tas costas 
de) juicio. 

Que el señor procurador fiscal se presentó á foja 24 evacuan- 
do el traslado conferido, pidiendo que, por las consideraciones 
que expone, antecedentes del asunto y disposiciones legales que 
recordará, se rechaze esta demanda con expresa condenación 
en costas, y se le deje a salto las acciones que á ese ministerio, 
en representación del gobierno, puedan competirle y que nazcan 
en el urden penal por los actos dolosos y fraudulentos que pue- 
den haberse cometido. 

Que en Mayo de 1887, don Pedro Na 8 arre,por Grané, se pre- 
sentó solicitando se le concediera un campo en el territorio de 

T. LIHV 4 
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Misiones, que decía tenía poblado, solicitud que fué pasada á la 
oficina de tierras y colonias para que proyectara el contrato 
respectivo, si el terreno citaba libre, y que en 19 de Julio se 
aceptó el contrato proyectado, aprobándolo por las 40,000 hec- 
táreas bajo las bases que transcribe. 

Que Grané, con lecha 31 de Enero de 1892, sin haber cum- 
plidocon lúa obligaciones y deberes impuestos, se presentó di- 
ciendo que había introducido en la concesión un capital de 
92.069 pesos y 36 familias agriculturas, pero que compren- 
diendo que este número de familias no era suficiente para abar- 
car las 40,000 hectáreas que pretendía, ofreció adquirir en 
comprad excedente del terreno por las familias que faltaban 
a su contrato, acogiéndole, en consecuencia, á la ley de 1891, 
manifestación que fué aceptada, haciéndose la respectiva li- 
quidaron de lo que debía payar, sin perjuicio de la inspección 
que debía hacerse para verificar si todo lo alirmado era exacto; 
dando dicha liquidación la suma de 16,512 pesos moneda nacio- 
nal, que debía pagar en la forma de la ley de 1891, pago quo 
nuu< a hizo, á pesar di I conocimiento quo tu?o de dicha liqui- 
dación. 

Que entre tanto, la oficina de tierras enTió el expediente al 
gobernador de Misiones para que informara sobre las poblacio- 
nes de Grané, capital introducido y en general sobre el cum- 
plimiento de las obligaciones de su contrato; informe que fué 
expedido in extenso m 15 de Mavo de 1894, afirmando que ha 
visto y palpado lo hecho por Grané, dando por eierto todo lo 
qu< él había dicho. 

Que no obstante el informe de oposición de la oficina do tie- 
rras, el Poder Ejecutivo dict<. su decreto de focha 16 de No- 
viembre de 1894 acordando la <»scri tu ración definitiva de las 
40.000 hectáreas á favor de Grané, escrituración que tuvo lu- 
gar el mismo ano, eonsign ándase en ella la obligación de su par- 
te de Tender Ó donar á las familias que decía instaladas un área 
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nn menor de 50 hectáreas, cuja obligación debía cumplí rae 
dentro de seis meses desde lancha de ta ventura, quedando 
tu tierra afectada ul Cumplimiento de esu obligación. 

Que más tarde, en 1895, pura justiü* at él mismo que había 
donado ó vt nUtd., tierra á las familias, según las 127 anotacio- 
nes que acompaña, pidió ul gobierno que en mérito de hallarle 
cumplida Ja condición impn.-ata, se sirviera d-darar que asi lo 
había lu cho, petición que fue denegada previo informe del Asesor 
de la oficina 4b tierras y se ordenó se practicara la inspección 
necesaria pura comprobar la verdad de lo que alirmaba, inspec- 
ción que había quedado pendiente según el decreto de 1894 y la 
que se realizó por el inspector señor Curios Desssirí, quicen 
circunstuciado informe sobre el terreno, constató que Jík po- 
blaciones de que Grané hacía mérito n» existían, que el capital 
invertido jama* se había introducido, que na habían las 125 fa- 
milias que se pretendían, y que tampoco se habían heého las 
donaciones ó venias que se intentaba justificar. 

■ Jm-el Poder Ejecutivo, ante ias conclusiones de la Dirección 
superior de tierras manifestadas en su informe de Ü8 de Setiem- 
bre de 1896 y con fecha 30 de Octubre de 1895, declaró caduca 
la concesión por falta de cumplimiento de las obligaciones del 
concesionario; y posteriormente, para patentizar los actos dolo- 
sos de Grané, envió á Misiones al lnspi ctor ele tierras don Au- 
gusto Murgueirat, quien rindió en 1890 un extenso informe 
confirmatorio del de Desseiu y eu que queda de manifiesto la im- 
postura y falsedad que se empleó para arrancar al Poder Eje- 
cutivo el decreto de 1894 y la escritura del mhrao año. 

Que dados estos antecedentes, don Justino Grané no ha cum- 
plido con las obligaciones dentro de los plazos establecidos que 
su contrato de concesión, no obstante afirmas dts- 
cosael gobernador de Misiones en su recordado informe, 
razón por la que el Poder Ejecutivo no pudo dictar ? u decreto 
de 1874; couo tampoco debió aceptarse su a ogímiento á ia 
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ley de 1891, pues ésta prescriba que loa concesionarios de tie- 
rra á que ella alcanza, son sólo aquellos cujas concesiones es- 
tán subsistentes en la ¿poca de esa lev, lo que no sucedía con 
la concedida á Grané, quien habiendo faltado á sus obligaciones 
había perdido sus derechos, una vez que existe la cláusula 8" 
del contrato y artículo 105 de la ley de 1876. 

Que dadoB esos antecedentes, s;OÉa a la simple vista la nuli- 
dad absoluta y manifiesta del decreto de 1894 con arreglo á los 
artículos 10&8 y 1047 del Código Civil, así como la escritura 
otorgada a favor de Grané el mismo año y como consecuencia 
de ese decreto, desde que el Poder Ejecutivo había excedido sus 
facultades, obrando fuera de los límites que por el Congreso le 
fueron impuestos en ejercicio de la autorización que le confirió 
para disponer «le la tierra liscal, al otorgar á Grané una conce- 
sión fuera de sus atribuciones y contrariamente á las leyes de 
1876 y i 891 ; aparte de que siempre resultaría un acto nulo t 
de nulidad relativa, pues dados los bechos espuestos, la acti- 
tud dolosa de Grané y los esclarecimientos suministrados por 
los informes de Dessein y Margueirat, el acto jurídico encerra- 
do en la mencionada escritura, llevaba en sí los vicios de error, 
fraude y falsa causa, según el artículo 1045 del Código ci- 
tado, 

T que aun suponiendo la validez del acto jurídico un cues- 
tión, el deereto citado no podía transmitirle el dominio perfecto 
de la tierra que pretendía Grané, sinú un dominio imperfecto 
(artículo 2663) sujeto á una condición qne él reconoció cuando 
pidió que se le levantara aquella, y que no fué cumplida, como 
lo deja demostrado. 

Que recibida la causa á prueba par auto de foja 60, se pro- 
dujo la que expresa el certificado de foja 151, habiéndose agre- 
gado los alegatos de las partes, y llaraádose autos para sen- 
con lo que el expediente se encuentra en ese estado. 
Y considerando: I o Que observando un orden de córrela- 
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cion que permita la resolución metódica de las complejas 
cuestiones involucradas en estos autos, tenemos: que don 
Justino Grané, í mérito de la escritura de dominio de fe- 
cha 24 de Noviembre de 1895, adquirió en propiedad las 
40.000 hectáreas de tierra en el territorio federal de Misiones, 
situadas entre el rio Uruguay y Arroyos Cbirimay y Concep- 
ción, objeto de la concesión otorgada á su favor por decreto 
de 23 de Diciembre de 1887 y por razón de haber cumplido, se- 
gún decreto del Poder Ejecutivo Nacional de 16 de Noviem- 
bre de 1894, con las condiciones y requisitos eligidos por las 
leyes sobre colonización y tierra púbtica de fecha 19 de Octu- 
bre de 1876. 

2° Que desde luego, esa escritura de traslación de dominio 
fué amplia y absoluta y por tanto irrevocable, como resulta de 
su texto mismo, cuando establece quu el señor presidente «le la 
República, haciendo uso déla autoridad que en sn carácter in- 
viste, y á mérito de haberse comprobado que Grané ha dado 
cumplimiento á las obligaciones que le imponía su contrato, 
adjudica áéste la superficie de 40,000 hectáreas de terreno á 
que dicho contrato se refiere, y desiste á la nación de todoa su* 
derechos de propiedad , posesión y dominio que á las referidas 
tierras tenía, los traspata en el adquirente obligándose ala vez 
Grané á donar ó vender á cada una de La* 125 familias radica- 
das en el terreno de su concesión una área no menor de 50 hec- 
táreas, obligación que debería cumplirsedentro de los seis meses 
:i contar desde la fecha de esa escritura y quedando hipoteca- 
das esas tierras al cumplimiento de esa misma obligación. 

3° ¿Cuál es la naturaleza de la obligación impuesta por esa 
escritura á don Justino Gtané? 

¿Cuál es la situación legal del gobierno adjudicador de esa 
tierra, en presencia del contrato celebrado con Grané y de la es- 
critura de adquisición de dominio otorgado á su favor? ¿Cuál en 
tin, la del decreto de caducidad de fecha 30 de Octubre de 1895? 
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Es indudablemente que nos encontramos en presencia «le mu 
obligación pura de hacer, legislada especial. ..ente por el aríí- 
0nlü626y siguiente- <Jel Oódjg. Civil, desde que no existe en 
la misma escritura una clausula rescisoria expresa. Por tanto, 
el gobierno nacional que en el suh jtoiice procede, no como p,u> 
der público smó como simple pet#im jtífidicit, debió, ya que 
invocó como fundamento de sn decreto de ea lucid ad de fecha 
30 de Octubre de 1895, la falta de eumpliniiento de parí»- d-> 
Ctrané de la obligación impuesta en esa escritura de vender ó 
donar á cada una de las Í25 familias que debía introducir en n 
concesión una superficie ím menor de 50 hectáreas, debió, digo, 
exigir judicialmente su cumplimiento, c»n arregtoal artfeulo6á9 
del mismo Código, ó en su case. Jos perjuicios é intereses, sin 
perjuicio de la ejecución d>£ derecho hipotecario ésMfelécMo e?- 
jecin luiente para asegurar él cumplimiento deesa obligación. 

Proceder en sentido contrario declarando por si y ante sí la 
caducidad y rescisión de un - oí. trato perfecto celebrado por el 
Poder Ejecutivo en usu de atribución^ propias, ¡mportarfadesco- 
nocer el alcance legal que nace de la/e*/ rontraío, en que el go- 
bierno y el particular entre quienes se celebra, so han impuesto 
reciprocas prestaciones y deberes, y ¡í los que amba< partes con- 
tratantes están sujetas y tienen que conformare por s.-r su- 
con venció oes leyes para las mismas : t&tent omlravhtm tlrtlit v 
artículo 1 197 del ''ódigo Civil. Desde lu.-ijo, toda alteración de 
ellos importa una violación del artículo 1304 del Código Civil 
que dispone que: « sí nu hubiere pacto expreso que autorice ¡i 
una de las partes á disolver el contrato si la otra no lo nim- 
pliere el cnQt ato no podrá disolverse y sólo podrá pedirse mi 
cumplimiento». 

El Código francés, por stí artículo H8*. expresamente esta- 
blece que la condición resolutoria es siempre s< breentendida 
en los contratos sinalagmáticos, para aquellas de las partes que 
no satisfaeierc su compromiso. 
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En este caso el contrato no es resuelto de pleno derecho. La 
paite respecto á la cual no lia sido ejecutado el compromiso, 
tiene la e lew -ion ó de obligar á 1» otra parte á I¡l t<jecuciuu tic 
la convención cuando es posible, ó pedir su resolución con re- 
sarcimiento de pérdidas é intereses. La resolución debe ser de- 
mandada en ju 'icia y puede ser concedido un plazo al deman- 
dado, se^un las circunstaneias. 

Y Domat, rilado poT el codificador argentino, en el párrafo 
4' au la sección S\ título I o de Iris leyes civiles, nos dice que la 
segunda obligación di' los contratantes, es que aquel que falta 
a ¡a ejecución de lo que ha prometido, o retarde su cumpli- 
miento, ya se i por falta de voluntad, va por impotencia, deberá 
resarcir al otro los daños é intereses, según la naturaleza de la 
convención, la calidad del retardo ó falta de ejecución y las de- 
más circunstancias; y si la convención debe resolverse ó anu- 
larse, se resolverá con imposición de las penas que debe sufrir 
aquel que hubiere dejado d>- cumplirla. 

Los tribunales federales fie los Estados Unidos contienen 
una jurisprudencia uniforme y constante que confirma afta, 
i-oii más amplitud de doctrina y concepto, la sustentada, y que 
en su interpretación de la Constitución van aún más lejos, al 
establecer que ui las mismas legislaturas pueden alterar la na- 
turaleza y efecto legal d un contrato téstente, en perjuicio 
de ninguna de las partes ni dar á ese contrato una interpreta- 
ción judirial que -ea obligatoria para las partes ó para los tri- 
bunales legales; y sostienen también que aunque fuera obtenida 
por fraude ó dolo una concesión, la ley que despojara de sus 
derechos á un tercero adquirente por transferencia, etc., sería 
inconstitucional y nula, como también sería nula la ley que 
promulgase un estado alterando los derechos de los poseedores 
de una cesión de tier ra hecha por el mismo estado. (King Deliam 
Bank, 15, Mass. 447. Flcicher y Peeh, 6 Cranch 87). Nicolás A, 
Calvo, en el párrafo 704 de su notable obra Comentarios sobre 
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la Cotistüucion Federal, nos dice que la prohibición hecha por 
la Constitución, de alterar los contratos, se extiende á todas 
las convenciones ó concesiones privadas de cualquier t atúrales» 
que ellas puedan ser. Se ha preguntado entonces, agrega, si 
esa prohibición se aplicaba igualmente u los contratos y conce- 
siones emanadas de un estado en virtud de una ley. 

Una opinión, era que actos semejantes fueran considerados 
como actos legislativos, susceptible* de ser revocados por el 
mismo pouer que los había decretado; pero después de una de- 
liberación solemne se decidió que las concesiones y los contri- 
tos hechos por un estado, son tan inviolables como los contratos 
ó concesiones emanadas de los particulares. Una legislatura 
puede, en virtud de una ley, hacer una concesión; esta conce- 
sión, una vez hecha, es irrevocable y no pnedt*, según la Cons- 
titución, ser debilitada ni destruida; así la Legislatura puede 
por una ley, contratar con los particulares y compiometer la fe 
del Estado á la ejecución del contrato, luego se puede conside- 
rar como un principio cierto, que tudas las veces que una ley 
toma el carácter de un contrato y que resultan derechos para 
las partes contratantes, la revocación no destruye ni modiOca 
en manera alguna los derechos adquiridos. 

Por otra parte, siendo principio fundamental de nuestro sis- 
tema político, la división del gobierno en tres departamentos : 
el Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial, independientes y so- 
beranos en su esfera y con atribuciones que le son peculiares 
y exclusivas, nunca pudo el primero proceder por sí y ante sí, 
y arrogándose funciones csencialmante judiciales, declarar, co- 
mo lo hizo, la caducidad del decreto y escritura de transferencia 
irrevocable de dominio otorgado por su antecesor á favor del 
cesionario Grané, por cuanto tal atribución ó facultad única y 
exclusivamente compete ejercer al poder judicial, desde que la 
propiedad es inviolable y ningún habitante de la nación puede 
ser privado de ella sinó en virtud de sentencia fundada en ley, 



■ 

de justicia nacional 57 

y porque las cuestiones relativas á ta naturaleza, forma ex- 
tensión, interpretación y validez délos contra tos, se dejan para 
ser determinados por el poder judicial, cuya jurisdicción deriva 
da la Constitución y no puede ser ampliada, disminuida ni alte- 
rada por las leves de litado. Por consecuencia, diebu decreto, 
por ser contrario al precepto invocado, es inconstitucional y 
nulo. (Artículos 17 y 95 de la Constitución Nacional, tomo i°, 
¡ íg. 32; y tomo 4 o t pág. 349 de los fallos de la Suprema Corte; 
Trustees v. Rider 13, Com. 87). 

4° t¿u«' independientemente de las consideraciones preceden- 
tes, que demuestran la insubsisteneia del decreto de fecha 30 de 
Octubre de 1895, la prueba acumulada á los autos comprueba 
suficientemente el cumplimiento por parte de Granó de las 
obligaciones que la ley, decreto y escritura del Poder Ejecuti- 
vo le impusieron para poder obtener la propiedad definitiva de 
las tierras en cuestión. 

En efecto, los sólidos fundamentos del decreto del Poder Eje- 
cutivo de fecha 16 de Noviembre de 1894, acordando á Granó 
la escritura definitiva de propiedad de las 40.000 hectáreas de 
tierra de su concesión, evidencia el cumplimiento de parte del 
concesionario de las obligaciones impuestas y aceptadas por sa 
contrato: prueba que resulta de la investigación oficial enco- 
mendada con ta) propósito al gobernador de Misiones don Juan 
Balestra, y quien, eu fundado informe, sostiene : que Grané em- 
pleó un capital considerable en establecimientos industriales, 
que introduju 161 familias en su campo, sin contar los antiguos 
pobladores, y que cumplió con todo lo demás enumerado en la 
nómina que corre al pié de la exposición presentada por el en- 
cargado del señor Grané, aseveraciones que ha comprobado una 
por una sobre el terreno mismo, etc. (Informe de toja 58 del 
expediente administrativo número 631, letra G), 

Ese informe, tanto por lo circunatanciadode sus términos cuan- 
to por razón del elevado carácter oflcial de la persona que lo ex- 
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pidió, constituye prueba bastante ú constatar el estremo apun- 
tado desconocido en la contestación de la demanda; mayor- 
ifcefl'te que á e>>tar al espíritu de las leyes sobre colonización, 
como lo expresa el mismo decreto, es de «quidad y justicia 
allanar dificultades a los que de buein f se lian ensacado á 
poblar loa territorios nacionales cumpliendo las disposiciones 
esenciales de las leyes. 

Que coadyuvando a ese mismo lin ó propósit >, esto es á pro- 
bar el cumplimiento de sus ubicaciones de concesionarios d 
demandante ha ofrecido prueba irrecusable ( te-^de que e<mi ra 
ellas uü se ha deducido tacha alguna legal) de la> personas que 
bajo la religión del juramento y extremos de la ley lian testifi- 
cado al tenor d«t interrogatorio de foja 79 a foja 103 vuelta, 
j fojf 1Ütí. 108, Í1Ü. 113 y 118 vuelta, y del -simen hecho 
por el juzgado de esas declaraciones, resulU incontrovertible- 
mente justificado el cumplimiento amplio de parte de Grané 
no sólo de las obligaciones y deberes originarios que ofreció y 
le impusieron al tiempo del otorgamiento dé su com -ato de 
contrato de concesión, sin'» también de los que en especial con- 
tiene la escritura dr fecha 21 de Noviembre de I89ió sea la de 
donar ó vender á c;i i a una *i ¡as i 25 familias radicadas en el 
terreno de su concesión una área no menor de 50 hectárea*. 

Esas declaraciones examinadas con sereno espíritu y con 
arreglo á los principios de la sana critica, por su conformidad y 
concordancia, por razón del fundamento ei, que se apoyan, por 
estar de perfecto n cuerdo entre sí y con b> informado por el go- 
bernador de Misiones en su precitado informe y con los demás 
antecedentes acumuladas á los autos, constituyen prueba legal 
con arreglo a la ley 32, tomo 16, partida 3\ y á la jurispru- 
dencia constante de la Suprema Torte, 

Además, los documentos públicos que corren de foja 77 á 
foja 86 de autos, emanados del juzgado de paz del territorio de 
Mi-iones (causa por la que deben ser in -sospechables), robus- 
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tecen Luin l>ii n las afirmaciones del actor y la de los tt-stigos rJe- 

ji mentes y nprueban, una ve z más, que Grané cumplió con 

sus obligaciones. 

También lo comprueba de una manera indubitable la opera- 
cion de mensura, censo anexo y plan» de la colonia Grané, le- 
rantariu por el agrimensor <bn Míximo Arigos, nombrado por 
el gobierno nacional á prepuesta d»« aquél, operaciones que 
constan del expediente administrativo agregado y cuya mensu- 
ra fué aprobada por el señor Presidenta de la República con fe- 
cha '20 di- Abril da 1893. 

5 rt Que en contraposición ¡i esla prueba de indis' ntíble méri- 
to, se lia ofrecido por el demandado el informe ih I inspector 
don < '.trios Desuní, <ii(r c<irre ú foja 187 del expediente admi- 
nistrativo, numero 308, tetra G, y el de don Augusto Mar - 
gueirat. foju21ü; y en cuyos informes se sostiene que las po- 
blaciones ile que Grané hacía tuértt », ijo existen ; que el capi- 
tal que -e «lijo introdu ido, tampoco existía; qn<- no había el 
número de 125 familias que se pretendía; y que, finalmente, no 
se habían hecho Jas donaciones ó ventas que la e-entura y ■) e- 
ereto ne adquisición le imponían, etc. 

Desde luego, nos hallamos en presencia de una prueba fuu~ 
dame a talmente con t radie tqtm entre sí, y que por consecuencia 
arriban re>ultado> dinim-iralnn-nte opuestos. 

¿Cuál es la hgal. cuál la que debe ser aceptada com<> verídica 
y servir de baae á un pronunciamiento justiciero? 

Pesadas ambas pruebas con recto juicio y espíritu reílexivo, 
el juzgado >e pronuncia por la ofr.-cida por el actor, por ser la 
que en su producción se ajusta á derecho estricto, y porque en 
su recepción se han observado los trámites necesario:-, y legales 
para los juicios, con anuencia y bajo el ccutrol amplísimo que 
el ministerio fiscal pudo ejercitar y controlar. 

Las afirmaciones de los inspectores Dessein y Murgueirat se 
encuentran contradichas radical m- < '" por el informe oficial del 
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gobernador de Misiones doctor Balestra, y por taa prueba 
testimonial é instrumental también amplia, que lleva al eapf. 
ritu del juzgado el .convencimiento de la verdad; prueba que 
constituye evidencia moral y legal, no sólo por tratarse de ins- 
trumentos públicos que hacenfé plena y de testimonios impar- 
ciales de alta jerarquía y significación oficial, sino porque bc 
trata de testigos presenciales de los hechos sobre que han tes- 
tificado, porque no han sido tachados ni contradichos por el re- 
presentante del gobierno, y purque esto* mismos testigos, y el 
mismo comisario general de Concepción, don Lorenzo M. Solis, 
que fué quien acompañó á besseín, documento de foja 123, sos- 
tiene que éste, en la inspección que practicó por mandato del 
gobierno, de la colonia Grané, tan sólo empleó seis horas, tiem- 
po > más que reducido ó imposible para efectuar una inspección 
minuciosa de esa extensa colonia. 

Finalmente, los certificados expedidos por los escribanos pú- 
blicos señores Augusto J. Blanco y Kugenio Brauu, que existen 
de fojas 155 á 161 del expediente número 631 y cuyas firmas 
lian sido autenticadas de las ventas efectuadas por Grané desde 
el 22 de Enero al 23 de Marzo de 1895, justifican una vez más 
el cumplimiento de parte del concesionario Grané de la obliga- 
ción impuesta en la escritura de 24 de Noviembre de 1894, drs- 

de que dichos cerificados constituyen prueba legal con arre- 
glo á nuestra legislación civil . 

6 o Que la nulidad absoluta que el ministerio fiscal invoca en 
su escrito de contestación á la demanda del decreto de 1894 y 
de la escritura publicado foja 147 del expediente número 631, 
lelraG, no existe, es infundada y desde luegodebe ser desesti- 
mada, porque los jueces no pueden declarar otras nulidades de 
los actos jurídicos siuó las que en el Código se expresan; y no 
existe, porque esa nulidad n» es manifiesta ni resulta del acto 
mismo tiichado de nulo; porque el Poder Ejecutivo nacional al 
otorgar esos actos, obró dentro de su esfera de acción propia, en 
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virtud de la ley sabré colonización y tierra pública de 1876; 
porque las obligaciones pactadas fin-ron, como queda demostra- 
do, ampliamente cumplidas por el concesionario ; porque obran- 
do en el caso sub-judice el ministerio fiscal como resulta del 
preámbulo de su recordado escrito, á nombre del gobierno na- 
cional, no le es dado pedir esa nulidad por opuesta ai precepto 
del artículo 1049 de] Código Civil ; porque esa nulidad no pue- 
de ser alegada por el que ejecutó el acto sabiendo ó debiendo 
saber el vicio que lo invalidaba; porque al ministerio fiscal no 
!«■ es permitido tampoco reveer los actos del Poder Ejecutivo, á 
quien representa ; y finalmente, porque si ensila esa nulidad, 
debió requerirla -te los jueces encargados por la Constitución 
de hacerlo, en razón de que el Ejecutivo nacional no ejerce, ni 
pue ie jamás ejercer funciones de la índole judicial que nos 
<>cupa. 

7 o Que demostrado el cumplimiento de parte de don Justino 
Grané de la obligación impuesta en la escritura de ¿4 de No- 
viembre de 1894, de d-mar ó vender á cada una de las 125 fami- 
lias radicadas en el terreno de su concesión, una área no menor 
de 50 hectáreas, procede se ordene la chancelación judicial de 
la hipoteca constituida en esas tierras, desde que esa hipoteca 
se hizo en garantía de esa misma obligación: subíala causa 
íoliitur effectus. 

Por estos fundamentos y demás aducidos en el escrito del ale- 
gato de foja 152, definitivamente juzgando, fallo; I o Declaran- 
do inconstitucional, ilegal y nulo, el decreto del Poder Ejecu- 
tivo nacional de fecha 30 de Octubre de 1895 que declara cadu- 
ca la concesión de tierra para colonizar en el territorio de Mi- 
siones, acordada á don Justino Grané. 

2 o Ordenando, en su consecuencia, se levante la nota de ca- 
ducidad puesta en la escritura matriz de fecha 24 de Noviem- 
bre de 1894. 

3 o Declarando que don Justino Grané cumplió con la obliga- 
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cion de escriturar impuesta en esa escritura, y aún lo hizo con 
las demás «Je su contrato de concesión, y por tanto se dispone 
ta chancelación de la hipoteca constituida en la misma escri- 
tura, en garantía del liel cumplimiento de esa obligación, y 

4r° Declarando que Useoslas del j-iicin se satisfagan en el ur- 
den cansado, por no existir mérito para impartas al ven- 
cido. 

Notifiques.' original y r- pónganse los sellos. 

i(}itxtin Vnlinarméh 



DEL SE So II PROtXlUDOlt GENEItAi. 

Itti i'in ií Aires, Junio 17 ik- LS99. 

Suprema Curte : 

La sentencia de t oja i 82 declara inconstituc ional, ilegal y 
nulo el decreto del Poder Ejecutivo Nación ií queá foja 205 del 
expediente administrativo, decían carneada la concesión de 
40.000 hoce-áreas do tierra pública on Misiones, acordaba á ilon 
Justino Grané. 

Tan seguras afirmaciones refiriéndose á resoluciones defini- 
tivas, ampliamente estudiadas en documentos públicos por el 
Poder Ejecutivo y sus asest./s técnicos, debieran apoyarse en 
hechos incontrovertibles y en prescripciones de tal naturaleza» 
que llorasen el convencimiento al espíritu más observador. 

Nada menos eficaz al aJeanfle de aquello propios, qu- la 
teoría desarrollada por la sentencia si respecto. 

La materia contenciosa esta fuera de las atribuciones del 
Poder ejecutivo, según el artículo 95 de la Constitución nacio- 
nal. c estoes evidente en presencia de un testo expreso en la 
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ley suprema argentina, bien puede prese ¡udirüe tic la tegi|l«>- 
cion empavada, «le los comentadores extranjeros, y aún de ta 
legislación y jurisprudencia mteigiga£ 

Un lucho contencioso sobre U interpretación de las cláusu- 
las de un contrato entre partes, corresponde ig] poder judicial ; 
así lo ha establecido la constitución nacional, lo han prescripto 
los Códigos y declarado la jurisprudencia. 

ívn A cw&tisub -judien no media tal hecho contencioso que surja 
del derecho civil, ó que el derecho civil autoriza y someta al 
régimen de las prescripciones de sus Cótligos. 

Se trata de la tierra pública nacional, que según el inciso 4" 
del artículo 07 de la constituí ion t corresponde al Congreso 
disponer del uso y de las enajenaciones do las tierras de pro- 
piedad nacional *. 

Obedeciendo á este precepto, el Congreso sancionó la ley 
número... en Ü* de Octubre de 187H. Por esta ley, que el Con- 
greso denominó sabiamente de inmigración y colonización de 
la República Argentina, otorgó mi mundillo al Pojer Kjecutivo 
para disponer de la tierra pública, á objeto de promover la in- 
migración y colonización, Imjo condiciones 'sé vetas, expresa- 
monte detalladas y conducentes ü la realización de elevados pro- 
pósitos de úrden constitucional. 

VA Poder Ejecutivo debía, según e>a ley, crear un departa- 
mento central y agencia de inmigración y oliciuas de colocación 
y de trabajo en el exterior; debía sui'ragar los gastos del inmi- 
grante y lo que es digno de mención especial ten caso de diri- 
girse aquellos a ¡as colonias * prescribe gozarán de las ventajas 
acordadas en el capítulo 3 J de la segunda parte de esta ley >, 
esto es déla ley sobre colonización. 

Concordante din nqiH mandamiento, el :ntíen;o 98 Jola 
misma Jey autoriza al Poder Ejecutivo para conceder á toila 
compañía ó empresa que lo solicite una sección de Lierras bajo 
Jas explícitas condiciones enumeradas á continuación : mensurar 



64 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

y subdividir la tierra, establecimiento de 140 familias agncul- 
toras por lo menos en el término de dos unos, donar Ó vender- 
les la tierra, construir edificios para administración, y acopios 
de víveres» con sujeción á la disposición del artículo 83, etc, 
T como garantía del cumplimiento de estas obligaciones sitie 
(fuá non dar intervención á ta oficina de tierras y colonias en 
los contratos que se celebran con los colonos, la cual tendré por 
objeto impedir, agrega el inciso 7°, tas infracciones de la pvc- 
scntcletj, sin perjuicio de )a umita y de la caducidad, prescribe 
el inciso 9". 

Tal vez pareciera difuso el recuerdo de aquellas prescripcio- 
nes constitucionales y legales. Pero tiene un objeto fundamental 
que lo reclama. Sí los contratos de carácter privado se ri^en 
por el Código Ctvi! y se sujetan á la jurisdicción contenciosa, 
la donación de la tiena pública con propósitos de colonización, 
siendo constitucionnlmente deatribucion del Congreso y auto- 
rizada por mandato especial al Poder Ejecutivo bajo condicio- 
nes determinadas en la ley de inmigración y coloiiizacimi de 
1876, es de jurisdicción administrativa ü coutencioso-adminis- 
trativa, y el Poder Ejecutivo, en ejercicio de esa jurisdicción, 
puede y debe resolver sobre el cumplimiento ó infracción de 
condiciones impuestas ala concesión. 

No es idéntica la situación del Poder Ejecutivo contratando 
como persona jurídica con particulares, con la que le créala 
constitución como jefe supremo de la nación que tiene á su 
cargo, según el artículo 80, la administración del país y expide 
las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la eje- 
cución de las leyes de la nación. 

Si en el primer caso procede como parte en los contratos, en 
el último su roí es de administrador supremo de los intereses 
públicos, de las tierras públicas en el caso sub-judicc; adminis- 
tración que ejerce por mandato de la constitución y con suje- 
ción álas prescripciones de una ley del Congreso. 
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Examinando tus cláusulas de esa concesión, y declarando si 
han sido ó no cumplidas por el concesionario las condiciones 
impuestas para bu subsistencia, con arreglo á la ley, ejerce una 
atribución gubernativa sobre actos de carácter administrativo, 
sujetos á la atribución que le impone el inciso !• del artículo 
S6de Ja constitución nacional y la ley especial de inmigración 
;> colonización. 

Resultadeelluqueel Poder Ejecutivo ha debido conocer y 
resolver en el caso con sujeción á sus atribuciones de carácter 
administrativo, y que su resolución no afecta ninguna de las 
cláusulas con que la constitución nacional garantiza el derecho 
de propiedad. 

Penetrando en lo fundamental de la causa, so ubjeta por la 
sentencia que una resolución gubernativa había reconocido 
cumplidas las condiciones de )a concesión y que una escritura 
pública había separado del estado el dnwniio de la tierra, para 
entregarla definitivamente al agraciado. 

Los hechos pueden ser exactos pero esos hechos resultan vi- 
ciados de nulidad y annlables. Ha mediado moró engaño al 
suponer cumplidas las condiciones de la ley de colonización y 
ese error ó engaño trae aparejada la declaración de nulidad. 
No sólo el Código Cítü lo reconoce en su artículo 1045. La 
ley de colonización al determinar en su artículo 98 las condi- 
ciones requeridos para la adquisición de la propiedad prescribe 
en el inciso 9" no sólo el depósito de una sama ó constitución 
de fianza para el caso de cumplimiento al contrato de con- 
cesión sinó la caducidad de este, en los casos qtie hubiere 
lugar. 

El Poder Ejecutivo, como mandatario del estado para la eje- 
cución estricta de una ley del Congreso no pudo prescindir de 
sus cláusulas. Xo disponiendo de cosas propias, obrando en vir- 
tud de un mandato, no teniendo otras atribuciones que aquellas 
que le confiere el documento habilitante, qne es la ley de colo- 
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nizacion en el caso actual no pudo como mandatario extralimi- 
ta! - las condiciones de ese mandato, y lo obrado fuera di- >u al- 
cance es nulo ú anulable. 

El P. E. lo reconoce cuando en la última parte del decreto de 
16 de Noviembre de 1894, corriente a fnja 128 del espediente 
administrativo, declara sujeta la tierra que ma.ida escriturar, á 
la condición da donación ó venía de no menos de 50 hectá- 
reas a cada una de las 125 familias agrieultoras ú que se refiere 
el mandato de la ley. Y agrega aún un término fatal d« seis 
meses para el cumplimiento de ese Tequisito y una hipoteca que 
afecte la tierra al cumplimiento de las obligaciones contraidas, 
que eran condiciones imprescindibles, so pena de caducidad se- 
gún la ley. 

La prueba de hecho bs sido profusa, todo el esfuerzo del de- 
mandante no ba alcanzado, sin embargo, á producir la certidum- 
bre sobee lo alirmado. 

No hubo capital introducido dentro ni fuera del término legal 
en la proporción requerida, no hubo construcciones adecuadas, á 
lus efectos de la colonización eligida por aquella, no hubo ven- 
ta ní donación dentro de los términos y en la forma p rescripta 
por la ley* 

La parte misma de Grané lo ha confesado at presentarse al 
Poder, Ejecutivo en 31 de Enero de 1892, según el expediente 
administrativo pretendiendo acogerse á la ley de 1891 para 
comprar la tierra que no había podido asegurar como coloniza- 
dor, ocurriendo esto en 1892, evidentemente resulta que había 
perdido ya todo derecho ála concesión por el lapso de más de 
tres años transcurridos desde su fecha en 1887. 

Contra esta confesión, constante en autos, producida ante pú- 
blica autoridad, la información testifical es improcedente. 

No debo seguirla i n sus detalles para no incurrir en repeti- 
ciones injustificadas. Esa prueba como la llamada de documen- 
tos, consistentes en escrituras de venta, guíaB, etc., que en 
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ízeiirral proceden de U misma parte, carecen de todo vi^or pro- 
batorio por su forma ineficaz y porque no pueden en niugon 
caso retrotraer sus efectos á la época en qm. subsistía la conce- 
sión; esto es a la época en que aún no había vencido el término 
de tres años acordado en 1887 para el cumplimiento sine (¡ita 
non de los requisitos del contrato. 

Llamo la ilustrada atención de V. K. acerca de la extensa de- 
mostración del estudiado alegato del señor procurador fiscal, 
en los párrafos de fojas 176 vuelta á 180: pidiendo á V. E. s- 
sirva haberla por reproducida como parte integrante de este es- 
crito. De ella resulta la ineficacia de la prueba invocada en la 
sentencia. Y si se estudian las demostraciones, puede decirse 
gráficas, -le los informes de los inspectores de tierras, toda va- 
cilación desaparece en presencia de afirmaciones, de hechos, 
con carácter oficial, consignados por comisionados ad hoc t es- 
pecialmente autorizados con sujeción á disposiciones legales 
expresas. 

Esos inspectores, Desseia á foja 189 y Margueirat a foja 210, 
concluyen que no ha habido tal capital bastante, tal coloniza- 
ción, tales ventas ú donaciones. Ruego i V. K. un estudio es- 
pecial de aquellos informes. De su contesto resulta á foja 253 
vuelta rpie se ha pretendido ocuitar la violación üagranti del 
contrato de concesión, ocurriendo ¿extremos condenados por la 
moral x la ley, que han producido la suplantación de personas, 
entreea-lotitnjoa de propiedad á nombre de desaparecidos y esto 
un lo días mismos de la inspección sin presentación ni repre* 
sentacion de los favoreeidos. sin la intervención déla oficina de 
tierras y por precios y condiciones violatnrias de los propósitos 
de la ley, que la obra de colonización requerida en la ley y con- 
trato no se ha realizado, quetiu existen en toda la zona ni señales 
del trabajo que civiliza, y que duerme en la soledad y el atraso. 
Tales conclusiones y las muy oportunas consideraciones des- 
arrolladas en los esludiados alegatos del procurador fiscal, de 
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24 y 167 reclamau la refutación de ta sentencia recurri- 
da, que á mí Tez solicito del ilustrada criterio de V. E. 

Sabiniano Kter. 



rail* de im Suprema C*rt* 

Unenos Aires, Mayaáti de 1900. 

Vistos ; resulta : Que dúo Justino Gané, inTocandu venia del 
Congrio Nacional para demandar al gobierno de la nación 
dedujo contra éste la demanda de foja once, que contiene las si- 
guientes peticiones : 

Primera: Que se derlare nula y sin valor ni efecto el decreto 
dictado por el Poder Ejecutivo de fecha de treinta de Octubre 
de mil ochocientos noventa y cinco, en que declaró caduca la 
concesión de cuarenta mil hectáreas de tierra hecha al actor eu 
el territorio de Misiones, mandada escriturar por decreto de 
dieciseis de Noviembre de mil ochocientos noventa y euntro y 
escriturada definitivamente á so favor coniecha veinticuatro 

del mismo mes y año ; 

Segunda; Que se mande levantar por el escribano Resta la 
nota de .aducirtad puesta en la escritura matriz de propiedad 
eu cumplimiento (le aquel decreto; 

Tercera: Que se declare cumplida la obligación de escriturar 
impuesta al demandante, eu la escritura de adquisición del do- 
minio á favor de los colonos á que la misma ee refiere y se man- 
de, en consecuencia, chaneelar la hipoteca con que quedaron 
gravadas las tierras de su concesión ; y 

Cuarta: Que se condene al gobierno en costos y costas. 

Que la parte de Grané ha fundado extensamente estas peti- 
ciones, historiando los antecedentes del asunto, alegando la 
insconstitucionalidad é ilegalidad del decreto que declara la ca- 
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ducidad de la concesión que se Je hizo, sosteniendo también la 
irrevocabilidad de ella por haber cumplido todas Us condiciones 
que se le impusieron en el decreto de concesión, j adquirido en 
consecuencia, el dominio pleno y perfecto do las tierras á que 
se refiere, como se establece en la pscrituríi de veinticuatro de 
Nouembre de mil ochocientos noventa y cuatro. 

Que el procurador fiscal, en representación del gobierno, con- 
testando la demanda, pide su rechaza con costas y que se de- 
jen á salvo á su ministerio las acciones que puedan competirle 
v que nazcan en el orden penal, por los actos dolosos y fraudu- 
lentos que hacía notar. 

En apuyo del rechazo solicitado de la demanda sostuvo la 
caducidad de la concesión hecha d Grané, alegando que éste no 
había cumplido las condiciones impuestas por la ley de coloni- 
zación, ni por el decreto que aprobó dicha concesión, siendo nu- 
los, de nulidad absoluta y manifiesta, tanto el decreto del Poder 
Ejecutivo dedicaseis de Noviembre de mil ochocientos noventa 
y cuatro como la escritura otorgada á favor de Grané, á conse- 
euencia de ese decreto, p-»r cuanto el Poder Ejecutivo habla ex- 
cedido sus facultades, obrando fuera de los límites que le im- 
ponían las leyes de mil ochocientos setenta y seis y mil ocho- 
cientos noventa y uno, aparte da que siempre resultaría un acto 
nulo de nulidad relativa el contenido en la mencionada escritura 
por llevar en sí los vicios de error, fraude y falsa causa, según 
t i artículo mil cuarenta y cinco del Código Civil. 

Que puesta la causa á prueba se produjo la que expresa el 
certificado de foja.,, y d esput a de alegar las partes sobre su mé- 
rito se ha dictado la sentencia de foja,., en que el juzgado accede 
á todas tas peticiones del demandante, salvo las relativas ú las 
c>>sta», respecto de las cuales detiara que se satisfagan en el 
orden causado, sentencia de que ambas partes han apelado, 
habiendo después desistido la deGranédel recurso. 

Y considerando: Que la ley que ha invocado don Justino Gra- 
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né, para un tablar contra el gobierno de la nación, la demanda 
de foja primera, es la ley número tres mil cuatrocientos siete, 
en virtifl de la cual se acordó al señor Mario O. Escalada, en 
representación del actor, la venia que solicitó paro gestionar 
ante los tribunales de la nación, el cumplimiento del contrato 
que aseguró haber celebrado con el Poder Ejecutivo en veinti- 
cuatro i¡e Noviembre de mil ochocientos noventa y cuatro. 

Que este contrato e a el que se contiene en la escritura pública 
que ae registra a foja ciento cuarenta y siete del expediente ad- 
ministra! im, letra G, agregado, contrato por el cual el Poder 
Ejecutivo reconociendo que Grané había cumplido las coudi- 
• ¡one* bajo la* que se le concedieron para colonizar cuarenta 
mil hectáreas de tierra en el territorio de Misiones, declara que 
le iransüere * n propied.nl y dominio dicha extensión de tierra 
con la obligación de vender ó donar á cada una de las ciento 
vciiiUciricu ramillas que la ley le obliga á radicar en el campo, 
una úrea no menor de cincuenta hectáreas, cuya obligación debe 
ser cumplida dentro del término de sei* meses contados desde 
la fecha de la escritura referid** quedando la tierra afectada al 
cuniplimient > de la obligación mencionada 

vjue la part«' de Grané creyendo haber cumplido con esta 
obligación en virtud de las nota" puestas por escribanos de la 
capital del territorio de Misiones al pie del título de propiedad 
que se le otorga, certificando haber extendido las respectivas 
escrituras de venta á que se obligó á favor de sus colonos, ocu- 
rrió al Poder Ejecutivo con esa clase de prueba, pidiéndole, como 
se ve á foja ciento sesenta y dos del expediente ya citado, que 
diese en su mérito por cumplida dentro del término qnt- se le 
fijó la obligación de escriturar á cada una de las ciento veinti- 
cinco familias la extensión de tierra mencionada, y que se sir- 
viese ordenar que por la escribanía de gobierno se extendiese 
la correspondiente escritura de cancelación de la obligación 
cumplida. 
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t¿ue las constancias del mismo expediente acreditan que el 
Poder Ejecutivo, nara prove. r lo que á dicha solicitud corres- 
pondía, tumÓ los datos del caso a fin de cerciorarse sí Grané 
había cumplido ó 110 dirha obligación y resul'ado, según el in- 
forme del inspector nacional nombrado al efecto, que no lo 
había hecbo así, y estando vencido el plazo en que debía haber- 
lo verificad», dictó el decreto de treinta de Octubre de mil 
ochocientos noventa y t inco (foja doscientos ciñen, expediente 
letra G), por el cual so declara cadin-a la rom-e* ion di- tierra 
acordada á Grané, s* dispone que esa sup«rGrie de tierra quede 
TesiTvada, no debiendo admitirse pedidos de ubicación en ella, 
que se haga sabe r al escribano mayor de gobierno esta resolu- 
ción para que ponga las anotaciones que corresponda, y que 
se pase el expediente al procurador Usual de la sección capital 
para que en vista de los informes producidos promueva las ac- 
ciones á que haya lugar* 

Que, como se ve, este decreto ha sido provocado por una ges- 
tión administrativa de Grané dirigida al Poder Ejecutivo sin 
duda para que en su calidad de administrador de los bienes de 
la nación y de ejecutor de la ley de colonización sanee el título 
de propiedad que le había otorgado de la tierra que se le con- 
cedió con tí oes de colonización, levantando el gravamen que lo 
afectaba por razón de la obligación contenida en él, de vender 
lotes de tierra á sus colonos en las condiciones de !a ley y del 
contrato. 

Que con tal motivo, si el Poder Ejecutivo ñu ha accedido á 
dicha gestión, si entendiendo que la concisión hecha a Grané 
había caducado, por no haber cumplido «na de las obligaciones 
que se impuso en la escritura de adquisición de la tierra, y aaí 
io declara, adoptando las medidas que cree necesarias para tu- 
telar nis derechos de la nación, y Grané, considerándose lesiona- 
do con tal resolución, obtiene del Congrego la venía requerida 
para demandar al gobierno y pedir ante los tribunales el cum- 
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plimiento del contrato cuya caducidad La declarado y sostiene 
el Poder Ejecutivo, parece por ello indudable que no tieue ma- 
yor importancia para los fines del presente juicio el resolver la 
cuestión de si el Poder Ejecutivo ha obrado ó no en la órbita 
de sus atribuciones constitucionales al dictar el decreto qur 
declara caduca la concesión de que se trata y ordena al mismo 
tiempo al Procurador fiscal que se promueva las acciones á que 
haya lugar, desde que cualquiera que sea la solución de la cues- 
tión constitucional, para que prospere la demanda de foja pri- 
mera y puedan los tribunales declarar que debe cumplirse el 
contrato que Grané celebró con el Poder Ejecutivo es indispen- 
sable que no resulte de las constancias de autos justificada Ja 
caducidad de la concesión mencionada ni su demuestre la nuli- 
dal del decreto del Poder Ejecutivo de die< ¡seis de Noviembre 
de mil ochocientos noventa y cu u tro t ni la de la escritura otor- 
gada ú Granó; caducidad y nulidad que se han alegado en este 
juicio para pedir el rechazo de la demanda de aquel. 

Que sentados estos antecedentes y dados los términos de la 
litis contestación, para arribar á la justa resolución del pre- 
sente liti-jiu es necesario tener presente que Jas concesiones 
de tierras hechas por el Poder Ejecutivo nacional con fines de 
colonización, para que sean válidas y se transmita por s» medio 
á lns concesionaria la propiedad de ella, es necesario que se 
realicen bajo las condiciones establecidas por la ley de la ma- 
teria y que se cumplan todas y cada una de esas condiciones. 

Que el decreto del Poder Ejecutivo de diecinueve de Julio de 
mil ochocientos ochenta y siete, que aprobú el proyecto de 
contrato formulado por la oficina de tierras y colonias, acordan- 
do á Grané cuarenta mil hectáreas de terrena bajo las condicio- 
ne< en él expresadas, le impuso también obligación de cumplir 
todas las demás prescripciones de ta ley de la materia. 

Que en esta virtud y expresándose en el artículo primero de 
ese proyecto de contrato que la concesión se hacía á Grané de 
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acuerdo con el artículo ciento cuatro de la ley de diecinueve 
de Octubre de mil ochocientos setenta y seis, se sigue que la 
adquisición de la propiedad de esa tierra quedaba subordinada 
al cumplimiento por su parte du todas y cada una de las con- 
diciones establecidas eu cada uno de 'os cinco iucisos que con- 
tiene dicho artículo, de ta) suerte que por ser conjuntas eomo 
lo son esas condiciones, (rrané no ha podido adquirir el derecho 
do la propiedad de Ja tierra que estaba subordinada ul cumpli- 
miento de ellas toda vez que dejase di* cumplir una sola de las 
mismas, de conformidad con la expresa disposición de los ar- 
tículos quinientos treinta y cinco y quinientos treinta y seis 
del Código Civil. 

Que los actos del Poder Ejecutivo, cuando contrata con terce- 
ros, para que se reputen actos de gobierno, 6 de la persona 
jurídica y obliguen á la nación es necesario que se cumplan 
dentro de los límites de su ministerio, lo que, con aplicación 
al caso, vale decir que el Poder Ejecutivo para que pudiera 
transferir á Grané el derecho de propiedad á los terrenos del 
dominio nacional que le cedió para e-ionizar, era indispensable 
que dicho concesionario no dejase de cumplir nina sola de las 
condioiones de la ley á que estaba subordinada la concesión, 
no pudiendo el Po ler Ejecutivo, por acto alguno de su parte, 
dispensarlo de este requisito, sin que tal acto quede por ello 
fuera de loa límites de su ministerio y sea nulo v de ningún 
valor con relación á la persona jurídica de la nación, conforme & 
lo dispuesto en el artículo treinta y seis del Código Civil. 

Que siendo una de tas condiciones que debía cumplir Grané 
al aceptar la concesión que se le hizo, la del inciso quinto del 
artículo ciento cuatro, en que se establece : € Quinto: La Empre- 
sa se obligará además á lo prescriptoen los incisos tres, cuatro, 
cinco, seis, siete y ocho del artículo noventa y ocho», es por 
ello fuera de duda, que Grané no habiendo cumplido, en el 
término estipulado de seis meses, lo prescripto en el tercero, 
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séptimo y octavo de esos incisos, do ha adquirido en manera 
alguna la propiedad que su atribuye de los ("i-renos de Misiones, 
por cuanto, seguu consta de autos, no ha hecho ú sus rolónos las 
ventas que alega haber efectuado, dando ¡i la oficina de tierra* 
y colonias la intervención que debía en esos contratos, ni les ha 
vendido ¡a luetárea de tierra por el precio y á los píalos que 
se indican en el artículo ochenta y seis de lu ley «le coloniza- 
¿ion, i onio debía hacerlo de acuerdo Con el inciso octavo del ar- 
tículo noventa y ocho de la misma ley. 

Que importando la concesión u. cha á Grané una donación 
bajo condici. mes conjuntas*, como se ha dich.iya, y siendo cier- 
to p..r lu menos, que una de ellas, la de donar ó vender la tierra á 
los coloaos en las condiciones de la ley, m. se ha cumplido en el 
término estipulado en e! mismo contrato que invoca Grané, 
claro es que por ello el Poder Ejecutivo ha adquirido el derecho 
de hacer valer la revocación ó caducidad de dicha concesión, 
como ha sucedido en el presante juicio, oponiéndose a la de- 
manda de aquel; derecho ese consagrado por la disposición del 
artículo mil ochocientos eincuenfri del Código Civil. 

Por estos fuudara mtos se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento ocln* uta y dos, absolviéndose en consecuencia al Gobierno 
de la nación de lu demanda de foja once, Notifíqurse con 1 1 ori- 
ginal y, repuestos los sellos, devuélvase. 

benjamín paz (en disidencia). 

— ABEL RAZAN, — OCTAVIO 

bungk (en disidencia),— juak 

K. TORRENT. — R. MARTINEZ. 
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Vistos y considerando; Que prévia la autorización contenida 
en la ley número tres mil cuatrocientos cuatro, aunque por 
error figura en los autos ¡i foja veintiuna la ley número tres mil 
cuatrocientos quince, don Justino Grané ha promovido el pre- 
sente juicio pidiendo que se declare la iusubsistencia del de- 
creto 'leí Poder Ejecutivo nacional de treinta de Octubre de 
mil ochocientos noventa y cinco, con declaración ai mismo tieni- 
to de que él había cumplido las obligaciones que contrajo al 
escriturársele delinitiv imenti' poi el gobierno la propiedad de 
los terrenos á que se refiere la escritura de foja,*, primera. 

Que el mencionado decreto teniendo en .-onsideracion que 
Grané no había llenado la obligación de vender ó donar á ciento 
veinticinco familias, por lómenos, una superíicie de cincuenta 
hectáreas, también como mínimiin, que hac- una de las cláusu- 
las especiales consignadas en la referida escritura, y de estar 
vencido el plazo convenido al efecto, declaró caduca la concesión 
y dispuso impartir órdenes en consecuencia. 

Que, como se ve, los términos t iplícitos de ese decreto no sólo 
no ponen en cuestión la validez de los actos del gobierno nacio- 
nal al disponer que se escriture y al escriturar á favor de 
Grané la propiedad del campo con el cargo, por parte del conce- 
sionario, relativo á la donación ó venta ya recordada, sinó que 
al contrario, partiendo de la validez de esos actos fundan en ellos 
la caducidad del derecho de Granó por causa de falta de cum- 
plimiento por parte de éste de los deberes contraidos. 

Que no hay duda posible de que el Poder Ejecutivo nacional 
no ha tenido facultad para adoptar resoluciones en forma obli- 
gatoria y decisiva, declarando la revocación del derecho acor- 
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dado & Grané, porqu- la tal facultad, repugnante á nuestro 
sistema do gobierno está expresamente denegada por el articulo 
noventa y cint o de la constitución, y dado que es también in- 
contestable que la revocación por la causa expresada pertenece 
nía materia federal. 

Que así lo diaporie el artículo mil ochocientos cuarenta y 
nueve del Código Civil con arreglo al que, cuando el donatario 
ha sido constituido en mora respecto i la ejecución de los car- 
gos ó condiciones impuestos ú las donaciones, el demandante 
lienu acción para pedir la revocación de la donación con lo que 
queda evidenciólo que si Grané no cumplió en realidad con los 
cargos ó condiciones de la concesión, et donante ha podido 
ocurrir á los jueces en demanda de revocación, pero de ninguna 
manera asumir una ¡iclitud que le convierta en magistrado ju- 
dicial. 

Que aunque es verdad que el ministerio fiscal ha dicho en La 
contestación á la demanda y en las ulterioridades del juicio 
que tus acto* del gobierno disponiendo la eserituraciou y escri- 
turando *■ favor de Grané el terreno adolecían dt- nulidad mani- 
fiesta ó eran ¡ior lo menos anuíanles, no es menos cierto que ha 
hecho valer estas alegaciones como un medio de defensa para 
el rechazo de la acción y no con el propósito de introducir una 
eontrademanda que debiera motivar á ese respecto una sen- 
tencia judicial. 

Que así lo prueban las conclusiones de La contestación de la 
demanda que, con ésta, constituyen el com» nzamiento y ruia 
sobre que debe ser dado el fallo, de conformidad con la ley ter- 
cera, título diez, partida tercera y artículo trece déla ley 
di- procedimientos, y así lo demuestra La tramitación que se ha 
dado al juicio, siendo de notar que el recurso deducido anta esta 
Suprema Corte, guardando consonancia con los antecedentes 
'■s presad os, es tan sólo el de apelación, 

Que apreciándolas nulidades opuestas por el demando, en el 
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sentido de haberse aducido como una razón de oposición Ó me- 
dio de defensa simplemente es de toda evidencia que no pueden 
ejercer inüuencia en favor del decreto aiya insubsistencia sos- 
tiene la demanda, porque sean que existan ó no esas nulidades, 
no por eso sería menos cierto que el Poder Ejecutivo no había 
podido convertirse en juez y había debido ocurrirá los tribu- 
nales deduciendo las acciones que por decreto correspondan. 

Que Grané a) asumir ta obligación de donar ó vender conteni- 
da en la escritura de foja. do ha tomado sobre sí un nuevo de- 
ber, im| irtando la estipulación á ese respecto nada más que el 
reconocimiento de una de las obligaciones que formaban parte 
de los elementos legales sobre que descansa la concesión escri- 
turada. 

Que Grané no ha probado que ha cumplido con la obligación 
de donar ó vender en las condiciones de la ley de colonización, 
tanto porque de ello no dan testimonio las anotaciones hechas 
en la escritura de foja ciento cuarenta y siete á foja ciento cin- 
cuenta y nueve, en las qae no se hace constar las bases de los 
contratos respectivos, porque el informe de foja doscientos diez 
y la escritura do foja dosoientos cincuenta y seis demuestra que 
no se han acordado á los pobladores Jos plazos legales para el 
pago del precio de la tierra, cuando de venta se trata. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia apelada de 
foja ciento ochenta y dos, en cuanto declara insubsistente el 
decreto del Poder Ejecutivo .¡acionulde fecha treinta de Octu- 
bre de mil ochocientos noventa y cinco y ordena se levante la 
nota de caducidad á que ese decreto se refiere, puesta en la es- 
critura de fecha veinticuatro de Noviembre de mil ochocientos 
noventa y cuatro, así como en cuanto manda que las costas se 
paguen en el órden causado, y se revoca en la parte en que de- 
clara que don Justino Grané ha cumplido con las obligaciones 
que le impone el contrato de concesión y dispone la chancela- 
ción de la hipoteca constituida para la seguridad del cumpli- 
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miento de dichas obligaciones. Notifiquen een el original y 
repuestos los sellas devuél vanse. 

BENJAMIN PAZ. - UCTAVIO BUfrCE. 



C ALMA v YWYIII 



El Raut a Hipotecario Nacional contra don Custodio 
t¡. temos; sobre, posesión 

Sumario. — Producido et caso da falta de cumplimiento al 
contrato de préstamo celebrado con el Itálico Hipotecario na- 
cional, puede, á su pedido, mandársele dar la posesión judicial 
del inmueble hipotecado, sin juicio previo con el poseedor del 
mismo. 



Caso, — El age u te del Banco Hipotecario Nacional se presen- 
ta al juzgado pidiendo a' xilio de la fuerza pública para dar 
posesión de una Dnca vendida en remate público y que le esta- 
ba afectada en virtud del ucntrato de préstamo hipotecario 
otorgado a «ion Custodio Leraos, cu jo articulo 6" decía lo si- 
guiente : don Custodio" G. L.-mos conviene en que las faltas de 
cumplimiento á las obligaciones contraidas en el pTesente con- 
trato ú la falsedad de las declaraciones heonas en el artículo 
cuarto dan amplia autorización al Banco Hipotecario Na- 
cioi:al para exigir H pago íntegro de !a deudn en su capital 
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actual, con sus servicios atrasados, multas y gastos, y proce- 
der por sí y sin forma de juicio A la Tenía en remate público del 
inmueble hipotecado, en los ti rminos de los artículos 46 y 51 
de la ley orgánica del Hunco, a cuyo efecto queda facultado el 
agente del mibino para otorgar la escritor;) de venta ií favor del 
comprador aun en el caso de concurso; 2 o para dividir 
por sí solo la hipoteca entre diversos lotes de la propiedad hi- 
potecada, si así lo considera conveniente; y 3° para tomar 
posesión del inmueble hipotecado antes del remate ú después de 
éste en caso que no se efectúe la venta y percibir bus rentas, 
que se aplicarán al p;»go di* los servicios vencidos en los térmi- 
nos del artículo 55 de la citada ley. Bajo los artículos preceden- 
tes dan por terminado este contrato el que debe inscribirse en 
el registro de hipoteca-., dentro del término legal, de cuya obliga- 
ción instrní a los interesados, de que doy fe. Leída que les fué 
la presente escritura por mí el autorizante ratiUVaron su eon- 
tenidoy lirmarou con los testigos don Pedro S. Aubune y don 
Emiliano Lan a E., vecinos hábiles de mi conocimiento, doy 
fé. Esta escritura siyueá otra de hipoteca al mismo Banco que 
otorga don Cayetano Strasscra. —Custodio (i. Lemos.— It. 
de la Torre. — Pedro S. Áuhone. —Emiliano Larca E. Ante 
mi: Pampeyo Lemos, notario público. . 

Invocó además los artículos 50 y 51 de la ley orgánica del 
Banco. 

fallo del Juf/. Federal 

Mendoza, Ionio 20 de 1899. 

Dése la posesión judicial que se indica por el oficial de jus- 
ticia del juzgado, con autorización para hacer uso de la fuerza 
pública, en cas«* necesario y prévia notiGcnciou leí poseedor 
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denunciado señor Lemos, oííeioae á la policía. Al otrosí: 
devuélvase dejando copia. 

Oodoij. 



Metido*.-!, Junio 21 de 1899. 



Autos v vistos y considerando : 1° Que está probado con la 
escritura de foja 3 el crédito hipotecario á favor del Banco Hi- 
potecario Nacional. 

2° Que tanto por el artículo 55 de ka ley orgánica del Banco 
Hipotecario Nacional, como por el artícutn 6 o del contrato de 
préstamo (escritura de foja 3), el Banco está autorizado para 
tomar posesión de la finca hipotecada, antes 6 después del re- 
mate, en caso que no se efectúe la venta, cuando el deudor no 
hiciera el servicio de su deuda en los términos estipulados. 

3 o Que ei caso previsto por la ley y por el contrato, se ha 
producido, ír gun consta del acta de foja 7. 

4 o Que Ja Suprema Corte en un cago exactamente igual (ex- 
pediente número 4175, caratulado « Banco Hipotecario Nacional 
contra Ricardo ( ialiirniana, sobre posesión *) por su fallo fecha 20 
de Febrero de J897, ha resuello que la autorización concedida 
al Banco Hipotecario Nacional por su ley orgánica y el contra- 
to de préstamo, de tomar posesión de la ñuca hipotecada, lleva 
en sí la facultad de solicitar de la autoridad competente el 
auxilio de la fuerza pública pava que ella pueda ejercitarse sin 
entorpecimiento *. 

5° Que la poticia que se le mande dar al poseedor por el de- 
creto de foja 1C no tiene otro objeto qu<- darle al acto posesorio 
el carácter de publicidad necesario para que surta todos sus 
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efectos legales, y pueda el desposeído ejercitar el derecho que 
le asista en el juicio correspondiente, pero sin entorpecer esta 
diligencia que tiene un carácter administrativo en cumplimien- 
to de la disposición eipresa de la ley y del contrato citado, lo 
cual no significa una condena sin oír, sino* el ejercicio de una 
facultad reconocida al acreedor de un modo solemne. 

Por tanto se resuelve inundar llevar adelante la posesión or- 
denada, y concédense los recursos de apelación y nulidad inter- 
puestos, en relación y en el efecto devolutivo. 

Elévenle los autos ú la Suprema Corte á costa del apelante, 
ion emplazamiento de 20 días, dejando compulsa. 

Isaac Godotf. 



Fallo ti* I* Suprema Cari* 

Ruemis Aires, Mayo ¿6 de 1900. 

Visios: Atentólas < láusulas primera y tercera del artículo 
seito del contrato de préstamo, corriente á foja tres y por Jos 
fundamentos coucordnntes del unto de foja catorce vuelta, se 
confirma, con costas, el apelado de foja diez, no haciéndose 
lugar al recurso de nulidad, por no haber mérito para ello. Re- 
póngase el papel y devuélvale. 

BENJAMIN PAZ. —ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
HH.ENT» — a, MARTINEZ. 
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CAUSA dXHI 



Don Martin Sansinena m el juicio ejecutivo del fíanco Nacional 
en liquidación, contra don Ezequiet tíeaide Azúa r por cobro 
y gastas de depósito ; 




en el juicio ejecutivo, la dt manda del deposita- 
de los bienes embargados por cobro de honorarios y gastos 

"i " 



Cojo, — Lo explica el 



rail» M Ju«s Fe4er»l 



Buenos Aires, Momo 27 de 1900. 

Autos y vistos: Tratándole en el presente cas'> de cobro de 
salarios devengados en los antos principales seguidos por el 
Banco Nacional contra don Exequial Real de Axúa, y siendo 
este asunto un incidente de aquél sobre cobro de honorarios., se 
resuelre : De conformidad con lo solicitado en el escrito de foja 

competente este juzgado para conocer en el presente juicio, no 
haciendo lugar en consecuencia á la excepción deducida de iu- 

liccion, debiendo contestarse directamen- 
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te la demanda de foja 37, coa costas. Hádase saber. Repóngan- 
selas fojas. 

ti. Ferrer. 



VISTA DEL SEflüK PhOGUHADOR GEKEIUL 



Corte 



Buenos Aires, Mayo 3 de 1900. 



Los fundamentos del 




V. E. 

Pídole por 
arto recurrido. 



se 



foja 87 vuelta, resultan 
a la jurisprudencia de 

confirmar por aus fundamentos el 



Sabiniano Kier. 



Falla de la flapama Carta 

Buenos Aire», Hayo SC de 1900. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja ochenta y ocho. Repuestos loa 
sellos, devuélvanse. 



EENfAHM PAC. — ABEL BAlAH. — 
OCTAVIO BDÍICE. - JUAN E. 



«'AUNA t'XL 



Don íW Geniüe contra don N. Morales; sobre arraigo del juicio 

Sumario. — Debe rechazarse la excepción dilatoria de arrai- 
go, si no se prueba el hecho en que se funda. 



VmUm «el Juex L*tr*d* 



Posadas, Noviembre 29 de 1895. 



considerando: Que el demandad o Morales, sin con- 
testar la demanda interpuesta á foja 4 por Genfcile, pidió en el 
escrito de foja! que éste arraigase el juicio, fundándose en 
que no tiene domicilio conocido en esta capital, según informes 
recogidos, y porque constituye un domicilio que no existe, pues 
«n el designado no haysinóuna plaza pública donde nadie pue- 
de constituir domicilio particular, y además necesita saber el 
grado de responsabilidad que tiene. 

Que contestada la excepción por el actor sosteniendo que su 
domicilio es en la gobernación, como encargado de cuidarla ; f ué 
recibido el juicio á prueba, siu qne la parte demandada haya pro- 
ducido ninguna, habiendo el actor, por el contrario, presentado 
la manifestación del señor gobernador de) territorio, corriente á 
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faja 16, que demuestra que aquél, como «encargado del depasi- 
tode armas » 7 empleado dala gobernación, vive en el departa- 
mento de ésta, destinado a aquél objeto. 

Que correspondiendo la prueba de la excepción de arraigo al 
excepcionante que afirma y no al que niega, conforme á la joria- 
prudenciade nuestros tribunales, corresponde rechazar la ex. 
cepcion opuesta, siendo de notar que la falta de reaponaabili- 
dad, en el supuesto que Gentile no la tuviera, no puede cons- 
tituir la excepción alegada, pues el artículo 85 del Código de 
Procedimientos se «aera i la falta de domicilio, y de ninguna 
manera á la falta de remiraos. 

Por estos fundamentos, no ha lugar, con costas, ¿ la excep- 
ción deducida, y contéstese el talado de la demanda. Repón- 
ganse los sellos. 

fl. Quiroya. 



F*||* I* Sup>r«»m c»rt* 



Aires, Mayo 26 de 1900. 

Vistos y considerando í Que en virtud del informe de foja 
diez y seis y Tnelta, la improcedencia de la excepción dilatoria 
onuesta en el escrito de foja siete resulta plenamente demos- 
trada. 

Por esto t se confirma, con costas, el auto apelado de foja 
veintidós vuelta. Repnestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN PA1. — ABEL BAZAR. — 
OCTAVIO BUNGE. — JOAN E. 
TORRENT. — H. MARTINEZ. 
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CACHA CJKI.I 



Doña Niginia y doña María Marques, en el juicio ejecutivo del 
Banco Nacional contra iV. Marques, por tercería de dominio ; 
sobre costas. 




tanto 

ejecutado el 



condenación ea costas ai 
tener la justa creencia de pertenecer al 



-Lo 



el fallo de la 



a 



Salir., Agosto 26 de 1893. 

ie el sitio y solar que aparece vendido, 
«n primer término en la escritora pública de fojas 4 á 6, a las ter- 
ceristas, es el mismo que el denominado casa y sitio en el docu- 
mento ejecutado y en el embargo trabado, aegun lo demuestran 
claramente los límites fijados en uno y otro instrumento, pue3 
en el primero como en el segundo aparece que el límite sur, 
es la calle Corrientes, ó puente que sirve de paso á la calle 
Buenos Aires sobre la anterior ; por el naciente, ésta última 
calle; por el norte, la propiedad de don Valentín Delgadillo, y 
por el poniente la casa de la señora de Nogales, 

T considerando, que la escritura pública en que las terceris- 



tas fundan su dominio no ha nido argüida de falsa, y por U 
mismo hace entera fé, se declara justificada la propiedad de las 
terceristas señoras Higinia y Haría Marques, sobre el inmueble 
), y se salva el derecho del ejecutante á denunciar las 
en el sitio referido perteneciesen al ejecuta- 
do t sin costas. Rei>óugase y notiffquese con el original. 




David Zamhrano. 



ralla «i* ta Inprgai» Carla 



Vistos y considerando : Que el documento que en testimo- 
nio corre á foja liiuxy ocho, ba debido hacer creer al ejecutante 
que el bien embargado pertenecía aljejecutado. 

Que esta circunstancia y la de que el auto mismo de foja 

ciar las construcciones existentes en el terreno embargado qne 
perteneciesen al ejecutado, sirven ile fundamento 
lo resuelto en el mencionado auto en cnanto 
tas al ejecutante, con tanta más razón cuanto que la escritura 
d 3 venta de foja cuatro no menciona de modo esptícito que la 
calle Corrientes sea el límite sur del inmueble á que esa renta 
se refiere. 

Por esto, se confirma» en la parte apelada, el expresado auto 
de foja veinte vuelta, con costas. Notifique se original, y, re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 




BEÜJAMM FAZ. — 




r Al LOS DE LA SUPREMA CORTfc 



< A USA € UH 



/>o/«i ifaría Zabastano de Grama por sí y sus hijos contra la 
sociedad « La Carbonera del Puerto de Buenos Aires», por 
daños y perjuicios ; sobre prueba de testigos. 

Sumario. — No puede admitirse la prueba de testigos qae se 
pide á última hora, do dando lugar al término exigido por Ja 
ley para practicarla en tiempo. 

Caso, — Estando recibida la causa á prueba, cuyo término 
renda el 16 de Octubre de 18»7, la parte totora, con fecha H 
de dicto mes, a las 3 p, m., presentó escrito ofreciendo prueba 



fr «ll» d«l Ju»i Mml 

Buenos Aires, Octubre 19 de 1897. 

No habiendo sido presentada por separado la lista de testigos 
y no habiendo, por otra parte, este escrito sido presentado en 
secretaría á primera hora, Binó á última, por lo cual no hay el 
término exigido por la ley, no ha lugar. 



Urdinarrain. 
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Auto 4el Juei Federal 

Bueuoa Aires, Noviembre 8 de 1897. 

Y vistos: Por los fundamentos del auto recurrido, los que se 
expresan en el precedente escrito y & mérito de 1c resuelto por 
la Suprema Corte en los fallos que corren á foja Odel tomo 12, 
de la 2* série; y página 43, tomo 72, de ta 4' serie, no ha lugar 
con costas, á la revocatoria solicitada, y «e conoede en relación 
el recurso de apelación subsidiariamente interpuesto, elevándo- 
se los autos al superior en forma de estilo. 

Agustín Unlinarrain* 



Falle de I» Muprean* Corte 

Bueoos Aires, Mayo 31 de 1900. 

Vistos : Atento lo dispuesto en el artículo ciento veinte de la 
ley de procedimientos y por los fundamentos concordantes del 
auto de foja cincuenta y naeve y del apelado, corriente á 
foja cincuenta vuelta, se confirma éste, con costas. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAIAN, — OCTAVIO BUNGB. 
— JUAN B , TO BRKNT . — H . N A R- 
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cauma cxliii 



Don Tristan Rios contra don Eladio Uigena Jomete 
por restitución de una finca ; sobre pruebas 

Sumario. — Si para demostrar U simulación de una escritu- 
ra se ha alegado que su titular no podía disponer del dinero 
que aparece entregado al contado, no puede decirse que importe 
una investigación genera) y no ae refiera á hechos concretos 
la diligencia probatoria por la cual se pide informe sobre los 
fondos que aquel tuviera en loa Bancos, monto y fecha del de- 
pósito y retiro. 

Caso, — Don Tristan Rios, argentino y vecino de Mendoza, 
demandé á don Eladio Gigena Jornet, argentino y vecino de 
San Juan, por restitución de una finca que el último compró en 
remate al Banco Hipotecario Nacional. 

Fundó la acción, en que dtcba linca le fué arrendada median- 
te escritura pública, por sus propietarios, para lo que estaban 
facultados por la ley orgánica de dicho Banco, debiendo el ad- 
quirente respetar el arrendamiento. 

£1 demandado, contestando la demanda, sostuvo que el con- 
trato en que se funda era simulado y fraudulento, aduciendo al 
efecto diTersas circunstancias, entre otras, la de que Ríos no 
podía disponer det dinero que aparece entregando al contado. 

Recibida la causa á prueba, el demandado solicitó se pida in- 
forme al Banco de la Nación en San Juan y Mendosa, al Banco 
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de la Provincia y al de Cuyo, sobre si en el mes de Abril de 1897 
6 antes de esta fecha, el demandante Ríos tenia dinero en de- 
pósito 6 valoree á bu drden, y en caso afirmatiro, el monto, fecha 
del depósito y la del retiro. 



San Juan, Julio 38 de 1898 



Tratándose en >« petición precedente de que m practique una 
investigaron general, y debiendo versar la prueba sobre hechos 
determinados y concretos, de acuerdo con la jurisprudencia 
de la Suprema Corte nacional en caso análogo, tomo J5, serie 8', 
página 48, nu ha lugar á lo solicitado. 

Kauarro. 



t I» «MBreaia Carie 



Buenos Aires, Mayo 31 de 1900. 

Vistos : No apareciendo manifiestamente impertinentes los 
hechos expresados en el escrito de foja cincuenta y cuatro, los 
cuales están relacionados con las alegaciones expuestas por el 
demandado en la contestación á la demanda, y teniendo además 
en consideración que dicho esorito se refiere ¿ hechos concretos 
y determinados» en cuyo caso no es aplicable el fallo de ésta 
Suprema Corte invocado por el inferior, y que la pertinencia 
ó impertinencia de la prueba, asi uomo su mérito, debe apre- 
ciarse en la sentencia definitiva ; se revoca el auto apelado de 
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foja cincuenta y cinco, j se declara admisible la petición con- 
tenida en el escrito de foja cincuenta y cuatro. Hágase saber 
con el original y devuélvanse, reponiéndose el papel. 

ABEL BAZA ra, — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN B, TORRBHT. 
— B. MARTINEZ. 



t'AUSA I XLIV 



El Banco Nacional en lii¡uidacion % contra don Ernesto lirandt, 
por cobro ejecutivo de \ pesos; sobre inhabilidad de título, es- 
pera tj novación. 

Sujnario. — 1° No procede la excepción de inhabilidad de 
titulo contra la ejecución de letras á la orden de plato vencido 
y protestadas en persona por falta de pago, sin negar ta firma, 

4 o No puede admitirse la excepción de espera concedida bajo 
condición, qne no se ha cumplido. 

3 o No eiiste novación, sin obligación nueva. 



Caso. — El representante del Banco Nacional dedujo juicio 

radas por don Ernesto Brandt, protestadas personalmente á éste 
por falta de pago. 
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Seguido el juicio por todos sus trámites, se citú de remate al 
ejecutado, quien opuso las excepciones de inhabilidad de título, 
espera y novación, fundado en que había c elebrado un arreglo 
con el Banco, mediante el cual éste le había concedido un plazo 
para el pago de su deuda, produciéndose isí la novación de La 
obligación y la inhabilidad dolos títulos de la ejecución. 



Fall* del Juei Vmá**nt 

Rosario, Diciembre 14 de 1897. 

Y vistos: El juicio ejecutivo seguido por el Banco Nacional 
en liquidación contra don Ernesto Braudt. Que citado de rema- 
te el demandado, opone las excepciones de inhabilidad del titulo, 
espera y novación ; que corrido traslado de ellas al ejecutante, 
y evacuado éste, se abre la causa á prueba, produciéndose la 
que consta en autos ; quw claustiradu éste, y hecho mérito de 
tilas, por la parte actora, se elevan estos autos al despacho. 

Y considerando: l D Qae en Jas letras pagaderas á la orden por 
cantidad líquida, no es admisible en juicio ejecutivo de ellas, la 
excepción de inhabilidad del título, porque no está establecida 
en la enumeración hecha poi el artículo 676 del Código de Co- 
mercio, y asílotiene uniformemente resuelto la Suprema Corte 
Nacional. Pur otra parte, la ejecución se ha iniciado con La pre- 
sentación de protestas en debida forma ante el mismo deudor, y 
en Los protestos alega el ejecutado, no la inhabilidad del título 
para no pagar, sino* tener pendiente un arreglo con el Banco 
ejecutante. 

2 o Que la espera concedida por el Directorio del Banco Nacio- 
nal, según resolución de foja 64 vuelta, no es una concesión 
para y simple, sínó que está sujeta á la condición: c Siempre 
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que abont previamente los gastos causados y amplíe á satisfac- 
ción de la gerencia y consejo las garantías que tiene dadas ac- 
tualmente ». 

Según tos artículos 523 y 541 del Código Civil, laa condicio- 
nes deben cumplirse de la manera que laa partes verosímilmente 
quisieron y entendieron que debían cumplirse, y si no hubie- 
se tiempo 3 jado, la condición deberá cumplirá* en el tiempo 
que ea verosímil que la* partes entendieron que debía cum- 
plirae. 

£1 ejecutado no. ha probado en el curso de este juicio, ni hasta 
el presente, que ha cumplido con La obligación impuesta por el 

a satisfacción de la gerencia y consejo, las garantías por su 
deudor, no obstante el tiempo transcurrido desde el 12 de Di- 
ciembre de 18 



m en que le rué acordado, basta la fecha en que 
se le citó de remate. El mismo Directorio ha considerado injus- 
tificadas laa dilaciones del ejecutado para cumplir con la pri- 
mera concesión de capera condicional hecha á foja 64, que, por 
resolución de foja 66 vuelta, dispone el Directorio del Banco, 
« se lleve adelante la ejecución si el deudor no cumple antes del 
1° de Agosto próximo pasado, en todas sus partes las resolucio- 
nes du la Comisión, haciéndose las hipotecas y pagándose los 
gastos v honorarios », Este último plazo más, ha dejado vencer 
el deudor sin justificar, durante el término de prueba, que ha 
comenzado á correr desde el 4 de Setiembre próximo pasado, 
que hubiera cumplido con la concesión condiciona) hecha por el 
Banco, 

3° Que la excepción de novación no ea viable en el presente 
caao, porque no se ha probado en autos que las obligaciones 
expresadas en las letras de fojas 4 y 5 f estuviesen sustituidas 
por otras letras que hubiera firmado el deudor con posterioridad 
pues Ja novación no ae presume, 
que la voluntad de las partea se manifieste clara- 
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mente en la nueva convención ó que la existencia de la anterior 
obligación no sea incompatible coa ta nueva. La* estipulacio- 
nes y alteraciones en la primitiva obligación que no hagan al 
objeto principal ó A su causa, como respecto al tñmpo lugar 
ó modo del cumplimiento, serán consideradas como que sólo 
modifican la obligación pero no qnela extinguen (artículos 801 
y 812 del Código Civil), 

La novación trae su nombre <hnouus, y de la creación de un 
nuevo vínculo jurídico. 
ftovatio enim d novo nomen acceppü et á nova obtirjaíione 
La novación n.. puede tener lugar sinó en tanto qu, una nu¿ 
va obhgacjon reemplaza la primera. 

En el caso sub-judiee, como se ha ob^rvado, „ se ha pre- 
sentado la nueva obligación que sustituye á la primera. Todo 
Jo que Se ha alegado, es t que el deudor ha tenido un año de 
moratoria, la que no ha tenido efecto, según se eipone en los 
considerandos anteriores por no haber cumplido el ejecutado 
con las condiciones á que estaba sujeto ; pero aun en la hipo- 
tesis de que fuera aceptable esa moratoria, uo constituiría «o- 
vaeum de la obligación lo resuelto por «1 Directorio á foja 
64 vuelta» sindque simplemente sería una modiíicación de la 
obligación anterior en los términos del artículo 8Í2 citado, 

isitíeraciones, fallo definitivamente en esta Sala 
desechando las excepciones propuestas por el 
y ordenando, en consecuencia, se siga adelante la 
ejecución hasta hacer pago al acreedor del capital, intereses y 
costas en que se le condena, 
Notifíquese con el original y repóngase. 



Daniel Goytía. 
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MU 4e I» Supiwm C oree 

Huecos Aires, Mayo 31 de 1900. 

Vistos: Habiéndose observado en la tramitación de h causa 
y en la sentencia, todas las disposiciones legales respectivas, 
sin que se baja incurrido en vicio ó defecto que autorice el re- 
curso de nulidad, no ha lugar ú éste; y teniendo en considera- 
ción que el juicio ejecutivo se funda en las k'fcras de fojas cua- 
tro y cinco, que son de plazo vencido, contienen cantidad 
iíquida de dinero y se hallan protestadas en forma al ejecutado 
señor Brandt, por falta de pago, no habiendo aquél desconocido 
su firma ni la obligación, en cuyo caso, y aún suponiendo ad- 
misible la excepción de inhabilidad de título, ésta no serta 
procedente ; que el ejecutado se ha limitado á sostener que el 
Banco ejecutante le h i concedido espera y se ha producido 
novación de la citada obligación; excepciones que no ha justiii- 
oado, como era de su deber hacerlo, según se demuestra en la 
sentencia del inferior, se continua por ello y fundamentos 
concordantes la citada sentencia, corriente á foja ochenta y 
siete, siendo las costas & cargo del apelante. 

Notifíquese con el original, y, repuestos los sellos, devuél- 
vase. 

ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORREN T, — U. MAR- 
TINEZ. 
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El doctor don Rodolfo Hivarola y ei doctor don Miyuel G. Mén- 
dez, por imposición de arresto: sobre recurso á la Suprema 
Corle. 

Sumario, — No procede recurso á la Suprema Corte de las 
resoluciones de los tribunales ordinarios imponiendo penas 
disciplinarias. 

Caso-— Los doctores Rodolfo Rkarola y Miguel G, Méndez 
se presentaron ante la Suprema Corte, recurriendo de nna re 
solución de Ja Cámara de Apelacioms en lo Criminal queeonfir- 

arresto, los que sustituyó por la pena de multa» á consecuencia 
de haber presentido ante dicho juez, un escrito que éste consi- 
deró como desacato» Que hablan manifestado ante los tribunales 
ordinarios, que no podían ser condenados sin ser oídos, sin de* 
fensa ; violándose el principio consagrado en el artículo 18 de la 
Constitución, por lo cual la Corte podía admitir el recurso que 
interponen. 

WmHm *fs 9wpr*«tt* C«rt« 

Buenos Aires, Hayo 31 de 1900. 

Vistos en ei acuerdo: Resultando de la propia exposición de 
los recurrentes que la pena impuesta ha sido como medida dis- 

T. LIIIT 7 
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cip linar ta en uso de las facultades que tas leyes de procedimien- 
tos de la Capital acuerdan ú los jueces. 

Que en tal virtud y tratándose de uu punto exclusivamente 
regido poT dichas leyes, cuya aplicación no está sujeta al con- 
trol de este tribunal sinó librada á los ordinarios de la Capital, 
como lo tiene resuelto esta Suprema Corte en varios de sus fa- 
llos, ?! recurso es improcedente. 

Por esto no ha lugar a! recurso interpuesto. Archívese, re¡iu* 
nióndose el papel . 

ABEL BASAN, — OCTAVIO ftÜ GE. 
— JUAN £, TORRE NT. — H. 
MARTINEZ. 



* AUNA C XLVI 



Dona liosa P. de Gil, por sí y por sus hijas, contra el doctor 
don J. Alejo l.edesma, por reivindicación de un campo, 
sobre litis pendencia. 

Sumario — El juicio de deslinde promovido ante la justicia 
ordinaria y sin haberse radicado on juicio contradictorio, tío 
constituye litispendencia respecto del juicio petitorio dedacido 
ante la justicia nacional. 

Caso* — La señora Rosa F. de Gil, por sí y sus hijos, todos 
argentinos y vecinos de Córdoba, demandó ante el juigado fe- 
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deral de esta sección ai doctor J. Alt jo Lidesina, argentino y 
vecino de ta Capital, por reivindicación de un campo.* 

El doctor José del Viso, por el demandado, sin contratar la 
demanda, opu9o la excepción de litíspendencia, fundado en que 
existe pendiente ante el juex de !■ instancia de dicha provin- 
cia un juicio de deslinde iniciado también por la señora de Gil, 
en el cual el doctor Ledeama ^e lia hecho parte y manifestado 
disconformidad con la mensura practicada ; que en dicho jui- 
cio la fracción de campo discutida es la misma qne ahora se 
demanda por acción reivindicatoría. Dijo que el juicio de des- 
linde es meramente posesorio, y el que lo ha iniciado no puede 
promover petitorio, sinú después de terminado oque! (artículo 



r*ll* del 



Córdoba, Majo ¿i de I89G. 

Vistos ; La excepción dilatoria de tilia pendencia deducida por 
el doctor José del Viso en representación del doctor Alejo Le- 
desma, en el juicio reivindicatorío instaurado en su contra por 
la señora Rosa P. de Gil por si y sus hijos menores, fundánde 
se en que ésta ha iniciado ante loa tribunales de I» provincia 
un juicio de deslinde sobre el terreno materia de la reivindica- 
cion, que lo es la finca denominada • Los Medauitos » ; vistos 
la oposición del demandante, la prueba documental producida, 
corriente de foja... á foja..., los alegatos en derecho y lo dic- 
taminado por el Ministerio de Menores. 

T considerando: I» Que los motivos en que el demandado fun- 
su excepción, se reducen á que existe pendiente ante la 
provincial, el juicio de deslinde iniciado por la acto- 
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ra, de la finca « Los Medanitos i, con oposición departe de 
aquel» y en que el juicio de deslinde es de carácter posesorio 
é impide, mientra* dure su substanciación, que sea iniciado el 
petitorio, que lo constituyen las acciones reales, entre las que 
Be cuenta la reivindicación. 

La demandante i¡o niega la existencia del juicio de des- 
linde y funda sus pretensiones en que Ledesma ha cercado con 
alambre una parte de los terrenos de su propiedad, de cuya e*_ 
tensión ha venido en conocimiento por medio de ta operación 
de mensura referente al juicio expresado. 

3* Quede la prueba producida á solicitud de ambos intere- 
sados, aparece constatada la existencia del mencionado juicio 
de deslinde ante la jurisdicción provincial y la oposición del 
demandado Ledesma promovida por intermedio de su apodera- 
do doctor del Viso, sin embargo de que la operación de men- 
sura no había sido aprobada por el Departamento Topográfico, 
cuya consideración es necesaria según la ley. 

4 o Que si bien resnlta que esiste el juicio de deslinde á que 
se refiere el demandado, la prueba no h¿i evidenciado que exis- 
ta la controversia entre partes que es requerida para la radica- 
ción voluntaria de todo juicio de jurisdicción voluntaria ó con- 
tenciosa, y que se manifiesta después de la litis contesiatio, 
porque en el caso ocurrente la oposición del demandado, foja 42, 
no s6lo es extemporánea, según el artículo 481 de la ley de pro- 

cionde la demanda de reivindicación por la demandante, 

5 q Que el juicio de deslinde, en su origen, es 
de jurisdicción volnntaria, que no afecta los 
piedad ó posesión, y eonBerva ese carácter hasta haber me- 
diado oposición en forma de alguno de los interesados en la 
estación oportuna. 

Que aun inieiaio el juicio de deslinde que corresponde por 
su naturalesa á la jurisdicción provincial, es indudable que 




cuaiqniera controversia sobre propiedad 6 posesión del terreno 
objeto de él puede aer iniciada y seguida ante la jurisdicción 
federal, cuando éste fuero corresponda á alguna de las partes. 

6 o Que estudiando la procedencia de la unción reivindicatoría 
euel sub judia, resulta autorizada por la ley desde que existen 
límites cuestionados del terreno á que se refiere la demauda, 
según la expresa disposición del artículo $74 del Código Civil. 

7 o Que para que exista litis pendencia, y sea pertinente la 
excepción dilatoria fundada en ella, es necesario qne exista 
radicado en distinta jurisdicción un juicio sobre la misma cosa, 
entre las mismas partes v en virtud de idénticas acciones» que 
se excluyen en relación á aquel al cual la excepción se opoie. 

En el caso ocurrente no sólo falta el juicio radicado, por no 
existir controversia entre partes que se determina por la litis 
contottalio, ainó también qne el objeto de ambos juicios dife- 
rentes, en parte & la misma cosa, y las acciones instauradas 
por su carácter objeto y sustanciados son netamente distintos. 

Por otra parte, dichas acciones no se excluyen entre sí t como 
sucedería si la una fuese posesoria y la otra real, porque la de 
deslinde, según la disposición del artículo 2749, sólo compete a 
los que tengan derechos reales sobre el terreno, y en consecuen- 
cia no corresponde á los poseedores, & quienes no aprovecha ni 
aún la posesión de buena fe* (artículo 2753, Código Civil citado), 

8° Que no existe tampoco el peligro de llegar á dos resolu- 
ciones en distintas jurisdiciones,que pudiesen oponerse entre sí, 
es decir la una a la otra como de oosa juxgada, porque en el 
caso ocurrente no existe ante la jurisdicción común ninguna 
controversia entre partes que pudiera determinar como sen- 
tencia sobre los puntos sujetos 6 sometidos al juicio de este 
Tribunal, porque, como so ha dicho, no existe .cuestión pen- 
diente fcobre la propiedad del terreno objeto del deslinde, la 
cual cuestión será materia de juicio ordinario, aegnn la misma 
ley provincial, artículo..., la cual podría substanciarse sin 
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duda ante la justicia federal si éste fuero corresponde si una de 
las partes ó á ambas. 

En su mérito, definitivamente juzgando ente incidente, fallo: 
no haciendo lugar á la excepción Je litis pendencia por ta parte 
de Ledesma, debiendo ésta contestar derechamente la demanda 
en el término de la ley. Sin especial condenación en costas, por 
nohaber mérito para ello. Hagas- saber original y transcríbase. 

C, Moyano (iactiúa. 



Fallo 4e I» Suprema Corto 

Buenos Vires, Mayo 31 de 1900. 

Viítos y considerando : Que el juicio de deslinde promovido 
ante la jurisdicción provincial no es ninguno de los posesorios 
á que &e refiere el artículo dos mil ciento ochenta y cuatro del 
Código Civil. 

Que en tal jaso no puede decirse que exista litis pendencia 
con ocasión de la acción reivindicatoría deducida por la de- 
mandante enestos autos, no habiéndose radicado un juicio con- 
trario anta la citada jurisdicción por razón de la participación 
que en él ha tomado el demandado» como lo demuestra La prue- 
ba producida. 

Que no hay mérito para imponer las costas al vencido. 

foja setenta y siete, se confirma éste. Notifíquese con el ori- 
ginal y repuestos los sellos devuélvanse. 

ABEL RAZAN, - OCTAVIO BUK- 
GE. — JBAN R. TORItENT. — 
El. MARTINKZ. 
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CAUSA iXLVíi 



Criminal contra el doctor Mariano S. de Aurrccocchea y otro 
por defraudación ; sohre personería 

Sumario. — No puede admitirse personero por el 
declarado rebelde. 



Caso. — Lo explica la vista del señor Procurador general, 

F**< i* del Ju« Federal 

La Plata, Marzo 1* de 1900. 

No pudiéndose oir al procesado eu el juicio, mientras no 
preste su declaración indagatoria, y estando pendiente esta di- 
ligencia de la captura del reo, declarado ja rebelde ó contu- 
maz, no se lince lugar, por ahora, á la intervención en esta cau- 
sa que solícita el señor doctor Fer reirá, como representante del 
doctor Mariano S. de AorrecoecUea, 

Isaac flodoy. 

VISTA UEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire*, Abril 24 de 1800. 



El articulo ÍAS del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal autoriza la declaración de rebeldía, na sólo del procesado 
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que hubiere Togado del establecimiento en que se hallare preso, 
sioó también del que notificado en legal forma, no compare- 
ciere á la citación ó llamamiento judicial. 

Constatada aquella circunstancia, el señor juez a quo ha de- 
clarado ja la rebeldía del procesado, sin que esa circuns- 
tancia pueda paralizar el aumarjo, según disposición expresa 
di'l artículo 150 de) código citado* 

Gomo el objeto fundamental del juicio crimina! es hacer 
efectiva la pena corporal que corresponde al delito, que una 
vez probado la merezca, la lev no podía admitir una represen- 
tación del reo prófugo ó en rebeldía, porque tal representación 
de un eitraño nunca podría satisfacer las exigencias de una 
condena, que es por su naturaleza esencialmente personal. T 
como el juicio no debiera ser ilusorio, el mismo articulo inci- 
tado prescribe: «que terminado el snmario, se guardarán tos 
autos y lúa piezas de convicción hasta que el procesado se pre- 
sentase ó fuese habido, en cuyo caso la causa seguirá su curso. 

Aun en el caso de declararse la rebeldía durante el plenario, 
se suspenderá el curso de la causa hasta la presentación ó 
aprehensión del procesado, prescribe el artículo 151 del mismo 
código. De todo ello se deduce que en ningún caso puede prose- 
guirse la causa contra el reo prófugo declarado en rebeldía, 
mientras no se presentare personalmente ; y que su represen- 
tación por procuración es improcedente, con sujeción al espíri- 
tu j propósitos de aquellas prescripciones del procedimiento 
plenario. 

En su mérito, y el de los fundamentos del auto recurrido de 
foja 6 vuelta al que en nada se opone el fallo de V. £., página 
403, tomo 51 , que se refiere al caso diverso de un procesado 
presente contra el cual no existía auto de prisión ni declarato- 
ria de rebeldía, pido i V. E, se air ra confirmarlo. 



Sabiniano Kier 
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Buenos Aires, Junio t de 1900. 



Vistos: De acuerdo con lo expuesta y pedido por el señor 
Procurador general y teniendo adema* en oonsideracion quu 
las disposiciones de ios artículos ciento cincuenta y ciento cin- 
cuenta j uno del Código de Procedimientos en Jo Criminal tie- 
nen por objeto asegurar el derecho de defensa consagrado en la 
Constitución, defensa que no puede tener lugar cuando, como 
en e) presente caso, es imposible la acusación, dado el estado de 
la causa, y no siendo por i o mismo, procedi-nte la cuestión de 

oiaoral por el recurrente, se confirma, con costas, el auto ape- 
lado de foja seis vuelta* Notifíquese con el original y 
vanse, debiendo reponérselos sellos ante el inferior. 



ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUHGE, 
— IVAtt E. TOKREHT. — B. 
MARTINEZ. 
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Don Benjamín Escalmo vontmM Ferrocarril tíe Hítenos Aires 
y ¡(osario, por da ñon y perjuicios; sobre cosías 

Sumario. — Nu procede condenación en costas al deman- 
dado, si éste 00 se lia negado a indemnizar ei daño, previa tasa- 
ción, y si ha aído rechazado un» dy los capítulos de la demanda. 



Caso. — Resulta del fallo dií la Suprema Corte. 



Fallo del Juez Federal 

Buenos Aires, Junio 1* de 1898. 

T vistos: listos autos se^ni dos por don Benjamín Escabino 
contra el Fei rucan il de Buenos Aires y Rosario, sobre daños 
y perjuicios. 

Resulta ■ í a Que á foja! don José S. Ulivastii, en representa- 
ción de Escabino, expone: que el día 19 del mes de Julio del 

), un carro de propiedad de su mandante fué 
por un tren del ferrocaril demandado, en la calle 
Once, de Villa Catalinas, ocasionándola muerte de los caballos 
que tiraban del carro, y desperfecto en éste y en las guarni- 
ciones. 
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Que de este accidente es responsable el ferrocarril, de acuer- 
do con el artículo 1109 y otras disposiciones del Código Civil, 
pues habiéndose parado el peón que conducía el carro por ha- 
ber encontrado la tranquera cerrada, luego que pasó el tren de 
carga que iba háoia adentro, p| guarda vía abrió Ja tranquera 
dictándole á aquél que pasara, en momentos en que se aproxi- 
maba un tren de pasajeros que iba hácia afuera. 

Que en mérito de lo expuesto pide al juzgado condene al Fe- 
rrocarril Buenos Aires y Rosario al pago de la suma de 900 
pesos moneda nacional, en que estima el ralor de los dos ca- 
bullas muertos y de lo* daños y perjuicios. . 

2 o Que corrido traslado, don Manuel Tedín. en representa- 
ción del ferrocaril, maniBestaque reconociendo que "1 acciden- 
te que motiva La demanda ocurrió por la doble imprudencia del 
carrero que exigió del guarda vía que abriera la tranquera por 
estar apurado, y de éste que consintió en ello, no obstante haber 
sentidn la aproximación del otro tren, la empresa que represen- 
taha estado dispuesta conforme á su norma de conducta de evi- 
tar pleitos en cuanto es posible á pagar el justo valor de los ca- 
ballos y lo habría hecho si hubiera ocurrido el dueño de ellos ó 
quien acreditase tener derecho sobre los anímales, á la adminis- 
tración a reclamarlo. 

Que siempre estaría dispuesta á ello, pero de ninguna ma- 
nera á pagar una suma tan eiagerada, pnea en loa certificados 
acompañados n > consta que los caballos muertos fueran de la 
calidad que maliciosamente les atribuye la demanda; además 
deque, en la hipótesis de que hubieran sido mestizos, siempre 
resultaría exagerada la cantidad que se reclama, como se puede 
comprobar con el informe délos martilieros públicos señores 
Adolfo Bullrich y compañía, que acompaña. 

Que tampoco puede reconocerse obligada la empresa al pago de 
indemnización de daños y perjuicios, que tí ser ellos ciertos, 
sólo serían imputables á la propia negligencia del actor y no á 
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mora de su representado, desde que, sin haber hecho reclama- 
ción á la compañía, ha ocurrido directamente á los tribunales, 
después de tres meses de sucedido el hecho, sin justa necesidad; 
por todo lo cual pide se resuelva en oportunidad, declarando 
que la empresa sólo debe abonar el valor de los dos caballos 
muertos, según tasación, no haciéndose lugar, con costas, a las 
exageradas pretensiones de la demanda. 

3° Que abierta la causa á prueba, se ha producido la que es- 
presa el certificado del actuario, ot rriente á foja 72. 

T considerando: 1° Que reconocida por el ferrocarril su res- 
ponsabilidad, en el accidente que motiva este juicio, sólo que- 
da por resolver el monto de la indemnización. 

2° Que en la imposibilidad de producir prueba pericial para 
comprobar el valor de los caballos muertos por el tren, por no 
existir objeto sobre que so baga una estimación le e&a natura- 
leza, el juzgado debe atenerse en la fijación de Ja indemniza- 
ción, á la prueba testimonial rendida para justificar La aprecia* 
cion hecha en la demanda del monto del daño caúsa lo. 

3° Que los testigos Fastoriuo, Malvarrosa, López y Gómez, 
declaran uniformemente por el conocimiento que tenían de los 
caballos muertos, que éstos eran mestizos, y que podían valer lo 
que por ellos rubra el actor, yendo el último hasta decir en su 
declaración que Escabino tuvo cierta de compra por los caba- 
llos, del señor Dellachá,de 500 pesos por cada uno, declaracio- 
nes que revisten un valor probatorio especial, por tratarse de 
personas, que si bien no son peritos en el sentido legal de esta 
palabra, y no han declarado en este carácter, tienen motivo, 
por razón desús ocupaciones, para conocer el valor aproximado 
de un caballo. 

4* Que el informe atribuido á los señores Adolfo Bullrich j 
compañía, carece de importancia en el caso, ante la prueba 
examinada, tanto más cuanto no es dudoso que haya caballos 
destinados al Uro de carro, de un valor superior ¿ S50 pesos. 
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5° Que en cuanta á los perjuicios que se demandan, no es 
procedente en el caso, la acción, qü sólo por no haberse justifi- 
cado su existencia, sitió también por no haberse ni siquiera dU 
chti en qué consisten ellns, ni en cuánto se los estima. 

6° Que tampoco procede la condenación en costas, por no ha- 
berse probado, ante la negativa del fetroearril, que se nava 
procurado particularmente obtener el pago de) daño que se 
reclama. 

Por estas consideraciones y las concordantes de los escritos 
de fojas 4 1 63, y fojas 1 4 y ffl, definitivamente juzgando, fa- 
llo, que debo condenar, como en efecto condeno á la empresa 
del Ferrocarril Buenos Aires al Rosario á pagar á don Benja- 
mín Eseobino, en el término deJOdfis, la cantidad de 900 p- 
si>9 moneda nacional, por toda indemnización del daño causado 
con la muerte de los caballos de propiedad del actor, no ha- 
ciendo lugar á la demanda, en cuanto á Jos perjuicios, sin espe- 
cial condenación en costas, por no haber mérito para ello. Há- 
gase saber original, y repuestos los sellos, archívese el expediste, 
si no fuere apelada esta sentencia. 

Así lo pronuncio y mando, en Buenos Aires, capital de ta 
República Argentina, fecha ut supra. 

P. Otaechea y Alearía. 



rallo «e l* Suprema €•■»*+ 

Buenos Aires, Judío 28 .de 1900. 

Vistos y considerando: Que la empresa demandada no sólo 
ha reconocido existir culpa por parte de sus empleados, en el 
accidente á que la causa se refiere, sino que también, al contes- 
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tar la demanda, se ha mostrado dispuesta á pagar el justo va- 
lor de los animales leí actor, prévia tasación pericial. 

Que, además, la sentencia recorrida ba rechazado uno de 
Jos capítulos de la demanda, el relativo á los daños y perjui- 
cios. 

Que coa tales antecedentes no hay mérito para imponer las 
costas del juicio á la compañía demandada, como lo pretende el 
demandante. 

Por esto, se confirma la sentencia «le foja setenta y tres en 
la parte apelada ; siendo las costas del recurso ó cargo del ape- 
lante. Notífíquest- con el original, y, repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

ABEL BA&Lf*. — OCTAVIO BUNGK. 
JUAN E. TORRfeNT. — a. 
MARTINEZ. 



— 



Iten Juan Cartón Lacroze, sobre cxcepion del servicio militar 

Sumario. — Los practicantes al servicio de los hospitales 
se hallan exceptuados del servicio militar activo, sin distinción 
entre internos y externos. 



Caso. — Resulta del 
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til 



rallo M lucí 



Bueno? Aire*, Mnyo J* de lyOO. 




Y fistos: Para resolver estos autos spguidoa por don Juan 
Carlos Lacroze, apelando de una resolución do la Junta de Re- 
clamos sobre excepciones, 

Y considerando : Que t i articulo 27 de la ley número 3318, 
sobrtí organización del Ejército y Guardia Nacional, exceptúa 
del servicio militar activo, mientras duren sus funciones y em- 
pleos, entre otros, * á los médicos y practicantes al servicio de 
los hospitales ». 

así y no haciendo la ley distinciones entre 
internos, no es permitido al juzgado hacerlos, en 

tos con el informe de foja 4 que don Juan Carlos Lacroze es 
practicante externo en el Hospital San Roque, es indudable 
que se encuentra comprendido en la prescripción del artículo 
26 de la ley recordada. 

Por esto y de acuerdo con lo dictaminado por el Ministerio de 
Menores, se concede á don Juan Carlos Lacroze, enrolado en vi 
Kegimieuto 3 o de Guardias Nacionales de Ja Capital, la excepción 
del servicio activo de las armas, mientras duren las causales 
alegadas en su petición. Líbrese oficio al señor jefe del Estado 
Mayor del Ejército para las anotaciones del caso, y fecho, ar- 
chívese, debiendo previamente entregarse bajo constancia la 
libreta de enrolamiento de foja 3. 



Agustín Urdinarrain. 
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VISTA DEL SEftOR PROCURADO K GENERAL 

Buenos Airo, Mayo 26 de 1900. 

Suprema Corte: 

El recurrente desempeña en ti Hospital San Kaque, según 
nombramiento de foja 4, é informe de foja 6, las funciones de 
practicante externo de aquel hospital. Está por ello compren- 
dido en la disposición del artículo 26 de la ley número 331 8, 
que exceptúa del servicio activo, entre otros, «■ los médicos y 
practicantes al servicio de los hospitales ». 

No es procedente investigar si el funcionario ejerce servicios 
indispensables. Puede afirmarse que no existen en el órden ad- 
ministrativo servicios de tal naturaleza indispensables y per- 
sonales que no puedan ser desempeñados por un suplente, en 
los casos de acefalía, enfermedad, ó ausencia 'del titular. 

Pero la ley no ha querido tomar en cuenta situaciones que 
por el retardo de la sustitución, por la inexperiencia de los sus- 
titutos, ó por olra causa cualquiera, pudieran llegar á perjudi- 
car el servicio premioso de los hospitales. Ha dicho simple- 
mente € que exceptúa del servicio militar activo á los médicos 
y practicantes al servicio de los hospitales » t y miando no ha 
agregado otras consideraciones, las juntas carecen de atribu- 
ciones para imponerlas por sí mismas, pues su misión, como 
la de todo tribunal de justicia, es api loar estrictamente la ley, 
según su texto, explícito en el caso. 

Por ello pienso que el practicante don Juan Carlos Lacróse 
está incluido en la excepción del servicio militar activo, mien- 
tra* permanezca en sus actuales funciones, que prescribe el 
articulo 36 de la ley citada, y en su mérito, uo obstante el 
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recurao interpuesto por el señor procurador fiscal, pido i V B 
■e aim confirmar la sentencia de foj* 9, que así lo declara. 

Sabiniano Kier. 



rail* de i* suprema Item 



Buenos Aires, Junio il de 1900. 

Vistos : De acuerdo con lo eipoestu y pedido por el señor 
Procurador general, y por sus fundamentos, se confirma eUuto 
apelado de foja \ 2, Hágase saber y devuélvase. 

ABEL BAZAS. — OCTAVIO BUN- 
Cí. — JOAN E. TOBA EN T. - 

b. Martínez. 



« AUSA « X 



flofcr 4«a larid ü e //í/io r/e 0rfú<fe «oíos, contra don Ale- 
¡andró Oríiz de Hozas, por divorcio, embargo y depósito de 
~; sobre nv: ¿dad. 



Sumario. - En las causas del divorcio es nulo lo que se obra 
siu la intervención del ministerio fiscal. 

T. LII1V 
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Caso. — Don Arturo F. Castro, por daña Ana María Del lino 
de Ortii de Roías, entabló demanda de divorcio contra don Ale- 
jandro Orti» de Roías, solicitando al mismo tiempo el embargo 
y depósito de bienes, que fueron decretados por el juez. 

Después de algún tiempo de estar paralizada la causa, el 
demandado manifestó al juez, que todo el procedimiento segui- 
do es nulo, por no haber intervenido el ministerio fiscal, no 
haberse presentado la partida rie matrimonio, ni haberse justi- 
ficado los extremos que la ley df matrimonio elige para Ú em- 
bargo de bienes, el cual debe i>er levantado y disponerso que el 
depositario de ellos rinda cuenta. 

Pidió que así se declare. 



r*il® del Juc« Letrado 

Geoernl Adía, Noviembre 3 de 1898. 

Vistos y considerando i Que el matrimonio, como todo lo re- 
ferente al órdeo de lasrelacione*¡ de familia, es de órden público, 
de suerte que la forma proscripta por la ley, para dichos actos, 
es imperativa, no estando por lo tanto en la voluntad de los 
contrayentes suplirla con ninguna otra. Es por esto que la U-y, 
no admitiendo el mutrimonio puramente consensúa!, es lógica 
al exigir una determinada clase de prueba para justificar la ob- 
servancia de la forma prescripta para dicho acto, prueba que 
consiste en el testimonio de la partida matrimonial. 

Que en el caso sub-judice, no habiendo la parte actora pre- 
sentado la correspondiente partida de sn matrimonio cun el de- 
mandado, ni justificado la imposibilidad de obtenerla, no ha 
comprobado, á los ojos de la ley, su carácter de esposa, ni ha 
podido, por consiguiente, entablar acción de divorcio, desde que 
éste consiste en la separación personal de los cónyuges. La 
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circunstancia de que el demandado haya reconocido tácitamente 
el estad., invocado por la actora t de no haber negadu dicho 
estado en su contestación ¡i la demanda, no puede admitirse 
como se pretende en el escrito de foja... que dicho reconoci- 
miento sea bastante para suplir la prueba legal mencionada, 
pues admitir la confesión de los presuntos esposos para justifi- 
car el matrimonio, sería sancionar el concubinato. 

Que además de la circunstancia indicada, que por si sida basta 
para anular las actuaciones mati-ria de este expolie rite, existe 
también la de haberse prescindido del Ministerio Fiscal, que 
es parte en los juicios de divorcio, pues consta de autos que no 
se ha dado á dicho funcionario la intervención que le corres- 
ponde (Fallos de la Cámara de Apelaciones de la Capital, t. 13, 
pág. ÍÜ4, ser. 4", cit. por Machado en Com, al Código Civil, 
tomo I o , pág. 446). 

Que en cuanto al embargo trabadocomo consecuencia del 
presente juicio, dicha medida resulta injustificada, si su tiene 
presente lo expuesto anteriormente. Pero aún en la hipótesis 
de que no existieran para invalidarlo la» causales invocadas, tul 
embargo resultarla siempre improcedente en la forma en que 
ha sido ordenado. Pues si bien es cierto que la esposa al enta- 
blar el juicio de divorcio puede, como medida de seguridad, ha- 
ré r privar al marido de la administración de los bienes matri- 
moniales, también es cierto que dicha medida sólo puede au- 
tomarse, prévia justificación de extremos del artículo 79 de 
la ley de matrimonio civil. Ahora bien : en el caso en cuestión, 
ninguna información sumaria se ha producido, para comprobar 
lo aseverado por la demanda, en cuanto á la mala administra- 
ción del marido, habiéndose privado á éste de una facultad que 
la ley le acuerda, en virtud sólo de lo afirmado por la presunta 
cónyuge, lo que es contrario á una de las más elementales re- 
glas del procedimiento, según la cual, los jueces deben resolver 
siempre según lo alegado y probado. 
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Por estas consideraciones, se resuelre anular todas las actua- 
ciones pTod acidas en este juicio levantándose en consecuencia 
el embargo trabado en bienes de don Alejandro Ottiz de Rozas, 
a cuyo efecto se librarán las órdenes necesarias, debiendo el de- 
positario de loa bienes embargados, rendir cuenta de su admi- 
nistración en el término de 10 días, bajo apercibimiento de lo 
que hubiere lugar, y debiendo las costas ser abonadas por 
el ex-juez señor Cardnasy, á cuyo efecto se regulan los honora- 
rios procuru torios de don Julio L. Eglis en 20 pesos moneda 
nacional. Repóngase el papel* 

íialtazar ti. Beltrdn, 



Bueno* Airea, Junio 2 de 1900. 



Vistos: Siendo exacto que el ministerio fiscal no ha tenido in- 
tervención en la causa y que no se ban justificado los extremos 
que establece el artícnlo setenta v cuatro deis ley de matrimonio 
para decretar las medidas precaucionaos que aquel determina : 
se confirma, con costas, el auto apelado de foja cincuenta y cinco 
en la parte recurrida poT la demandante, no haciéndose lugar 
a) recudo de nulidad, por no haber mérito para ello, y se de- 
clara que el estado de la causa debe reponerse al de la contesta- 
ción i la demanda, dando la debida intervención al ministerio 
fiscal. Notifiquen con el original, y, repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

ABEL BAZAR. — OCTAVIO BtJNGE. 
— JUAN E. TOKftENT. — H. MAR- 
TINEZ. 
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¡sequillo, y Pérez contra Juan de Dios Sepulveda y compañía, 
por devolución de hacienda // entrega de un campo; s< bre 
personería. 

Sumario. — El poder conferido personalmente por un socio 
no basta para representar la sociedad . 

Caso. — Los señores Isequilta y Pérez demandaron á la ra- 
zón social Juan de Dios Sepa 1 veda y compañía, por devolución 
de haciendas j entrega de un campo. 

Corrido traslado de la demanda, se presentó don Arturo Cas- 
tro, con un poder general conferido á su favor por don Juan de 
Dios Sepulveda, para que lo representara en todos sus asuntos 
judiciales, pidiendo ser tenido por parte. 

El juez proveyó" de conformidad. 

La pnTteactora pidió revocatoria de ese auto diciendo que el 
poder presentado no era bastante para representar á la sociedad 
demandada. 

rail» 4*1 Jura Lrtrad» 

General Aclm, Julio 1- de 1899. 

T vistos, la revocatoria del auto de foja 21 vuelta, en que se 
admite la personería de dor Arturo Castro. 



i 18 TALLOS llfc LA SllfHKM* CORTK 

Considerando : Que según el escrito de foja 4, se demanda i 
los señorea Juan de Dios Sepulveday compañía, en tanto que 
el poder general de fojn 20, aparece confuido al señor Castro 
por don Juan de Dios SepuWeda, individualmente. 

Que no resultando tampoco de dicho poder ni por transcrip- 
ción, ni por referencia en forma alguna, el documento 6 docu- 
mentos que lo autoricen al referido Sepuhreda para representar 
á la sociedad demandada, carece éste de personería en el juicio 
y por i'iide su apoderado señor Castro, 

Por ello y de acuerdo con lo solicitado y la jurisprudencia dt; 
la Exma. Cámara en lo Comemal, el»-., (série 5-, tomo 9 Ú , pá- 
gina 196) se revaca por contrario imperio el auto de foja 21 
vuelta, sin costas. Notando que aún no se ha corrido traslado 
de la demanda á los demandados, llénese este trámite, á cuyo fin 
deberán los actores indicar el domicilio de aquellos. Repóngase 
las fojas. 

Ballazar S. BeUiaiu 

Ante mí : 

Joséli. Navarro. 



F*tio de la ftuprr n» < ort« 

Buenos Aires, Juni^S de iflOO. 

Vistos: Resultando de los término* de la escritura que m 
testimonio corre á foja veinte, que el poder conferid» á don 
Arturo Castro, ha sido Otorgado personalmente por don Juan 
de Dios Sepulveda y no por la sociedad demandada en este jui- 
cio, se conlirma, con costas, el auto apelado de foja treinta y 
ocho. Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el su- 
perior . 

AB£I. BAZAN. — OCTAVIO ROUGE. — 
«JANE, TOHKEBT. — H. ÜARTIflEZ, 
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« AU*A CXII 



FA ductor don Eduardo T, Cepeda; sobre recurso de habeos 
corpus d favor de Carlos /'alados. 



. — No procede el recurso de 
la detención emana de 
eate ante ella. 




Caso. — Lo explica el 



corpus, cuando 
en virtud do jui- 



Buenos Aires, Abril U de 1900. 

Autosy vistos: Resultando del precedente informedel actua- 
rio, que la detención del recurrente ba sida ordenada par este 
j tugado á solicitud del señor juei federal de Santa Fé y que éste 
se encuentra á la disposición del sentir ministro de justicia 
para ser remitido ul señor juez requ ¡rente, se declara que no 
procede el recurso de habeas corpus interpuesto por don Eduar- 
do T. Cepeda á faror del detenido Carlos Palacios, 
el sello. 

B. Astiguetn. 



Suprema Corte; 



Buenos Aires, Mayo 5 de 1000. 



De la exposición misma del recurrente resulta : Que don Car- 
loa Palacios es procesado por unte el señor juez federal, por 
imputársele la defraudación de dineros fiscales en el desempeño 
de un* comisión sobre extinción de la langosta, y que se ha 
procedido á la detención del procesado, á mérito de un exhorto 
sobre extradición librado por el señor juez sumariante al de la 
Capital Federal. 

No puede ser más concluiente la causa de la detención, y la 
competencia del señor juez exhortante para decretarla y del 
señor juei exhortado para ejecutarla, por lo que pido á Y. E. f 
se sir?a confirmar, por sus fundamentos, el auto recurrido de 
foja A tacita. 

Sabiniano Kier. 



Valí» *> la ««prem Cvite 

Buenos Airea, Judío 5 de 1900, 

Vistos: Resultando de autos, que la detención del recurren- 
te emana de autoridad competente en virtud de juicio que se 
le sigue ante él, atento lo proscripto en el artículo seiscientos 
diez y siete del Código de Procedimientos de lo Criminal, y de 
acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor procurador gene- 
ral, se confirma, con costas, el auto apelado de foja cuatro ruel- 
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ta. Notifiquen coa el original y devuélvanse, debiendo repo- 
nerse los sellos ante el inferior. 

ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUBGE.— 
JUAN B. TORREN T. — H. MAR- 
TINEZ. 



€ AI NA C L1II 



Don Augusto Durelli, por excepción del servicio militar ; 



No 

ver los auto- á ta junta de 
nocer y resuelva. 




el auto que manda derol- 



Caso. — Don Augusto Durelli se presentó ante la junta de 
solicitando excepción del servicio militar por ser 
ánico sosten de su madre viuda. 
No habiendo aquella despachado esa solicitud, el peticionan- 
te ocurrió en queja ante el juez federal, solicitando que 





La junta á quien se pidió informe, manifestó que la solicitud 
no había sido tomada en consideración por no haber el intere- 

correspond iente y porque se- 
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gunel jefe del regimiento se trata de un oficial que opto por 
seguir en tal carácter antes de pedir su baja ó la que solicitara 
oVl jefe para acordarle la excepción. 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 



Señor Juez; 



Buenos A ¡rus, Agosto :J de 1899. 



Según resulta de las presentes actuaciones y de la propia 
exposición del recurrente beiior Durelli, la solicitud de excep- 
ción de dicho ciudadano no ha sido resuelta por la junta respec- 
tiva por no haberse llenado un requisito prévio que ésta exigió; 
ü sea que el peticionante se despojase de su carácter de oficial 
de la guardia nacional anti s de resolver en deiinitiva. 

Tal requisito se halla, á mi juicio, dentro de las facultades 
do la junta, ? como no consta haberse cumplido, pienso que el 
recurso no procede y que V. S. debe disponer que este expe- 
diente vuelta á la j ñuta, á sus efectos. 

J, fíotet 



t alio del J U f/ redera i 



Unenos Aires, Agosto 7 Jo 1899. 

Y vistos: Considerando: Que respecto de la exigencia que 
hace la junta, de la exhibición de la sumaria información pro- 
ducida ante el juzgiido de primera instancia, está en la esfera 
de atribuciones de la junta, desde que, como juex de primera 
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instancia en esta materia, puede ordenar lo que crea necesario 
para fundar su juicio v dictar resolución. 

Que en cuanto al carácter de o(ícia) que inviste el recurrente, 
él no importa dejar de ser ó perder el de guardia nacional, y 
t omo tal, encontrándose en su caso de excepción, no pierde su 
derecho para acogerse á aquella, siendo preexistente la causa 
de la excepción á la conscripción. 

Por ello y dü acuerdo en lo pertinente, con la vista del pr cu- 
rador liscal, se ordena vuelvan estos autos á la junta á toa fi- 
nes di' ley. 



El auto de foja 13 vuelta no causando gravamen irreparable, 
pienso que no era recurrible. Si el más ilustrado criterio de 
V. E. orejera lo contrario, refiriéndole al derecho de la junta 
como juez de primera instancia, para examinar los antecedentes 



t*. Otaechea y Aíeorla. 



VISTA HF.L SEÑO II PKOUUIlADOIl GENERAL 



Buenos Aires. Ortnbre 'ó de 1900. 




rema Corle: 





Buenos Aires, Judío 5 de 1900. 



Vistos: No causando gravámen irreparable al recurrente el 
auto de foja trece vuelta, cuya parte dispositiva ordena devol- 



FALLOS DE LA faOFREMA CORTE 



?er el expediente á ta junta, i los fines de la ley, úsea para pro- 
nunciarse sobre le petición formulada ante ella, se declara mal 
concedido el recurso. Hágase saber con el origina) y devuél- 
Tan se. 

abel bajan.— octavio bunge, 

— JliAM E. TÜRRENT. — H . 
MARTI» El. 



CAUSA 4XIV 



Contra LuisMazzim ó Juan Bioni, por infracción á ta ley 

de enrolamiento 

Sumario. — E) infractor á la ley de enrolamiento tiene la 
pena de un año de servicio militar en el ejército permanente. 

Caso, — Lo aplica el 



fall* del Jaca Feéml 

La Plata, Abril 2 de 1900. 

Vistos: Estos autos iniciados á instancia fiscal contra Luía 
Haxiini 6 Juan Bioni por infracción á la ley de enrolamiento. 



de justicia nacional 



Y considerando : i° Que el procesado ha confesado que nunca 
se ha enrolado, lo cual constituye la plena prueba de la infrac- 
ción. 

2 o Que la excusa que alega, de haber andado trabajando en 
el c¡impo en las provincias de Buenos Aires y Santa Fó, no es 
atendible, porque en las campañas de dichas prov i ncias también 
ha podido cumplir con ti deber de enrolarse. 

¿J* Que por su propia confesión, aparece faltando al deber de 
enrolarse dewle hace 10;iñ<>s, desde que cunliesa tener 28 años 
sin haberse enrolado jamás. 

Por tanto, fallo condenando a Luis Maizíni ó Juan Bioni, ar- 
gentino, soltero, de 28 años de edad, á servir un año ene) ejér- 
cito permanente, atn perjuicio de enrolarse en la Guardia Na- 
cional. Oficíese al señor jefe de policía para que lo remita á la 
inspección de milicias á objeto de su enrolamiento, y en su 
oportunidad, póngase í disposición del señor ministro de ma- 
rina. Repóngase el papel. 



£1 recurso de foja 16 carece de todo fu nd amonto legal. La 
confirmación de la sentencia recurrida se impone por sus funda- 
mentos, con declaración de deber descontarse del término de la 
pena, e) de prisión que llera sufrida el procesado. Pido ¿ V. E. 
se sirva así resolverlo. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 




Buenos Aires, Mayo i de 1900. 



Sabiniano Kier. 
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Pulí* 4« l* lipnm C«rt* 

Buenos Aires, Judío 5 de 1900. 

Vistos: De a do con lo expuesto y pedido por et señor 
Proeurador general, y por sus fundamentes, se oonlirma con 
coitas, la sentencia ¡ipeíada de foja quinte, declarándose que 
debe descontarse al procesado el tiempo de prisión que lleva 
sufrida, á razón de un día de esta por uno de servicio en el ejér- 
cito. NotiTíquese con el original, y devuélvase. 

ABEL BAZAN. - OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORHENT, — 
D. MARTÍNEZ. 



« AUNA (XV 



Contra José fabral, fior infracción d la ley de enrolamiento 

Suma no. — El infractor a la ley de enrolamiento tiene la 
pena de un año servicio militar en el ejército permanente. 



Caso. — Resulta del 
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F*Ílo del Jufi Federal 

La Piala, Abril 25 de 1900. 

Vistos : Estos autos iniciarlos contra José í'abral por denun- 
cia de la autoridad policial de Trenque-Luuquen, por infracción 
á la ley 3318. 

Interrogado el procesado p .r la policía, manifiesta que fué 
enrolado en Tapalqué, lo cual resultó *er inexacto por el infor- 
me de Ja autoridad uV esa Jucalidad, corriente á foja 3. 

Interrogado por e ? tc juzgado manifiesta que se enroló en 
Carliné, lo cual también resulta inexacto por el informedefoja 9. 

Llenados los trámites legales, el señor fiscal pide se le aplique 
la pena establecida en el artículo 35 de la ley 3318 citada. 

El Beñor defensor del procesado, á su vez, alega que el procesa- 
do es inútil para el servicio militar y que éste no había podido 
enrolarse por haber estado -¡onstanteniente en lo» últimos años 
trabajando vn la campana, lejos de todo centro de población. 

I considerando: 1* Que ei enrolamiento de la guardia nacio- 
nal de la República es obligatorio desde la edad de 18 años 
á40» siendo casado, y 45 siendo soltero (artículo 17 de la Irj 
número 3318). 

2 o Que los qne estando, con arreglo á la ley citada, obliga- 
dos á enrularse, no lo verificasen, serán destinados lí servir un 
año en el ejército permanente, sin perjuicio del enrolamiento 
en la guardia nacional, en la categoría que les corresponda 
(artículo 35 déla misma). 

3 o Que las excusas alegadas son inadmisibles: la de inhabi- 
lidad porque resulta falsa, según se comprueba porel informe de 
los facultativos, corriente á foja 13 vuelta; y la de haber esta- 
do trabajando en la campaña, lejos de los centros de población 




1 : • 



na 




porque no ha sido justificada, y si lo hubiera sido, no sería tam- 
poco admisible, puesto que la ley no lo autoriza. Por tanto, fallo 
condenando á José Cabrul, argentino, Boltero, de 29 años de 
edad, á servir un año cu el ejército permanente, sin perjuirio 
de enrolarse en la categoría que le corresponda. Ejecutoriada 
que sea esta resolución, oficíese á la policía para que lo pre- 
sente á la inspección de milicias á objeto de que lo enrolen, y 
al señor ministro de la guerra, poniéndolo a su (lis pos icio ti, N«- 
tifíquese originé y en oportunidad archívese los autos. 



Se han observado los procedimientos legales, j resulta com- 
probado plenamente la infracción por el procesado José Cabral 
de la ley du enrolamiento número 3318. 

La inutilidad del procesado para el servicio militar fué alega- 
da á foja ti y ha sido justamente desechada en la sentencia 
eon sujeción al mérito de las conclusiones del informe médico 
de foja 13 vuelta. 

Si esa inutilidad se presentase por nuevas causas como lo 
afirma el defensor á foja 30, esto no ubstaá la confirmación de 
la sentencia recurrida, sin perjuicio de que el procesado baga 
valer ante quien corresponda su situación de imposibilidad fí- 
sica para el cumplimiento de la condena. 

Entre tanto, corresponde la confirmación de la sentencia re- 
currida de foja $7, que solicito de V. E, por sus fundamentos . 




VISTA D-KL SEHOft PROCURADO!! GENERAL 




Buenos Aire-;, Maj > 17 tic 1900. 



Sübiniano Kier, 



DE JUSTICIA lUCIGriAL 



Pallo d* la Muprfi 



Buenos Aire», Junio 5 de 1900. 

Vistas; De acuerdo con lo expuesto j pedido por el señor 
Procurador general, y por sus fundamentos se confirmo, con cos- 
tas, la sentencia apelada de foja veintisiete, declarándose que 
debe descontarse al procesado el tiempo de prisión que lleva 
sufrido á razón de uudia de esta por uno de servicio en ei ejér- 
Notifíque^e con el original y devuélvase. 



ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUH- 
CK. — JUAN E. TORREIfT. — 
MARTINES, 



CAUSA «XVI 




contra don Deifin Vieyra t por 
o íj apelación denegada 



Sumario. — i° Bl auto que niega ei embargo 
trae gravamen irreparable. 

2? La circunstancia de haberse interpuesto de tal auto el re- 
curso de reposición, no obsta á la procedencia de la apela- 

T. LIIIT 9 



ir;.?. 



130 FALLOS llfc LA &UPHEMA ÜOKTH 

í 

legal, para el caso de no hacerse lugar á ka revocatoria. 

3* Pedido el embargo de una suma procedente de ejecución 
seguida unte otro juez, el auto que lo concede, coa deduocion 
del monto de la ejecuciun, importa establecer una preferencia 
de crédito sin la discusión prévia que debe tener lugar anta 
quien corresponda. 

Caso. — Resulta del 



Informe del Jue* Veder»! 

Exma. Corte : 

fin cumplimiento de lo ordenado por V. E. puso á informar 

En un juicio ejecutivo que sigue el Banco Hipotecario Na- 
oional por cobro de pesos, contra el señor don Delfín Vi 1.7 ra 
(y no don Jaime como erradamente se alirma en el escrito de ape- 
lación), iniciado el año de 1895 y en el que se habí;* decretado 
la inhibiebn genera! de bienes del demandado, á solicitud (leí 
Banco, se recibió con fechu 20 de Noviembre del año pasado 
eihorto del señor juez de primera Instancia en lo civil doctor 
Luis Posse, manifestando que en un juicio ejecutivo que sigue 
el señor Enrique Amay a ante su juzgadit con los señtires Do- 
mingo del Campo y Delíin Vieyra, por cobro de pesos, se ha- 
bla resuelto solicitar del Juzgado á mi carjjo el levantamiento 
de la inhibición decretada contra don Del lin Yieyra, á solicitud 
del Banco Hipotecario Nacional, al solo efecto de una escritura- 
ción pendiente. En su mérito, con ft*cha 20 de Noviembre se 
proveyó lo siguiente : 
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^Huí-ríos Aires, Noviembre 20 de 1880. 

c Concitación del Banco Hipotecario Nacional, levántese la 
inhibición pendiente al solo efecto que se expresa. - t errera 

Notilicado A representante del Banco, se presenta con fe- 
cha 25 del mismo manifestando que no su encuentra conforme 
con el levantamiento de la inhibición solicitud», por cnanto 
el crédito dtl señor Amay;i no tenía privilegio general sobre 
loa bienes del ejecutado, por cuanto él provenía de honorarios 
devengados como juez arbitro en un pleito seguido en La Plata, 
respecto de un terreno en Lomas de Zamora; que por consi- 
guiente, su privilegio debía limitarse al terreno objeto del li- 
tigio y de ninguna muñera á lus demás bienes del ejecu- 
tólo. 

[Jamados los autos con fecha 28 dtl mismo, se presenta en 1 
de Diciembre el señor don Enrique Caferrata, coum apoderado 
de don Enrique Amaya, contestando la oposición del Banco al 
levantamiento de la inhibición, haciendo notar el error de 
hecho y de derecho en que dicha oposición se funda, pur cuanto 
el crédito de su representado no provenía, i orno el represen- 
tante del Banco lo afirma, de honorarios como juez árbitro en 
el juicio seguido en La Plata, por los terrenos en Lomas de 
Zamora, pues jamá« había desempeñado tales funciones, pro- 
viniendo su crédito de honorarios como secretario del juicio 
arbitral y pericial seguido entre los señores Domingo del Cam- 
po y Delfín Vieyni» sobre disolución de sociedad y división de 
bienes, en que habían sido arbitros los señores Bealet, Casarino 
y Dalmiro Huergo, teniendo por consiguiente el crédito de su 
representado, privilegio general sobre todos los bienes de cada 
uno de los socios que habían si io objeto del juicio de división. 

En mérito de lo espuesto, se dictó el siguiente auto; 
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« Burdos Aires, Diciembre 4 dp 18ÍÍ9. 



Y vistos : En mérito de U» consideraciones de hecho y de 
derecho del escrito que antecede y de acuerdo con las disposi- 
ciones legales invocadas, levántese la inhibición pendiente al 
solo objeto que se ide, librándose para el efecto los oficios ne- 
cesarios, — G. terrera 




Debo aquí manifestar á V. E. que al dictar este auto presen- 
tado pur el señor Cafferata, lo nica en la creencia de que se ha- 
llaba dicho señor indicado en el exhorto de! señor juez doctor 
Posse i-omo apoderado del señor Ainaya, eTror proveniente de 
llevar uno y otro el mismo nombre. 

Con fecha 5 de Diciembre fué notificado el auto referido al 
representante del Banco y al señor Cafferata. 

En la misma 
presentó un escrito manifestando que don 
es su apoderado y representante en el juicio que 
juez de I o instancia doctor Posse, contra los 
Campo y Deltin Vieyra, en el que se había solicitado el levan- 
tamiento de la inhibición de que se trata y que por consiguien- 
te, estaba facultado para el diligenciamiento del exhorto, y que 
para mayor abundamiento se ratiücaba en el escrito presentado 
por. su representante y su abogado doctor Bialet Masé, á cuyo 
escrito se proveyó lo siguiente: 

« Bueaoa Aires, Diciembre tí de 1899. 
i Téngase presente. - Ferrer.» 

El que se notificó en la misma fecha al representante del 
Banco Hipotecario. 

Con fecha 7 de Diciembre el representante del Banco, pre- 



sentó na nuevo escrito, solicitando se trabe embargo del pro- 
ducido de la renta de una propiedad del demandado, señar 
Vieyr.t, efectuada por el Jutgado ordinario de V Intancia 
á cargo del 'actor Luis J. Posse, en los autos iniciados por 
don Enrique a maja contra Viejra. 

Tratándose en el embargo pedido de la misma propiedad, 
para cuya eBi rituraciou se había solicitado el levantamiento de 
La inhibición, resuelto con fecha A del mismo, el infrascripto 
entendió que el embargo que se solicitaba importaba la acepta- 
ción y conformidad con el auto referido y en su mérito dictó la 
siguiente providencia: 

« Buenos Aires, Diciembre 11 de 1899. 

< Como se pide, deducida la cantidad, imparte de la ejecución 
del juicio de la referencia. — Ferrer.* 

Al dictar esta resolución, tuve en cuenta la conformidad 
manifestada por el mismo representante del Banco en el mismo 
juicio ejecutivo que sigue contra el señor Vieyra, con el levanta- 
miento de la inhibición, solicitado por el mismo juez á pedido 
del señor Dalmiro Huergo, por sus honorarios corno con juez en 
el tribunal arbitral, en que había sido secretario el señor 
Anuya, en cuyo caso el representante del Banco pidió, quedase 
embarcado á las resultas del juicio el saldo que resultare del 
precio de la venta verificada. 

Con fecha 12 de Diciembre, el representante del Banco so- 
licita revocatoria de la providencia anterior, deduciendo en 
subsidio el recurso de apelación. Corrido traslado de la revo- 
catoria y evacuado éste por el representante del señor Amuya 
se dictó la siguiente resolución : 



m 
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- Buenos Aires, Febrero 15 de 1900. 

c Autos y vistas: el recurso de revocatoria interpuesto por el 
representante del Banco Hipotecario de la Nación, ron motivo 
del dilígenoiainiento de un ciborio del señor juez de I a Ins- 
tancia en lo Civil doctor Luid F. Posse en el juicio seguido por 
don Enrique Ara aya contra los señores DeHin Y¡eyra y Do- 
mingo del Campo. 

« Y considerando : I o Que la solicitud del representante del 
Banco, pidiendo el embargo del precio de la íinca vendida, de 
cuya escrituración se trata en el exhortn referido, ha sido 
posterior al levantamiento de la inhibitoria solicitada por el 
señor juez de la referencia. 

c2° Que el representante del Banco no invoca privilegios es- 
peciales sobre la referida finca, hallándose en consecuencia 
dicho establecimiento en las Ciwdicioot-s de un acreedor quiro- 
grafario, no teniendo en consecuencia derei-hn* de prelacion. 

« 3° Que no se ha iniciado, por parte del Banco, cuestión de 
competencia de jurisdicción, para que pudiera esie Juzgado 
pronunciarse sobre el mejor derecho de las partes sobre el 
precio de la venta del bien ejecutado. 

* 4* Que el recurso de apelación interpuesto en subsidio por 
el representante del Banco, sólo corresponde en el caso de de- 
clararse i .procedente el recurso de reposición, por cuanta ani- 
buB recursns se excluyen respectivamente por su naturaleza 
(artículos 203 y 206 del Código de Procedimiento*), nopudíendo 
deducirse sucesivamente, en mérito de lo dispuesto por el ar- 
tículo 205 del misino Código. 

* Por estas consideraciones, se resuelve : 

«i* No hacer lugar á la revocatoria solicitada, confirmándose 
el aotorei urrido. 

« 2 o No hacer lugar ai recurso de apelación interpuesto en 
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subsidia, con costas. Hágase saber y repóngase los sellos. — G. 
Fcrrer.t 

Como ve V, E,, el considerando cuarto que tan mal enten- 
dido ha sido por el representante del Banco, establece la doc- 
trina de que el recurro de apelación interpuesto en subsidio, 
sólo puede prosperar cuando se ha declarado improcedente el 
recurso de reposición, y no cuando se ha conocido de él, na- 
ciendo ó no lugar n la revocatoria pe í ida, por cuanto conceder 
el recurso de apelación después de dictado id auto confirmato- 
rio, importa evidentemente conceder un recurso de este último, 
lo que se halla expresamente prohibido por «i artículo 205 del 
Código de Procedimientos, pues para dejur sin efecto esta 
disposición de 1¡i ley, bastarla deducir ambos recursos subsi- 
diariamente como lo pretende el apelante. 

Es ouanto tengo que informar á V. E., á quien Dios guarde. 

(¡aupar Ferrer, 



Fallo de I» Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 2¿ de 1900. 

Vistos en el acuerdo y considerando: Que según resulta del 
precedente informe, el Banco Hipotecario Nacioual, recurre de 
un auto denegatorio del embargo del producido de la venta de 
una propiedad del demandado, efectuada por orden del juez de 
primera instancia en la Capital, en el juicio á que se hace re- 
ferencia. 

Que tal auto trae gravamen irreparable á la parte que soli- 
citó el embargo, razón por la que el recurso de apelación es 
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procedente, atenías los términos del artfcolo doscientos seis 
de la ley de procedimientos . 

Que la circunstancia de haberse interpuesto el recurso de 
reposición, no obstn á la procedencia de la apelación, desde que 
Asta ha sido deducida subsidiariamente en el término legal, 
contra un auto que reúne las condiciones del artículo doscientos 
seis de la ley citada y para el caso en que no se hiciera lugar i 
ta revocatoria solicitad;», lo qm> hace inaplicable al caso el 
artículo doscientos cinco de la ley de procedimientos. 

Por esto, se declara mal denegado el recurso interpuesto y 
se le concede en relación . Líbrese oficio al juez de la causa 
para que, con noticias de las partes remita los autos á este 
Tribunal. Notifiques* original, y repóngase el papel. 

ABEL BAZA N , — OCTAVIO BUH- 
GÉ. — JUAN E, TORREtVT. — 
D, MARTINEZ. 



fr'all» Je I» lupnn Corte 

Buenos Aires, Judío 5 de 1900. 

Vistos y considerando: Que no se discute la procedencia del 
embargo solicitado por el Banco. 

Que la limitación á dicho embargo, decretada en el auto de 
foja treinta y una vuelta, no ha podido ser dictada por el 
inferior, pues importarla establecer una preferencia de crédito 
sin la disensión previa que debe tener lugar ante quien co- 
rresponda. 

Por esto, se revoca el auto de foja treinta y una vuelta, en 
la parte recurrida, declarándose que el embargo debe trabarse 
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como se La pedido en el escrito de foja treinta y una. Notifí- 
quese con el original y, recuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAM. — OCTAVIO BUN- 
GB. — JUAN E. TOKHENT. — 

b. Martínez. 



4'Ai'SA «XVI 



Criminal contra Mano Vtsconti, por complicidad en el delito 
de falsificación de billetes de curso l (jal; sobre apelación y 



Sumario. — I o Debe declararse ma! concedido el recurso que 
no bu sido deducido por parte legítima. 

2 o El que es procesadu por complicidad eo el delito de falsi- 
ficación de billetes de curso legal, no puede alegar que por el 
ministerio fiscal so le imputa el rol de encubridor, al efecto de 
obtener en esta calificación la encarcelación provisoria. 



Caso. — Mario Visconti, acusado de complicidad en el delito 
de falsificación de billetes de banco, solicitó su excarcela- 
ción. 
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rail* del Juei federal 

Buenos Aires, Diciembre üti de 1899. 

Autos y vistos: Considerando este tribunal que el hecho que 
motiva la prisión del procesado Viseonti, tiene una pena cuyo 
promedio excede al que establece el artículo 379 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, no obstante lo dictaminado por 
4 procurador üscnl, no ha lugar á la excarcelación que bajo 
fianza *e solicita en ei precedente escrito. Repuntase el papel. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA IIBL SüSOH PROOJKADOlt GENERAL 



Corte: 



Hni3fio> Aires, Marzo ¿O de 1900. 



Se refieren las constancias de este proceso á una falsificación 
en grande encala de billetes bancarios de curso legal. 

La acusación fiscal atribuye al procesad" Mario Visconti, á 
foja 3H, el rol de encubridor, y pide contra él la pena del ar- 
tículo 43 del Código Penal. Esa pena es la de prisión, cuyo 
término, según el artículo 54 del códigociUdo, varía entre uno 
y tres años. 

Como la pena hade aplicarse en su término medio i uando no 
resoltan circunstancias atenuante» ó agravante s, que no surgen 
del proceso ni menciona la acusación en el caso, lo que corres- 
pondería al procesado Visconlu según la apreciación de su 
responsabilidad hecha en aquella acusación, sería la de dos 
anos de prisión en el peor de los casos. Y conloante esa exten- 
sión de la pena, procede la eii^rcel ación, con sujeción á lodis- 
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puesto en el artículo 376 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal reformado por la ley número 358, opino que corres- 
pondería la revocación del nulo recurrido de foja 2 del inciden- 
te corriente, que solicito de V. E, 

Sab imano Kier. 



tallo de I» Suprema Corte 

llueims Aires, Abril 5 dtí lÜÜÜ, 

Vistos: Resultando de los presentes autos que el renurso de 
apelación no lia sido deducido por parte legítima en el inciden- 
te sino por un tercero que no tiene representación alguna de tas 
partes en el juicio. 

Por esto se declara mal ron cedido el recurso de foja tres 
vuelta y en consecuencia devuélvase al juez de la causa. Repón- 
gase el pape), podiendo notificarse original. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — B, MAR- 
TINEZ. 

A consecuencia de esta resolución, el procesado solicitó nue- 
ra me ote la excarcel&rion por medio de su defensor. 



Fallo del Jhíi Federal 

Dueños Aires, Abril 25 de 11)00. 

Autos y vistos : De acuerdo y por tos fundamentos de la re- 
solución de foja 2 y no obstante lo dictaminado por el procu- 
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rador fiscal, no ha lugar a* la excarcelación bajo fiama que Be 
solicita, del acusado Mario Visconti. 



Francisco B t Artigúete. 



VISTA DEL SEÍÍOR PKOCUKADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 18 de 1900. 

El recurso interpuesto por el procesado Visconti á foja 48 
vuelta, contra el auto dene-atorio de excarcela* ion bajo fianza, 
procede con sujeción á lo dispuesto en el artículo 395del Código 
de Procedimientos en lo Criminal. Y como no se halla modifi- 
cado )a situación del recurrente establecida por las constancias 
del proceso, reproduzco ante V. R, ) os fundamentos del dicta- 
men de foja H, de los que deduzco que correspondería Ja revo- 
cación del auto recurrido de foja 18. 

Sabiniano AVer, 



t allo de im Suprema €••>!«• 



Buenos Aires, Junio 5 de 1900. 



Vjstosy considerando ¡ Que no puede aprecian en el caso f 
dado .1 estado de la causa ; si el recurrente ha procedido como 
encubridor en el hecho Que se le imputa. 

Que otorgada la excarcelación solicitada, resultaría implí- 
citamente establecido que aquel obró en tal carácter, como lo 
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sostiene el procurador fiscal en su acusación, apareciendu mien- 
tras tanto del auto de prisión preventiva, que se le procesa por 
complicidad en el delito de falsificación de billetes de Banco. 

Que probada la complicidad, la pena aplicable excederla á 
laque la ley establece para autorizar la excarcelación bajo 
fianza. 

Por estos fundamentos, se confirma con cop+as el auto ape- 
lado de foja diez y ocho. Notifíqueuse con el original y de- 
vuélvanse. 

ABEL RAZAN . — OCTAVIO BUffGE. — 
JUAN E. TORHERT. 



«AUSA CXVIII 

tontra Pablo Dfíincenci, por infracción á ta ley 
de conscripción 

Sumario. — El infractor ú la ley de conscripción tiene la 
pena de dos años de servicio militar en ejército permanente. 

Caso. — Lo explica el 

MI» del Jue. FeJcral 

La Plata, Marzo 23 de 1900. 

Vistos estos autos pronunciados á instancia fiscal, de los cua- 
les resulta: Que Pablo Devicenci, conscripto de laclase de 
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1878, fué llamado al servicio por el segundo sorteo praoticadu 
en 1899, se presentó al primer llamado, pero no se le retuvo en 
la policía de Florencio Várela. Siendo licenciado con cargo Un 
presentarse al día siguiente á Jas 10 a. ni. , lo que no ejecutó, 
por cuyo motivo su dio orden de captura y la consiguiente for- 
mación de este proceso. 

En el juioio verbal á que fueron convocadas las partes, foja 
15 vuelta, manifiesta el procesado que no se presentó ta Coman- 
dancia de su Partido por encontrarse trabajando en el campo y 
no tener conocimiento de que se le buscaba. 

El señor fiscal formaliza acusación en ese acto, por infrac- 
ción de la ley de reclutamiento número 3318 y pide se le apli- 
que la pena establecida en el artículo 14, foja 10. 

El defensor del procesado, foja 17, dice : * que la pena soli- 
citada por el señor fiscal no procede, porque si su defendido ha 
cometido una falta, no es contra la ley de reclutamiento, si nú 
una falta disciplinaria, cuyo castigo correspondería a los tri- 
bunales militares, y termini pidiendo se declare el juzgado 
incompetente. 

Tramitada la excepción de incompetencia, fué resuelta á foja 
22, declarada la competencia del juzgado; resolución consen- 
tida por el desistimiento que ti izo a foja 23 el procesado, de 
la apeliicion interpuesta por su defensor. 

Y considerando : 1 ü Que consentida la jurisdicción del juz- 
gado, como se baila, y confesado el delito por el procesado, sólo 
falta averiguar le pena que corresponde aplicarle; desde que no 
ha producido prueba alguna que demuestre su inculpabilidad, 
ni atenúV siquiera su falta. 

2 o Que la pena fijada por el artlcnlu 14 de la ley número 
3318 por la falta de presentación de loa conscriptos, sin causa 
justificada, cuando se :n convocados á prestar servicio militar, 
no tiene gradación y ha sido lijada de un modo uniforme. 

Por tanto, fallo condenando á Pablo Devicenci, argentino. 
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de21 años, á prestar servicio militar dos anos continuados en el 
ejercito permanente, debiendo descontársele el tiempo de pri- 
sión que lleva sufrida. Ejecutoriada que sea esta sentencia, 
póngase al procesado á disposición del sefinr ministro de la 
guerra. Notifícese original y regístrese 

Isaac 



VISTA DEL 5BSOH PRkCURaUOH CbNKHAL 



Rueños Aim», Abril 23 de 1M00. 



Encuentro justificadas en las consta ocia a de autos las conclu- 
siones de las sentencias recurridas corrientes á foja 27, que 
impone á Pablo LVvieenci la pena de dos años de servicio en el 
ejército por no haber concurrido en oportunidad legal al servi- 
cio de conscripción, y pido á V. E. se sirva Confirmarla por sus 
fundamentos, 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Ciarte 



Dueños Ai ros, Jimio 5 de 1900. 

Vistos y considerando: Que está comprolida la inasistencia 
de Pablo Devicenei ¡i lu citación que se le liizn para prestar 
servicio en el ejército, de conformidad ít la ley de la materia. 

L\>r esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador generar se continua, von costas, la sentencia apela- 
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da de foja veinte y siete, no haciéndose tugar ni recurso de nu- 
lidad por no haber mérito para ello. NHÍffquese con el original 
y devuélvanse. 

ABEL BAZAN. OCTAVIO BlHtG£. — 
JUAN I TOHHENT. — H. MAR- 
TINEZ. 



El doctor don José García (¡otizalez contra la sucesión de don 
Melchor Pinero^ por cobro ejecutivo de pesos ; sobre inhabili- 
dad de título. 

Sumario.— El pmler para intervenir en un pleito, compren- 
de la facultad de intervenir en la reyuladun de loa honorarios 
que ha devengado el abogado en dicho pleito; y la regulación 
practicada con audiencia del apoderado du lo* interesados es tí- 
tulo hábil para cobrar ejecutivamente el importe de ella. 



Caso.— Lo explica el fallo de la Suprema Corte y el 

Fftll* del Juei redera! 

Buenos Aires, Setiembre 2 de 1896. 

Y vistos: En la excepción de falsedad é inhabilidad de! tí- 
tulo deducida á foja 53. 
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Y considerando: Que no habiendo eontradiccion sobre el he- 
choque la funda, ella puede ser resuelta sin ulterior sustan- 



eiacion 



■ 




ie la regulación de honorarios ea un nuevo incidente del 
I, para cuya tramitación no se necesita poder es- 

Pur esto y las consideraciones aducidas en el escrito de foj a 
67, imha lugar, con costas , á ía excepción opuesta de falsedad 
¿ inhabilidad del título. Ku consecuencia, llévese adelante lu 
ejecución hasta hacerse íntegro y efectivo pago al acreedor del 
capital, intereses y costas. Repónganse las ft>j<is. 

/'. (i/at'rhea y Airaría. 



Fallo de I* Muprem» 

lineóos Aires, Junio . r > de 190 >. 

Vistos y considerando : Que la ejecución se ha seguido en 
ti^ta del testimonio de foja primera, en que constan las dili- 
gencias practicadas a solicitud del ejecutante para la regula- 
ción de sus honorarios como abogado de los ejecutados en cau- 
sa tramitada ante el juzgado federal de la sercion de Santa Fé, 
Que del citado testimonio resulta que la mencionada regula- 
clon se practicó con la intervención del apoderado que los eje- 
cutados tenían en el pleito. 

Que la oposición a la ejecución se funda en que dicho apode- 
rado carecía de facultad para oir providencia sobiv honorarios, 
que paTa ello se requiere poder especial, 
aparte de que no ha sido justificada la primera circuns- 
tancia, es de observarse que el poder conferido para un ple¡to 

T. l.IIIV in 
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comprende naturalmente la facultad de interrenír en los inci- 
dentes de lo principal y ejercitar todos los actos que ocurran 
durante la secuela déla litis, eicepto aquellos para tos cuules 
la ley requiere facultad especial, laque no es exigida pura una 
gestión sobre iijacion de honorarios devengados en el juicio, la 
que debe reputarse cumprendida eu el mandato, con arreglo á la 
doctrina del artículo mil novecientos cinco del Código Civil. 

Que dados estos antecedentes y la disposición del artículo 
doscientos cuarenta y nueve, inciso tercero, ley de procedi- 
mientos, la falsedad ó inhabilidad de título opuesta la ejecu- 
ción es inadmisible. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja sesenta y ocho, se confirma ésta, con costas. Notí- 
fíquese con el original y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAR. — OCTAVIO BDHCE. 
— JUAN TOBHÉNT. — H, 

MAltTiNEZ. 



«AUNA (LI 



Et Banco de la Nación contra don (¡uil termo )/. Mooney % por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre apelación deneyada 

Sumario,— Es inapelable el auto por el cual enjuicio eje- 
cutivo el juez nombra, para mejor proveer, á un perito, para 
que informe sobre una tasación observada. 



Caso.— Resulta del 



l^KORHE DEL JUEZ FEDERAL 



Suprema Corte : 



ítn.-nng Aires, Setiembre \$ dñ 1897. 



En cumplimiento de lo ordenado por V. K. en el recurso de 
hecho deducido por don Joaquín M. Muzlera, en representa- 
ción de don Guillermo M. Mooney, debo informar : 

Que en el juicio ejecutivo que sigue al recurrente el Banco 
He la Nación Argentina y préuos los trámites legato, fueron 
nombrados dos tasadores para la tasa, ion del bien embargado ; 
que verificada ésta y hecba saber á las partes, el ejecutado la ? 
observo alegandoque contenía graves inexactitudes y defectos 
en la iprectacion del bien, siendo además, nula, por no haber- 
se constituido en el lugar de la operación uno de los tusado- 
res. 

Convocadas las partea y lo. tasadores á un juicio verbal y 
habiéndose solicitado por el ejecutado que se dejase sin efecto 
este comparendo, y se abriese :i prueba el incidente sobre la ob~ 
servacionde latasacion.se corrió traslado de esta petit ion á 
los tasadores, quienes se opusieron á que se tomara en conside- 
ración el escrito de obser aciones, por cuanto había sido pre- 
sentado fuera de término. 

El juzgado entonces dicto un auto, con calidad de t para me- 
jor proveer », nombrando otropurito á ñu de que, constituyén- 
dose en la propi-dad tasada y teDiendo en consideración la ta- 
sación verificada, informase al juzgado sóbrela exactitud de 
los datos que ella contiene y sobre el mérito de Jas observa- 
ción es formuladas contra la misma. 
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Habiéndose ioterpueato por el ejecutado y el tasador del eje- 
cutante los recursos de reposición y apelación en subsidio, el 
juzgado no hizo lugar á estos recurso*, porque consideraba ne- 
cesaria lu diligencia encomendada al nue*o perito, para la me- 
jor resolución del incidente y porque el auto recurrido no cau- 
saba gravamen irreparable, de acuerdo con el artículo 260 de la 
ley nacional de procedimientos y la jurisprudencia -instante de 

esa Suprema Corte, 

Es cuanto tenga que informar ¿il respecto. 

Dios guarde á V. K. 

J\ Oíaechea y Alearla. 



Fallo *e I» S«fw« 



Buenos AJrws, JÚñló ~ dé 1000. 

Autos y vistos: Por lo que resulta del informe expedido por 
el juez de la causa, se dedara bien denegado el reeur.o. Re- 
puestos los sellos, remítanse para la agregación á sus antece- 
dentes. 

ABEL BAZAS. — OCTAVIO BUNGE . 
— JUAN E. TORUEKT. — H. 
MARTINEZ. 



C'A UNA ILtI 



fcV fisco nacional contra don Man tirio Sonzini, por cobro 
ejecutivo de pesos ; sobre nombramiento de defensor de au- 
sentes. 

Sumario. — No procedí- el nombramiento tle defensor de uu- 
se rites, si no se ha*) evacuado tas diligencias dilatorias necesa- 
rias. 



Caso, — M pfOBW?aáof fiscal se presentó pronunciando jui- 
cio ejecutivo contra don Mauricio Sonzini, por cobro de una 
letra .1 reptad a por éste, y pura preparar la vía ejecutiva soliciló 
>Lue se citara ¡i Sonzini á fin fie que reeonozea su firma, por me- 
dio de oficio dirigido al junde paz de Jimín, 

Posteriormente, el Procurador liscal pidió se librare olido 
a la policía para que averiguase el paradero del demandado. 

Sin que hubiesen vuelto diligenciados los olici »a de citación y 
á la puHcía que m libraron, el procurador Üscal solicitó 
que se diera intervención al defensor de ausentes, para que 
asumiera la represen lacio ti del demandado, á quien debe con si* 
d erarse como ausente, 

* «II* del Juci Vedcra! 

La pfatfe<„ Agosto G de 1896. 

Autos y vistos: Según las leyes de forma, la Ínter vención 
que tiene el ministerio de menores é incapaces, no implica otro 
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carácter legal que el de una simple vigilancia de los procedi- 
mientos en los juicios que se refieren ú la persona y bienes fie Ion 
incapaces, pero no tiene la representación directa de los mismos 
T así en el fuero rea! cora» en la justicia federal, el ministerio 
de menores no puede entender sinó pro mise na mentí* en esos 
juicios. En aquella jurisdicción, como en ésta, al menor, al in- 
capaz ó al ausente, se le provee del representante legal, y el mi- 
nisterio de trinares entiende siempre subsidiariamente. No 
es posible involucrar una representación declarada por la ley 
subsidiaria, y rouvertirla en representa- ion directa. Lo demás 
hería rompet la armonía que existe vü la legislación, y las le- 
yes deben interpretarse bien y d iré 'taniente, sin violencia, oouuv 
Jo decía una ley de partida. 

Y esta es precisamente la representación que rigen los artí- 
culos 491 y siguientes del Código Civil. 

¿ Cuál es el mudo de obtener la representación de un ausen- 
te? La ley de procedimientos lo indica. 

Llenadas estas formalidades, es decir comprobada la ausen- 
cia y declarada por los jueces, se da la representación necesa- 
ria, resultando entonces la incapacidad que recuerda el safio r 
procurador fiscal y áque se refiere el inciso 5 o del artículo 54 
del Cúdigo Civil. 

Por esto, no ha hi£;ir á lo solicitado. Hágase saber *m el 
original. ^ insértese en el libro de sentencias. 

Mariano S. de iurreeoechea. 

Fallo de la Suprema lurte 

Buenos Aires. Junio ~ ii> k 1900- 

Vistos: No apareciendo en autos que se hayan diligenciado 
los exbortos librados para la citación del demandado, y no pro- 
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cediendo, por tanto, en el estado de la causa, la petición hecha 
n foj;i siete, se confirma el auto apelado de foja nueve, y de- 
vuélvanse. 

ABEL BAZAN, —OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TOKRENT* — B. MAR- 
TINEZ. 



4 AI S A CX*1I 



II . Paett&i ¡foche y compañía, mm don FtUix A . Marrorecchio, 
por falsificar ion de marca de fnbnca ; sobre intervención 
fiscal t/apetarion . 

Sumario. — No causa gravamen la vista conf.-ridaal minis- 
terio fiscal de las incepciones opuestas por el acusador. 

Caso* - Don Remigio Lupo, con poder de W. P»ats, Roche 
y compañía, dedujo querella criminal contra don Félix A. ilar- 
c.vecchio, por faMficacion de mar. a de fábrica. 

Don Tomás S. Izurzn, por el demandado, evacuando el tras- 
ludo conferido dijo: que no había acusación, purque el escri- 
to rt spt-ctivo no contenía los elemento* indispensables, ni la 
acción b- había deducido con poder espjei al, y pedíase emplazara 
al interesado para que entable la acusación en forma, personal- 
mente ú por medio de apoderado, con facultad especial, bajo 



nrw-^v. . vv ,; * ".^"--r tv.]¿-- '.',,?-< , t 



152 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



apercibimiento, de levantarse el embargo que se había trabado. 

YA juez confirió traslado á la parte míe reí tan te, quien lo «'fa- 
enó, manifestando que el escrito del acusado importa contesta- 
ción ú la querella, y que en todo mso loa fundamentos de dicho 
escrito no son eiactos, pues la querella contiene todos los re- 
quisitos legales y se ha deducido con poder bastante. 



t «lio del 



Uueuo* Aire.:-, Ncvtemhre S de 1H^, 

A los efectos de artículo 448 del Código de Procedimientos 
en materia criminal, vista al señor Procurador fiscal. 

(iruneL 



Auto del Jue* Federal 

Buenos Aires, Nn\ wm ,m 10 de 1ÍS08. 

Auto» y vistos : Y considerando : Que la oposición de Mareo- 
Yvcchio, á contestar la demanda, reviste los euraeteres legales de 
las exiU'p- iones de previo y especial pronunciamiento. 

Que el artículo 448 del Código de Procedimientos en materia 
penal manda al juez que corra vista di' dicho es'Titi» al ministe- 
rio liscul y al acusador particular, lo que se ha hecho en el pre- 
sente casó, cu cumplí miento de e-a disposición. 

Por esto, no lia lugar á la revocatoria solicitada, y se conce- 
de cu relación el recurso subsidiariamente interpuesto, debien- 
do elevarse lo- autos a la Suprema Corte en la forma de estilo. 



Gervasio f\ Urntir!. 



HE JUSTICIA «ACION At. 



rallo ti* l« Muprcn» Corte 

Buenos Aire-, Junio 1 de 1900. 

Vistos: No causando gravamen irreparable el auto tie foja 
veintiuna, p »r cuanto st el Procurador fiscal no debe interve- 
nir en la causa, lu hará asi présele, su declara mal concedido 
el recurso, líe pn estos los etilos, de vuélvanse. 

ABKI RAZAN. - OCTAVIO BUSliE. 

— jijan k ion hent. — u. mak- 

T1NEÍ. 



4 AUNA IJíIIII 



El tlitrtur Am* Jt»sr .Munm'i Estrtuia amlra rí iinnro \arwtitil 
,>tt tif¡Hi dación, sahre mbrn tíe honorarios 

Sumario.— YA abo-udo empleado á íiieMo en la olieina du 
asuntos legales de un t-stableci miento baneario y apoderado 
par.i representar á éste en determinados asuntos ju.iiciales con 
convem iori de recibir un tanto por ciento de los honorarios que 
hubieren de pagara y ae péfotbíeseb de las contrapartes en jui- 
cio, no tiene derecho para robrar ej. cutivameute al Banro el 
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referido tanto por ciento de los honorarios, que per hauer ce- 
sado en el mandato se le han reculado en los asuntos judiciales 
mencionados. 



Caso. — Lo explica el 



rali» del Jhm fr>4cr«l (mi hwj 

La 1'lnl.i, Junio M de 1897. 

Y vistos: Kstos autos seguidos por el doctor Jo>é Manuel 
Kstradu contra elB;iino Nacional <n liquidación, sobre cobro de 
honorarios, por la via dy apremio, fie los cuales resulta : 

1° Que á foja 9 ^e presentó don Abelardo Bretón eu repre- 
sentación del ductor José Manuel Estrada entablando juicio de 
apremio contra el Banco Nacional en liquidación por cobro de 
la suma de 2720 pisos m oneda nacional importe del 80 por 
ciento d<- los honorarios de su mandante sobre la ¡suma de 3400 
pesos moneda nación l! en que se le habían Tegulado sus traba- 
jos al doctor Estrada en los distintos juicios en que liaría inter- 
venido como apoderado del Banco Xm i< nal. 

Acoiiip i ñal»n los ceitíficados corrientes de foja 1 á foja 8 en 
I03 cuales constaban las regulaciones á que hacía referencia. 

A foja 23 el mismo sen -ir Bretón se presentó umpliando la 
demanda en la suma <le 4132 pesos moneda nacional, importe 
del 80 por ciento délos honorarios de gil mandante sobre la 
goma d*» 5165 pesos moneda nacional que se habían regulado al 
doctor Estrada en los varios expedientes seguidos por el Banco 
Nacional á ^oe se ritieren los certificados que acompañaba» 
agregados de foja 10 ó foja 23. 

2" Pe tía eu consecuencia se librara mandamiento por la 
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sumade6852 pesos moneda nacional, importe del capital re- 
cl ¡imado y 1000 pesos más para responder al pago de las 
costas . 

3 = Que á foja 25 el proveyente, por recusación del juez ti- 
tular, ordenó se librara mandamiento, comisionándose su dili- 
gen liarme rito al señor juez da sección en turno de la Capital 
federal. 

i* Qut< a foja 27 corre agregado un recibo de depósito del 
Banco de U Nación Argentina, que según el escrito de foja 28 
acredita haberse oblado en aquel establecimiento, en calillad de 
embargo, la suma que expresa el mandil míe uto. 

5° Que á foja 36 solicitó el señor Bretón se citara de remate 
al Banco Nacional en liquidación, á los efectos del artículo 31 i 
del Código de Procedimientos, loque hizo el juzgado por el auto 
de foja 36 vuelta. 

6 o Queá foja iOO se presentó el señor Agustín Riehicri, en 
representación del Banco Nacional en liquidación, oponiendo las 
excepciones de nulidad del juicio, falsedad de Ututo y pago , 
fundando la primera en que la vía de apremio era improcedente 
puesto qoe los autos en que se regulaban honorarios no eran 
sentencias, no pudiendo por lo tanto comprenderse entre los tí- 
tulos a que hace referencia el articulo 309 del Código de Procedi- 
mientos los certificados de resoluciones presentados por el señor 
Kstrada. 

Que tas leyes i", título 22, partida 3' ; lev 2, titulo 22, partida 
3* y ley 15, titulo 22, partida 3 a , que transcribía y comentaba, 
■Minian lo que debía entenderse por sentencia y dentro de su* 
definiciones no podían quedar comprendidos los autos por los 
cuales se estimaban los trabajos practicados en juicio, que eran 
dictados sin los requisitoseii^idus por la ley y la doctrina para 
ser considerados sentencias. 

Que dichos autos eran una simple resolución estimatoria, en 
la que no se ban discutido ni podido declararse los tíucuIos ni 
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las relaciones de dere<uo que puedan existir entre mandante y 
mandatario. 

Que su único objeto era lijar id monto de los honorarios pero 
do condenar á pagarlos, que uninrsalmentc la» regulaciones se 
hacían sin perjuicio de lo» derechos de la parte á oponerse á su 
pago en la estación oportuna. 

Que la ley número 3094, en su artículo 2 o , establecía que los 
honorarios debíau recularse sumariamente, sin forma de juicio 
y donde no había juicio m» había sentencia. 

Fundaba ta excepción de futeedatl de título en que el título lo 
constituía una sentencia condenatoria que no existía, puesto que 
como antes había diebo, la regulación de honorarios era una 
simple estimación y no una condenación y si no hoy sentencia 
el título que se invoca es falso. 

Era falso civilmente, |«>tq;ir le faltaban las solemnidades exi- 
gidas por la ley para que pudiera consideraras ionio una Sen- 
tencia. 

Que el proce.tiini<'nto que se >«-guíu e**a equivocado y que no 
podía continuarse bajo ningún pretexto. 

Fundaba La excepción de payo en los siguientes hechos; el 
doctor Entrada había *ido nombrado empleado del Hunco en 13 
de Emro de !892, con la designación de secretario di* la oficina 
de asuntos legales y el sueldo mensual de 500 pesos. 

Que en 23 de Enero del mismo uño se le con ü rió po.ler para 
que representara ¡ti establecimiento en los juicios que debían 
iniciarse en la capital déla provincia de iiueno& Aires, 

Que con ese poder había comenzado el dese mpeño d<> *u co- 
metido bajo la dirección del abogado jefe y abogado auxiliar di¿l 
Banco Nacional, doctores Luis Lagos Garda y Emilio Cas- 
tro. 

Que basta que se recibió de abogado, Estrada lirmó los escri- 
tos como procurador y que más tarde, por complacencia del 
doetor Lagos García, se le permitió que los firmase él s do como 
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procurador y abogado, pero que sin autorización del directorio 
lo üizo así. 

Que todos los empleados 'le la oficina de asuntos legales es- 
taban sujetos al reglamento, y nada percibían por razón de 
honorarios. ingresando los honorarios y costas que se obtenían 
Alas arcas del Binen; pero que después, por complacencia del 
directorio, se les con ce di ó además del sueldo que gozaban, el 50 
por ciento de las costas en los "gritos que -I Banco cobrase, 
y así siguieron las cosas hasta Febrero de 4894 en que, habién- 
dose reducido loa sueldos de todo ul establecimiento, el directorio 
acordó á los empleados di* la oficina de asuntos legales elUOpor 
ciento de las costas en vez del 50 que antes percibían. 

Que si doctor Estrada tenía las misma, obligaciones de los 
demás procuradoresdel Banco: concurrir diariamente ala ofici- 
na y II erar los libros del movimiento de los asuntos, proyectar 
escritos de trámite, informes vertíales ó escritos, pedidos por 
los jefes, atender al público, etc. 

Que el doctor Estrada pretendía ahora sostener que fué man- 
datario del Banco pura y simplemente, como son los que ejer- 
cen !a representación en nuestros tribunales, lo que era falso. 

Que Estrada había t>idn procurador á sueldo romo los demás 
procuradores y abogado^ del Banco, a quienes no podía pagarse 
de otra manera, porque le costarían misal Banco los honorarios 
que tenía que pagar que el producto délos juicios. 

Que esto lo sabía el doctor Estrada, quien no tenía derecho 
para considerarse en mejor situación que los demás empleados 
déla olicina de asuntos legales. 

Que mientras estuvo en el Banco jamás Estrada recibió ho- 
norarios en la forma que hoy pretendía. 

ití Estrada sostenía que recibía sueldo como secretario del 
no como procurador, lo que no era verdad. Qm Estrada 
nunca fué secretario del Banco, que se inventó esa denominación 
para emplearlo á Estrada, pero que A los ocho rii;is,apercíbidoel 
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directorio de míe era puesto inútil, lo nombró procurador fiel 
establecimiento. 

Que no era posible sostener la acumulación de dos empleos, 
que el de procurador anuló el de secretario. 

Que no era concebible se le pagara 500 pesos por un puesto 
en que confesaba el doctor Estrada que tenía poco trabajo y 
que en verdad no tenia ninguno. 

Que no era posible qtie Estrada, simple estudiante cuando en- 
tróal Banco t ganase más que losabogadosdírectoresde la oficina. 

Que cuando se disminuyó el sueldo á todos los empleados se 
aumentó á los empleados déla oficina de asuntos legales el veinte 
por ciento délos honorarios correspondiéndole también aumen- 
to á Estrada, loque no hubiera sucedido ai su sueldo fuera com- 
pensación de un trabajo apañe. 

Que si Estrada era procurador en las condiciones usuales era 
difícil comprender por qué no cobraba la totalidad de táseoslas 
y si sólo una parte. 

Que tan era procurador como los demás, que el Banco le pa- 
gaba el tren y los gastos de viaje. 

Que el ductor Estrada no podía ser secretario del Banco, por 
cuanto le hubiera faltado tiempo material. 

Tenía q;ie atender de 400 á 500 expedientes en La Plata, lle- 
var el libro de movimiento de esos juicios, atender al público 
interesado en dichos asuntos, deligenciar embargos é informar 
■obre los expedientes, publicar edietos, etc., etc. 

¿En qué momentos hacía de seoretario ? 

Que con mala fé sostenía que era secretario, que era imposi- 
ble materialmente desempeñar el puesto de secretario y el de 
proourador- 

Que su renuncia del puesto de procurador fué hecha con mala 
fé\ pues pretendió sorprender al directorio, que entendió aceptar 
la renuncia de lo único que podía renunciar Estrada: el puesto 
de procurador. 
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Que Estrada no puede cobrar honoraria al Banco, pues sus 
trabajos han sido ya pagos en la l nmn indicada. 

En estos Lechos fundaba el li.mco la excepción de pago. Que 
EstTada había percibido bus sueldos y los honorarios qn- gra- 
cio? -mente le había acordado el directorio, luego, pues, nadase 
le debía. 

Que además, Estrada algunas veces habla recibido el 50 por 
ciento de sus honorarios y hoy cobraba e! 80 por ciento. 

¿Había justificado Estrada que los honorarios por los que 
reclamaba el 80 por rienío no se hubiesen devengado cuando 
sólo rei ihía el 50 por t iento ? 

Por esto también er:i falso el titulo. 

7 o Al escrito en que op mía- excepciones acompañó el apremia- 
do, como parto de prueba, los documentos que en testimonio co- 
rren agregados de foja 37 á foja 98 y dentro del término del 
artículo 318 presento los documentos corrientes á foja 117 y 
foja 128. 

8 o A fojas 131 y siguientes, ¿solicitud del apremiado, absol- 
vió posiciones el doctor José iluiuel Estrada, 

o Convocadas las partes al juicio preuripto por el artículo 
"218 del Código de Procedimientos, en el acto del juicio, el re- 
presentante del Banco presentó como paite de pruelia los expe- 
dientes que corren de foja 139 á foja 290 y el representante 
del doctor Estrada loa documentos corrientes de foja 266 á foja 
213, alegando en seguida ambas partes por ínLeruicdio de sus 
letrados sobre sus respectivos derechos. 

A foja 213 vuelta se llamaron autos para sentencia, 

Y considerando : I o Respecto de la excepción de nulidad. 
Que esta excepción no se encuentra entre las enumeradas en el 
artículo 315 del Código de Procedimientos, [por lo cual no ha 
podido ser opuesta en este juicio y mucho menos fundándola 
no en vicios ó defecto del procedimiento si nó en la improceden- 
cia de la vía de apremio, punto que la ley somete al arbitrio del 



juez, .,egun lo dispone el artíulo 313 del Código de Procedi- 
mientos. 

L 2° a) Aún ad ai tiendo que tuviera derecho el apremiado para 
oponer esta excepción en el presente caá», ella sería improce- 
dente dado que el ante por el cual se regulan honorarios, revís- 
telos caracteres de una sentencia, puesto que dirime una con- 
troversia promovida ó :i promoverse entre las partes respecto 
de la apreciación de los trabajos practicados por el mandatario 
en provecho de su mandante ó por el locatario en beneficio del 
lo -ador de sus servicios. 

Si bien es cierto que el pronuuciamcntn del juez no es conse- 
cuencia ile una larga tramitación ni lo* procedimiento!» para la 
regulación de los honorario^ están sujetos á continuadas dili- 
gencias, también l«i *<s qih' tratándose de la estimación de ho- 
norarios sería inoficioso someter á las partes á un juío largo y 
controvertida, puesto que no existe cansa para mucha diseuriou, 
dado que el juez tiene siempre para basar su pronunciamiento, 
prueba de la existencia Uel mandato .» locación de servicios en 
sn caso, y medios de apreciar de una manera exacta lacalidad y 
cantidad de los trabajas practicados. 

Es verdad que en algunos caso* puede el mandante ú locador 
no estarobligadoá su mandatario por razones especialísimas, 
pero es forzoso reconocer que estos casos son, y serían de ex- 
cepción, y si se a gu jera que dada la naturaleza del procedi- 
miento para la regulación de honorarios no es posible hacer 
valer en este juicio sumarin todas la* defensas del caso, es ne- 
cesario tener presente que las ■* (secuencias no serían irrepa- 
rables, dado el derecho que tendría el ^xeepeionante de recurrir 
en representación desús lesionados derechos. 

M Como lo ha hecho presente la parte demandante al alegar 
sobre la prueba, no es necesario para que s*- llame sentencia á 
la resolución que recaiga en un juicio que se haya oído al de- 
mandado y haya existido debate ; así sucede ene! juicio de ali- 
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mentoa, legislado en el título 2' de la ley de procedimientos de 
la Capital federal, en el cual se premia* a sentencia (art, 891) 
sin audiencia del demandado, lo que no pasa en el juicio sobre 
regulación de honorarios, vt\ el eual .se oye al obligado al pago, 
quien [>uede controlar l.i regulación. 

Ka Us leyes españolas que han servido debase á nuestras re- 
gí us de procedimiento nota una gran confusión al establecer 
loque se entiende por sentencia, denominándose asíalos autos, 
providencias y sentencias propiamente dioLas, lo que explica 
que tanto en aquellas leyes corno en las nuestras se conside- 
raran y se consideran como sentencias ¡i providencias dictadas 
ni juicio en que u-> se han llenado todas las formalidades 
p rescriptas por las prácticas p ; ira que pueda aplicarse con 
propiedad la denominación de sentencia á la resolución que 

r)Xo se ha puerto en duda por el apremiado que las regu- 
laciones de honorarios tengan fm rza ejecutiva; siendo esto así, 
es forzoso colocar estas regulaciones dentro de la enumeración 
de instrumentos ejecutivos que hace el artículo 240 del Código 
de Procedimientos, y dentro de esa enumeración deben las re- 
gulaciones colocarse necesariamente en la categoría de senten- 
cias delinilivas, á que se refiere el inciso I o del artículo citado, 
so pena denegarles fuerza ejecutiva. 

Como tales sentencias han sido consideradas constantemente 
tanto en el juzgado de sección de esta ciudad como en los juzga- 
dos federales de la Capital de la República, declarándose en 
innumerables casos precedentes, tanto la vía ejecutiva como la 
de apremio para exigir el pago de los créditos por honorarios. 

Esta interpretación dada en la práctica debe considerarse jus- 
ta y lógica, puesto que si algún crédito reúne prima facie ca- 
racteres de legitimidad y tiene derecho á ser exigible con mayor 
premura, es el proveniente de honorarios devengados en la de- 
fensa de derechos ajenos. 

t. u«v n 
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Las luyen de procedimientos españolas han establecido aie-ii- 
pre la prooedeacia de la vía de apremio para el cobro de loa gas- 
tos y coatas judiciales, incluidos honorarios, y actualmente rige 
el mismo sistema, recudiéndose al apremio una Tez tasados loa 
honorarios y las costas con arreglo & disposiciones especiales 
establecidas para el efecto. 

d) Induce también á considerar como sentencia el auto ile re- 
gulación de honorarios, el estudio meditado de la ley número 

Dicha ley se propone legislar el procedimiento que debe em- 
plearse en el juicio sobre cobro de honorarios, y si bien es cier- 
to que en el articulo 2* dice que los honorarios deben regalarse 
sumariamente y sin forma de juicio, esta última expresión sig- 
niiicaqueno deben emplearse las solemnidades del juicio ordi- 
nario sinó los procedimientos que la misma ley determina. 

En el artículo 3 o establece que la resolución de los jueces 
seTá apelable. La palabra resolución, en el presente caso, en 
opinión del juzgado, es sinónima de sentencia, puesto que esta 
resolución del juez importa la decisión del juicio en primera 
instancia. 

Todo lo anteriormente eipuesto lleva al ánimo el cor vencí - 
miento de que la reguj ación de honorarios herha como es de 
práctica en forma sumaria encuadra en el artículo ÍÍ09 del 
Código de Procedimientos, qut' establece entre los títuío* qu ■ 
hacen procedente la vía de apremio, las sentencias ejecutoria- 
das y demuestra la inconsistencia de la excepción de nulidad 
opuesta poTel apremiado. 

3 o Respecto á la excepción de falsedad t 
yeccion de la de nulidad, establecida la i 
primera, sin necesidad de nuevas razones, queda demostrada la 
de la segunda, considerando el juzgado sentencias las regulaciones 
de honorarios y habiendo sido dictadas las que fundan este jui- 
cio con arreglo á las formalidades establecidas por la ley y con 
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audiencia de la parte demandada, indudable que son título 
hábil y verdadero para fuud:ir el procedimiento de apremio. 

En cuanto á la falsedad de titulo fundada en que el doctor 
Estrada tío ha probado si entre los honorarios de l»s cuales hoy 
cobra el 80 por ciento, se encuentran comprendidos algunos 
respecto de los cuales el doctor Estrada deba recibir el 50 por 
ciento, cree el juzgado que tampoco puede admitirla, por 
cuanto la eicepci.ni de falsedad sólo puede referirse al título 
con que se ejecuta, no ala obligación quede él emana, siendo 
esta última faNedad materia de juicio ordinario; además, la fal- 
sedad que se alega, en caso de que el juzgado pudiera ocuparse 
de ella y eiístiera, sería parcial é ineficaz por tanto para recha- 
zar en absoluto la acción instaurada. 

4 a En cuanto á la excepción de pago f creo el juzgad o que tam- 
bién es inadmisible en el presente juicio. 

lista probalo por declaración del Banco y testimonio del 
nombramiento agregado á foja 209 vuelta que, con fecha 13 de 
Enero del año 1892, el señor José Manuel Estrada fué nombra* 
do secretario de la oficina de asunto* legales del Banco Nacional 
en liquidación. 

KesiiJbi de los testimonios de poder, agregados á foja 20fí 
y foja 207 vuelta, que coa fecha 23 de Enero del año 1892 el 
señor Estrada fué nombrado procurador del Banco, ampián- 
dose sus facultades de apoderado con fecha 16 de Abril leí año 
1884. No consta que al nombrarle procurador del Banco le fuera 
fefi. i o su anterior empleo de seeretarío. 

Es posible, como lo asegura el representante del Banco, quo 
la intención del Directorio al nombrarlo procurador á Estrada 
fuera darle ocupación, por cuanto no la tenia como secretario, 
pero esta intención necesita una comprobación que el juzgado 
no ha encontrado en autos. 

Tratándose de un establecimieuto Un sério y que debe su- 
ponerse juiciosamente administrado* no es posible admitir la 
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creación de empleos especiales fuera de reglamento par í dejai ' 
lossiti efecto ocho días después de su creación, p< r reputarlos 
inútiles, pero si *sí procedió el Banco lia debido comprobarse 
;sion, sustitución 6 cambio de empleo, loque no se ha 




Entónces, pues» debe considerarse al doctor Estrada como 
secretario y coran procurador fiel Banco, importando pocoqii" 
no tuviera mucho tiempo para ejercitar ¡as funciones de secreta- 
rio» ó que estuviera agobiado por sus trabajos como procura- 
dor, dado que, como acabo di 1 decir, no consta que su empleo de 
secretario fuera refundido en el de procurador. Es posible 
también, oomo lo dijo la parte de Estrada al alegar sobre la 
prueba, que el Raneo haya querido ejercitar con ¿I un acto de 
protección dándole un i-mpleo cómodo, casi sin obligaciones y 
haciéndolo además procurador di'l Banco, 

Esto sentado y resultando de autos que ningún sueldo se le 
abonaba por el cargo de procurador, excepción hecha de las es- 
tampillas j gastos de viaje, debemos averiguar cual era su re- 
muneración como mandatario del Banco. 

Los poderes de foja 206 y foja 207 vuelta están redactados 
en la forma usual» sin <jue de ellos si-desprenda la existencia de 
con venia alguno sóbre, la compensación que el señor Estrada 
debería recibir del Banco, como mandatario. 

del Banco, agregado á foja 9, no le merece fé 
lo, en mon de que el puesto de secretario fué 
creado sin estaT autorizado por dicho reglamento, y las disposi- 
ciones del artículo 6° y otros del mismo, según resulta de la 
propia confesión del Banco, fueron modificadas por resolucio- 
nes posteriores del Directorio; resulta, pues, que ñipara el 
Banco hnsid» regla Constante de procedimiento el referido re- 
glamento. 

Las solicitudes del i-xproeurad-ir Quirno, corrientes en testi- 
monio de foja 40 en adelante, nada tienen que ver con el caso 
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sub-judicc y sólo probarían mis relaciones con el Banco, no las 
del señor Estrada, nopmiimdo en esta materia resolverse por 
analogía. 

Las posh ioues nbsueltas por el doctor Estrada, tanto tía que 
se acompañan en teatlmonio, como las tomadas por el juzgado, 
no han dado el resultado que el actor se proponía sinó en par- 
tí-, sh) que t i juzgado considere que tengan influencia decisiva 
en la resolución de iu cuestión en debate. 

El testimonio de esaritura de acta, corriente á foja 83 vuel- 
ta, prueba que el Directorio creyó que el señor Estrada reiui n- 
■daba el puesto de procurador. siendo así que renunciaba sólo 
el puesto de secretario del Banco, según los términos de su nota 
de foja 210. Kl error del Directorio no "«rjudica al señor Ks- 



teatimoníu prueba que el Bunco, al conferir po- 
der a) señor ltiehieri, reemplazante del señor Estrada, se pre- 
ocupóle determinar las condiciones en que lo instituía manda- 
tario, lo que no hizo en el caso del señ-r Estrada, a quien, Como 
se expresa en los poderes de foja 206 y foja 207 vuelta, confirió 
un mandato simple sin determinar condición alguna referente 
á la remuneraron que debía Estrada percibir por sus tra- 
bajo». 

Las decoraciones que se eoniienen t u el escrito testimonia- 
do de foja 91 y que el juzgado ha estudiado detenidamente, si 
bien es ciertu que demuestran, entre otras eosns, que el doctor 
hstrada Ua cobradu sus honorarios al Banco solamente por los 
asuntus terminados y no el total déla regulación sinó un tan- 
to por ciento, loqueen opinión del actor prueba que e*Lnba su- 
jeto a las mismas eondieiones de los demás procuradores; ante 
l.i negativa del doctor Estrada y su aseveración en el juicio 
oral deque esos cobros eran artos complacientes suyos pm con- 
sideración al establecimiento que entonces representaba y por 
estar aunen ejercicio del mandato, c onsideraciones que no ha 
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querido tener después que le fué revocada la procuración; el 
juzgado cree necesaria una prueba escrita, una declaración del 
Directorio, aceptada por el doctor Estrada, ó una manifestación 
explícita y es- rita de éste que determine las condiciones de su 
contrato. 

Como ninguno de estos elementos probatorios existe, debe 
estarse alas reglas generales del mandato para asuntos judi- 
ciales (art. 1952, Cód f Civ.; art. 2 o de la ley de Agosto 26 de 
1863, inc. 2 o ; y art. 2 o de la ley núm. 3094). 

El acta de foja 117 nada dice del puesto de secretario, pero 
habla de un procurador especial que por el sueldo que se le 
asigna parece ser el señor Estrada, (oqilc no se ha demostrad 
en case de queá él se reitera la denominación, no le serian apli- 
cares las mismas reglas que a los demás procuradores por 
cuanto en dicha acta si- le llama especial y se le asigna un 
sueldo distinto del sueldo de los demás procuradores. 

Respecto á esta arta observa el juzgado que ha sido un aclo 
pmadodel Directorio, en el cual no ha intervenido el señor Es- 
trada, á quien no consta se le haya heetao notiticacion alguna 
haciéndole saber que cesaba en su empleo 'le secretario. 

Ivl acta 'Ir foja 128 es anterior á la entrada del señor Kstra- 
du al establecimiento y aún cuando parece que debió servir de 
rejíla para todos los procuradores, no es prueba absoluta, dada 
la forma "ii que se encuentra plantead;) la con el señor Estra- 
da, mucho más teniéndose en cuenta que Estrada era procurador 
en la provincia de Buenos Airea, donde según confesión d- 1 
Banco, los procuradores anteriores ¿Estrada fueron retribuidos 
en distinta forma de los de la capital federal ; debe, además te- 
nerse presente que Estrada llegó á ser no s'Jo procurador del 
Banco sinó también apoderado y abogado á la vez, lo que con- 
fiesa el apoderado del Banco en el escrito de foja 100, aunque 
negando qne Estrada interviniera en los juicios como abogado 
eon autorización del Directorio sinó por complacencia del jef e 
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de la oficina de asuntos legales, doctor Luis Lagos García. 

Enfrcmiciadeestos hechos es forzoso reconocer que las re- 
laciones «VI Banco con Estrada eran eapecialisimas. 

Desestimándolas anteriores defensas, que nunca serían prue- 
bas directas sinó indnctivas,ei juzgado debe declarar que no se 
ha presentado documento alguno que pruebe de una manera 
fehaciente que el señor Estrada esté pago ni él ta ha confesado 
al absolver posiciones ; faltan, pues, los elementos proscriptos 
por el artículo 3*6 del Código de Procedimientos para que la 
excepción de pago sea admisible. 

Suponiendo que el Banco Nacional tuviera raion en los he- 
chos que eipone, siempre el señor Estrada resultaría con dere- 
cho ¿ cobrar honorarios en aquellos juicios en que el Banco ob- 
tuviese un resultado favorable, puesto que el hecho de habérse- 
lo revocado el poder no puede arrebatarle derechos adquiridos; 
según ésto ti Banco, si hubiera sido admisible, habría podido 
oponer la excepción de espera, romo según se manifestó en el 
informe oral la ha opuesto en la ejecución que con los mismos 
fundamentos del presente juicio le ha promovido el doctor Es- 
trada ante este juzgado, pero nunca la de payo, puesto que el 
doctor Estrada puede tener derecho más tarde á eligir bono- 
rarios por los mismos trabajos que hoy reclama. 

El pago, para poder ser opuesto como excepción, 
relación directa é inmediata coala misma cosa que se 
lo que un sucede con la defensa del Banco, que sostiene no 
adeudar nada a Estrada en virtud de haber abonado sus ante- 
riores trabajos El Banco ha debido probar que nada adeuda en 
el presentí- ni en el futuro por los trabajos cuyo pago solicita 
hoy el doctor Estrada y ésto no lo ha hecho. 

En mérito, pues, de todas las consideraciones aducida» y de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 319 del COdigo de Pro- 
cedimientos, fallo: rechazando las excepciones de nulidad, 
falsedad de titulo y paño, opuestas por el apremiado, mandando 
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que el acreedor se haga pagu de su crédito y costas de) juicio 
con los bienes embarcados. 

Manuel A, Pórtela* 



Va II* de li* flitprani» C*rte 

Bueuos Aires, Juuio 7 ik 19(W. 

Vistos: Por ha fundamentos de la sentencia de esta Supre- 
ma Corte de fecha catorce de Dicíembr * del año próximo pasa- 
do (1) dictada en juicio igual al presente, seguido éntrelas 
mismas partes, de la que se agregará testimonio en forma, se 
revoca la sentemh apelada de foja doscientas quince. Hágase 
saber con el urigioal y devuélvanse. 

ABEL BAZAft.™ JUAN E. TOBRENT. 
— O. HAHTIfiEZ. 



€ AUNA » L\I\ 

El fis o nacional contra don l'abío Yuiíiaux t por cobro 
ejecutivo de ¡tesos ; sobre nombramiento de defensor de au- 
sentes. 

Sumario. — Sin que se evacúen las t itacionea legales, no 
puede hacerse lugar al nombramiento de defensor de ausentes. 



ilj Tomo ochentH y tres, página setenta y nueve. 
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Caso. — El procurador fiscal se presentó promoviendo juicio 
ejecutivo contra Pablo Vuilluni por cobro de una letra 
aceptada por éste, y para preparar la vía ejecutoria solicitó que 
se citara á Sonziui, á fin de que reconozca su firma, p.»r medio 
de un oficio dirigido al juez de pnz de Junin. 

Posteriormente, el procurador hVal pidió se librase oficio á 
la policía para que averiguase el paradero del demandado. 

Sin que hubiesen vuelto diligenciados los oficios de citación 
y á la policía que se libraron, el procurador fiscal solicitó que 
se diera intervención al defensor de ausentes, para que asumie- 
ra la representación del demandado, á quien debe considerar- 
se come ausente. 



frailo del Juez Federal 



La Plata, Octubre 8 de t«96. 

Autos y vistos: Segun las leves deforma, la intervención 
que tiene el ministerio de menores é" incapaces, no implica otro 
carácter le^al que el de una simple vigilancia de los procedi- 
mientos en los juicios que se refieren á la persona y bienes de 
los incapaces, pero no tiene la representación directa de loa 
mismos, y así en el fuero real romo la justicia federal, el mi- 
nisterio de menores, no puede entender sinó promiscuamente 
en esos juicio*. En aquella jurisdicción como en esta, al menor, 
al incapaz ó al ausente se le provee del representante legal, y 
el ministerio de menores entiende siempre subsidiariamente. 

No es posible involucrar una representación declarada por la 
ley, y convertirla en representación directa. Lo demás sería 
romper la armonía que existe en la legislación, y las leyes de- 
ben interpretarse bien y derechamente sin violencia, como lo 
decía una ley de partida. 
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T esta es precisamente la representación que rigen los artí- 
culos 44M y siguientes del Código Civil. 

¿Cuál eB el modo de obtener la representación de un ausen- 
te? La ley de procedimiento» lo indica. 

Llenadas estas formalidades, es deci r, comprobada la ausen- 
cia y declarada por los jueces, se da la representación necesaria, 
resultando entonces la incapacidad que recuerda el señor pro- 
curador fiscal y á que se refiere el inciso 5' del artículu 54 del 
Código Civil. 

Por esto no ha lugar á lo solicitado; hígase saber con el 
original é insértese en el libro de sentencias. 

.»/. §, de Aurreeoeehea. 



H»ilo de l« Suprema Corle 

Buenos Aires, Jnuio 7 de 1900. 

Víalos: No apareciendo en uutos que se hayan diligenciad o 
los exbortos librado-i para la citación del demandado, y no pro- 
cediendo por tanto, en el estado de la causa la petición hecha 
ií foja <>nce, se confirma el auto apelado de foja trece, y devuél- 
vanse. 

A BEL UAZAN . — OCTAVIO BÜNGE. — 
JUAN E. TORREHT. — B. HA II - 
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CAUSA VIsW 



Contra V ¡¡trian» Carrizo y otros, f>or infracción ó la ley 
df organización del ejército 

Sumario. — Debe sobreseerse en I;i causa si no consta de au- 
tos la comisión de tu infracción. 



Caso. — Lo explica el 



i a«i Ju«# t>*i«-n»t 

Rioja. Diciembre 2í* de L888 

X vistos : La presente sumaria instruida A lo^ ciudadanos 
r, primo Carrizo, Bairaundo Luza t Salvador Ramos y Mateo E. 
Altnonacid, corriente de fojaB I á 6, detenidos en el departa- 
mento guneral de policía de esta ciudad, por suponérseles in- 
fractores á la ley de organización del ejército y guardia nacio- 
nal, en virtud de no haber concurrido al llamado para la mo- 
vilización de la clase correspondiente :il año 1875, de lo que 
resulta : 

1° Que llamados los detenidos á prestar su declaración in- 
dagatoria, lo ban verificado en las corrientes de fojaa 2 á6 
respectivamente, manifestando uniformemente no haber sido 
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citados para la moví litación de los conscriptos correspond ¡entes 
al ;ti"i o 1875, no obstante encontrarse presentes en el depar- 
lamento d t su residencia, con excepción del detenido Mateo 
E van salino Almonacid ; quien di-clara que en esa fecha se en- 
contró ausente en la República de Chite desde el ano 1891, 
presentando en corroboración de este hecho él certificado expe- 
dido por el ex-coma-idaute del departamento General Sarmiento 
de foja 5 (declaración de foja 4 y vuelta). 

2 o Que han síd>. constituidos en detención por las autorida- 
des policiales locales de sus respectivos departamentos y remi- 
tidos ú esta ciudad, como lo confirma ha nota de foja 1 del jefe 
de la oficina de reclutamiento, poniéndolos á disposición de 




la declaración indagatoria por los detenido-;, 
se paso en vista al Procurador fiscal para que se expida sobre 
su mérito de conformidad á los artículos 442, 2* parte, y 460, á 
los efectos del artículo 441 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal y por los fundamentos del auto de foja i 1 , fecha 12 
del corriente, sin que lo haya verificado como ae demuestra á 
foja 14. 

Considerando: l 1 * Que por lo dispuesto en el artícu lo 342 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, el juez podrá 
decretar el sobreseimiento, en la forma de los artículos 441 , 
442, 2 a parte, y 460 del mismo, en cualquier estado del su- 
mario. 

j£ Que los procesados excusan su responsabilidad, fundán- 
dose en que no han sido citados para la primera movilización 
del año 1896, no obstante encontrarse presentes en sus respec- 
tivos departamentos, salvo el detenido Mateo E. Almonacid, 

declaración de foja 4 mella, corroborada con el certificado del 
ex-comandante del departamento General Sarmiento, de foja 
5, cuyas declaraciones no han sido contradichas, teniendo la 
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defensa indicada á su faror para no ser responsables por in- 
fracción legal, la disposición del artículo 5 o del decreto regla- 
mentario de la ley número 3318, fecha 23 de Noviembre de 
1895, sobre organización del ejército y guardia nacional que 
dice: € Con la debida anticipación, loa gobiernos do pro- 
vincia citarán á los ciudadanos quedaban presentarse, etc. » 
cuya disposición es concordante con el artículo 14 en su segun- 
da parle de la filada ley, en estos términos: «La falta de 
presentación sin rausa justificada, será penada con dos años do 
servicios continuados en el ejército permanente.» 

3 o Que aparte de lo expuesto en el considerando anterior, la 
captura de los detenidos por las autoridades policiales locales 
de los departamentos de la provincia, quienes [os han consti- 
tuido en dicho carácter, según declaraciones uniformes de los 
mismo?, confirmadas por la nota de foja 1 , del Jefe de la ofici- 
na de reclutamiento en esta ciudad, habría .sido causal bastante 
para la ilegalidad de dichas detenciones, por no ser autoridades 
comptentes para ello, de conformidad á lo determinado por el 
artícnlo 32 del decreto reglamentario de Ja ley de la materia, 
concordante con el artículo 14 de la misma (Pullos de la Su- 
prema Corte Nacional, serie 4 n , tomo 15, pagina 143). 

4 o Que por los fundamentos de los considerandos 2 o y 3 o , el 
juzgado debe sobreseer en la presente causa y en el estado en 
que se encuentre, sin haber mérito para ¡ asar al estado de pie* 
nario, de conformidad tí lo pedido por el defensor de los proce- 
sados don Alejandro C. Sanjurju, en su escrito corriente de 
fojas 15 a" 10, siendo la detención de los procesados además de 
injustificada, indebida ó ilegal, por haber procedido á su apre- 
hensión y constitufdoles en detención por autoridad notoria- 
mente incompetente. 

Por estos fundamentos y los concordantes del defensor de los 
procesados» no constituyendo la falta de asistencia atribuida á 
los detenidos Cipriano Carrizo, Raimundo Luna, Salvador Ra- 
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moa y Mateo E. Almo nucid, al llamado ala movilización del 
año 1890, un delito, de conformidad al artículo 14 de la ley 
número 3318, debo sobreseer y sobreseo en la presente causa, 
en Iob término» del artículo 434, inciso 2* del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal, en uso de la facultad conferida por 
Iob artículos 432 y 441 del mismo ; en consecuencia, diríjase 
oficio con inserción de la parte resolutiva de este auto, al Jefe 
general de policía, para que sean puestos inmediatamente <■» 
libertad y archívense e3tos autos, ejecutoriado que sea el pre- 
sente. Hágase saber. 

b aspar & Gómez, 



rallo de la Suprema C«rte 

Buenos Aires, Jimio 7 de 1900. 
Vistos: Atenta la naturaleza sumaria de la causa y teniendo 

hayan infringido la ley número tres mil trescientos diez y ocho 
y por los fundamentos concordantes del unto de foja veinte, se 
confirma ésto en cuanto absuelve á los acusados. Devuélvanse. 

ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORBENT. — H, HA El— 
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4 Al'fil.l tXXVI 



í'uií/i*« «fon /i/H«rí'o fíiVíí'i*. por infracción á la ley de impuesto* 
iiUemus; ¡tabre prescripción 

Sumario. — La prescripción en la infracción a la ley de im- 
puestas internos, a*» corre sino desde el dia en que se des- 



Caso. — Resulta de las siíiuit-ntes piezas: 



RESOLUCION ADHIMSTHA UVA 

Buenos A iros. Mayo 26 de 1898. 

Visto el presente sumaria y considerando: Que está com- 
probada con las coatancias del acta de foja % que don Ignacio 
Rieter poseía en su casa de negocio una existencia de seis pa- 
quetea de cigarrillos sin que llevaran adheridas tus estampillas 
que por la ley le corresponden. 

Que si como alega el interesado en su escrito de foja 4 loa 
poseía desde hace 4 anos, es decir, desde antes de la vigencia 
de la ley de tabacos, el hecho de tenerlos en su poder en esa 
forma, importa una infracción á lo dispuesto en los artículos 20 
y 26 del decreto reglamentario de la ley 3247, el primero de 
los cuales prohibe la posesión de artículos en tal forma, y el 
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Bogando obligaba á est 
Setiembre de 1895. 

Que corresponde reprimir esta infracción con lab sanciones 
establecidas en el artículo 33 de la ley 9081 , según así dispone 
el artículo 8* de la ley de tabacos. 

Forestas consideraciones, se resuelve 1 : Imponer á don Ignacio 
Rieter» una multado 200 pesos moñuda nacional, que deberá 
depositar dentro del tercer día en el Banco de la Nación Argen- 
tina á la orden de esta administración, á la que deberá pre- 
sentar loa justificativos del depósito. Notifiques?, anótele en 
el registro de multas y repóngase los sellos. 



VISTA DLL PllOt:UHADOR FISCAL 



Sefwr juez : 



Buenos Aires. Noviembre 1 do 189M, 



La prueba en que se funda la resolución apelada de foja 4 ( 
consiste en el acta de fojas 1 y 2, Urinaria por el mismo infractor 
lo que hace ineficaces las excusas con que después pretende 
eximirse de pena. 

En cuanto á la prescripción que alego, sin enunciar siquiera 
en qué ni por qué se ha producido, me bastará para destruir tan 
extraña pretensión hacer notar á V. 8, que el acta que sirve 
de base á esta acción, labrada el día que se constató la infrac- 
ción lleva la fecha 26 de Abril del corriente año. 

En consecuencia pido a Y. S. confirme la resolución apelad», 
con costas. 



i. Hotel. 
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filíenos Airea. Noviembre S9 de 1898. 

Y Tiitos y considerando : Que habiendo deducido el apelante 
la excepción de prescripción de )a acción, el juigado debe re- 
solver preferentemente sobre ella, dada su importancia legal 
para ta solución de este asunto. 

Que dicha excepción no debe admitirse, porque no resulta 
justificada en manera alguna de los antecedentes que obran en 
autos. En efecto, según el acta de foja I , que dió origen á este 
juicio, la infracción á la ley de la materia fué constatada en 36 
de Abril del corriente uño, habiendo transcurrido basta hoy, 
después de haber sido resnelu administrativamente, siete meses 
y tres días, es decir, mucho menos del tiempo que exige el inciso 
3* del artículo «9 del Código Penal para que se prescriba el 
derecho de acusar. 

Que si álo expuesto se agrega que los procedimientos no han 
sido interrumpidos desde que se descubrió la infracción, es for- 
mo convenir que la oposición de la excepción de la referencia 
no sólo es improcedente, sino temeraria. 

Que en cnanto á las demás defensas alegadas por el apelante 
el infrascrito no les acuerda mérito para modi6car la resolución 



Por estos fundamentos, se confirma con costas la sentencia 
apelada. Repuestos que sean los sellos, devuélvanse los autos 

ior de impuestos internos. 

Gervasio F. Granel. 



I 



VISTA DEL ««Olí PROCURADOR GENERAL 



Corte: 



Dueños Airei, Mano 2 de 1899. 



£1 recurrente lia reconocido en al acta firmada por él á foja 
% que había ordenado poner estampilla)» á los cigarrillos descu- 
biertos sin ellas, pero que aquella órden no Be habla cumplido. 

Eata prueba desvirtúa lo alegado en la expresión de agravios, 
no siendo ademas admisible la declaración contraria & la ley, 
de uo ser destinados a la venl 
los adquiridos con ese objeto, en una 
es un hotel. Por ello y # «rf*™*»*- MB|,Wa,,ÍM ní|tnsn ! 



procede la confirmación, con costas, de la 
foja 16, que solicito de V. E. 




recnrridafle 



Sabiniano Kier. 



F»||» 



Junio 7 de 1900. 

Vistos : De acuerdo coa lo expuesto y pedido por et señor 
Procurador general y fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja dieciseis, se confirma ésta» con costas. Hágu- 
ae saber con el original, y, repuestos loa sellos, devuélvanse ¿ 



ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUS- 
OS, — IBAS E, TOBREBTé — 

a. 
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Don Jos<< Mariocco contra ei Intendente Municipal de San 
Fernando, donCdrlos Z, Castro; sobre daños y perjuicios 

Sumario. — Sin justificar el daño, y reconociéndose además 
cu Ipu en *I demandante, debe desecharse con costa» la de- 
manda por daños y perjuicios. 



Caso* — Lo ei plica el 



La Plíta, Agosto 28 de 1893. 

T fistos : los seguidos por don José Mariocco, contra el in- 
tendente municipal de San Fernando don Cárlos Z. Castro, so- 
bra daños y perjuicios, con motiTo de haber ordenado e/em- 
bargo de un carretón y algunos canastos de frotas. 

Y resultando : 1* Que llorado ¿cabo el embargo del carretón, 
según la órdan que la Intendencia Municipal dió contra todos 
los mercaderes qoe no se encontraran manidos de las paten- 
tes municipales exigidas por la ley para poder ejercer la in- 
dustria mencionada. 

* Que en virtud de tal disposición y encontrando que el 
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mercader no llevaba consigo la mencionada patente, de la que 
debía ser portador, un oficial de policía dió lleno debido á la 
6rdeti de embargo, de lo que se reclamó por el .interesado al 
mencionado intendente señor Castro, quien ordenó le fuera en- 
tregado el carro por haber exhibido la constancia de) expresado 
pago de la patente respectiva, 

$* Que el mercader se negó á recibirse del carro, so pretexto 
de haberle sido sustraída la fruta, cuyo valor, decía, era de se- 
senta pesos, que debíen serle abonados. 

4" Que pasado tiempo en gestiones de la entrega del carro 
y el pago del val«r de las frutas, el intendente municipal or- 
denó le fuera devuelto el carro á su propietario, y el pago del 
valor de las frutas al reclamante mediante una protesta que 
figura de uit apoderado del demandante de reclamar, á pesar 
del arreglo, daños y perjuicios judicialmente, 

5° Que exponiendo varias consideraciones con respecto á 
]h pérdida de la fruta y al secuestro del carro, deduce la 
consecuencia de los daños materiales y morales que le fueran 
irrogados con motivo de la órden que dió la Intendencia y de la 
que se le hizo victima, avaluándolos en la suma de dos mil pesos 
moneda nacional, mencionando eti su valorización: seis me- 
ses «Le incapacidad para el trabajo por falta de medios para ha- 
cerlo, enfermedad sufrida por haber tenido que dedicarse á 
nn trabajo impropio á su organismo físico, privado de clien- 
tela y efecto moral del embargo. 

T considerando: l 4 Que el paoto á que se refiere el deman- 
dante sobre arreglo hecho con el intendente demandado, por 
el que se le hizo entrega del carro y se le pagó el valor de la 
fruta que perdió en el embargo, no está justificado por los 
medios de prueba previstos y sólo consta de la afirmación del 
interesado en lo que respecta á haber salvado sus derechos 
para reclamar los daños y perjuioios. 
2° Que la acción de daños y perjuicios procede contra el 



HE 

DI JUSTICIA NACIONAL |g| 

que dolosa j maliciosamente y coa arbitrariedad notoria ha 
abusado de su posición ó empleo, para causarlos especialmente 
y particularizándole con un indiriduo, pero no en una medida 
general tomada contra todoa loa contraventores de las orde- 
nanzas municipales (serie f, tomo 15, página 7). 

á" Que la responsabilidad en un hecho semejante al que se 
denuncia y por el que se demanda, es imputable al que eje- 
cuta Ta orden, si ha ultrapasado el cumplimiento de ella en sua 
términos, ó no ha reconocido los hechos mediante lo qoe ha 
debido cumplir con sus deberes y nunca al que ejerciendo la 
autoridad, dentro del circulo de sus atribuciones, expide Ór- 
denes de administración que al llenarlas han sido mal inter- 
pretadas ó fallamente ejecutadas 6 con violencia óeon exceso. 

4° Que el intendente, dentro del círculo de sus atribucio- 
nes, no pudo ser responsable si al ejecutarse sus órdenes» no 
fueron cumplid as con U exactitud que las impartió, nopndiendo 
suponerse, ni menos presumirse, la arbitrariedad sin la raion 
Ó la prueba de la voluntaria transgresión legal, porque no es 
dable suponer interés alguno, ni intención de dañar, cuando 
la persona perjudicada es ajena 4 todo motivo de presunciones 
ó intereses que afectaran la imparcialidad del funcionario. 

5° Que la pérdida de casería ó habituales compradores en 
ese ramo, no se equipara á la de) comercio propiamente dicho, 
por la diferencia intrínseca que existe en el giro respectivo, 
Unto de crédito como de capitales, así como el efecto moral de 
un embargo no afecta tampoco ai industrial de cuantía tan ín- 
fima, como es el frutero, cuyo capital no suma en el sub-judice y 
ni aun siquiera una eenteoa de pesos. 

6- Que los artículos 1109 y 1 112 del Código Civil no son apli- 
cables al caso traído á juicio, porque ni la negligencia del 
funcionario público, han irrogado los perjuicios que se recla- 
man . 

7 o Que los daños y perjuicios no pueden exceder de las ren- 
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ta» que product e) capital en el giro del negocio á que era des- 
tinado, siendo inverosímil que un capital de sesenta pesos re- 
ditué dos mil pesos moneda nacional en sais meses. 

Por estos fundamentos* fallo : absolví end o de la demanda al 
señor intendente municipal de San Fernando, don Cirios R. 
Castro, que le ha interpuesto don José Mario, con costas, y todo 
de acuerdo con lo preceptuado por la ley 2, título 15, partid u 
7 ; artículo» 1109 y 1112 del Código Civil ; y ley 8, titulo 22, 
partidu 3. Notifíquese con el original, regístrese en el libro de 
sentencias y repónganse las fojas . 

M, S. de Aurrecoechea . 



«fe I* SUstfSM C«r«# 

Buenos Aire», Junio 7 de 1900. 

Vistos: Qne el actor no ha justificado que el demandado don 
Carlos Z. Castro le baya ocasionado algún daño que dé naci- 
miento á la acción intentada por las medidas de carácter gene- 
ral tomadas en uso de sus atribuciones, 

Qne el demandante se ha reconocido culpable en el documen- 
to de foja sesenta y cíete, por no haber ¡tacado la patente en el 
plato que la ley acuerda, y á la que estaba obligado. 

Por esto y fundamentos concordantes v lo resuelto por estn 
Suprema Corte en los casos que se registran en el tomo cin- 
cuenta, página cincuenta, y tomo sesenta y dos, página cua- 
trocientas veinticinco, se confirma, con costas, la sentencia 




ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUS- 
GE. — JUAN B. TOftttBHT.— 
H. HABTIMBZ, 
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Don Pablo del Valle contra la empreta del Ferrocarril del Sud 

sobre daños y perjuicios 

Sumario. — En las demandas por reparación de daños proce- 
dentes de actos ilícitos de carácter civil, la acción un puede 
prosperar si no se prueba que el hecho en que so apoya ha sido 
generador de un perjuicio apreciante en dinero, causado al de- 
mandante. 



Caso. ~ Resulta del 




Buenos Aires, Harto 4 de 1899. 

Y vistos estos autos de cu jo estudio resulta : 

1° Que don Pablo del Valle por intermedio de su apoderado 
don Cenobio Córdoba, se presentó á foja A, manifestando : que 
interponía demanda contra la empresa del Ferrocarril del Sud. 
sobre indemnización de daños y perjuicios, que estimaba en 
50.000 pesos moneda nacional, basado en los siguientes ante- 
cedestea : El 15 de Setiembre de 1807, doña Edurigea Barra- 
gan de Gil**, en compañía de su hija Eusebia Aralos, tomaron 
el tren que sale de Mar del Plata en dirección á esta ciudad 

- 
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llevando en su compañí» i do» menorea nietos suyos, hijos de) 
actor. El día indicado y momento* antes de llegar á la esta- 
ción Temperley, el guardatran significó en vos alta & los pasa- 
jeros, que aquellos que fueran con deslino á alguna de las esta- 
ciones intermedia» entre Temperley y Constitución, debían ba- 
jar en aquélla porque el tren no pararía hasta la última, por 
venir el convoy atrasado; operación que hicieron machos délos 
viajeros, como también la señora de Giles y su hija Eusebia, en 
compañía de los dos niños, confiados en que el tren no camina- 
ría hasta que no descendiera el último de M viajeros, así como 
se. les daría el tiempo necesario y prudencial que marcan los re- 
glamentos y leyes de la materia. En momentos que Eusebia 
Avalos se disponía á bajar calando sobre la plataforma del co- 
che, el tren arrancó violentamente; el choque consiguiente con 
el vagón contiguo y el sacudimiento de que fué objeto, todo 
ello en un instante, hicieron que la criatura, desprendiéndose 
de sus brazos cayera entre las ruedas del convoy y varías per- 
sonas impidieron se arrojaseaqurlla para salvar la criatura, que 
ya había sido destrozada por el tren; y coya máquina detuvo 
su marcha debido á los gritos y señales qne se hioieron ; la ni- 
ña fué sacada de la vía, falleciendo pocos instantes después. 

Que el tren arribó á Temperley con mucho atraso, entrando 
A la estación en momentos que de Constitución llegaba otro. El 
jefe de ese panto despachó á ambos á la ve* , no obstante ta 
prohibición legal de poderlo hacer y con el propósito de recu- 
perar el horario perdido y hacer desaparecer el atraso que traía, 
sin dejar tampoco materialmente el tiempo necesario á los pasa- 
jeros para que bajaran, demorando apenas un minuto, y sin 
que un guarda recorriera siquiera los coches para cerciorarse si 
las personas que venían a su destino habían descendido. 

Que dada la culpa evidente de la empresa, pide sea condena- 
da, en definitiva, I satisfacer la indemnización indicada, con 
costas. 
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Que la empresa, evacuando á foja U el traslado conferido, 
pide el rechazo de la acción, también roncónos, exponiendo: 

Que el 15 de Setiembre de ÍW7 t dos personas, que aparecen 
llamarse Eduvigea Barragan de Giles y Eusebia Avalos, subie- 
ron con dos criaturas en la estación Mur del Plata, en el tren 
numero 46, con direodon á esta ciudad, tomando sus boletos 
parala estación Constitución. El tren llegó á Teniperley con 
una demora de 17 minutos, y á pesar de ello, se detuvo el 
tiempo necesario para que bajaran los diversos peajeros que 
debían quedar allí, entre ellos, dos individuos presos y ma- 
niatados acompañados por agentes de policía, y al mismo tiem- 
po para poder descargar más de i; :.nltos. Hecha la descarga y 
descendidos los pasajeros que debían hacerlo, se dió la señal 
de partida y el tren se puso de nuevo en movimiento, sin arran- 
car violentamente, como se afirma. 

Apenas comenzada la marcha se oyeron gritos de alarma 
que indujeron al peón Feruaudei á subir á uno da los coches y 
cortar el freno automático, deteniendo el tren casi d los cinco 
metros, y, averiguado lo ocurrido, resultó que una de esas se- 
ñoras había cometido la imprudencia de intentar descender con 
una de las criaturas de 20 meses de edad, en loa brazos, sin x 
aviso ni indicación al guarda. Salió á la plataforma del coche 
sin ser vista por los empleados y al aproximarse al estribo, 
probablemente ia asustó el movimiento del tren; el hecho fué 
qno dejó caer á la vis á la niñita t que fué recogida con graves 
lesiones, falleciendo poco tiempo después. 

Que dada la forma como se produjo el accidente, resulte que 
no hay la menor inmutabilidad de culpa y, por Unto, no puede 
pesar sobre la empresa las consecuencias i que alude el actor. 

Que los hechos fundamentales de la demanda son falso?, 
porque lis señoras no iban i Temperley, sino á Constitución \- 
sí quisieron interrumpir el viaje de leron haberlo puesto en co- 
nocimiento de los empleados del tren, y porque éste estuvode- 
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tenido en U estación no menos de dos minutos, mocho tiempo 
más del que fué necesario para que las señoras bajaran sin pe- 
ligro a! juno. 

Que tampoco es exacto que el tren número 46, entrara á la 
estación Temperie? al mismo tiempo que otro que venía en di- 
rección opuesta, paes el primero entró cuando el otro salía. 

Que, ademas, aun cuando se admitiera la responsabilidad 
del Ferrocarril, no se concibe que el actor, cuja personería no 
ha comprobado, y no reconoce tampoco, pretende una indem- 
nización de 50.000 pesos, siendo así que, lo que razonablemen- 
te podría estimarse el perjuicio efectivo, sería en la suma de 
100 pesos moneda nacional. 

2* Que recibida la causa á prueba, se ha ofrecido la qtie ex- 
presa el certificado del actuario de foja 218 y posiciones de fo- 
ja 221 , habiéndose agregado el alegato del actor y llamádose 
autos para sentencia, quedando con ello la causa en estado «le 
su pronunciamiento. 

Y considerando: 1° Que no obstante el desconocimiento he- 
cho por el demandado del carácter de padre de la menor Edu- 
viges ó Amadea del Talle, que el actor se atribuye y con cuyo tí- 
tulo y en virtud de -u defunción, foja 149, instaura su acción, 
los documentos de fojas 19, 27 y 79 comprueban suficiente- 
mente esa paternidad, desde que dichos documentos son ins- 
trunientos públicos, que con aneglo A nuestra legislación civil 
constituyen prueba legal , 

Que de las constancias de autos resulta evidentemente com- 
probado que el accidente que causó la muerte de laniñitu hija 
del actor, se produjo por hecho culpable exclusivamente im- 
putable ¡i empleados de la empresa del Ferrocarril del Sud, de 
donde surge su responsabilidad civil, á raíz del artículo 1113 
del Código Civil, de lo dispuesto por el 1109 cuando establece 
que todo el que ejecuta un hecho que por su culpa ó negligen- 
cia ocasiona un daño á otro, está obligado Á la reparación del 
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perjuicio, y de lo dispuesto en el artículo 380 del reglamento 
general de ferrocarriles. 

V Que la empresa demandada á los efectos del artículo 65 
de la ley número 2873, rindió la prueba que instruje el certi- 
ficado del actuario, & fin de comprobar la naturaleza fortuita 
del accidente, y con ello su inculpabilidad, pero examinando 
atentamente tas prueba resulta ser ella insubsistente, razón por 
la que corresponde ser desestimada judicialmente. Las declara- 
ciones de sus testigos que deponen á fojus 181 T 196 r 197, ai 
tenor del interrogatorio de fojas 182 y 105, y aun los informes 
de fojas 119,210 y 211 nada prueban en el sentido de neutro- 
litarla responsabilidad exigida ¿ la empresa, desde que, aun 
dando por sentado hipotéticamente ser cierto que el tren nú- 
mero 46, que causó el accidente, paró en Temperley m¿s do do - 
minutos y que entre los distintos pasajeros qu<* bajaron venían 
vigilantes conduciendo presos á dos hombres, con esposasen las 
manos, aun en tal mi puesto, no excusaría esa responsabilidad, 
desde que el demandado un modo alguno ha justificado sus de- 
más afirmaciones, aparte de que esa misma detención del Uen 
en Temperie?, por espacio tan breve acusa por sí mismo uou 
falta séria, pues es materialmente imposible é inverosímil, qu< 
en ese lapso de tiempo pudieran haber bajado sin peligro v 
comodidad esos pasajeros, entre los que figuraban hombres, 
mujeres y niños y aun presos con esposas en las manos, con <• 
se sostiene y también pudiera haberse descargado los 14 bultos 
que se dijo traía el tren para Temper ley. £1 mismo retardo con- 
fesad» conque el tren entró á Temperie?, y que á estar al in- 
forme de foja 119 fué de 18 minutos, es motivo fundado para 
suponerla precipitación con que se procedió á desocupar el tren, 
precipitación comprobada indiscutiblemente poT las declaracio- 
nes de fojas 44 á 47 vuelta, fojas 51 á 53 vuelta, cuando se 
afirma que el tren apenas demoró un minuto, tiempo por con- 
siguiente absolutamente imposible para realizar los actos 
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apuntados, j también implícitamente lo está por las de fojas 
85, 100, 103 vuelta, 105, 109 y 110 respondiendo á la sexta 
pregunta del interrogatorio de foja84, cuando dicen que algu- 
nos pasajeros aun no habían descendido del tren, cuando éste 
se punten movimiento, sin darles tiempo para bajarse. Esa» 
declaraciones excusan todo comentario y patentizan, incontro- 
vertiblemente, la actitud culpable de los empleados de la empre- 
sa demandada. 

No existe, por otra parte,un solo testigo que justifiquela afir- 
mación del demandado, de que el peón Fernandez hubiese su- 
bido á uno de los coches del tren y cortado el freno automá- 
tico, haciéndolo parar á 5 metros ; y, poT él contrario, su lesti- 
tigo de foja 114 lo contradice al afirmar que el tren paró como 
ú diez metros de la oficina del jefe, aseveración que está de 
acuerdo con lo dicho por algunos de los testigos del demandante. 

3* Quif en contraposición a esta prueba, existe la ofrecida 
por el demandante, la que acabadamente comprueba todas las 
afirmaciones de la demanda y en especial qae el accidente se 
produjo por culpa exclusiva délos empleados de la empresa. 

En efecto, los testigos que deponen á fojas 44 y 45 vuelta, 
foja 51 y foja 53 vuelta, al tenor del interrogatorio de foja 43, 
los de fojas 85, 100 y 105 vuelta al tenor del interrogatorio de 
foja 84, el do foja 127 al tenor del de foja 124, y el de foja 114 
vuelta al tenor del de foja 114, con insensibles variantes, afir- 
man que cuando el tren se puso en movimiento algunos pasaje- 
ros no habían descendido completamente de él. Que en momen- 
to:» de salir el tren con dirección á Constitución se despachó 
otro desde Temperley para afuera. Que la señora Éusebia A va- 
los, que conducía á la niña que cayó dentro de. las ruedas del 
tren, estaba parada sobre el balcón del vagón y pudo ser vista 
tanto por el jefe de estación como por cualquier empleado de 
la empresa, agregando el de foja 100 que del sacudón que el 
tren dió, una de las señoras fué arrojada á la vereda, y el de 
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foja 105 dice que las señoras salían del coche cuando el tren se 
paso en movimiento dando un sacudón ; que el guardatren 
anunció en alta voz que los pasajeros que fueran para Lomas de 
Zamora y estaciones intermedias hasta Barracas al Norte, de- 
bían bajar en Temperie?, pues ese tren sólo pararía en Cons- 
titución, por ser rápido, y que el atraso que ese tren traía era 
visible cuando entró á Temperley. 

4 o Que basta leer estas simpleaenunciaciones, para convencer- 
sede la incuria é indiferencia culpable de esos empleados, que sin 
adoptar las precauciones rudimentarias para la seguridad de la 
vida de los pasajeros j en i ontraveucion á sus propios regla- 
mentos, ponen en movimiento un tren cuando sus pasajeros 
aún no habían ni siquiera tenido el tiempo material para des- 
cender de él, despachando otrosimultáneamente, y lo que es aun 
más grave, habiéndolo sido éste no por el jefe de la estación 
sinópor un simple telegrafista Ü (declaraciones de fojas 85, 100 
y 105 vudta, y de foja 133, dada por el jefe delu estación Tem^ 
per ley). 

5 a Que la afirmación de la empresa de que ta señora Barra- 
gan de Giles y su hija Eusebia tomaron boleto de Mar del Plata 
en dirección á Constitución, es infundada y resulta improbada; 
y la diligencia de fojas 58 y 59 la contradice y confirma lo ase- 
verado por el actor, de que el destino de esas señoras era el de 
Barracas al Norte y desde luego, si bajaron en Temperley fué 
por la razón que expresan, estoes, por motivo de la órden dada 
por el guardatren. 

6° Qne comprobada la existencia de) accidente que motivó 
la muerte de la niñita bija del demandante y establecida la 
culpabilidad de los empleados de la empresa del Ferrocarril dej 
Sud, nace ía obligación de parte de ésta de indemnizar el per- 
juicio causado, perjuicio que el juzgado, en uso de la facultad 
privativa acordada por los artículos 10*3 y 1084 del Código 
Civil, y teniendo en consideración la edad y sexo de la víctima 
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y lo que pudo gastarse en luto y entierro de la misma, fija 
prudencialmente la suma de 4500 pesos moneda lega! por toda 
indemnización de perjuicios. 

Por estos fundamentos, falto : condenando á la empresa del 
ferrocarril del Suri, á pagar á don Pablo del Valle, dentro de 
diei diaa de consentida esta resolución, la suma de 4500 pesos 
m»ncda nacional legal , como indemnización de todo perjuicio 
por la muerte de su hija Eduvigeaó Amadeadel Valle, ocurrid» 
enn ocasión del accidente que instruye la demanda, con costas 
al vencido. Notifíquese con el original, y repóngase las fojas 
simples. 




Agustín Urdinarrain. 



ralle d* I» Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 7 de 1900 

Vistos y considerando : Que a consecuencia del accidente 
¡tweido el quince de Setiembre di' mil ochocientos noventa y 
siete, que ocasionó la muerte de la menor Julia Eduvigea Amu- 
den del Valle, nacida en diez y ocho de Febrero de mil ochocien- 
tos noventa y seis (partida de foja setenta y nueve) el padre 
natural de la expresada menor, demanda á la empresa del 
Ferrocarril del Sud, por los daños y perjuicios que ese hecho le 
ha acastañado, que estima en la cantidad de cincuenta mil 
pesos, á cuyo pago pide se condene al demandado, así como 
también á las costas del juicio. 

Que el demandante basa ta responsabilidad del demandado en 
la culpa y negligencia que atribuye á los empleados de la em- 
presa. 

Que en virtud de esos antecedentesqne revellín la naturaleza 
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de los hechos que sirven de fundamento á la acción, y de las 
citas legales que el actor ha invocado en el juicio, se trata en 
el caso de ana demanda por reparación de daños y perjuicios, 
procedentes de un cuasi delitu, ó sea de un acto ilícito de ca- 
rácter civil. 

Que la acción deducida en tal concepto no puede prosperar 
sinó & condición de que el hecho en que aquélla se apoya, haya 
sido ó sea generador de un perjuicio susceptible de apreciación 
pecuniaria cansado al demandante, porque no hay acto ilícito 
punible d los efectos de las sanciones del Código Civil si no 
hubiese daño causado ú otro exterior, que lo pueda causnr y sin 
que :i sm agentes se les pueda imputar dolo, culpa Ó negligen- 
cia (artículo mil sesenta y siete, código citado), y porque hay 
daño á los mismos efectos siempre que se causare i otro algún 
perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria, 6 directamente 
en las cosas de su dominio 6 poseaion ó indirectamente por el 
mal hecho á su persona ó á sus derecnos ó facultades (artículo 
mil sesenta y ocho). 

Que correspondiendo a. actor la prueba de la existencia real 
de daño» y perjuicios cuando es su reparación lo que es el ob- 
jeto de la demanda, don Pablo del Valle ha debido probar que 
la muerte de su hija Amadea le ha causado darlos susceptibles 
de apreciación pecuniaria. 

Que, entre tanto, no sólo no ha producido prueba alguna i 
ese respecto sinó que ni siquiera ha expresado en la demanda, 
en qué consisten las ganancias de que ha sido privado, 6 los 
perjuicios pecuniarios que ..a sufrido á consecuencia del acci- 
dente, limitándose i hacer valer el hecho de la muerte de su 
hija, cuando aegun se ha hecho ya constar, el pleito Tersa sobre 
las consecnencias de un cuasidelito del derecho civil y no de 
un hecho clasificado de delito por el derecho criminal, á que se 
aplica el artículo mil setenta y ocho del Código Civil con arre- 
glo á sus términos claros y precisos. 
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Que el artículo mil ochenta y cuatro del Código Civil, que en 
e) caso üe homicidio impone al responsable de las consecuencias 
civiles del hecho el deber de pagar lo que fuere necesario para 
la subsistencia de la viuda é hijos del muerto, disponiendo así 
en consonancia con esos principios generales ja mencionados, 
relativas á la clasificación de lo que debe entenderse por daños 
reparables, demuestra que don Pablo del Valle, que no se halla 
comprendido por sus vínculos de alianza o parentesco entre las 
personas designadas en este artículo, ha estado en e! deber de 
acreditar que por ser alimentario de su hija Aroadeaó por otro 
motivo, era acreedor á las reparaciones civiles que la ley auto- 
riza cobrar. 

Que no habiéndose probado la exUttncia real del daño repa- 
rable, no hay necesidad de averiguar si la empresa ha incurri- 
do en responsabilidad por el hecho de que se trata. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo resuelto por 
esta Suprema Corte en el caso que se registra eu el tomo sesen- 
ta y dos, página cuatrocientos veinte y cinco de sus fallns, y en 
las causas Posse con Lacroze {Agosto veintinueve de mil ocho- 
cientos noventa y nueve) y Montero con Ferrocarril Central 
Norte (Setiembre doce de mil ochocientos noventa y nueve) : se 
revoca la sentencia apelada de foja doscientas treinta y siete, y 
se absuelve, eu consecuencia, ala empresa de la demanda de foja 
tres. Notifiques? con el original y t repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

ABEL DAZAN. — OCTAVIO IU.NGK — 
JUAN E. TÜRRENT. — II. SUIl- 
TISEZ, 
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Don León Uzurum contra et Ferrocarril del Oeste; sobre daños 

y perjuicios 



Sumario. — La parada repentina del tren, de la que se lace 
derivar el daño, no constituye por sí sola ana infracción a tu 
leyes y reglamentos de la materia ; y no probándose de otro 
modo la existencia de culpa en loa empleados de la empresa del 
ferrocarril, done ésta ser absuelta rte la demanda de danos y 
perjuicios, 

Cano. — Resulta del 



del Ih«s Federal 



Buenos Airea, Noviembre 18 de 1898. 

Y vistos : Para sentencia estos autos, de los que resnlta : Que 
don Emilio Fernandez, con poder de don León Uzurun, se pre- 
sentó á foja 6 promoviendo demanda ordinaria por cobro de 
pesos contra la empresa del Ferrocarril del Oeste de Buenos Ai- 
res, procedentes de daños y perjuicios basado en los siguientes 

I. LI»T i. 
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antecedentes : Que con fecha 13 de Diciembre de 1896, siendo 
las 9 y media p. m. más ó menos, TJaurnn, que viajaba como 
pasajero de segunda clase, y a la altnra de las calles Billin- 
ghurst y Bastauiante fué bruscamente despedido del tren, ca- 
yendo i un costado de la vía, sufriendo con la caída lesiones se- 
rias internas. 

El actaaJirmaque tomó el tren en la i-stacion Morón, media hora 
antes del hecho» y como el coche de segunda clsKe.alque subió, 
se encontraba completamente lleno, por ser diade tiesta, no nudo 
tomar asiento, viéndose en la necesidad de hacer el viaje de pié, 
lo mismo que otras personas, á causa de ia imprudencia de la 
empresa al no hacer agregar los coches de pa sajems suficientes 
para el servicio de ese tren. Cuand D ocurrió el accidente. TJzu- 
run venía parado en el interior del coche y recostado sobre la 
puerta delantera, la que se encontraba abierta. Al llegar el tren 
al sitio expresado, debido tal ves ¡í un choque ó al propósito de 
evitarlo sufrió un detención tan rápida y violenta que los p?U 
sajeros que iban sentados fueron despedidos desús alientos 
hácia adelante, produciéndose los consiguientes choques entre 
ellos, mientras que Uaurun fué despedido hacia la plataforma 
y de ésta al costado izquierdo de la vía, y como la escena fué 
tan rápida, algunos testigos quisieron intervenir pero el tren 
había cobrado ya su marcha primitiva. Cuando el tren pasó, 
algunos transeúntes lo recogieron del suelo completamente 
desmayado, siendo llevado á una botica próxima y de ésta al 
Hospital Han Roque, donde se le practicó la primera cura . 

Qne estima los perjuicios recibidos eu 6000 pesos moneda n¡i- 
etonal, haciendo presente que es de oflcio alpargatero, casado, 
con varias hijas, cuya subsistencia tiene qne atender, y bn^a 
su reclamación en los artículos i 109 y correlativos, y 1006 y si- 
guientes del Código Civil, y disposiciones concordantes de la 
ley y reglamento de ferrocarril vigente. 

Que la empresa demandada se presentó á foja 12 evacuando 



H traslado conferido pidiendo el recham de la acción, con eos- 
tas en rutón do ser faltó Ja causa qne se aíribuyóal accidente. 

Que Uiurun tomó el tren en MorcM lt tenia en nn coche de según- 
da clase, ocupando su .siento, y al llegar i las calles expresada 
como el tren marvhase con lentitud, aquel abandonó su asienta 
y sal,, al halcón del eche, y qne sea que creyese haber Ilegal, 
al punto de su destine ¿ se!i ({lletu1 . ieríl , ;t intt;ncion Je ¿¿¿^ 
,provechand tl la lentitud de la marcha y de la circunstancia de 
l« altura do ln dowicb, el heehoes que t ,urun, se cavó 
o set,ro al suelo, ain que nadie se apercibiera del accidente 
rawp dor la que el tren continuó la marcha que llevaba De II, 
fue recogido por un sargento de Ja comisaría H y conducido á 
la misma, donde prestó declaración. 

Que no es cierto que haya habido parada violenta, ni choque 
de trenes, ni es admisible esta suposición de la demanda por* 
que e^tieud, doble TÍa, tos trenes marchan respectivamente 
ml l d<i la mm^msm ladirecion qne lieran, de donde 
resolta qne el aceidente sufrido por el actor se debe á su p W . 
Pía culpaó imprudencia, y qi ,e con arreglo al trtfeulollll del 
Código Cml la empresa no ha incurrido en responsabilidad 
alguna. 

Que recibida la cansa á prueba por auto de Tuja 16 se ha 
producido la que determina el certificado del señor gWéiafio 
de foja 60, habiéndose agregado los alegatos de Jas partes y 
llumadose autos para sentencia, 

Í considerando : Que la empresa demandada si b,en reconoce 
el carácter leve de las lesiones causadas i León Tauro,, 
discrepa sobre su origen, atribuyéndolas á mera culpa de la 
vH.ma al realizar actos de verdadera imprudencia. Desde le- 
go, reconocido por acto propio del demandado la cansa encien- 
ta del daño reclamado, Ja existimo!* rea] de esas lesiones |« 
que por otra parte, se encuentran justificadas por el certificado 
feKllMKfl de foja 2, ratiíicado á foja 43, corresponde estudiar 
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la procedencia de la lespousabilida 1 atribuida á ta misma ni 
mérito de la prueba ofrecida y de acuerdo con las disposicio- 
nes legales en vigencia. 

Que es elemental y asi expresamente lo previene el artículo 
55 de la ley nacional número 2873 f que la tarea de la produc- 
ción de la prueba corresponde en el sub~judicei la empresa de- 
mandada á fin de justificar que el daño causado resulta rk caso 
fortuito ó de fuerza mayor. 

Que desde luego se observa que la empresa demandada n<> 
ha probado sus afirmaciones hechas á la contestación del pleito 
como tampoco ha demostrarlo la existencia de la culpa ó impru- 
dencia atribuida al actor, único cas> en el que quedaría exenta 
de la responsabilidad atribuida, y por consecuencia corresponde 
en justicia qut¡ toda responsabilidad sea judicialmente declara- 
da, en mérito de lo preceptuado en los artíc ulos 1100 y 1113 
del Código Civil, que imperativamente previene qua todo el que 
cause undauoáotro, está obligado a la reparación del perjui- 
cio, y que esa obligación se extiende á los daños que can- 
sasen los que están bajo su dependencia ó por razón de las 
cosas de que se sirve ó que tiene a su cuidado. 

Que la única prueba rendida por la empresa consiste en la 
instrumental de foja 46 vuelta y foja 5i, pero la denuncia que 
la primera contiene, prestada ante la comisaría respectiva por 
el agente Luis García, tendente á comprohar que el dia del ac- 
cidente encontró i Uzurun ébrio, no merece valor legal : 1*pur 
tratarse de un testimonio legalmente sospechoso y exclusiva- 
mente útil para la indagación sumaria, pero inútil á los efectos 
de un juicio ordinario (inc. I o del art. 076 del Código de ins- 
trucción criminal; 2* porque esa declaración no ha sido en par- 
te alguna ratificada con la solemnidad de ley y ante juez com- 
petente ; 3" porque las declaraciones uniformes y contestes de 
fojas 21 vuelta, 23 y 37 atestiguan incontrovertiblemente 
todo lo contrario de esa afirmación, comprobando que el acci- 
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dente fué ocasionado por una fuerte sacudida y detención sú- 
bita del tren, la que fué causa de que Uzurun, que Tenía dfi 
pié en el coche, por estar ocupado^ sus asientos, ínera arrojad o 
ai cost ido izquierdo de ta vía, y por las di' fojas 27 y 38 vuelta, 
que afirman que aquél no pudo contestar á las interrogaciones 
que ^e le hicieron á causa de hallarse privado de sus facultades 
mentales, debido al golpe recibido y con lo que virtualmente 
se destruye la pretendida deel iracion que se le atribuye haber 
prestado ante la comisaría M* (foja 47 vuelta), acto éste que 
ha sido desconocido por el actor y que resolta igualmente in- 
juatificndo. En cuanto al informe del comisario Rey noso, las 
consideraciones precedentes le son de rigor aplicables, y desde 
luego invalidan su afirmación, independientemente de tratarse 
de un informe expedido sin las formalidades de derecho y que 
por razón de su singularidad no merece fé probatoria: tesiis 

unus testis mütus. 

Que, por consecuencia, resultando improbada la impruden- 
cia atribuida á Uzurtin por la empresa y estando d roídamente 
comprobada la causa real del accidente culpable que causara 
las lesiones reconocidas por el demandado é informadas á foja 2, 
corresponde determinar la importancia del daño recibido, el 
que en atención á la facultad discrecional acordada il juzgado 
por los artículos 1083 y 1084 del Código Civil, y en raz m de 
los antecedentes que suministra dicho informe acerca de la 
naturaleza, clase, tiempo que tardará en curar las lesiones y 
posibles complicaciones ulteriores que pueden tener, así como 
la profesión de la víctima y lo que se confiesa ganaba diaria- 
mente, extremos estos que autoriian á tenerlas por exactas, por 
no haber sido desconocidas en La contestación de la demanda 
(art. 86, ley nacional de procedimientos), queda fijada en la 
cantidad de dos mil quinientos pesos moneda nacional* 

Forestes fundamentos, fallo: condenando ¿la empresa del 
Ferrocarril del Oeste de Buenos Aires á abonar, dentro de diez 
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(lias, á don León Uzurun, por vía de indemnización de todo 
perjuicio la cautidad de dos mil quinientos pesos moneda na- 
cional, con costas. 

Notifiques^ original y repónganse los sellos. 

Agwtin Urdinarrain. 



Falla de I* Suprema Corle 



Huenos Aires. Junio 7 de 1900. 

Vistos y considerando : Primero; Que el fundamento princi- 
pal de la demanda de toja dos, esta culpa ó negligencia de la 
empresa demandada en el suceso que cansó las lesiones sufridas 
por el actor. 

Segundo: Que la prurbu de la culpabilidad de la empresa 
requerida por razón de lo dispuesta en el artículo mil cienc> 
nueve del Código Civil, y por razón de no constituir por si sola 
la parada repentina de un tren, infracción á las leyes y regla- 
mentos de la materia, falta por comptetD en tas diligencias qne 
corren de fajas diecisiete á cuarenta y tres, contando el mismo 
actor apenas con las deposiciones de testigos de la calidad qm- 
He relaciona á foja diecisiete, que fuera de diversas circuns- 
tancias que las harían objetables .adolecen del defecto de decla- 
rar cosas inverosímiles, poT lo cual sus declaraciones carecen 
de valor, según las reglas de la sana crítica á las que debe ate- 
nerse sobre el particular como lo dispone el artículo ciento 
vt dntisiete de la ley de procedimientos. 

Tercero: Que los testigos de fojas veintidós á veinticuatro, 
que se dicen presenciales de lo ocurrido en trece de Diciembre 
de mil ochocientos noventa y seis, deponiendo ellosen Marzo de 
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mil ochocientos noventa j ocho sí bien contestan que lo pre- 
gan tado es cierto, aparecen declarando que en una parada re- 
pentina del tren cuya cansa ignoran lo que hace imposible apre- 
ciar si puede esta causa atribuirse & hecho de la empresa ó sus 
agentes, el actor que iba de pie en un coche frente á la puerta 
de éste, fué despedido hacia un costado del mismo coche, y con- 
siguientemente n la fía y no hácia adelante «le la posición en 
que se hallaba, como verosímilmente debía suceder. 

Cuarto ; Que tampoco ha producido el actor la prueba ofreci- 
da á foja tíos vuelta acerca de los hechos que se hirieron cons- 
tar en el sumario de policía que le era conocido teniendo las 
constancias de estos sumarios la importancia que les acuerda el 
Código de Procedimientos en lo Criminal en su artículo ciento 
noventa y siete, por razón de las formalidades que en ellos de- 
ben observarse según el artículo ciento noventa y uno del mis- 
mo Código. 

Quinto : Que faltando la prueba del heoho capital de la de- 
manda, no es necesario averiguarlas consecuencias que se atri- 
buyen al mismo hecho, qne no constituyen por sí solas la causa 
generatriz de la indemnización reclamada. 

Forestas consideraciones se revoca la sentencia apelada, co- 
rriente de fojas sesenta y dos á setenta y seis vuelta, declarán- 
dose absuelta á la empresa demandada de la demanda de foja 
dos. Notifíquese original y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BASAN. — OCTAVIO MU- 
GI. — JUAN B. TOBBBHT. — 
H MARTIN». 



.... 

fALLOfl DE LA SUPREMA CUATE 




Ferrocarril del Oesle t contra don 19. Arrigorriaga t 
por expropiación ; sobre aplicación de leyes 

Sumario. — En los juicios de expropiación seguidos ante 
la justicia nacional» deben aplicarse (as disposiciones de la ley 
nacional de expropiación. 

* 

Caso, — El expropiado sostuvo en el juicio verbal que la cau- 
sa debía regirse por iaa disposiciones de la ley provincial, re- 
plicando el actor que debía serlo con arreglo á la ley nacional. 



* M Jai.. Mml 

La Plata, Setiembre 23 de 1893. 

Considerando: !• Que ambas partes se muestran de acuerdo 
en un ponto capital» cual es el de $uu el terreno de don José 
Arrigorriaga fué ocupado por el Ferrocarril del Oeste en virtud 
de nna ley provincial quo á ello le autoriza. 

2° Que no es dado sostener pueda reputarse aquella ley de 
fondo como lo pretende el representante del demandado, pues 
que precisamente fué en mérito y en virtud Je sus prescripcio- 
nes, que Arrigorriaga quedó desapropiado y el ferrocarril con- 
vertido en dueño del inmueble en la parte reclamada. 
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3 o Que el procedimiento de la justicia federal ha de aplicarse 
aquí tan sólo p.»r lo que respecta á la manera de conducirel jui- 
cio haaU su solución definitiva, pues que ese es su objeto y no 
otro : el procedimiento ó ley de forma prima desde luego en el 
sub-judice. 

4 o Que sobre la materia uo cube discusión, y tanto más, 
cuanto Ja Suprema Corte ha resuelto et caso, declarando debe 
aplicarse ta ley de forma, cuando el teneno, materia de la litis, 
fué expiopiado en virtud de una ley de provincia y siendo éstas 
constitucionalmente las que legislan sobre el punto, prima el 
procedimiento marcado por ella en todo aquello que no pugne 
con la ley de fondo, pues entonces, en tal emergencia sería ésta 
y no aquella la a aplicarse. 

Por estos fundamentos, fallo no haciendo lugar á ta articu- 
lación promovida k foja... por la parte demandada, y una vei 
ejecutoriada la presente sentencia, uompareican tas partes á 
juicio verbal á objeto de proceder á la designación de peritos, 
preceptuada por la ley 21 de Octubre de 1881 de la provincia 
de Buenos Aires. Notífíqnese cotí ?\ original, regístrese en el 
libro de sentencias y repónganse las fojas. 

Mariano $. de Aurrecoecttea. 



Buenos Aires, Junio 7 de 1900. 



Vistos: Con arreglo a la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte, en casos análogos (I) ; se revoca el auto apelado de foja 

Í1J Fallo*. 1. 54, pág. 255 ¡ t. 59, píg, 411 ; t. 61, pá S , 16. 
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veintiuna, declarándose que en el juicio deben aplicara las 
disposiciones de la ley nacional de expropiación. Devuélvanse, 
debiendo reponerse ios sellos ante el inferior. 

ABEL BAZA V — OCTAVIO BÜTtGE. — 
11, HAftUfilvZ. 



« 4LNA ( LXYI 



El Banco de ta Nación contra don tiaston fíajoi, por cobro eje- 
cutivo de pesos; sobre desaprobación de remate, costas, ape- 
lación y reposición . 

Sumario, — i a El arto que no es apelable en lo principal, 
no puede serlo por la omisión de condenaciones accesorias, 
como son las costas. 

4 o No es susceptible de reposición el auto de Ui Suprema Cor- 
te declaran lo mal concedido el recurso de apelación. 

t. 'aso. — En el juicio ejecutivo seguido por el Banco de la 
Nación, contra don Gastón Bajol, sobrt cobro de pesos, el apo- 
derado de éste promovió incidente sobre nulidad del remate 
del bien embargado, solicitando que éste se deje sin efVcto ; 
tramitado el incidente, el juez federal de La Plata dictó auto 
negando la aprobación de di<-ho remate. 

El ejecutado apeló, en cnanto no se condenaba en costas al 
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tjecutante, y se te concedió e l recurso en relación j al solo 
ef«cto devolutivo. 



Fallo de |« Supre—a Corle 



Buenos Aires. Junio 3 Je 1900. 

Vistos en el acuerdo y considerando: Que el auto negando la 
aprobación al remate practieado m el juicio ejecutifo ¡i qu, 
estas actuaciones sereneren, no es apelable, atento lo eipuesti. 
en el artículo trecientos de la ley de p ruceo j id i en tos. 

Que no siendo dicho auto apelable por el ejecutado, eu í 
pr«i.cipa), mal puede serlo por la omisión de condenaciones ac- 
cesorias, como son las costas. 

Por esto, se declara mal concedido el recurso, y, repuestos los 
sellos, devuélvanse al ju,a déla causa, podiendo notificarse con 
el original. 

ABEC BAZA IX, — OCTAVIO BUNGE.— 
JUAN E. TORARENT. - H. U\l\~ 



De este auto, el recurrente dedpjo reposición. 



* «lio de I» Supremo Corle 



Buenas Aires» Junio 9 de 1900, 

No siendo susceptible üel recurso de reposición el auto de 
foja once, no lia lugar. 

ABEL KAZAN, — JIJAS K. TORRENT, 
— H. MARTINEZ. 




José Juárez y compañía contra don José Jf. Méndez; sobre 

cobro de pesos 

Sumario. — Con fes a da por el man d un te la existencia del 
mandato autorizando al mandatario ú concluir un contrato con 
las modificaciones indicadas por él, no puede negarse á cum- 
plir el contrato dentro de los límites de ceas modificaciones. 



Caso. — Resulta de] 

Falla del Ju«i Federal 

Autos y ?istos: los seguidos entre loa señores José G. Juárez 
y Compañía y don José M. Mendos, por cobro de pesos emer- 
gente de daños y perjurios, de su estudio resultan los siguien- 
tes : 

Hechos 

Que don Rafael Allende se presentó en representación de los 
señores José G. Juárez y compañía exponiendo : Que sus man- 
dantes ejercían el comercio en el pueblo de Bell-Ville, de la 
provincia de Córdoba, en el ramo de comisiones y consignacio- 
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nes, coinpra-venta de haciendas, alfalfa, cereales, etc., y i 
mediados de 1896 entraron en relaciones comerciales con el se- 
ñor José M. Méndez á propósito de compra-venta de las ha- 
ciendas que este último posee en establecimientos de su pro- 
piedad. 

Que con este motivo Méndez escribió á sus representados en 
fecha 14 de Agosto de 1896 proponiéndoles que se encarga- 
ran Je venderle las haciendas de so establecimiento c San 
José», mediante una comisión del 4 por ciento; hacienda que 
se calculaba en mil novillos anualmente, los cuales vendidos al 
preciudeSO pesos cada uno les hubiera dejado una ganancia 
segura en calidad de comisión de 2000 pesos nacionales. 

Que sus mandantes al bagados con esa oferta espontánea del 
señor Méndez le indicaron en carta de fecha 15 de ese mes de 
Agosto que para hacer posible y fácil la realización de ese ne- 
gocio era conveniente tener un número dado de dicha hacienda 
en alfalfares próximos á Bell-Ville a fin de facilitar la venta á 
los carniceros ó compradores que frecuentemente acuden allí de 
diversos puntos. 

Que aceptada por Méndez osta idea, sus representados proce- 
diendo por cuenta y órden de aquél buscaron un alfalfar pró- 
ximo á Bell-Ville y encontraron en condiciones de cómodo 
arrendamiento uno del señor José M. Bouquet, cercado de alam- 
bre con bebidaa, divisiones y demás requisitos como para ser- 
vir á una invernada, al precio de 20 pesos de arrendamiento 
anual por hectárea, pagadero - por semestres adelantados. 

Que avisaron de ello al señor Méndez y formularon un bo- 
rrador de contrato de arrendamiento con el señor Bouquet en 
el cual este último figuraba como locatario y aquél directa- 
mente cuno arrendador. 

Que ese contrato borrador se lo enviaron á Méndez con las 
modificaciones introducidas por Bouquet en algunas cláusulas 
de detalle, éntrelas que la más importante fué de que sus man- 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

dantes aparecieran como locatarios no en calidad de agentes 
de Méndez sino directamente, «pues á lómenos (decía Bouquet) 
no estarían seguros de que fueran sierapro los representantes de 
.Vtndez, y me fijo más en los hombres con quienes me ligo en 
mis negocios que en lo que tos contratos dicen». 

Que el señor Méndez, en carta fechada en % de Octubre de 
ese año, manifestó pleno asentimiento ú que los señores Juárez 
y compañía, procediendo en calidad de mandatarios suyos lir- 
maran el contrato de arrendamiento con Bouquet.de acuerdo á 
las bases del borrador enviado y con las mndiCeaeiones por éste 
último introdúcelas dejándoles il mismo tiempo entera liber- 
tad para concluir ese trato t según mejor les pareciera * (son 
sus palabras textuales). 

Que. en consecuencia de esa urden sus representados suscri- 
bieron con Bouquet el contrato á que alude, arrendándole por 
el término de un ano el potrero de alfalfa de su propiedad si- 
tuado en su establecimiento rural « Chacra Carlota » en una 
superficie de 17U hectáreas, alambradas, con pozo de balde, 
piletas, bebidas, balde volcador, casa y galpón en perfecto e<- 
todo, por el precio de 3400 pesos nacionales (á razón de 20 pe- 
sos la hectárea), pagaderos la mitad al contado y Ja otra mitad 
á los seis meses de plazo y entregaron en el acto (i 3 de Octu- 
bre pasado) la primera cuota de 1700 pesos nacionales. 

Que ese contrato fué suscrito en tres ejemplares de igual te- 
nor de tos que uno fué remitido á Méndez inmediatamente por sus 
mandantes al mismo tiempo qu- le avisaban que el sábado de 
esa semana se trasladarían á su establecimiento < San José », 
para apartar ta hacienda que conviniera echar á la alfalfa y 
solicitándole que diera la órdeu del csbo a] mayordomo para su 
conducción al campo arrendado. 

Que con fecha 14 de Octubre sus mandantes reiteraron su 
carta del día anterior á Mendaz refiriéndole un pronta res- 
puesta. 
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Que recién con fecha 16 de ese raes Méndez contestó aque- 
llas cartas oviamente, manifestando que no estaba cnform, 
con el prtcio convenid ai tarasco con el término de la dura- 
cion del contrato y eu cuan!. Ú lo» animales, que « sern, mis 
eiped.tivo > darlos á un precio calculado para aprovechar todos 
'1 ■ la mejoría de la alfalfa. 

Que sus representados extrañando la conducta incorrteta de 
Mendaz le escribieron con fecha 17de Oc tubre diciéudole que es- 
taban dispuestos á cumplir estrictamente el contrato cabrado 
SU nonibr * * í°* ? or '» Prontos sirviera reembolsarles la 
suma ya pagada, como primera cu ita, de 1700 pesos. 

Qn* t eu efecto, las observaciones que hacía Méndez al contrato 
eran contrarias á las mismas instrucciones que él había dado 
en su carta del 2 Octubre, en la que decía que con arreglo i sus 
cálculos resultaría una peqneña diferencia de 16 pesos nacio- 
nales mensuales en el precio del arrendamiento pero que « no 
* tomaría en cuenta ni valdría la pena de hacer cuestión ni de 
una ni otra parte >; y respecto de la duración del contrato *e 
manifestaba plenamente satisfecho en que comenzara en Oc- 
tubre de este año .conforme con el buen criterio de sus man- 
■Jantes », al que libraba ia emelusion d- l trato con el señor 
Houqnet, 

Que en seguida de ese escrito Méndez se negó P¡ «r completo 
a reconocerse obligado p ( , r es. cont rato y protestando ya, como 
«mico motivo, el que loa señores Juárez y compañía habían ex- 
tralimitado en sus instrucciones al contratar el pago del arreu- 
damimto por semestres adelantados cuando él sólo untorizaba 
-I pago en mensualidades (carta del 23 de Octubre). 

Que entónces sus mandantes lo replicaron (cosa que ellos no 
aceptaban ni pur un momento y que tampoco acepta él en esta 
relación de hechos y derechos) estaban dispuestos á sufrir sus 
consecuencias recibiendo de Méndez por mensualidades el pre- 
cio que habían abonado y abonarían en semetres adelantados ; 
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pero que en todo caso pusiera la hacienda á su disposición mien- 
tras ellos tentaban rescisión del contrato ya firmado con el 
señor Bonquel. 

Que n<> fué posible arribar á la rescisión oí tampoco consi- 
guieron tos mandantes, á pesar de sus reiteradas instancias, 
que Méndez tea diera la baeienda para invernar ni les reembol- 
sara el precio del arrendumientn pagado. 

Que el señor Bouquet se negó en absoluto á la rescisión del 
contrato y desde luego este último queda obligando á bus re- 
presentados por el precio convenido. 

Que mientras tanto el tiempo urgía y en vista de la actitud 
del señor Méndez, desconociendo un contrato celebrado por su 
expreso mandato, sus mandantes te escribieron diciéndole que 
el alfalfar arrendado quedaba A su disposición, y en con- 
secuencia íes abonara los 1700 pesos pagados por el primer se- 
mestre adelantado. 

Que á esa carta, Méndez contestó que el contrato no lo obli- 
gaba, por manto ellos habían excedido sus instrucciones. 

Que entóneos sus mandantes dieron instrucción á su apodera- 
do el señor Crespo para que u-^ara de la vía judicial, y el señor 
Méndez encargó al doctor Benitas a el arreglo delastmto, sin que 
hubiera sido posible ponerse de acuerdo. 

Que después Méndez escribió diciendo que daba instruccio- 
nes al doctor Herrera, á la sazón en Jesús María, para que 
se arreglara ; que después de cambiar ideas sobre bases de 
arreglo no fué posible ponerse de acuerdo con Méndez, no obs- 
tan e orear el doctor Herrera que era equitativo el reintegro 4 
sus mandantes de loa 3400 pesos entregados ú Bouquet. 

Que como consecuencia de esto sus mandante» demandaron ú 
Mendtz por cobro de la suma de 3400 peso^ moneda nacional, 
con más los daños y perjuicios que les había causado por falta 
de cumplimiento del contrato de la referencia, con mis las cos- 
tas del juicio, 
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Que corrido traslado de la demanda, Méndez, representado por 
don Alberto C. Rivarola, expuso; debía reoh azaree con cos- 
tas la temeraria demanda promovida en su contra. 

Que de ta exposición de hechos que hacen tos actores se de- 
duce que pretenden les abone la suma de 3400 pesos moneda 
nacional que dicen haber pagado por un contrato celebrado por 
su órden, con más ha daños y perjuicios que se les ba irrogado 
por bu falta de cumplimiento a aquel contrato. 

Que niega categóricamente los hechos en que «efunda la de- 
manda, acompañando la carta de 29 de Setiembre da 1896 diri- 
gida á Jos añores Juárez y compañía y el borrador del contrato 
á que en ella se hace referencia : acompañando al mismo tiem- 
po el contrato original lirmado por los señores Juárez y com- 
pañía con Bó aquel, 

Que la cartu de 2de Octubre que se acompaña á la demanda 
manifiesta la conformidad del señor Méndez en las bases de bo- 
rrador indicando algunas modificaciones favorables á su interés 
deque era aquél susceptible. 

Que dentro de aquellas bases él (el señor Méndez) acordó á 
los señores José Q. Juarex y compañía mandato para que con- 
cluyeran por su cuenta el trato con el señor Buuquet. 

Que de la comparación de aquel borrador con el contrato 
original de 10 de Octubre resulta con evidencia el exceso del 
mandato en que incurrieron loa señores Juareí y compañía. 

Que dejando aparte diligencias de detalle, está la muy princi- 
pal en la cláusula quinta del borrador y la cuenta del contrato 
mientras en la primera se estipula t i precio por mensualidades 
anticipadas, en la segunda ;.e fija por semestres adelan- 
tados. 

Que Méndez hizo constar esa transgresión del mandato en 
su tarta del 16 de Octubre; en la del 19 del corriente mes pidió 
á loe señores Juárez y compañía que no dieran más transcen- 
dencia a un contrato en elque no se confirmaba absolutamente. 
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Que el contrato celebrarlo por los señores Juárez y compa- 
ñía coa el señor Bouquet lo ha sido cod ertralimiLacion <le 
sos instrucción es, y corno tal no 8e cree obligado i hacer rein- 
tegración alguna por un negocio cumplido en forma distinta 
de la acordada. 

Que, por tanto, pide el rechazo de la demanda en las costas 
del juicio. 

Que la causa fué abierta á prueba y se ha rendido por las 
partes ta de que instruye el certificado del actuario de foja... 

Y teniendo en cuenta las siguientes condiciones de derecho: 

Que dados los términos en que ha sido planteada la presenta 
controversia, las cuestiones fundamentales que las abarcan pue- 
den plantearse á su Tez en la siguiente forma: l 4 ¿ Ha existido 
mandato, con arreglo al artículo 1869 del Código Civil, entre 
don José M . Méndez y los señores José G. Juárez y compañía 
para arrendar el campo de que se trata ? 

2 o En caso afirmativo : ¿los mandatarios se han ajustado 4 
los términos del mandato? 

3° 01 así hubiera sucedido, el contrato celebrado por los se- 
ñorea José G. Juárez y compañía coa don José M. Bouquet 
obliga al señor José M. Méndez? 

4 o ¿Y por fin, qué responsabilidad cabe á este respecto de la 
suma desembolsada por José G. Juárez y compañía? 

Desde luego puede responderse afirmativamente a la primera 
cuestión, por cuanto según lo establece el articulo i 873 del Co- 
.rligo Civil puede celebrarse el contrato de mandato por cartas 
como ha sucedido en el caso sub-judice, en que entre los señorea 
José M. Méndez, por una parte, y los señores José G. Juan z 
y Compañía por la otra, hanse puesto de acuerdo para que los 
últimos, en representación del primero, celebraran el contrato de 
arrendamiento de un campo de alfalfa en Córdoba. Los requi- 
sitos de los artículos 1 869 y 1873 del título del mandato del Có- 
digo Civil están pues llenados y puede por tanto afirmarse que 
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los señores José G. Juárez y Compañía han obrado oorao man- 
datarios del señor Méndez. 

En i-uanto á ta segunda cuestión lu único que resulta no 
ajustado estrictamente á las instrucciones del mandante es el 
pago por semestre adelantado* de arrendamiento que estipu- 
laron los señores José G. Suarez y O con el señor Bouquet, en 
Tez de hacerlo raensualmente, como lo indicaba Méndez en sus 
cartas de foja... 

Por lo demás, lo principal, que era «1 contrato de arrenda- 
miento fué celebrado con sujeción a las instrucciones de Mén- 
dez. 

Además, se agrega una diferencia de 16 pesos en queexoedía 
la suma mensual de arrendamiento á la indicada por Méndez, 
pero ésta no es <-ausa bastante para dar por nulo el contrato, en 
cuanto á Méndez, tanto menos cnanto que los mandatarios no 
tienen inconveniente en cargar con esa diferencia. 

Así, pues, la tercera cuesLion se resuelve afirmativamente des- 
de que es evidente que el contrato celebrado entre Juárez y O 
y J M. Bouquet obligaba & don José M. Méndez como manda- 
tario de los primeros. 

Y, como consecuencia, el señor José M. Méndez debe á los se- 
ñores José G. Juárez y Compañía la suma por estos desembol- 
sada en pago de semestres adelantados de arrendamiento con 
deducción del exceso de 18 pesos en que sobrepasa la suma pre- 
fijada por Méndez para el pago mensual. 

Ahora bien, los señores José G. Juárez y Compañía cobran 
ad emás daños y perjuicios que lea resultaba déla inejecución 
del contrato por parte de Méndez, que se declaró no obligado p.»r 
aquel, por exceso er el mandato, según lo ha sostenido. 

Pero es fácilmente perceptible, mediante el análisis de la 
prueba, que Méndez en su confesión de foja... reconoce la au- 
tenticidad de las cartas que en copia corren de foja i á foja 
20 y como tal reconoce haber dado á los señorea José G. Ju¡i- 
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reí y Compañía las instrucciones necesarias para la celebración 
del contrato respectivo. 

Además, no se hizo efectiva la entrega de ta hacienda que de- 
bía i n Temarse en el campo arrendado por los señorea Juárez y 
Compañía para ese efecto. 

Pero es el caso de interrogarse si los señores Juárez y Com- 
pañía han comprobado en autos la existencia real (léenos daños 
y perjuicios a que prefieren, y su monto. 

Desde luego en autos no se ha rendido la probanza necesaria 
para dar por acreditado uno y otro extremo. 

Silo han afirmado los señores Juárez y C* que la falta de 
cumplimiento del contrato por parte de Méndez les irroga los 
danos y perjuicios deque hacen mérito, pero no han producido 
la prueba indispensable para darlos por comprobados y sobre 
todu para acreditar su monto. 

La jurisprudencia sentada p< r la Suprema Corte en diversos 
fallos sobrr este particular, estatuye que cuando se alegan eu 
autos daños y perjuicios debe ser acreditada su existencia real 
y su monto para darlos por probados y ordenar su abono. 

De modo que en él caso sub-judice no habiendo la parte de 
Juárez y Compañía llenado esos extremos, corresponde absolver 
de ellos al demandado señor Méndez. 

Queda, pues como hecho comprobado según la diligencia de 
foja,., el pago efectivo verificado por los señores Juárez y Com- 
pañía á don José M. Bouquet de la suma de 3400 pesos moneda 
nacional ii títuiode arrendamiento por cuenta de Méndez. 

Por obíos fundamentos y otros que se omiten y los concordan- 
tes del escrito de deraandu, definitivamente juzgando, fallo ; que 
debo condenar como en efecto condeno á don José M. Méndez á 
abonar á los señores José G. Juárez y Compañía, dentro del tér- 
mino de ÍO días la suma de 3400 pesos moneda nacional previa 
deducción de los 46 pesos que los señores Juárez y Compañía 
reconocen deben cargar á su cuenta por exceso en el mandato 
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con mis intereses á estilo de Banco basta el día del efectivo pagu f 
torio sin especial condenación en las costas, por no haber pros- 
perado la demanda en todas sus partea. 

Repuestos que sean loa sellos, notifiques?, podiendo hacerlo 
con el original y archívese este expediente caso de nu ser recu- 
rrida esta sentencia. 

Así lo resuelvo en Buenos Aires, capitil de la República Ar- 
gentina á 29 de Mayo de 1899. 

R (Jlaechea y A teoría. 



fallo de la ftupremi» Corte 

* 

lliuuos Air*;*, Junio U Jp 1900. 

Y vistos: cuna id erando : Primero: Que por la conformidad de 
los d<*ra¡md;i rites con la sentencia ¡ip?l;id& solo ha quedado sub- 
índice el punto relativo al reembolso de ios arrendamientos 
pagados por los mismos á don J. M. Bouquet. 

Segundo: Qne reconocido en la contestación i la demanda 
que los demandantes recibieron mandato del demandado para 
que concluyeran por cuenta de ellos el trato con Bouquet con 
las modificaciones que se expresan á foja cuarenta y cuatro, 
el expresado demandado no podría resistirse al cumplimiento 
del trato autorizado por él dentro de los límites de sus propi:is 
modificaciones : es decir modificando la manera de pagar los 

arriendos para que éstos fueran satisfechos por mensualidades* 
y no por semestres, á l^cual, en el escrito de demanda, se ma- 
ní tiesta haberse avenido los demandantes (foja 25), colocando 
así el mandato dentro de los términos que producen obligación 
para el mandante según lo dispuesto en el artículo mil nueve- 
cientos cuarenta y seis del Código Civil. 
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redero;- Que la base de la oposición que *e formula en el 
escrita de agravios respecto de no existir prueba suficiente del 
desembolso que hubiesen hecho los demandantes no puede ser 
admitido en esta instancia por no haberse alegado al contestar 
la demanda ni negádoae entonces el mismo hecho que aparece 
virtualmente confesado m dicho escrito de contestación, á no 
impugnarse aquellos desembolsos cuya reintegración es lo úni- 
co que se pretende negar (foja 45), 

Por estas consideraciones ; y sos concordantes, se confirma 
con costas la sentencia apelada de fojas noventa y una á ciento 
cuatro, Notifíquese original y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAJiAN. — JOAN E. TORRE NT. 
— H. MARTINEZ. 
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Criminal contra Arturo Sacraiseg, empleado de correos; por 
sustracción de correspondencia 

Sumario, — 1° La detención ú ocultación de cartas por un 
empleado de ta administración de correos, es un hecho penado 
como delito por el artículo 52 de la ley nacional penal. 

2 o La sentencia que castiga al culpable sólo como autor de 
tentativa, no puede ser modificada en perjuicio del reo, ai ha 
sido consentida por el ministerio público. 
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Caso. — Lo explica el 



Falla del Jmk redera I 

Bueno» Aires, Agosto H de 1890. 

Y vistos: estos autos seguidos cnntra Arturo Sacra iseg. sin 
sobrenombre ni apodo, austríaco, de 35 años, soltero, emplea- 
do, domiciliado Chile 342, con 14 años de residencia en el país, 
acusado de sustracción de correspondencia, de lo que resulta : 

Que con fecha 9 de Noviembre de 1897 se presentó a la Co- 
misaría de pesquisas al jefe de la oficina de expedición de la 
casa central de Correos, denunciando que el empleado Arturo 
Sacraiseg, según denuncias hechas por otros empleados, era 
el snatractor de varias pieia* de correspondencia que se depo- 
sitaban en la oficina respectiva, cuja queja había recibida de 
los interesados. 

Que instruido el correspondiente sumario de prevención, el 
señor comisario de investigaciones nombra un oficial para que 
*e constituya en la oficina de expedición y proceda á detener á 
Sacraiseg, lo que se efectúa en la forma j condiciones que da 
cuenta el acta de declaración de foja 4. 

Que después de tomar las declaraciones corrientes de foja 7 
vuelta adelante y practicado el registro de que informa el acta 
de foja... en casa del encausado, es llamado éste a deponer á 
foja 18 vuelta y niega las imputaciones que se la hacen, como 
la de haber arrojado, al ser detenido, cartas que se dice llevaba 
en sus bolsillos. 

Que es cierto que ba rehusado un empleo de mayor catego* 
rfa y remuneración porque estaba disgustado con el jefe de la 
oficina donde se le ofrecía el nuevo cargo. Que el dinero que 
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tenía deportado en el Banco de Londres, propia de ganan- 
cias que había tenido en ei Hipódromo, Que los sellos eran para 
sos correspondencias con Europa alguno», y otros para s.. co- 
lección. Que las curtas de persona» extrañas que se le hau 
encontrado en su poder, las había recibido de Europa para en- 
tregarlas á sus dueños hace varios años, do habiendo podid» 
llenar su cometido por no haber encontrado á aquellos. 

Que ratilicada dicha declaración en forma v errado el su- 
mario, el procurador fiscal, deduciendo la acusación correspon- 
diente, se expide á foja 108 solicitando se aplique al procesado 
la pena que determina et artículo 51 de la l,y sobre crímenes y 
delitos contra la Nación de 14 de Setiembre de 1863, 

Que el defensor, contestandoel traslado de la acusación fiscal 
foja Hl, solicita la absolución de su defendido, por traterse de 
una confabulación en su contra, en la que no existe compro- 
bada la existencia ó cuerpo del delito. 

Abierta la causa á prueba, á foja 120 vuelta, se produce Ig 
testimonial y caligráfica que corre de fojas 121 á 134. 

Y considerando: i° Que el hecho que ha motivado'la forma- 
CtOD de este proceso y de que se acusa á Arturo Sacraiseg se 
encuentra comprobada por el acta de foja 24 y por las declara- 
ciones de los testigos Fernandez, Proserpio, Levignston Le- 
cumberry, que han depuesto á fojas 10 vuelta, 12 vuelta 14 

-Ita y 16. 

* »ue estas declaraciones pueden ser invocadas por el juez 
«orno plena prueba de lo que afirman, por ser contestes en ol 
hecho, lugar y tiempo, y por ser sus deponentes de buena repu- 
tación y fama (artículo 306 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal). 

3* Que la causa alegada por la defensa de que la circunstan- 
cia de haberse encontrado en poder de su defendido las cartas 
referidas, no importa el delito de sustracción, pues pudo guar- 
darlas como ingerto para devolverla á la batea, no sólo no se 
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ha justificado en ninguna forma sin.» que es inadmisible que 
usara de semejantes procedimientos con la intención que ex- 
presa el defensor. 

4 o Que aun cuando existen en autos antecedentes que hacen 
presumir que el procesado ha sustraído en otra* ocasiones co- 
rrespondencias, ellos no son de suíiciente mérito legal para de- 
mostrar ese delito. 

5* Que habiéndosele secuestrado a Sacraiseg las cartas que 
se relacionan en el acta de frja 24 antes de que las eitragera 
de la oficina j habiendo ejecutado simplemente actos externos 
que tienen relación directa con el delito, que demuestran su 
voluntad de ejecutarlo, el hecho de que se le acusa debe juz- 
garse como tentativa y en consecuencia del" aplicársele la pena 
que determina el artículo 51 de la ley de U de Setiembre de 
dei863con la diminución que establece el inciso 3 o del artículo 
12 del Código Penal. 

Por estos funda lientos, fallo condenando á Arturo Sacraiseg 
i tres meses de trabajos públicos, multa de 150 pesos fuertes 
y costas del juicio, debiendo descontársele el tiempo de prisión 
que lie™ sufrido en la forma que indica el artículo 92 de la ley 
He U 4t Setiembre de 1863. Notifíquese con el original, y en 
su oportunidad, há-ase saber ai director general de correos, al 
director de la penitenciaría y al jefe de policía de la Capital. 
Hágase saber al fiador á los efectos consiguientes y repóngase 
el papel. 

(ieroasio F. Granel, 
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VISTA DEL BE ROH PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aireí, Noviembre 14 d.? 1899. 

Suprema Corte ; 

Tratándose de un empleado de la administración de correos 
que tenía á su cargo la distribución de las cartas recibidas en 
el dfa en distintos casilleros ; el hecho aislado de toda otra cir- 
cunstancia dé poner algunas en sus bolsillos durante el tiempo 
en que desempeñaba aquel servicio dentrode la oficina no cons- 
tituye un delito del Código Penal. 

Pudo ese hecho tener por objeto f;ici litar la distribución en 
los casilleros respectivos ; pudo también ser una costumbre de 
proceder, irregular, sin duda, pero no criminal en sf misma. En 
tal caso, si el procesado Saeraiseg no hubiera sido aprehendido 
inesperadamente en la misma oficina, podía haber diatribuido 
esas cartas como era su deber y no habría en el hecho de ha- 
berlas puesto en sn bolsillo fundamento para la formación de 
un proceso criminal. 

Verificado el hecho y la prisión dentro de la oficina y en ho- 
ras del servicio, no es posible apreciar su carácter deliclnoso. 
La simple duda impone el deber de la absolución en el caso, con 
sujeción á lo dispuesto en el artículo 13 del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal. 

Los antecedentes acumulados en el sumario respecto á con- 
duela y procederes anteriores del inculpado no le perjudican y 
más bien le favorecen. 

Las cartas encontradas en su domicilio, agregadas de fojas 47 
á fojas 50, se ha demostrado que le eran dirigidas por una per- 
sona de su relación desde Trieste, para entregarlas á una persona 
que no pudo encontrar. Esas caitas no prueban sustracciones 
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del Correo, donde nunca entraron tampoco, la hace presumir el 
encuentro de algunos timbres en poder del procesado que ei po- 
sible y coman que cualquiera persona pueda conservar sin 
que ello implique la más remota intención de delincuencia. 

Y si átndoello se sobrepone la conducta intachable del pro- 
cesado fuera y dentro de la oficina, acreditadapor el testimonio 
no sólo de personas muy caracterizadas bíqó también de sus 
mismos jefes de oficina, resulta que sólo pesa sobre él las apre- 
ciaciones sobre la intención con que colocara en su bolsillo 
algunas cartas estando en servicio de ta oficina. 

Esas apreciaciones no constituyen la prueba legal de presun- 
ciones ó que se refieren los artículos 357 y 358 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal. Porque lo que en el caso cons- 
tituiría el cuerpo del delito, no tiern- el carácter de tal, com* 
probado por medios directos é inmediatos, porque no eiisten 
antecedente en conexión íntima y directa con el hecho incul- 
pado, y éste es equívoco y no conduce á un recitado necesario 
prestándose al contrario á apreciaciones y conclusiones div, , - 
sas, Por ello, creyendo que no existe prueb* concluyentc de la 
criminalidad y que en -la duda debe estarse á lo favorable al 
inculpado, pido á V. E. se sirva revocar la sentencia recurrida 
de foja 133, absolviendo á aquél de culpa y cargo. 

Sabiniano Kier. 



Paila a* l* ftupren* Cara* 

Buenos Aires, Junio 12 de 1900. 

Vistos y considerando: i¿ Que según resulta de las constan- 
cias de autos, Rafael Fernandez y Martín Lecumberry, em~ 
pleados de la oficina de la Administración de Correosa* cargo 
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de Juan José Mambetti y de León Proserpio denunciaron á 
éstos que Arturo Sacraiseg, también empleado en la misma 
oúcina/se guardaba cartas del reparto en el bolsillo de su saco, 
por loque dichos jefes dispusieron qn* se ejerciera vigilancia 
sobre él. 

2 D Que poco tiempo después, habiendo i » Lecuinberry que 
Saeraiseg guardaba siete cartas en el bolsillo interior del saco, 
dió aviso al jefe, que llamó á un oficial de policía (foja diez y 
seis vuelta). 

3* Que el oficial inspector Francisco ¡..aguarda dice que or- 
denó á Saeraiseg que lo acompañar! y que á pesar de su oposi- 
ción y de haberlo tomado de un brazo, logró desacirae y pe- 
netró rápidamente en la oficina contigua. 

4 o Que Fernandez, Mambretti, Proserpio y Leeumlierry 
presenciaron que no obstante la oposiciub del oficial inspector 
el procesado entró en i.i oficina contigua protestando ir en bus- 
ca de un sombrero. 

5 o Que los testigos mencionados anteriormente y Cárlos Le- 
wingston vieron que Sacraiseg echó en un casillero algunas 
cartas antea de tomar su sombrero. 

6° Que no adoleciendo los testigos citados de ninguna tacha 
v estando contestes en el hecho sobre que declaran, sus dichos 
hacen plena prueba de lo que afirman, 

7* Que nn puede admitirse la suposición de que Sacraiseg 
pensara distribuir oportunamente esas cartas, porque estando 
probado que las tuvo en su poder, su negativa de haberse apo- 
derado de ellas y de haberlas echado en un casillero al ser 
aprehendido por la autoridad, demuestra también la intención 
de ocultarlas (artículo séptimo, Código Penal). 

8 o Que la detención ú ocultación de una carta por un emplea- 
do de la administración de m reos, es un hecho penado por el 
artículo cincuenta y dos de la ley de catorce de Setiembre de 
mi! ochocientos sesenta y tres. 



DE JUSTICIA KAÜlOftAL, 221 

9" Que habiendo consumado Sucraiseg el hecho de ta oculta- 
ción de las cartas que la ley calilla como delito, no ha debido 
ser castigado tan sólo como autor de tentativa, pero estando 
consentida la sentencia de primera instancia por el ministerio 
público, no puede ser modificarla por esta Suprema Corte en 
perjuicio del reo. 

Por estos fundamentos y por sus concordante^ no obstante 
lo eijiuesfco y pedido por el señor Procurador general, se eon- 
Jirma, con costas, la sentencia apelada corriente á foja ciento 
treinta y tres. Notifiques? original y devuélvanse. 

ABEL BAIAVÍ. — OCTAVIO BUNGE. 
JUAN E . TOHKENT. — B. MAR- 
TINEZ. 



C AUSA ILUIf 



Don ,/. Marcial Pórteme» contra ta empresa del Ferrocarril 
del Sttd; sobre daños y perjuicios y costas 

Sumario. — i •» Los testigos que declarando sobre el importe de 
la pérdida sufrida por id actor, no dan otra razón que la suposi- 
ción ó cálculo que ellas hacen, deben ser consideradas como 
de mera creencia, y sus declaraciones no revisten valor ju- 
rídico, 

2 o No procede condenación en costas, si la empresa respon- 
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sable del daño, no ba desconocido so responsabilidad, y sólo 
ha resistido el reconocimiento de la cantidad demandada, que 
la prueba producida ha demostrado ser exagerada. 

Caso. — Resulta del 



rallo d«l Jan Federal 

Uuunos Aires, Junio lti Je 1900. 

Y vistos estos autos de loa que resulta: Que don Jacinto Cal- 
vo, por don Marcial Porterrieu, se presentó judicialmente ale- 
gando: Que su representado fué víctima [áe un accidente que 
tuvo lugar en el paso á nivel en que se entreoruian el camino 
que une el partido del Azul y Olavarria, con el camino oV 
hierro del Ferrocarril del Sud, 

Un tren de pasajeros, al tiempo que su mandante se proponía 
transponer la vfa, lo atropello arrojándolo á una gran distan- 
cia; siendo asistido por facultativos, quienes constataron la 
existencia de) vértigo producido por la conmoción del golpe y 
de la caidn, de lesiones traumáticas en la cabeza y en el tórax, 
y de una inflamación pleural purulenta, que deja, cuando se le 
supone curada, la diátesis ó la tuberculosis. 

Que en el paso o nivel donde ocurrió el accidente no habían 
barrenis, ni tampoco estaba alambrada la vía y un grupo de 
casas, ademas, ocultaba la proximidad del tren, que no se hizo 
sentir por un silbato de alarma. 

Que todos estos antecedentes fueron expuestos y comproba- 
dos en el juicio que se inició contra la empresa por ante el juz- 
gado del doctor Fosse, siendo condenada á pagar la suma de 
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22.000 pasos moneda nacional, y cuya sentencia quedó sin efec- 
to por haber la cámara respectiva declarado que el conoci- 
miento de la causa correspondía á las tribunales federales. 

Que estima en 50.000 peso* moneda nacional las pérdidas é 
intereses que resultan del hecho, suma equitativa, dada la 
idaddel damnificado, 20 años, su posición social, el agravio 
inflija pérdidade trabajo y de su porvenir, porque su resta- 
blecimiento radical y abs-d uto es imposible después de la en- 
fermedad sufrida y de la violenta conmoción sentida. 

Que fundado en la ley nacional de ferrocarriles y en los ar- 
tículos 1066, 1067, 1072 y H09 del Código Civil, pidp sea la 
empresa condenada en definitiva :í satisfacer la suma reclama- 
da, con costas. 

Que don Jesús A. Tenorio, por la empresa demandada, eva- 
cuando á Toja 10 el traslado conferido, dice; que el 14 de Fe- 
brero de Í894, el demandante cometió la imprudencia de atra- 
vesar la línea férrea en un paso á nivel entre las estaciones Hi- 
nojo y Azul, en oportunidad peligrosa, por la proximidad de un 
tren, que lo alcanzó al fin, i consecuencia de U cual sufrió al- 
gunas contusiones de tan poca importancia, sin embargo, que 
su completa curación no requirió más de un mes de asistencia. 

Reconoce la existencia del juicio promovido i on tal motivo - 
y la sentencia de la cámara que dejó sin efecto la sentencia de 
primera instancia, por corresponder el caso á la jurisdicción 
federal. 

Que Ja empresa, en ese juicto^reyó deber rechazar las preten- 
siones de fondo de la acción, sosteniendo que el accidente 110 
le era legalmente imputable, desde que debía so origen á la 
temeridad 6 imprudencia de la víctima, al propio tiempo 
que objetaba la exageración de laa pretensiones del actor, 
pero tanto porque promedia ya la sentencia de un juez imparcial 
que sí no produce efectos jurídicos tiene importancia moral, como 
porque ha adquirido el convencimiento de que los daños de que 
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se queja Porterrieu son insignificantes y lio merecen una nueva 
y costosa discusión de fondo acerba de su procedencia ( ha re- 
suelto admitir su responsabilidad legal y man i f estarse dis- 
puesto a indemnizarlo eu los términos equitativos que el tribu- 
nal señalare y con cuya actitud patentiza >u huena fé\ 

Que la pretensión de 50.000 pesos moneda nacional que se 
pide es extravagante, siendo el caso de que se lije su monto, 
producida la correspondiente prueba dentro de loa términos 
equitativos que deben aproximarse á la suma de 1000 pesos mo- 
neda nacional, qui* reputa la verdad, condenándolo en costas por 
su temeridad, incurriendo en plus ftetitio al pretender perjuicios 
exagerados. 

Que recibi-ia la causa á prueba por auto de foja 18 pro- 
dujo la que expresa el certificado del señor secretario de foja 
119 vuelta, habiéndose agregado el alegato del actor y llumá- 
dose autos parasentem ia, con lo que la causa se encuentra lista 
para ese pronunciamiento, 

Y considerando: Que de los antecedentes relacionados resulta 
que la litia cotí tes tal i o se trabó sobre la base del reconocimiento 
expreso hecho por el representante de la empresa demandada 
del hecho fundamental del pleito, esto es, sobre el reconoci- 
miento del accidente ferroviario que originó las lesiones su- 
fridas por Porterrieu y con cuya acción exige una indemniza- 
ción pecuniaria por el perjuicio sufrido, discrepando sí sobre 
la naturaleza de esas lesiones é importancia de las sumas re- 
clamadas por tal concepto. 

Que reconocida voluntariamente la causa generadora en que 
di-scansa la aceion instaurada, incumbe al juzgado estudiar el 
mérito de la prueba ofrecida por el actor para justificar la na- 
turaleza ile las lesiones recibidas y la importancia del perjui- 
cio reclamado, no sólo porque ellos lian sido desconocidos ter- 
minantemente, sinó porque en litis sobre ellos no basta demos- 
trar el derecho á ser indemnizado sinó que se hace necesario 
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ariemís justificar el quantum, á lin de que el juzgado se halle en 
aptitud de poder fijar, en equidad y justicia, la suma que deba 
mandársete alionar con arreglo á ta jurisprudencia que se registra 
en el tomo 67, página 406 de los fallos de la Suprema Corte y la 
doctrina que «uve de los artículos 1068 y 1069 del Código Civil. 

Que la naturaleza grave de las lesiones recibidas por el ac- 
tor Con ocasión del accidente en cuestión resulta justificada por 
la> deelaraciunes contestes de los doctores Juan Zavala, foja 37, 
Narcisos. Mallea, foja 64, y SecnndinoS. Reguero, foja 6o[ 
respondiendo i preguntas contenidas en los interrogatorios de 
foja 30, foja 63 y foja 86, declaraciones insospechables por 
razón de las personas que testifican y porque contra ellos no se 
ha opuesto tucha alguna y urntivo suficiente paraque el tribunal 
tes atribuya amplio valor probatorio en razón de que dicho* fa- 
cultativos fueron quienes asistieron á Porteníeu, ora aislada- 
mente ora en consulta. 

Confirmaron la gravedad deesas lesiones así como el largo 
tiempo que tardaron en ser curadas las, declaraciones unifor- 
mes de los señores que testiücan á foja 4% foja 46 t foja 49, 
foja 53 y f..ja 56, respondiendo á repreguntas hechas por el 
mismo actor. 

Que los mismos testigos.cou excepción del doctor Zavalay de 
Vinas, declararon también de perfecto acuerdo sobre la juven- 
tud de Forterrieu, su naturaleza vigorosa, educación é intelec- 
tualidad antes del accidente. 

Que parala fijación en justicia del quantum de que el actor 
debe ser indemnizado, hay, además, que tener presente el largo 
tiempo aproiimativoquese vió privado de trabajar, utilidades 
que pudo pen ibir durante ese lapso de tiempu y el importe 
de lo gastado en su curación. 

Que habiendo la ley, artículos 1083 y 1084 dei Código Civil, 
dejado al prudente arbitrio del tribunal determinar el monto de 
esa indemnización y modo de satisfacerla, ejecutando el juz- 

T. LXXXV |r . 
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gado esa facultad lega) y á mérito de la prueba ofrecida, aprecia 
el perjuicio recibido por Portmieu con ocasión «le! accidento 
ferrofíarioqne instruye la demanda en la cantidad de i 2.000 
pesos moneda nacional legal. 

Que debe desestimarse el pedido del »' jnmnd¡ido de que el 
actor sea condenado en costas por motivo de la ptuápetitio 
en que dice ba incurrido al reclamar mayor suma de la q* g 
corresponde en ruzon de que, con arreglo á la doctrina legal, la 
mayor suma en «j .■■ el demandante por daños físicos lije el 
monto de la indemnización no impnrM plus petitio* 

Que el juzgado conceptúa también de justicia que las costas 
causídicas sean satisfechas en el órden causado, dada la actitud 
del demandado y su buena fe al reconocer en su escrito de 
contestación, voluntariamente, el hecho ó causa generadora de 
la acción instaurada, limitando su oposición á impugnar la can* 
tidad reclamad;), la que en verdad resulta exagerada y con lo 
que se demuestra la razón deesa oposición. 

Que el juzgado, deliberadamente, omite el estudio dt- la prueba 
ofrecida en el testimonio de foja 121 en virtud deque cualquie- 
ra que pudiera ser la naturaliza y mérito de la allí indicada ella 
es insubsistente y de ningún valor legal en este juicio en razón de 
tratarse de una prueba y actuaciones ofrecida ante juez incom- 
petente por falta de jurisdicción y por tanto ser ella absoluta- 
mente nula (tomo 10, página Í77,fall<is de la Suprema Corte), 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo : con- 
denando á la empresa del Ferrocarril del Sud á satisfacer ful mi 
Juan Porterrieu, dentro del término de diez días de ejecutoria- 
da esta resolución la cantidad de 12.000 pesos moneda nacio- 
nal legal por vía de tuda indemnización de perjuicio sufrido en 
ocasión del accidente que motivó esta demanda. 

Notifíquese con el original y repóngase los sellos, 

Aguslin Ürdinarrain. 
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Buenos Aires, Junio 16 de 1900, 

I vistos : Considerarlo: Primero; Que la pruebadel daño que 
hubiera recibidu el actor i causa del .suceso de que se hizo res- 
ponsable la empresa demandada no ha silo justificado en la 
importancia que se supone en el escrito de agravios, por cuantu 
los testigos exuiti inado* de fojas cuarenta y dos á cincuenta y 
"t'ho no <f an otra rnaon de sus dichos en cuanto á las ganancia» 
de que vino á ser privado el demandante que la suposición d 
cálculo que hacen los mismos teatros; lo que los coloca en U 
categoría de testigos de mera creencia, que ningún valor jurídi- 
co revisten según la ley veintinueve, título dieciseis, partida 
tercera. 

Segundo: Que los demás danos que se apuntan en el escrito 
de agravios no han sido objeto de U demanda de foja primera 
como el de la destrucción del carruaje y muerte de ios caballos 
de propiedad del demandante. 

Tercero: Que no queda otra base para la apreciación que 
debe hacerse, de conformidad con el artículo mil ochenta y tres 
del Código Civil, que las declaraciones de los médicos de que 
se hace referencia á foju ciento setenta y siete, según las cuales 
los desembolsos del actor no exceden de .eis a siete milpea 
moneda nacional, no habiéndose fijado suma alguna en la decía- 
ración de foja cincuenta y seis. 

Cuarto: Que no es del ca&o imponerse ninguna condena en 
costas al demandado que sólo ha eligido la pru B ba del daño 
sufrido por el actor ya que se reclamaba una cantidad que la 
prueba ha demostrado ser exagerada sin que pueda perjudicar 
al misma demandado el desconocimiento que en otro juieio 
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hiciera de su responsabilidad que bu reconocido en el actual. 

Por estos y los fundamentos concor ti antes déla sentencia 
apelada de foja ciento cincuenta y siete á foja ciento sesenta: 
se confirma esta sentencia, reduciéndose á ocho mil pesos la 
suma que debe pagar la empresa demandada, con declaración 
de que las costas deben satisfacerse en el órden causado. Noti- 
fíquesecoii el original y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. - — ABEL BAZAN i 
— OCTAVIO BUNCK. — JUAN E. 
TOHHEHT. — H. MAHJMEZ. 



CACHA CLIXV 

Doña Felisa Mestd de Itianchi contra el Banco de la Mcío», 

sobre daños y firrjutcios 

Sumario. — El embargo indebido du derecho pan pedir al 
que lo solicite la indemnización de ios perjuicios cansados. 



Caso, — Resultad 1 

Fallo del Ju«> Federal 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1899. 

Y vistos estos autu.s de los que resulta: Que don Tomás Ar- 
diles, por doña Felisa Podestá de Bíanelii, se preseuiÓ judicial- 
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mente dr- id andando al Banco de la Nación Argentina, basado en 
los siguientes antecedentes : 

Que el expresado Banco, I día 4 de Octubre de 1804, 
entabló demanda ejecutiva contri Nicolás B. Biancni 
Podestá por ol»ro de una letra girada por éste y aceptada |>or 
Santiago Tillar, letra que no fué abonada, por cuja causa fué 
ejecutada, y a pedido del ejecutante, el oficial de justicia em- 
bargó, no obstante sus protestas, toda3 las existencias del ai- 
macen de la iustituyente, sito Artes 895. sacándose ha ta las 
cañería* de gas de toda la casa, hecho que importaba un des- 
pojo; que la privó de continuar cumpliendo sus compromisos 
coinereiales, perdió el crédito que gozalia en plaza y la colocaba 
en situación precaria, des ie que. con su trabajo sostenía á su 
numerosa familia, y entre ellos á un hijo enfermo y que des- 
pués falleció, á quien prestaba una asistencia asidua, priván- 
dose hasta ile este consuelo, por la falta de medios originada por 
ese emb»rgo ilegal. 

El embargo tuvo lugar el 13 de Diciembre de 1894, y lo em- 
bargado fué extraído de laeasa de comercio de su poderdante, 
nombrándose depositario y permaneciendo las mercaderías en 
la ca<a de remates de Gowland y compañía. 

Quí>en este estado su iustituyente dedujo tercería de domi- 
nio, sosteniendo el Banc;» que las mercaderías embargadas eran 
de su deudor y no de la tercerista, y que la sentencia que re- 
cayó le fué adversa, admitió la tercería de dominio excluyante, 
ordenó el desembargo y entrega de la mercadería y declaró que 
los danos y perjuicios que se justificasen serían satisfechos por 
el ejecutante, cuya sentencia fué confirmada, con costas. 

Que en tal virtud viene á deducir la aceion de daños y per- 
juicios, fundándola en el artículo 1060 del Código Civil. El 
Banco debe satisfacer el valor de todas las mercaderías y ense- 
res embargados que detalla» y cuyo precio en su justo valor as- 
ciende á pesos 7791 ,03 centavos inclusive el valor de 4 cajones y 
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iu cañería de gas dé toda la casa, debiendo tunerse presente U 
situación del almacén y que la casa fué fundada hará cosa de 
25 años. 

Que también debe tenerse presente qu*< abonaba al propieta- 
rio de la tinca 360 pesos moneda nacional mensuales, y que la 
venta de mercaderías y bebidas del almacén oscilaba entre 
4500á 5000 pesos mensuales, que Je dejaba una utilidad mí- 
nima de 20 por ciento, al rededor de 400 á 500 pesos mo- 
neda nacional. También debe pagar los perjuicios hasta el día 
en que loa satisfaga, así como los intereses legales de la de- 
mora. 

Quedados esos antecedentes y considerando que el lucro ce- 
sante desde el me* de Diciembre de 1894 y que lian transcu- 
rrido 38 meses desde el día de la traba del embarga, pide como 
daños y perjuicios, tomando como término medio 450 pesos 
moneda nacional mensuales, la suma de pesos 34.891,03 centa- 
vos, más ó menos, suma que se encuentra formada de los 38 
«mes Ú450 pesos moneda nacional, igual á 17.000 pesos mo- 
neda nacional, los 7791,03, importe de las mercaderías, má, 
10.000 pesos do daños resultantes de la pérdida del crédito y 
de la clientela. 

Agrega que no cuenta para nada ron las mercaderías y obje- 
tos embargados, desde qne por su deterioro no ha de ser sufi- 
ciente para cubrir los gastos de depósito. 

A mérito de lo que pide, que teniendo por enrabiada Inacción, 
beael Kanco de la Nación Argentina condenado á pagar la su- 
ma expresada, con costas. 

Que á foja 20, don Cbmentino Sañudo, por el Banco dem¡in- 
dudo, evacúa el traslado conferido» y pide que por las razones 
que expone, sea la demanda rechazada, con costas. 

Sostiene que la demandante ha sido reconocida como dueña 
de los objetos embargados, por la sentencia recaída en el es- 
pediente de la tercería. 
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Esos objetos ae encuentran en poder det depositario, y deben , 
en virtud deesa sentencia, ser devueltos á su propietaria. 

La señora Bíaucbi, á juzgar por loa términos de su deman- 
da, pretende hacer abandono de ellos, su pretexto de bailarse 
deteriorados, pero ba^ta recorrer la lista de ellos pura conven- 
cerse deque, por su naturaleza, éstos deben encontrarse abura 
en el mismo ú en mejor estado qu" ;ii efectuarse al embargo. Por 
consecuencia, dicha *eñora debe tomar posesión de los objetos 
inventariados en el acto del embargo, puesto que, según la sen- 
tencia, ella es la única dueña, 

Que Tespecto délo que se pretende, que el almacén le ha pro- 
ducido un;i utilidad líquida de 450 pesos y que el Üaneu debe re- 
sarcirle de esa ganancia, de que ha sido privada, basta obser- 
var las cifras que sa presentan en el escrito en traslado para 
convencerse de la falsedad de e-a afirmación. 

Que niégala partida de 10.000 pesos que por perjuicios re- 
clama, así como desconoce la exactitud de todas y cada una de 
las demás partidas y precios consignados en el escrito. 

Finalmente, protesta por las costas, las que deben imp merse 
ñ la a- tora p.«r la falta de fundamento <M presente juicio. 

Que recibida la causa a prueba para la justificación de la 
existencia y monto de los perjuicios reclamados, so ha produ- 
cido la que expresa eí certificado del señor secretario de foja 
98 vuelta, habiendo agregado el escrito de alegato de la parte 
demandada y llamádose autos para definitiva. 

Y considerando : Que es principio universal de derecho y 
sanción expresa de nuestras leyes, así como de jurisprudencia 
uniforme y constante, que toJo el que ejecuta un becho que 
por su colpa ú negligencia ocasiona un daño a otro está obliga- 
do A la reparación del perjuicio (artículo l !09del Código Ci- 
vil). 

Que la sentencia bomologada pronunciada en el juicio de ter- 
cería de dominio presentada rumo prueba, declaró abierto el 
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derecho de ta tercerista señora Feliza Podestá de Bianchi á 
cobrar los daños y perjuicios motivados por la traba del embar- 
go decretado bajo la responsabilidad del Banco de la Nación 
Argentina en bienes d su propiedad y en la ejecución se guida 
contra Nicolás B. Bianchi Podestá. 

Que desde luego, es indiscutible la situación legal del Banco 
demandado de reparar el perjuicio causado ron ocasión de ese 
embargo, pero, en la extensión y límite que la damnificada jus- 
tilique haber sufrido, desde que, como queda dicho, una sen- 
tencia ejecutoriada del tribunal impuso tai obligucion. 

¿Ha comprobado la demandante los extremos de su acción ? 
¿Ha justificado todas y cada una de las distintas partidas que 
por perjuicios involucra y reclama en su demanda? 

Incumbiendo r. laactoru la produccionde la prueba (ley i«, tí- 
tulo \\, partida 3"), ha rendido la que determina el certificado 
de foja 98 vuelta: ¿pero llena esa prueba los fines que se tuvo 
al producirla? ¿Es ella suficiente para acreditar aquellos ex- 
tremos? La respuesta surgirá del estudio que el juzgado pasa á 
hacer del mérito de esas probanzas. 

La primera partida que por tal concepto reclama, la pro- 
cedente del valor de las mercaderías y enseres embargados y 
que especifica la demanda, que se hace ascender á pesos 
779f ,03 centavos, inclusive el armazón y cañería de gas de toda 
la casa. 

Esta partida, ajuicio y criterio del tribunal se halla sufi- 
cientemente comprobada, motivo por el cual corresponde sea 
declarada de legítimo abono. La prueba pericial rendida á foja 
75 1a justifica evidentemente, desde que quien la expide es 
persona perita y desde luego competente, motivo por el que ella 
constituye prueba legal por arribar su informe á conclusiones 
terminantemente asertivas (ley 56, título 6 ft , partida 5-). Y no 
obstante, que, eu el alegato del demandado se afirma, sin si- 
quiera intentar demostrarlo, que esaprueba oarece de valor le- 
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gal, tal afirmación es infundada, por no estar el Banco habili- 
ta<lo para desconocer su eticada en juicio, por no haber rendido 
contraprueba que \& desautorice, y porque si omitió por ¿a 
parte el nombramiento de otro perito, habré sida porqpH) lo 
reputó innecesario, desde ijue tuvo oportunidad de conocer el 
nombramiento del propuesto por el demandante, y con sn silen- 
cio y actitud al respecto, ratifico j conlirmn virtual é implícita- 
mente ese nombramiento de perito único j procedimiento co- 
rrecto, desde que la determinación del número de perita no es 
de derecho público, por referirse especialmente ¡il interés de 
las partes (Dallo!, interpretando el artículo 303 del Túdigode 
Piocedimieittos francés; Caravantes, tomo 2", número 901). 

De lo qm- resulta, que determinando esa pericia el valor efec- 
tivo que l;i mercadería tenía en plaza á la época de! embargo, 
debe el demandado satisfacer su imp irte, con el interés á estilo 
de Banco respectivo, á contar desde la interpelación judioiaL 

Que ee igaalmen te infundada la aseveración del Banco, de 
que su conformidad debe limitarse á lu entrega de la mercade- 
ría embargad», y lo es, porque esa entrega no podía operarse 
en el propio estado y condiciones que la mercad, ría tenía á 
la época del embarco, cuyo estado verosímilmente se presume 
era bueno, por no hubersc alegado ni justificado lo contrario, y 
cuyo deterioro ú avería fué judicialmento comprobado, en ¡a ins- 
pección ocular a que hace referencia el autu de foja 47 vuelta 
del expediente ejecutivo ofrecido como prueba, siendo causa 
evidente de perjuicio ala tercerista, perjuicio que debe reparar 
con arreglo á los propios términos de dicha resolución, desde 
que la disminución de valor es el nsultado emergente de sus 
propios actos, al proceder sin derecho á la tmba del embargo 
que motiva esta acción de perjuicios (artículos 902, 903 y 904 
del Código Civil). 

Que as demás partidas reclamadas por concepto de perjuicios 
y que están englobadas en las peticiones segunda y tercera del 
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escrito de foja 1, no han ¡sido justificadas, motivo por el que 
procede su rechazo, desde que la ley y la jurisprudencia re- 
quieren que en litis sobre ellos, se demuestre no sólo el dere- 
cho á *¡er indemnizado, sino el perjuicio realmente sufrido y su 
quantum, v estos dos extremos en el sub-judice no han sido 
oumpr- bmlos. El resultado de la prueba testimonial ofrecida 
por la actor*, es negativa, desde que, excepción del testigo 
Francisco Vincenii, foja 50. y todos los demás, respondiendo ¡1 
la 6* pregunta del interrogatorio de foja 40, manifiestan que 
ignoran laiitilidad mensual que producía el almacén ; y aquel 
si bien d clara de conformidad á la pregunta, lo base por simple 
creencia personal, sin dar razón >atisfaetoria de su afirmación, 
motivo que invalida su testimonio, aparte de que su declaración 
carece de raloT legal, por ser testigo unipersonal, testio unus 
testio nulus (tomo 33, página 212, Fallos de la Suprema Corte). 

Que, por otra p.irte, la prueba ofrecida por el llanco de la 
Nación sobre el particular, desnaturaliza por completo ¡a afir- 
mación de la actora «ubre el estado próspero del negocio y uti- 
lidades que le producía, desde que ha logrado improbar, por 
conft sion de ja demandante y por diversas di ciaraciones que 
ese estado próspero distaba en mucho de ser una realidad; 
puesto que tenía deudas importantes que no atendía con regu- 
laridad, inclusive en ellas el alquiler mensual del negocio; \ 
principalmente ha justificado la incorrección y desorden obser- 
vado en la contabilidad del negocio, en el que no tenía tenedor 
de libros, ni llevaba éstos, ni practicaba ba'ances periódicos, 
ni se levantaban inventarios con regularidad; circunstancias 
que legalmente la inhabilitaban hasta para conncer, no digo 
el estado próspero del negocio, pero ni siquiera la utilidad re- 
mota que podría producirle. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo : I* 
Declarando que el Baneo de la Nación Argentina debe abonar á 
doña Feliza Podestá de Bianohi, dentro de 10 días de ejecuto- 
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riada esta resolución, la cantidad lie 779 i pesos con tres centa- 
vos moneda nacional legal, valor de las mercaderías y enseres 
embargado < ( con más el interés de esta sumaá estilo de Banco 
y á contar desde la interpelación judicial. 

2 o Declarando qm* la demandante un ha comprobado las de- 
más cantidades que por perjuicios roclnm», y absuelvo por lo 
tanto al demandado de la? consecuencia-i de esa reclamación, 

3" Disponiendo que las costas se satisfagan en el orden causa- 
do, atento el resultado definitivo del pleito. Xorifí-juese con el 
original y repóogmse los sellos. 

Agustín ir diñar rain. 



i Hila de la Buitrera* Corto 

lliifoos Aires, Junio lt¡ de 1ÍKX). 

Y fistos y considerando; Primero: Que la parte demandada 
no ba desconocido, al contentar la demanda defujauna, la obli- 
gación de resarcir tos daños efectivamente sufridos por la ac- 
fcora á consecuencia del embargo de que hace mérito en la mis- 
ma demanda, alegando solamente la inexistencia dr tales da- 
nos, y la disposición de los artículos quini^nto. veinte, mil 
ochenta y tres y mil ciento once del Código Civil, que la eiojte- 
raüeu el caao actual de la reparaoion que se le exige (fojas 
veinte á veintidós vuelta). 

Segundo: Que la existencia del daño sufrido por )a totora, 
se baila suficientemente demostrado en lo que respecta a los 
artículos de almacén descriptor en la demanda, por la diligen- 
cia de inspección judicial de que se hucc mérito en la sentencia 
apelada (foja ciento veintisiete vuelta) y por el resultado del 
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Témate que se invoca á foja ciento cuarenta con referencia al 
expediente ejecutivo, sin contradicción alguna de la parte de- 
mandada. 

Tercero: Que para la apreciación del daño justificado, es 
prueba bástantela pericia tíe foja cincuenta y tres, respecto de¡ 
cual la misma parte demandada no ba hecho valeren tiempo 
oportuno ninguno de los derechos que le acuerda el título quin- 
ce de la ley de procedimientos; sin que sea en esta instancia 
admisible ninguna de las objeciones que se hacen en el escrito 
de foja ciento dos, ni menos la nulidad de la diligencia misma 
consentida una vez que fué la demandada notificada del auto 
de foja cincuenta y ocho vuelta, como se ve en el escrito de fo- 
ja sesenta. 

Cuarto: Que la nulidad de la sentencia que puede apoyarse 
en un procedimiento vicioso, exige, por otra parte, la circuns- 
tancia <le que el defecto de que adolezca el procedimiento canse 
la nulidad de las actuaciones por una disposición expresa de la 
ley ; circunstancia que no concurre en el caso actual, en el que 
la disposición del artículo ciento cincuenta y uno de Ja ley de 
procedimientos no contiene una declaración como la del artí- 
culo setenta y uno de lamisma ley ; sin ser exacto que sea re- 
querido en e) perito ó peritos que se nombren, el carácter de 
facultativos que supone la demandada, como se ve en el artícu- 
lo e.icii lo cuarenta y nueve. 

Quinto: t¿ue por reputarse el deterioro de loa artículos em- 
bargados, una consecuencia mediata del embargo en ellos tra- 
bado es de aplicación contra ta parte demandada Ja disposición 
del articulo novecientos cuatro del Código Civil, porque ha- 
biéndose trabado el embargo a pedido de |n misma parte, ésta 
debió preveer el daño que podía sobrevenir en los referidos ar- 
tículos, por quedar depositados en un lugar inadecuado 6 por 
otra causa semejante, sin perjuicio de las arciones que pudie- 
rau competirle contra el depositario. 
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Por estos fundamentos y las consideraciones concordantes de 
ta sentencia apelada, corriente de fojas ciento veintidós á ciento 
veintinueve vuelta, se confirma ésta con c»gtas. Xotiffquese 
con el original y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — OCTAVIO B UN- 
CE. — IVA* E. TORKEKT. — 
H. MARTINEZ. — ABEL BAZAR 

{en disidencia). 



DISIDENCIA 



Buenos Aires, Junio lt> de 1900. 

Vistos : Resulta: Que por la demanda de foja primera, duna 
Felisa P. de Biaachi ba cobrado al Bant o de la Nación Argen- 
tina, por indemnización de daños y perjuicios, que dice k- lian 
causado, la cantidad de treinta y cuatro mil oohorientos noven- 
ta y un pesos con tres eentavos muneda nacional, q oe se forma 
de las siguientes partidas : Primera, de siete mil setecientos 
noventa y un pesos con tres i-entavus moneda nacional, valorque 
atribuye á las mercaderías y enseres del almacén de su propie- 
dad, ¿que se refiere en la demanda y que el Banco hizo embar- 
gar y poner á deposito en el juicio ejecutivo que siguió contra 
don Nicolás B. Biancbi Pcidestáj porcohrode una letra ; Segun- 
da, de cuatrocientos cincuenta pesos moneda nanunal men~ 
sual por lucro cesante en treinta y ocho meses que permaneció 
clausurado elslniacen a causa del embargo; y tercera, de diez 
mil pesos moneda nacional, por daño resultante de la pérdida de 
su crédito y clientela. 

Que negada por la parte del Banco la existencia de los per- 
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juicios alegados, y habiendo pedido en consecuencia el rechazo 
de la -t.-uiiiTid i, la cau^a se puso á prueba ; se prndujn la que 
consta de autos, j después de alagar sobre su inírito ei apode- 
rado «Jel Banco, se dictó la sentencia de foja ciento veintidós, 
por la cual se condena á dicho Banco ú pagar á Ja demandante 
la cantidad en queapreoiú el valor de las i ¡jrcdderías y enseres 
del almacén, con más el interés «estilo de Banui coi respon- 
diente á esa cantidad desde la interpelación judicial, y no hace 
lugar ¡i las otras indemnizaciones pedidas en la demanda. 

De esta sentencia han apelado ambas partes. 

Y considerando: Que como lo tiene establecido la jurispru- 
dencia de esta Suprema Corte en varios de sus faltos, para ser 
procedente una demanda por daños y perjuicios, es necesario 
que el que la intenta demuestre no solamente su derecho á ser 
indemnizado, sino que pruebe también la existencia dé los da- 
ños y perjuicio! recibidos así como su importancia, á ünde po- 
der determinar la suma que deba mandársele pagar. 

Que de acuerdu con esta jurisprudencia, para declarar ta 
procedencia de la demanda de foja primera, es indispensable 
que resulten de estos autos acreditados los extremos ya mencio- 
nados. 

Que respecto al primero de ellos, ó sea al derecho que asiste 
á la demandante para ser indemnizada de los perjuicios que ha- 
ya sufrido, es indudable que se halla gratificado por la senten- 
cia coníirmada por la Suprema Corte, que se registra á foja 
ciento veinte de !<>s autos de tercería de dominio agregados á 
los presentes en calidad de prueba, sentencia por la que « se 
declara procedente la tercería de dominio entablada por la de- 
mandante y se ordena el desembargo y entrega á la tercevsta 
de las mercaderías embargadas á foja diez y seis vuelta de los 
autos ejecutivos, con costas, y reserva de acciones por los per- 
juicios que justificase haber sufrido 

Que en cuanto ala eiisteneia de los perjuicios sufridos por 
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Ja demandante, las constancias de autos no suministran otra 
prueba de olios que el de la paralizado! del capital invertido 
en la- mercaderías y enseres del almacén que le embargaron, 
desde el día del embargo lia- ta que hizo abandono de Jas unas 
v -le ios otros, en poder de los martilieros Guillermo Gowland 
v compañía, perjuicio que es justo le sea indemnizado, abo- 
nándole el interés á estilo de Banco, correspondiente á dicho 
capital, durante el tiempo expresad", desde que no hay absolu- 
tamente prueba alguna en autos de que el giro de ese capital 
en el negocio del almacén haya dado la mínima utilidad a su 
dueña, 1 ti que ni ha llevado libros para demostrarla, ni puede 
convencer á nadie de que un negocio ríe almacén al por menor 
como el suyo, con un capital activo en mercaderías que ¡i penas 
pasa de siete mil pesos moneda nacional, no contando el inver- 
tido en mostrador, estantes» vidrieras y otro* enseres conque 
llega al valar de ocho mil ciento ochenta y un pesos munida 
nacional, según la pericia de foja cincuenta y cinco, pueda pro- 
ducir una utilidad líquida cualquiera, cuando adeuda a dife- 
rentes acreedores en plaza más de doce mil pesos moneda na- 
cional, cuando tiene que pagar trescientos pesos moneda na- 
cional mensuales de alquiler, en cuyo pago se halla atrasado y 
costear además dependientes, como sucede en el caso y resulta 
de la pruebu de autos. 

Un negocio en tales condiciones es ciertamente un negocio en 
bancarrota, por cuya clausura i;o so puedo pedir, sin maniiies* 
ta temeridad, cuatrocientos cincuenta pesos moneda nacional 
mensuales por lucro cesante; ni diez mil pesos de igual mone- 
da, por pérdida de crédito y de clientela, como lo ha dicho la 
señora de Bianchi ; y cuando, por otra parte, consta que las 
mercaderías de ese negocio estaban para entregarse á los acree- 
dores, según lo declaró donjuán T. Bianchi, hijo y apoderado 
general de la señora Felisa P. do Bianchi, al protestar del em- 
bargo que se hacía de ellas, a solicitud del Banco, como puede 
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verse .ii (i nal del acta de embargo «-órnente á foja diez j seis 
vuelta de los autos ejecutivos agregados. 

Que es de observar, que habiendo ordenado ta sentencia dic- 
tada en el juicio de tercería el de-embargo y entrega á la señora 
de Bianchi de las existencias del almacén, no ha podido dieha 
señora rebelarse eontra el cu tupi ¡miento de la cosa juzgada so 
pretesto deque fió puede volver á instalarse en el local donde 
tenía su negocio, por estar ocupado por otro inquilino, ni utili- 
zar la clientela que lo frecuentaba, porque estas razones no tie- 
nen poder para tanto, ni valen par.i justificar la conclusión de 
que, por haber eu su mérito, consentido la señora de Bianchi 
en hacer abandono de dichas existencias, y que se proceda á su 
venta por un martiliero, como podía hacerlo, tratándose de co- 
sas de su exclusiva propiedad, sea el Banco el que haya de car- 
gar con las re spoimabilídadea de esta forma de liquidación que 
ella ha elegido para concluir con su negocio, cuando ni la sen- 
tencia le que se trata, ni ley alguna ha condenado, ni condena 
á dicho Banco A que liquide el negocio de la señora de Bian- 
chi en esa ni en otra forma, y menos á que le pague el valor 
íntegro que hayan tenido esas existencias, según su apreciación 
6 la de un perito, couio lo ha solicitado y se lo ha acordadu la 
M'uteucia apelada. 

Que verdad es que, eu la sentencia dictada en el juicio de 
tercería, se reservaron ¡i la demandante sus accionas por los 
dauos y perjuicios que justificase haber recibido, por loque 
seií* muy jit^tu .untar entre los perjuicios reales á car^o del 
Banco, la costas de traslación é instalación de las existencias 
del negocio en el lucaJ donde aquélla lo transportase, si esa 
traslaejun é instalación hubiesen tenido lugar, lo que no ha 
sucedido, ni puede sur-eder ya, como sería justo también que 
el Buueo pague el valor del deteri-tro que hubiesen sufrido las 
mercaderías y enseres del uimuc n durante el tiempo en que 
estuvieron embargados , pero no es menos cierto igualmente, 
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que para mandar pagar esta clase de indemnización, e 8 indis- 
pensable probar el deterioro que dichas existencia» najan su- 
frido, así como su importancia, para poder Ajar el quantum de 
la indemniiacion, según está resuelto por sentencia ejecuto- 
riada y lo tiene establecido la jurisprudencia de esta Suprema 
Curte. 

Que esaprueba es indudable que no se ha producido en parte 
alguna de estos autos, como lo demuestran sus co^tancias, ya 
que no puede admitirse, que lo sea ja fís's de ojos, practicad, 
por el juez q Ue conoció del juicio ejecutivo, donde se embargaron 
las existencias del almacén de que se trata, Tista de ojos que *e 
lia invocado como prueba y la única, por cierto, del deterioro 
de éstas, siendo asi que carece de mérito legal para ello. 

Que la rerdad de estaféis se evidencia Con solo observar que 
esavista de ojos que se registra á foja cuarenta y siete rati- 
ta de los autos ejecutivos, fué solicitada por el apoderado de 
la señora de Bianclii, cuando * t , parte determinó no recibir 
las existencias d.> su urgocio y pidió al juez que se vendiesen 
en remate, y que decretada por tres veces dicha venta en vir- 
tud de no haber tenido lugar en la primera p«,r inconvenientes 
del juzgado, ni tampoco en la segunda, sin expresare la causa 
de ello, se efectuó recien después del tercer decreto que la or- 
denó, con la muy notable circunstancia de que los dos últimos 
decretos del juzgado, señalando dia para que tuviese lugar, no 
han sido notificados en forma alguna á la parte del Banco, ha- 
biéndolo sido solamente el apoderado de la señora de Bianohi, 
según todo ello se acredita por las constauuas de esos autos.' 

Que con tal motivo, esa vista de ojos no puede tener el mé- 
rito de una prueba legal para el Banco desde que toda diligen- 
cia de este género debe practicarse con noticia y citación de la 
parte contraria, para que pueda contestarla asistiendo á ella, 
silo quisiere, y haciendo con motivo de ella las observaciones 
que cumplan á la defensa desús derechos. 
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Que en el c^so sub-judice era tanto más necesario llenar ese 
requisito de la notiEoacion al Banco del decreto que fijaba el ia 
para la inspección ocular, cuanto que á la época en que ésta se 
solicitó y tuvo tugar, ya estaba deducida contra el Baoco la de- 
manda por daños y perjuicios de foja primern, en cuyo juicio 
no es admisible que se considere ion valor de prueba legal di- 
ligencia alguna de este género que se produzca sin prévia noti- 
ficación de la parte á quien pueda afectar. 

Que es de observar, además, que de esa vista di* ojos no se 
ha levantado acta alguna etique se haya consignado, como era 
necesario para referirse a sus constancias, cuál era el deterioro 
y cuáles las mercaderías y enseres que lo hubiesen sufrido, lo 
mismo que su importancia. Sólo se ha puesto de ella uu¡i nota 
en que se dice, que Luto lugar la inspección ocular, por lo que 
nada contiene, ni prueba que favorezca las pretensiones déla 
señora de Biaochi, aun cuando el juez que practicó esa inspec- 
ción, incurriendo en man i lies ta, inexactitud asevere en su auto 
de foja cuarenta y siete vuelta, que de ella resulta que las mer- 
caderías en depósito se encuentran en un estado notorio de de- 
terioro, siendo así que no es posible que se revele notoriamen- 
te el deterioro á que se alude con tanta generalidad en merca- 
derías de almacén y de la clase y naturaleza que enumera la 
parte del Banco en su escrito de foja cien. 

Que sí esa opinión ba tenido el juez puTa ordenar, como lo 
hizo, la venta que le pedía la dueña de ellos, esa opinión no es 
una prueba que tenga valor en el presente juicio y que pueia 
afectar los derechos del Banco, como se ha demostrado ya. 

Que respecto al valor de las mercaderías y enseres del alma- 
cén de la señora de Bianchi, la prueba pericial rendida por la 
parte de ésta es bastante para tenerlo por debidamente acredi- 
tado, no habiendo sido contrarrestado el mérito de esa prueba 
con otra alguna del Banco, no siéndolo al efecto la de los pre- 
cios obtenidos en el remate de dichas mercaderías, porque las 
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ventas de este género no son las que determinan el precio co- 
rriente de ellas en el mercado. 

Por estos fundamento*, se reroca la sentencia apelada de fo- 
ja ciento veintidós, declarándose que el Banco está condenado 
á pagar á la demandante: a) el importe da los gastos de tras- 
lación de las existencias del negocio de su propiedad, al Jugar 
donde se depositaron , así como Jos gastos devengados por ei de- 
pósito de dichas existencias hasta eldia de inventa; b) quo 
debe pagar á la misma demandante el interés, á estilo de Ban- 
co, del capital que representa el valor de las existencias del ne- 
gocio Citado, según la tasadon atribuida por el perito nombra- 
do al efecto, en el inTentario de aquellas, corriente á foja cin- 
cuenta y cinco; c) que son á cargo de la demandante los ga*- 
tos de eomísion del remate de las existencias det negocio, que 
deberán deducirse de sn precio obtenido en el remate cuyo lí- 
quido producto le corresponde. Las costas se pagarán en el or- 
den causado. Notifiquen con el original y, repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

ABEL BA2AN. 



* 'Al HA ÍLIITI 



Don Vírico Matberti, recurso de thabeas corpus* 

Sumario. —La detención ordenada por autoridad competente 
excluye t 1 recurso de haheas corpus. 
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Caso. — Lo explica el 




Rosario, Noviembre 20 de 1899. 

Autos y vistos : El recurso de habeos corpiti deducido por el 
señor Guillermo Malberti en favor de bu hijo Ulrico Malberti. 

X considerando \° Que segun consta, de los antecedentes 
aunumles existentes en este juzgado, y telegramas expedidos 
por el proveyente, la detención de Ulrico Malberti ha sido 
efectuada por el comisario de policía de Villa Oeampo, á pedido 
del otichil de justicia de este juzgado, por el llagrante delito de 
impedir á mano arma la, usucia.lo con otras personas armadas, 
el cumplimiento de ¡su* deberes ofici lies de inventariar los bie- 
nes pertenecientes á la colonia Ocumpo, para entregarlos á su 
nuevo administrador señor Juan B. Lacroix, conforme está 
ordenado pnr este juzgado. 

2 o Que inmediatamente de conocer el proveyeute este hecho, 
ratificó" la detención y ordenü por telégrafo el levantamiento del 
respectivo sumario y la remisión de lus presos incomunicados á 
esta ciudad, á disposición del juez, para la prosecución del jui- 
cio respectivo, cuyo sumario se encuentra actualmente en trá- 
mite, 

3" Que, por consiguiente, la privación de la libertad del ciu- 
dadano Malberti, emana de ürden de autoridad competente, 
contra la cual no procede el recurso de /rabeas corpus (artícu- 
los 61 7 y 621 del Código de procedimientos). 

Forestas consideraciones y pedido del >eñor Fiscal, nose hace 
lugar, con costas, al recurso de habeas corpus. Repóngase. 



Daniel Gotjtia. 
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VISTA DEL SESOR PROCURADO!» CEfcERAL 

Bueno» Airts, llidt'miirv áü tle 



De la exposición de antecedentes dtd auto de foja 5, resulta 
que Don Ülderu-o Malb- rti está detenido, en virtud de un su- 
mario levantado por orden de autoridad competente del señor 
juez, que oonoce del delit> de .atentado á mano armada contra 
las órdenes judíela les. 

El auto «le amparo de la libertad n» procede en el caso, ron 
sujeción a las disposiciones del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, invocadas en el auto recurrido, cuya confirmación 
por sus f u n d;i montos solicito de Y. E. 

Sabinianu Kicr. 



rallo de I» 

Buenos Aires, Junio lü de 1900. 

Vistos : De acuerda con hi expuesto y pedid., por el señor 
l J i ..curador gen.-ral y ñor sus fundamentos, secunfirmn, concos- 
tas t la sentencia apelada de foja etnoOi Devuélvanse, debiendo 
reponerse los sellos ante el inferior. 

BENJAMIN PAZ. — ABKL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGK. — JUAN K. 
TORRENT, — H. MARTINEZ. 
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< UNA «XWVIl 



El procurador fiscal contra don Ignacio A. Correa, por desaca- 
to al juez federal; sobre incompetencia 

Sumario, — Los tribunales nacionales no son competentes 
para conocer de delitos cometidos por medio de la prensa. 



Caso. - Resulta del 



Fallo del Jur* redera» (ai hoc) 

Córdoba, Octubre 28 de 189í(. 

Autos y vistos : Los seguidos por el procurador fiscal de esta 
sección, contra el señor Ignacio Correa, acusado por el delito 
de desacato al juez federal doctor C. MoyanoGacitúa, en virtud 
de la publicación aparecida bajo au nombre en el número 1365 
del diario Los Principios, correspondiente al 20 de Octubre del 
año próximo pasado, que original corre áfoja 22 de estos autos, 
de los que resulta: Que en virtud de denuncia hecha por el 
mencionado juez, el procurador fiscal, después de los trámites 
de estilo, se presentó ante el juez de turno doctor José María 
Rniz t pidiendo el reconocimiento, por parte del señor Correa, 
df la publicación aludida, de la que en efecto éste declaró se 
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autor, agregando las declaraciones consignadas M la indaga- 
toria de foja 6. 

Que en su consecuencia, el fiscal formalizó la acusación res- 
pectiva por el delito de desacato que envolvía dicha publicación 
hacia la persona del magistrado, que en su carácter de juez y 
con ocasión del desempeño de sus funciones como tal, había 
sido el blanco de las injurias é insultos contenidos en la publi- 
cación aludida. 

Que á juicio del referido funcionario, esas injurias é insul- 
tos se hallaban claramente definidas en el contesto de aquella, 
especialmente en los conceptos subrayados y encerrados entre 
comillas, cuya simple lectura bastaba por sí sola para demos- 
trar la gravedad de aquellos y revelar al mismo tiempo la in- 
tención criminal ¡i que ellos respondían, tanto más cuanto que 
el injuriante había desistido voluntariamente de los recursos 
legales interpuestos contra la sentencia que había dadomárgen 
:í los conceptos aludidos. 

Que constituyendo éstos un verdadero delito de desacato pre- 
visto por el artículo 237 del Código penal, correspondía que se 
aplicara á su autor la pena establecida por el artículo 238 del 
referido código. 

Que una vez corrido el traslado respectivo al procesado, éste 
manifestó ante todo que habiéndose debatido ampliamente den- 
tro y f uera del pais, sol re si el desacato podía cometerse por 
medio de la prensa, se limitaba á proponer esta cuestión para 
que ella fuese resuelta con la calidad de pré.ia. 

Que en la hipótesis deque ella fuese resuelta en sentido afir- 
mativo, el nudo del litigio venía á quedar reducido a saber si 
en el presente caso hay 6 no injuria que constituya el delito de 
desacato, por el que se le acusa. 

Que los conceptos de la publicación aludida, que el procura- 
dor fiscal califica de injuriosos y deprimentes déla dignidad de 
magi^n. do á quien se referían, no tenían tal carácter, ya por 
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las declaraciones hechas en aquel ratificadas en su i nti ligato- 
ria de foja 6, ya por Jos lines á que ella» respondía», ya por ia 
materia sobre que versaban. 

Que siendo ia libertad de la prensa una institución de orden 
polfÜCO, consagrada por la Constitución naciimal, no había he- 
cho más que ejercitar con derecho y aun cumplir con un deber 
de alto civismo ai criticar la conducta del doctor Moyano Gací- 
tiiii con motivo del fallo que tan pn»f nudamente había lastima- 
da üus derechos. 

Que )a crítica á los actos de los funcionarios públicos jamás 
pn Iría constituir injmiasinó cuando ella contenía imputación 
riea falsas 6 no se detenía en el campo de los deberes públicos, 
llegando hasta p-netrar en ia vid;i privada de aquellos. 

Que no conteniendo la publicación de que se trata, concepto 
alguno hacia la persona del doctor Moyano Gacitúa en su ca- 
rácter privado, y versando ella únicamente sobre hechos pú- 
blicos, en su calidad de juez, cuya exactitud se halla'eonstutada 
y reconocida por éste en su reportaje, apareciendo en el núme- 
ro 1307 de Los Principios, qm- acompañaba y pedía se agrega- 
ra á é*stos autos, no podía decirse en manera alguna que había 
abusado de su derecho y mucho menos injuriado ú dicho ma- 
gistrado al criticar las omisiones, descuidos ó faltas cometidas 
en el desempeño de su cargo. 

<¿ue siendo indiscutible, conforme á 1a> disposiciones legales y 
demás doctrinas invocadas por su parte, que la proeba de los 
hechos imputados á los funcionarios públicos en el desempeño de 
sus deberes, eximia de toda responsabilidad al que los hubiera 
denunciado en cualquier forma,* no podía menos que ser de t»do 
punto improcedente la acusación entablada en su contra, pues- 
to que se hallaban constatados en autos los hechos que habían 
motivado aquélla, correspondiendo por lo tanto que en definitiva 
>e le absuelva de toda eulpa y caryo. 

Abierta á prueba la presente causa po- el infrascripto, en su 



cridad dejuez de turno, por renuncia del doctor Ruiz, en virtud 
de su aceptación del cargo de ministro del superior tribu ual de 
la provincia, se produjo por parte del procesado laque corre de 
fojas .30 á i3. 

Y considerando : I a Que la excepción cuestión prévia pro- 
movida por el a- usado sobre si puede ó no cometerse el delito 
de desacato por medio de Ja prensa, implica furiosamente la 
necesidad de resolver si el presente cuso sub-judice cae ó no 
bajo la jurisdicción federal. 

2" Que aun cuando así no fuera, hiendo la jurisdicción fede- 
ral restrictiva p .r su naturaleza y no pudiendo por lo tanto 
ser ella prorrogada tacita y expresamente por las partes, sobre 
cosas ó personas ajenas á la misma, debe declararse su incom- 
petencia de oficio o en cualquiera estado de la causa en que 
aparezca, según se halla resuelto por repetidos fallos de ta Su- 
prema Corte (tomo 1", série 2\ página 177 ; (orno 7 o , serie 2% 
página 64; tomo 8 o , série 2% página 26Í ; y otros), 

3" Que en tal concepto, no obstante el estado ¡ictual de la 
presente causa es procedente el estudio de l;i misma á objeto 
de resolver sobre la competencia de este juzgado para entender 
en ella y pronunciarse sobre el fondo de la misma. 

4" Que tratándose en el presente caso de una acusación por 
el delito de desacato cometido en virtud de injurias vertidas 
per medio de la prensa periddim, surge naturalmente la delica- 
da cuestión sobre si los conceptos de la publica ion aludida, qne 
se calilican de injuriosos, constituyen ó no delito común, ó un 
delito de imprenta, en el supuesto de que ellos puedan ser con- 
siderados como abusivos de la libertad de imprenta, consagrada 
por el artículo t4 de la Constitución. 

5 o Qne ana declaración cualquiera en el sentido indicado, 
aparte de las graves dificultades que para el efecto sería nece- 
sario salvar, puesto que aún no han sido legislados por el con- 
greso los delitos de imprenta, importaría reconocer en los tri- 
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bu nales federales la facultad de definir delitos contra el orden 
nacional, cuando la ley no los ha clasificado expresamente, con- 
trariando así la jurisprudencia establecida por la Suprema 
Corte (Fallos, tomo 5 o , serie 2 a , página 26). 

6* Que los peligros y dificultades en el ejercicio de la su- 
puesta facultad, son de todo punto evidentes en el presente 
cano sub-jud<ce f por cuanto podría suceder que en virtud de 
una calificación equivocada quedaran sometidos á la jurisdic- 
ción federal delitos que expresamente han sido exceptuados por 
el aTtículo 32 de la Constitución nacional. 

7 o Que aun prescindiendo de los peligros mencionados y ad- 
mitiendo que, fon arreglo d nuestra legislación actual, sea 
posible deslindar con exactitud los delitos comunes cometidos 
por medio de la prensa, de los delitos de imprenta propiamente 
dichos, segun la clasificación que al respeeto hacen loa juris- 
consultos y constitucionalistas que tratan de la materia, ese 
deslinde sería ineficaz ¿ inconducente en el presente caso, puesto 
que, según la uniforme jurisprudencia establecida por laSupTe- 
ma Corte, los tribunales federales son incompetentes para en- 
tender en el juzgamiento de los delitos cometidos por la prensa, 
sin hacer distinción de ningún género y sin más excepción que 
la del caso en que eilos importen una violación de los privile- 
gios de que gozan los miembros del Congreso, conforme al artícu- 
lo ÜO de la Constitución nacional. En efecto, en la acusación 
entablada el ano 1863 por el fiscal general contra el doctor 
Argerich, por delito de desacato cometido por la prensa contra 
el jefe de policía de la Capital, la Suprema Corte confirmó por 
sus fundamentos la resolución del inferior , en que éste, después 
de luminosa discusión, se declan'» incompetente para entender 
y decidir en la acusación promovida, en razón do versar ella 
sobre materia que expresamente ha sido exceptuada de la juris- 
dicción nacional, por el artículo 32 de la Constitución, tenién- 
dose en vista que los abusos de la palabra escrita aun conaide- 
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nidos como verdaderos delitos, que en realidad no son sitió 
netos dañosos 1 la sociedad, deben ser reprimidos únicamente 
por la soberanía provincial, que ha qnerído reservarse su juzga- 
miento por consideraciones de órden político en razón de esti- 
mar que la libertad de la prensa es una ampliación del sistema 
rt>|iublicano representativo: y que sobre todo, debiendo la jus- 
ticia nacional proceder únicamente aplirando la constitución j 
lasleyes dictadas por el Congreso, y ne pudendo imponer otras 
p« nas que las establecidas por aquellos, mal podía entender en 
delitos de imprenta cuando no existe ley nacional alguna sobre 
ella, ni puede dictarse, pues loa artículos 30 y 32 de la ley 
nacional de 1863, referente á injurias y desacatoi contra las 
autoridades nacionales, no se refieren á injuria* y desacatos 
hechos por la prensa, losquetienen un carácter especial (Fallos, 
tomo I o , sene 1\ página 130). 

Un año después, el procurador fiscal, en cumplimiento de 
tina resolución del honorable Senado de la nación, formalizó 
acusación contra don Benjamín Calvete, por delito de de- 
sacato contra el senador don Martin Pinero, en virtud de las 
injurias y amenazas que se le habían dirigido por la prensa 
con [motivo de las opiniones vertidas por él en el ejercicio de 
sus funciones; y el mismo juez doctor Heredia, que antes se 
había declarado incompetente para entender en la causa del 
doctor Argericfa, se inhibió también para conocer de ésta ; pero 
una vez apelada dicha resolución por el Qscal, la Suprema Corte 
la revocó declaraodo que en ese caso'procedía la jurisdicción 
federal, por cuanto no se trataba de una de aquellas infraccio- 
nes de las leyes cuinunes que pueden ser castigadas por los 
tribunales de provincia, á quienes compete hacer cumplir sus 
preceptos, sinó de la violación de uno de los privilegios é inmu- 
nidad es jde que gozan loa miembros del Congreso, conforme al 
artículo 60 de la Constitución nacional, los que vendrían ú re- 
sultar ilusorios si no pudieran hacerse efectivos por medio de 
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tos tribunales federales, d quienes compete exclusivamente el 
- oiMcimtento 'le las causas espeeilicadas ea el artículo 100 de 
la eonstitucim. Impugnando mío de los t'un J ¡un -Lito- de Ja re- 
solución apelada, la Suprema Corte delaró entóoces que el caso 
resuelta por ella en la causa del doctor Argerich era muy dis- 
tinto del presente, porque allí sólo se trataba de uuo de tantos 
funcionarios nacionales como son los mismos jueces, que no 
gnzan de la- mismas inmunidades y privilegios acordados á los 
miembros del Congreso ; de donde resultaba que pudiendo los 
actos de aquéllos, ser uUcadns y denunciados por la prensa, 
cuya represión corresponde a la jurisdicción provincial, según 
a mente del artículo 32 de la Constitución, clara mente revelada 
en ¡a Convención que precedió á -u s.inckm, es allí donde deben 
r eunir los injuriados Ú calumniados por la prensa ¡i objeto 
de obtener la .indigna reparación (F.illos, tumo I», sene f\ 
páginas 299 y 340), 

Dos anos más tarde, la Suprema Corte, por resolución de !6 
de Octubre de ttjüti, continuó la riel inferior en que se había 
declarado incompetente para entender en la causa promovida 
por el fiscal nacional contra el señor W. de Laforest, á quien se 
pretendía enjuiciar por delito contra la na- ion, cometido por 
medio de la prensa ; y los fundamentos deesa resolución fueron 
los mismos que se tuvieron en vista parala de igual naturaleza 
re-aida en la causa del doctor Argerich (Fallos, tomo 3*\ serie 
1\ página 371). 

Pasados algunos años, el procurador Jlsc.il, por denuncia del 
juez federal de la Capital doctor Zavaleta, se presentó nueva- 
mente acusando al señor Baltazar Moreno por delito de desa- 
cata contra aquel magistrado, en virtud de injurias y amenazas 
que le habían sido dirigidas por la prensa en su carácter de 
juez; el de igual clase doctor Ugarriza se declaró competente 
para entender en Ja causa, y una vez apelada dicha resolu- 
ción, la Suprema Corte la revocó, declarando la incotu peten- 
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cía de fticbo juzgado por los mismos fundamentos que ha- 
bían informado las resoluciones pronunciadas en las causas 
de Argerich y Lsforest (Fallos, tomo i*, sene 2\ página 
3M). 

Por último, en la causa promovida ante el juez federal de 
Santiago del Estero contra el señor Vicente Aguilera, por aeu~ 



doctor Manuel Gorostiaga, á objeto de que fuera penólo atiné!, 
por el delito de desacato y viola-ion di* privilegios cometido en 
virtud ile publicaciones injuriosas hechas por la prenso contra 
dicho diputado, non ocasión de sus opiniones vertidas en el a.* no 
de la cámara, ei mentí ma lo juez, después del referido procedi- 
miento del juicio que fué aceptado de plano per el anisado, 
pronunció sentencia definitiva condenando ¿ éste con arreglo tí 
lo dispuesto en los artículos 30 y 32 de la lev nacional de H 
de Setiembre de 1863; peni una rea apelada aquella, la Corte 
declaró por resolución de taha 19 de Abril de 1 HÍ48, qu» id ju z 
federal de Santiago del Estero carecía de jurisdicción para co- 
nocer en dicha causa, siendo de notar que en lo. fundamento» 
de esa resolución se contienen declaraciones mas explícitas y 
avanzadas que las anteriormente hechas respecto á la inter- 
pretación que debe darse al precitado artículo 32 déla Consti- 
tución nacional, pues se dice allí que aun los miembros dei 
Congreso se bailan en las mismas condiciones respecto á fiier<>, 
que los ministros del gobierno nacional, lo* jueces y demás 
autoridades nacionales en el ejercicio de sus funciones, y que 
no gozando estos funcionarios de] fuero federal en los delitos 
cometidos contra ellos por medio de la prensa, tampoco pueden 
gozar de él los miembros del Congreso, pues la prohibición 
constitucional ant.-s citada no hace excepción ni salvedad al- 
guna respecto de ellos, sin que pueda decirse por esto que 
quedarían impunes las ofensas que les infiriesen por aquel me- 
dio desde que tienen expedita su acción para obtener ante la 
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justicia ordinaria competente la reparación debida (Fallos, to- 
mo 3°, serie 3', pigloa 228). 

Por estas consideraciones y demás que se ooiiten, este juz- 
gado se declara incompetente para entender en la acusación 
promovida por el procurador fiscal contra el señor Ignacio N. 
Correa ; y apareciendo á foja 8 vuelta de autos que éste ha sido 
eicarcelado bajo bauza, procéduBe á chaocelar ésta en la forma 
de estilo. Hágase saber, y repuestos los sellos, archívese sí no 
fuere apelada esta resolución. 

Teodomiro í'uez. 



VISTA ÜEL SEflOll l'BOCURADOIt GENERAL 

Suprema Corte: 

Buenos Aires, Febrero 19 de 1900. 

El artículo 32 de la Constitución uacionul ha proscripto que 
el Congreso no dictará leyes que restrinjan la libertad de im- 
prenta 6 estableaban sobre ella la jurisdicción federal. 

Si se recuerda la censura y demás restricciones á que venía 
sujeta desde la época colonial, si se estudia la imprenta, bajo el 
punto de vista de su libertad, restablecida en la legislación pa- 
tria desde nuestra emancipación política, se comprenderá el 
propósito de libertarla de vejatorias restricciones. 

Pero se ha dicho y repetido con tanta íusistenda, que teme- 
rla ser irrespetuoso repitiéndolo á mi vez, que la prohibición de 
restringir la libertad de imprenta y establecer la jurisdicción 
federal sobre ella (sobre la liberrtad) no excluye la represión de 
parte de la jurisdicción federal, de aquellos delitos sumisos 
¿su régimen, auu cuando esos delitos se hubiesen ejecutado 
por medio de la prensa. 
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Ante aquella distinción que ha dad® lugar á discusiones tan 
extensas como ilustradas desde la sanción del texto constitu- 
cional, me inclino á creer que si la libertad de emisión del pen- 
samiento no puede sur limítala ni restriuguida ni por ley na- 
cional ni por jurisdicción federa], el atentado contra el derecha 
de terceros, la vida, el honor, la propiedad, delitus especial- 
mente calificados de tales, podría ser perseguido aun unte los 
tribunales federales, con sujeción al régimen de las leyes pe- 
nales de la nación. 

Pero contra esta opinión , que apenas me atrevo a insinuar 
para salvar responsabilidades personales, pesa el elevado crite- 
rio que ha predominado en los repetidos fallos que invoca la 
sentencia recurrida de foja 43 vuelta. 

Esos fallos han constituido una jurisprudencia que no es po- 
sible desconocer ni me permitiría impugnar, debiendo al con- 
trario inclinarme respetuoso ante la ilustración notoria del alto 
tribunal que los ha dictado y el carácter de cosa juzgada que la 
doctrina y jurisprudencia les atribuyen. 

Desautorizado para deducir petición contraria á la jurispru- 
dencia establecida en los fallos de V. E., que constituyen el 
fundamento del auto recurrido, pido á V. E. que, en mérito 
de lo expuesto, se sirva '"solver este incidente con sujeción ii 
las inspiraciones de su más ilustrado criterio. 

Sabinia.no Kxer, 



Fallo ám la Suprema Cvrfe 

Buenos Aires, Junio 16 de 1900. 

Vistos: De acuerdo con la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte, recordada en la vista del señor Procurador general y en 
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la sentencia apelada de foja cuarenta y tres vuelta, se confirma 
ésta. Hágase saber con el original y devuélvase. 

BENJAMIN PAZ,- ABEL BAlAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. - H. MARTINEZ. 



« AINA ( LWVIII 



Contra llamón Machín, por infracción tí la ka de enrolamiento 

Sumario. — Del año de servicio militar en el ejército per- 
manente que corresponde como pena de la infracción ¡i la ley de 
enrolamiento, debe descontarse el tiempo de prisión sufrida, 
en razón de un dia de prisión por cada 'lia de servicio. 



Caso. — Resulta del 



• <!<•■ J»« z Fmleral 

La Piala, Mayo 9 de 1900 , 

Vistos: estos autos iniciados contra Ramón Machio, argen- 
tino, soltero, de 20 años de edad, por falta de enrolamiento. 

Y considerando: I o Que el procesado, en su declaración, dice 
lúe se enroló en 1895 en Mar del Plata, 
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2 o Que según consta del informe déla inspección deniilicias, 
corriente a foja 5, Machín no está enrolado en Mar del Plata. 

3" Que corresponde al procesado probar que ha cumplido con 
la obligación legal de enrolarse para eximirse de pena, lo cual 
no ha hecho. 

4 o Que el enrolamiento de la guardia nacional de la Repúbli- 
ca, es obligatorio desde la edad de 18 A 40 años, Biendo casado, 
y 45 siendo soltero (artículo 17 de la ley número 3318). 

5 o Que loa que estando, con arreglo a la ley citada, obligados 
á enrolarse, no lo verificasen, serán destinados á servir un año 
en e! ejército permanente, sin perjuicio del enrolamiento en la 
guardia nacional, en la categoría que les corresponda (articulo 
35 déla ley citada). 

6* Que la excusa que alega el defensor del procesado, de haber 
estado este trabajando lejns de los centros de población, no es 
excepción autorizada por la ley, ni admisible, pues precisa- 
mente por esa causase abre el enrolamiento en toda la Repú- 
blica, estableciéndose oficinas en los diferentes centros de po- 
blación de Ja campaña, donde los ciudadanos concurren cons- 
tantemente por diferentes motivos. 

7 o Que la ley número 3318, como todas las nacionales, rige 
en toda la República, y así como á todo su territorio alcanza la 
protección que la nación dispensa á sus habitantes, asi también 
las obligaciones ó* cargas desús súhditua tienen la misma fuer- 
za en coalquier parte del territorio que se encuentren. 

Es por esta causa que los plazos que fijan los decretos 
respectivos son tan largos, porque el P E., teniendo en cuenta 
esa circunstancia, procura que nadie, con causa atendible, se 
excuse de cumplir ase deber. Así, pues, el que no se enrola es 
porque deliberadamente no quiere hacerlo, pues el registro 
queda abierto para aquellos que por ausencia ú otra causa le- 
gítima no lo hubiesen hecho en tiempo. 

8 o Que si fuera admisible la excusa de naber estado trabajnn- 

T. 1.1 HV ]7 
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do fnerade los centros poblados para no enrolarse, habría que 
excluir á la mitad, por lo menos, de la población obligada á ese 
deber, porque unos cou.vedad y otros con pretextóse ampararían 
de esa excepción, haciendo imposible el cumplimiento de la ley 
n limero 3318. 

Por tanto: fallo condenando á Ramón Machín á servir un 
año en el ejército permanente, sin perjuicio de ser enrolado en 
la categoría que le corresponda. 

Oficíese a) señor Gefe de policía, para que remita el procesa- 
do Ala inspección de milicias, al efecto de ser enrolado, y en 
oportunidad póngasele á disposición del señor Ministro de ta 
Guerra, y archívese los autos. 

Isaac Godoy 



Amo del Juez Federal 

La Plata, Mayo 14 de 1900. 

Concédese el recurso interpuesto, en relación y en ambos 
efectos, elevándose los autos á la Suprema Corte, con emplaza- 
mi'-nto de diez dias, y en cuanto á la declaración que se solici- 
ta, hágasele saber que, estando expresamente resuelto por el 
artículo... del Código Penal, cómo debe computarse la prisión 
presentirá con relación á la pena definitiva y habiendo estable- 
cido In Suprema C<»rte jurisprudencia uniformo, ordenándose 
descuente, enlas causassobre infracción a lu ley de enrolamien- 
to, un dia de servicio en e! ejército permanente por otro de 
prisión preventiva sufrida, y que se hace invariablemente el 
cómputo con arreglo á estos preceptos, sin necesidad de decla- 
ración expresa en cada caso. 

Godoy, 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo 31 de JWX). 

Suprema Corte: 

Los fundamentos de la sentencia recurrida dr foja 23 vuelta 
sen incontestables, y sus conclusiones sobre la responsabilidad 
legal del procesado Ramón Machín se ajustan á lo proscripto ■ 
en el artículo 35 de la ley número 3318. 

Aquella sentencia procedí' ser confirmada por sus fundamen- 
to*, con la declaración que contiene el auto de foja 25. Pido ¡í 
V, E. se sirva así resolverlo. 

Sabiniawt Kier. 



Fallo de In Suprema l orie 

Buenos Aires, Jimio lí¡ de 1900. 

Vistos: Estando justificada la falta de enrolamiento del pro- 
cesado, qnien no ha probado las einisas alegadas, y de acuerdo 
con to ei puesto y pedido por el señor Procurador General y 
fundamentos concordantes de la sentencia apelada de foja vein- 
titrés vuelta, se conu'rma esta, con la declaración contenida en 
el aatt, de foja v-iutiseis ( siendo las costas del recurso á cargo 
del apelante, 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN, — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
"OKBENT. — H. MARTINEZ. 
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CAUSA 4 1 A VI \ 



Los menores Agustina, Eduardo, Ernesto y Enrique Tillará, 
contra don Antonio Rodríguez del Busto ; sobre interdicto de 
obra nueoa. 

Sumario. — El iat adicto de obra nueva procede siempre que 
se inicie y continúe la obra en terreno ocupado por tercero. 



Caso, — Resulta del 



Fallo del Jufx federal 

Córdoba, Noviembre 10 de 1896. 

Autos y fistos: Don Enrique Saverin, en el carácter de actor 
general dolos menores Agustina, Eduardo, Ernesto y Enrique 
Tillar*! , deduce interdicto de obra nuera contra don Antonio 
Rodrigue! del Busto exponiendo: 

Que en la partición de bienes hecha por muerte de don Carlos 
Tillard se adjudicó a los expresados menores los terrenos situa- 
dos en suburbios nort- de esta ciudad, que lindan por el rumbo 
este con derechos de los señores Manuel González y Eufrasio 
Loza, por el sud con la cañada de Areco, por el este con el ca- 
mino público á Jesús María, y por el oeate con propiedad del 
mencionado señor Rodríguez del Busto. 
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Que esos terrenos búllanse ocupados actualmente por don Dri- 
sol Moreira y sus hijos, en virtud de un contrato de arrenda- 
miento, 

Que en los mismos y por órdendel señor Rodríguez del Bus- 
to, don Lino Allende empezó á construir el 14 de Setiembre un 
cerco como á 600 metros de distancia de la línea divisoria con 
a-iuél, por la parte del oeste. 

Que eljprecitado día se suspendió el trabajo por exigencia dnl 
arrendatario señor Moreira, pero que fué continuado al siguien- 
te), y que impedido di* nuevo por el demandante, retiróse Alien- 
do con sus peones ]>ar;i volver á seguirlo después que él húbose 
ausentado. 

Que en mérito de ello j persuadido de que son estériles ^us 
reclamaciones privadas, vése en el caso ú» deducir contra el se- 
ñor Rodrigue?, del Busto el predicho interdicto de obra nueva, 
pidiendo si: decrete desde luego la suspensión de ésta y se con- 
dene é aquél, o sn tiempo, á deshacerla, con costas é indemni- 
zación de perjuicios. 

Celebrado el juicio verbal de ley, el demandante se ratifica en 
la demanda, agregando quilos cercos lian aumentado en eiten- 
sioil bástala fecha, y presenta los títulos corrientes de fojas 24 
á 33. 

El demandado, á su vez, eipoue : Que cree que no procede 
el interdicto de obra nueva, puesto que si ha cercado el campo 
lo ha hecho ejerciendo derechos que como á condomino le co- 
rresponden y que también ha ejercido la parte contraria. 

Que por los años 1K84 ;i 1889 tramitóse el juicio de mensura 
iniciado por Tillard, en el que recayó sentencia desaprobando 
aquella, y que desde entónces es condómino cou él, por confu- 
sión de límites, en el terreno de que se trata, teniendo como 
tal los derechos que la ley le acuerda. 

El demandante replica rjue no existe semejante confusión de 
límites, porque el terreno de sus pupilos está limitado al snd 
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por el borde norte de la Cañada de Areco, eegun resolución del 
tribunal que pende por apelación ante la Suprema Corte, y 
con la cual hállase conforme el señor Rodrigues del Busto, al 
oeste con el camino antiguo que va á Saotiagojdel Estero, según 
deslinde judicial aprobado con citación del señor Pueyrredon y 
practicado á solicitud de don Félix Paz, causante de Til lar d. 

Que la falta de aprobación de la mensura hecha ú petición de 
este último, en nada alteró su posesión, como lo demuestra la 
copia de piezas del expediente respectivo que en foja 4 acompaña. 

Que la escritura en que consta que don Pedro A. Gartlaiirt 
compró el terreno úla sucesión de don Féliz Paz fué otórga la 
el 29 de Noviembre de 1877 ante el escribano don Francisco 
J. Fígueroa, y pide se la tenga presente en calidad de prueba. 
Duplica el demandado que el demandante invoca un expediente 
que existe en el archivo del juzgado, sobre cuya nulidad hay re- 
soluciones anteriores, mientras que él invoca el del juicio de 
deslinde de Tillard, de fecha muy posterior, donde consta la 
desaprobación de aquél. 

Que con motivo de dicho juicio .se procuró llegar ú un acuer- 
do respecto á la traza del antiguo camino á Santiago, y ¡que i 
foja 25 se leen estas palabras del doctor Allende: <■ al determi- 
narse el lado oeste del terreno de mi representado (Tillare! > no 
se ha tomado el verdadero > animo de Santiago del Estero, que 
es el límite común de ambas propiedades ». 

Que es cierto que durante el juicio de mensura se le mandó 
suspender construcciones en el mismo t araje en que ha cons- 
truido ahora los <-ercos, porque así lo pidió el doctor Allende, 
mientras se resolvía aquel por sentencia; pero que entonces no 
había construcciones de la parte contraria y el terreno estaba 
completamente abierto, siendo natural que si ella no hacía 
construcciones exigiese á su vez que él tampoco las hiciera. 

Que después de la sentencia de 1889 y después del año 1893, 
no es el exponentí luien lia empezado á construir sinó la parte 
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contraria, que sin embargo de do tener por su título sinó de 7 
á 8 cuadras de ancho,, ha cercado ya más de II, que ra natural 
que se alarmase y se le obligara á ejercer sus derechos de con- 
domino por confusión de límites cercando de la misma ma- 
nera que ella cerraba. 

Que en cuanto á la conformidad del señor Puoyrredon con la 
ubicación que da el demandante al camión antiguo de Santiago 
del Estero» son estas las palabras textuales de dicho señor el 9 
ile Marzo de 1885: « la línea divisoria de estos terrenos (los de 
Tillard) al poniente con los de Alendialaza, es el camino viejo 
de Santiago del Estero: no habiéndose conformado la opera- 
ción de mensura practicada por el perito don Enrique Loza á 
los títulos mencionados, pasando al poniente del verdadero 
camino á Santiago, con perjuicio de nuestros derechos, vengo 
a man isf estar mi disconformidad con dicha operación ». 

Que la parte contraria insiste en hablar de líuea divisoria, 
pero que tal línea no existe, como ya lo lia insinuado al mani- 
festar que el doctor Allende se opuso siempre ¡i toda construc- 
ción en aquel paraje mientras no se terminara el juicio de 
mensura. 

Que sino se ha podido hacer allí construcciones, si la sen- 
tencia ha desaprobado aquella, si ios rotos han declarado que 
son nulos é insubsistentes los títulos de Tillard y que tampoco 
titile poseskm, no puede haber tal lírica divisoria, como lo sos- 
tiene el demandante. 

Que no existe semejante línea divisoria, que loa límites de 
ambas propiedades hállanse confundidos, y que séría necesa- 
ria una nueva mensura 6 una investigación hecha por peritos 
para determinar la traza del antiguo eamino de Santiago del Es- 
tero. Después de estos alegatos y de presentar los documentos 
que corren en autos, las partea absuelven respectivamente las 
Posiciones de fojas 19 á 23 y convienen en la inspección ocular 
que se llevó á efecto el día i 7 de Octubre. 
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Considerando : I o Que tas acciones posesorias competen á los 
poseedores de inmuebles que han adquirido la posesión sin vio- 
lencia, de un modo público y á título de dueños, concurriendo 
además la circunstancia de que sea anual y no haya sufrido in- 
terrupción durante este tiempo (Código Civil, art. 2473, 2478 
2479, 2480 y 2481). 

2 o (¿ue los menores Tillard poseen á título de propietarios, 
por medio de los arrendatarios Moreira,que lo ocupan y eiplotan 
en formas diversa?, el terreno situado al oeste del camino pú- 
blico que conduce á Jesús María, y al norte y este de los alam- 
brados actuales del señor Rodríguez del Busto, según se afirma 
en la demanda, lo reconoce éste absolviendo las posiciones de 
foja Í9 y se ha evidenciado en la inspección ocular. 

3 o Que el souot Rodríguez del Busto no ha tachado esa po- 
sesión ni de violenta, ni de precaria, ni de clandestina, como 
tampoco lia negado que tenga los demás caracteres necesarios 
para el ejercicio de las acciones posesorias. 

4* Que la inspección ocular ha comprobado la existencia de 
signos materiales que demuestran qu- dicha posesión compren- 
de todo el terreno ubicado entre el camino de Jesús María pur 
el este, el alambrado este-oeste del s* ñor Rodríguez hel Busto 
por el sur, el alambrado del mismo, de suránorte, por el oes- 
te, y la propiedad contigua de los señores Manuel Gómez y Eu- 
fncio Loza por el norte; signos materiales consistentes en vi- 
viendas, cercos de alambre y rama, alfalfares, sementeras, 
limpiezas del suelo y roturaciones del mismo (Código Civil, 
artículo 2384). 

5 o Que los cercos do rama hechos recientemente por órden 
del demandado al norte y este de los alambrados que cierran 
la propiedad por dichos rumbos, quedan dentro del terreno ocu- 
pado por los señores Mordra, en calidad de arrendatarios del 
tutor de ios menores Tillard, y que por lo tanto importan una 
turbación de la posesión de éstos (artículo 249fi). 
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6° Que es insubsistente lo alegado por el señor 1 jdnguez dul 
Busto contra ta procedencia de la acción instaur da, esto es, 
que, en el terreno en que se han hecho los uiencio ¿dos t ercos 
existe condominio por confusión di' límites entre i y loa here- 
daros de Tillan!, por cuanto con posterioridad ú la sentencias 
ilf los tribunales de la pruvincia, que desaprobaron la mensuia 
de aquél y que se i o roca n cmun prueba de dicho condominio, 
dictóse la de éste tribunal aprobándose el deslinde de la propie- 
dau del demandado con los siguientes límites: al norte el bor- 
de de La Cañada de Arpeo, al este el camino del Negrito Muer- 
to, al sur el río, y al oeste el camino de Santiago por el Pozo 
del Obispo (absolución de posiciones de foja 19). 

6 o Que aun cuando esa sentencia se halle pendiente de reso- 
lución de la Suprema Corte, por apelación de la parte de Tillard, 
fué consentida por el señor Rodríguez del Busto, circunstancia 
que prueba su conformidad non los límites quí en ella se asig- 
nan á su terreno y eicluye el cunduminío que alega. 

8 o Que si bien es cierto, s.'gua consta tle la copia de foja 46, 
que en todos ó la mayor parte de los votos en que se funda la 
sentencia del superior tribunal, confirmatoria de lade primera 
instancia que desaprobó ta mensura de Tillan), se establece que 
éste no es ni propietario ni poseedor del terreno medido, ello en 
nada perjudica al ejercicio de ls acción deducida, desde que se 
ha constatado que el demandante lo puse*' actualmente á título 
de dueño, y desde que, además, las acciones posesorias no se 
basan en el dominio, sinó en la posesión y en la privación ó 
turbación de la misma. 

Por las consideraciones expuestas, y en mérito de lo alegado 
y probado, fallo: declarando procedente el interdicto de obra 
nueva instaurado contra don Antonio Rodríguez del Busto por 
don Enrique Savarin, en el carácter de tutor general de los me- 
nores Agustina, Eduardo, Ernesto y Enrique Tillard. En su 
consecuencia, y atento lo dispuesto en el artículo 2560 del Cú- 
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digo Civil, se ordena la destrucción por el demandado, en el 
término de 15 días, de tos céreos construidos por él ,de norte á 
este, de los alambrados que cierran su propiedad por esos rum- 
bos: con costas, daños y perjuicios. Hágase saber y repóngan- 
se loa sellos. 

Juan M. Garro. 



rallo «Ir |» Suprema Corte 

Buenos Aires, Junto Ifi de 1ÍKXX 

Vistos : Considerando: Que la construcción del céreo, cuya 
suspensión se pidió por el interdicto de obra nueva deducido á 
foja tres, y que la sentencia apelada ordena se destraya, ha 
si lo iniciada y continuada en el terreno situado en el norte de 
la Cañada de Areco. 

Que estando ocupado ese terreno por un arrendatario de los 
demandantes con construcciones y labores que datan por lo mc- 
n.is desde tres años ¡inte.-, de la demanda de foja trece, según re- 
sulta de lo expuesto p<>r el mismo demandado en el acta ya men- 
cionada, es indudable que no ha podido éste turbar la posesión 
di> aquellos con la obra del céreo de qu< se trata y que es mate- 
ria del interdicto deducido. 

Que Rodríguez del Busto no puede ctrcar Aparte alguna del 
t"rreno de que se trata, tomando de este modo posesión del él, 
antea de que se determinen, si^un corresponda, cuáles sean los 
verdaderos límites de su propiedad, cosa que no ha justificado 
que lo haya hecho todavía, no pudiendo tampoco ceT^ar 
parte alguna del mismo terreno, á tílu!o del condominio 
que invoca por razón de la confusión de límites de su pro- 
piedad con la de que son tenedores los herederos de Ti- 
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llard, porque existiendo la oposición del representante de éstos, 
basta ella para que no pueda hacerlo Rodrigues del Busto, de 
conformidad á lo dispuesto en lo* artículos dos mil seiscientos 
ochenta y dos rail seiscientos ochenta y uno del Código Civil* 
sin qm> obste i ta legitimidad «le esa uposicion la calidad de sim- 
ples tenedores del inmueble que se atribuye á los herederos de 
Tülard, porque tratándole de interdicto de obra nueva, que se 
juzga comoaccion dedespojo» según el artículo dos raíl cuatro- 
cientos noventa y ocho del Código Civil, compete y se da á fa- 
vor no ¡sólo de los simples tenedores de los inmuebles, de con- 
formidad á los ártico los trescientos veintiocho de la ley de en- 
juiciamiento y dos rail cuatrocientos noventa del Código Civil. 

Por estos fundamentos y los concordantes déla sentencia ape- 
lada de foja ochenta y cinco, se confirma ésta, con costas. He- 
puestos los sellos, devuélvanse, pudíendo notilicarse con el ori- 
ginal, 

ABEL BAZAH. — OCTAVIO BUNGE, 
— JUAfi E. TORREN ! . 
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Don Julián Lctameiidi contra don Jttan Torres, por cobro de 
pesos : sobre elevación de autos en consulta á ta Suprema 
Corte. 

Sumario. — Las sentencias definitivas en causas civiles en 
que sean parte el flaco, menores ó incapaces, y no hayan sido 
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apeladas, deben ser elevadas por los jueces letrados de los te- 
rritorios nacionales en consulta á la Suprema Corte, para so 
aprobación. 



Caso. — Lo explica la 



VISTA DEL hfclSOR PKOCURADÜR GENEKAL 

„ a Buenos Aires, Setiembre 27 de 1897. 

Suprema Corte: 

Esta causa no pertenece a] fuero federal raíione materia, 
tampoco se ha demostrado ni alegada lue pudiera pertenecería 
por la diversa nacionalidad de los interesados. 

No corresponde entóncea la consulta que es regida por el mis- 
mo fuero de la apelación, i la jurisdicción de V. E., según se 
deduce di- las prest ripciones de los artículos 36 y M de la ley 
>nbre división délos territorios nacionales. Pido aV. E, se sirva 
así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



Fallo d* la ¿upreraa Corte 

Buenos Aires, Junio 16 de 1900. 

Vist-.s y considerando ; Que con arreglo al articulo cuarenta y 
uno de la ley de organización de los territorios nacionales, de 
las sentencias que dicten los jueces letrados en primera instan- 
cia, podrá u pelar;* vp ara ante esia Suprema Corte. 
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Quede esa disposición el Código de Procedimientos en lo cri- 
minal ha exceptuado las causas de jurisdicción criminal que 
no fuesen de fuero federal, cuyo conocimiento atribuye en se- 
gunda instancia á Las cámaras de apelaciones de la Capital (artí- 
culos veintidós, veinticuatro y treinta y tre*). 

Que por el artículo cuarenta f dos dé la citada ley se dispon** 
que los jueces letrados elevarán en coasalta, aun cuando no se 
interponga apelación, todas las sentencia^ definitivas en que 
sean parte el fisco, menores ó incapaces. 

Que en consecuencia, esta Suprema Corte tiene jurUdicciun 
para conocer y resolver en esta cansa. 

Por esto, así se declara y en atención álo dictaminado por el 
defensor de menores, aprueba el procedimiento observado en la 
causa y devuélvase, debiendo reponerse los sellos ante el infe- 
rior. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAlAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN B. 
TORRENT. — H. MARTINEZ, 



i 'A l Ni <M\\I 



Don Juan Hidalgo contra don Silvano Gutiérrez, por cobro Ue 
pesos; sobre elevación de autos en consulta ú la Suprema 
Corte, 

Sumario, — 1* Las sentencias definitivas encausas civiles 
en que son parte el fisco, menores ó incapaces, y no hayan sido 
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Apeladas, deben ser elevadas por los jueces letrados de los te- 
rritorios nocionales en consulta á la Suprema Corte para su 
aprobación. 

2 o Mientras no se dicte la aprobación de la Suprema Corte, 
no pueden ser ejecutadas, 

3 o Las comunicaciones de los jueces letrados á la secretaría 
de la Suprema Corte deben ser firmadas por ellos, j no por sus 
secretar ios. 



Caso. — Lo explica la 



VISTA DEL DEFENSOR DE INCAPACES 



Buenos Aires, Agosto 12 4c 1807. 

Suprma Corte: 

El artículo 42 de la ley número 1535, sobre organización de 
los tribunales nacionales, dispone que los jueces letrados 
eleven en consulta todas las sentencias definitivas en asuntos en 
que sean parte el fit-co, menores, incapaces, etc., aun cuando no 
se interponga apelación. 

El trámite de la eonsulta importa necesariamente que la sen- 
tencia no debe ejecutarse sino después que sea aprobada por 
V. E. 

Sin embargo de esto, noto qnu en el presente expediento, se- 
guido por don Juan Hidalgo contra don Silvano Gutierres, por 
cobro de pesos, se ha ordenado por el señor juez letrado de Mi- 
siones (foja 82) el cumplimiento de esa sentencia en la parte 
que < -endonaba en costas al actor, y t en consecuencia, abonado al 
representante del demandado, el pago de sus honorarios con fon- 
dos de la sucesión de Hidalgo, de cuya sucesión forma parte el 
menor Juan C. Hidalgo. 
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Por 1u demás, todos lo* otros procedimientos seguidos ea esic 
expediente están arreglados á la ley y niguna observación tengo 
que haber al respecto. 

Y en atención a este último y muy especialmente aqut los in- 
teresados en Ju sucesión de don Juan Hidalgo* por medio de sus 
apoderados, tutor del menor y defensor de menores, manifesta- 
ron su conformidad con aquel pago, considero que bastará que 
\\ E . , al aprobar la sentencia, haga presente al señor juei le- 
trado que debe abstenerse en lo sucesivo de ejecutar las senten- 
cias mientras ellas no hayan sido aprobadas. 

Carlos Hurtado. 



VISTA DEL SüflOíl PHOQUHADOK GENERAL 



Hurí 10- Aire*, Setiembre 27 de 1B97. 

Suprema Carie : 

Esta pansa no pertenece al fuero federal, ratiom materia t 
tampoco se ha demostrado ni alegado que pudiera pertenecería 
por la diversa nacionalidad de los interesados. 

No corresponde en tunees, la consulta que es regida por el mis- 
mo fuero de laapelacion, á la jurisdicción de V. E. según se 
deduce de las prescripciones de los artículos 35 y 41 de la ley 
sobre división de los territorios nacionales. Pido por ello á V. E. 
se sirva asi declararlo, j mandar devolver la causa al señor 
juez a (¡uo % previniéndole que siendo la remisión de la consulta 
un acto jurisdiccional y no teniendo el escribano secretario, 
otra atribución que la de actuar en los juicios, el oficio de re- 
misión de foja 68 ba'debido ser firmado personalmente por el 
señor juez remitente, 

Sabiniatto Kier. 
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Buenos Aires, Junio llí de 1900. 

Vistos y considerando: Que con arreglo al artículo cuarenta 
déla loj de organiiacion de los territorios nacionales, de las 
sentencias que dicten los juecea letrados en primera instancia 
podrá apelarse para ante esta Suprema Corte, 

Que de esa disposición el Código de Procedimientos en lo cri- 
minal ha exceptuado las cansas de jurisdicción criminal que 
no fuesen de fuero federal, cuyo conocimiento atribuye en se- 
gunda instancia á la Cámara de Apelaciones de la capital (artí- 
culo veintidós, veinticuatro y treinta y tres). 

Que por el articulo cuarenta y dos de la altada ley se dispone 
que los jueces letrados elevarán en consulta, aun cuando no se 
interponga apelación, tndas las sentencias deEn ¡tiras en asan - 
tos en que sean parte el fisco, menores 6 incapaces. 

Que, en consecuencia, esta Suprema Corte tiene jurisdicción 
para conocer y resolver en esta causa. 

Por esto, así se declara, y en atención ú lo dictaminado por 
el ministeriode menores, se aprueba el procedimiento observa- 
do en el juicio, debiendo hacerse al inferior la prevención que 
expresa el señor Procurador general y el defensor en sus res- 
pectivos dictámenes. Devuélvanse* 

BENJAMIN PaZ. — ABEL DAZA N , — 
OCTAVIO BUCfCE. — JUAN E. TO- 
fthENT.— B. MARTIN». 
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Criminal contra Isidro linmirez. por homicidio en el presidio 

de la /sin de /o- Estados 

Sumario. — El homicidio premeditado con agravantes ha<-e 
pasible al reo de la pena de- presidio indeterminado. 



Caso. — Lo explica el 



rallo del Ju«> lear»d« 

Río Gallegos, Diciembre 30 de 1899. 

Y vistos : Estos autos iniciados en el presidio de la Isla de 
loa Estados con motivo de la muerte de Benjamín Carrosa, ti- 
monel de la Subprefectura de la misma isla, seguidos á Isidro 
Ramírez, úa apodo, soltero, de 55 años «[sedad, argentino, 
quien se halla sufriendo condena de presidio por tiempo inde- 
terminado, pur sentencia del Supremo Concejo de Guerra y 
Marina ; de cuyos autos resulta : 

í* A foja 5, que la noche 3 de Julio de i897 el auxiliar Ni- 
canor Fernandez tuvo aviso que en el cuarto de la maestranza 
se hallaba herido el timonel Benjamín Carroza, al que encontró 
ya cadáver, presentando varias heridas de arma blanca, una de 
las cuales — próxima al corazón — debió producirle la muerte 

T. LIUT jg 



274 



PALLO* Ufc LA SUI'KfcMA WlHTfc 



inmediuta, según el certificado de defunción de foja 44; se pro- 
cede i las averiguaciones del cuso y se hace firmar al personal 
hAbil, compro bandos*! segan, foja 6, qtie loa penados Vice oté 
Zusluaga, Juan Yafuz, Jacinto Moyano y Angel Fastraua ca - 
taban enfermos en la cuadra, ausente en el faro Pedro Carraz- 
co, con licencia Salastiauo Sosa, y en estado de ebriedad los 
penados Nicolás Tejada, Anfiloquio Pérez y Pedro Peralta; 

a° Que á foja 7 vuelta se manda constituir en prisión á Au- 
filoquio Pt-rez, al que, poco después, se le pone en libertad pur 
resultar de las declaraciones de Zusluaga y Pastraim indicios 
vehemente» de ser el penado Isidro Ramírez el autor del cri- 
men. Efectivamente, Zus!ua*ía declara á fojas 10 y 26 vuelln, 
ratiGoando esta declaración á foja 47 fuflíta, que después de 
volver el bote dea bordo de un transporte, fué Ramírez á la 
cuadra donde se hallaba el declarante, saliendo momentos des- 
pués para la maestranza donde lo oyó discutir con otra personu, 
sintiéndola caída de un cuerpo enseguida, Augel Pustnma de- 
claró a fojas 11 y 16, ratificándose a fojas 50 y 51: que dias an- 
tes del crimen y estando enfermo Ramírez mandó pedir á 
Carroza una ración de vino que le fué negada por éste, dantiu 
lugar á qui* Ramírez pretiriese la siguiente amenaza: « si uu 
me da la ración me lie de hacer pagar con su vida » ; que la 
noche del hecho y siendo las 9, más ó menos, salió Ramírez de 
la cuadra, dirigiéndose á la maestranza, donde se encontraba 
Carroza, oyéndole decir: * con que yo soy zonzo » y sintió la 
caída de uu cuerpo, como asimismo cerrar con estrepito la 
puerta. Jacinto Moyano man ¡tiesta en su declaración de fojas 17 
y 18, ra Lili cada á fojas 18 y i& : que en seguida de regresar el 
bote que conducía á los panados que trabajan á bordo de un 
transporte nacional, entro Ramírez á la cuadra donde se hallab.i 
ni declarante, y que después de correr se detuvo un moiiuuto 
en la puerta para dirigirse después á la maestranza, donde se 
hallaba Carroza, oyéndole insultar ú Carroza y rumores de lu- 
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cha, la caída de un cuerpo y cerrar con violencia la puerta ; que 
Ramírez, al dirigirse á la maestranza, llevaba en lamano el en- 
chillo quu usó momentos antea, reemodeudo ser el mismo des- 
crito a foja 40. Anliloquio Pérez declara á foja 24 vuelta', que 
la noche deJ crimen, en momento* que hablaba con Vicente 
Zusluuga, ésle le pidió que se callara, por oírse rumor de lucha 
en el departamento contiguo de la maestran7.il , Nicolás Tejada 
declara á foja» *8 y 31, ratificándose á foja 60. que por temor á 
Ramiro, se bahía negado á declarar antea y que en la noche 
del crimen oji» á Zusluaga que pedía a Pérez que se callara por 
que parecía que estaban peleando en ta maestranza; que en- 
tonóos salid y encontró á Ramírez que venía de esa dirección, 
quien le dijo que acababa de matar á Carroza ; que días antes 
Rumirez había amenazado a Carroza por haberle negado una ra- 
ción de vino. Atireliano Ortii declara á fojas 32 y ;J3, ratificáis 
doae ú fojas 63, que respecto de la muerte de Carroza nada sabe 
pero que unosdias antes del crimen oyó á Ramírez amenazar 
de muerte á Carroza, y que después de muerto éste, Ramírez le 
pidió al declarante le buscara so cuchillo en la playa indicán- 
dole el sitio donde podría encontrarlo y ofreciéndole diez pesos 
si le traía aunque sólo fuera la vaina, el que fué encontrado en 
t i paraje indicado por el declarante j que es el desuri pto á foja 
40. Marcelino Montero declara á foja 37, ratificándose a f.j a 61 , 
que viÓ, dos días antes de cometerse el crimen, á Ramírez alilar 
el cuchillo desoripto á foja 40. Jorge Enrique Morgan declara 
á fojas 62 vuelta, 63 y 64, que en compañía del auxiliar Fer- 
nandez — instructor del sumario — constató que Carroza no 
tenía ninguna arma consigo y que el cuchillo que fl usaba>a- 
bitualmente lo encontró días después del crimen guardado en la 
despensa ; que no le consta existieran resentimientos entre la 
víctima y el victimario, aunque había otdo decir á Ramírez que 
por cada ración de vino que le negara Carroza le daría una pu- 
ñalada; NicauorFeruaudez, auxiliar instructordel sumario, do- 
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clara ií Tojas 64 vuelta y 65, enun todo conforme con la anterior 
declaración. 

3* El procesado Isidro Ramireien la indagatoria de fojas 54 
vuelta. 55, 58, 57 y 58, manifiesta que después de regresar del 
transporte t Santa Cruz » se retiró á la cuadra, pasando des- 
pués al local doude se Telaba el cadáver de un penado; que tuvo 
noticia de la muerte de Carroza al salir de la sala del vi-lorio 
por hahersólo dicho el ayudante Fernandez y que por haber al- 
zad., junto con otros, el cadáver de Garrota se manchó con 
sangre ; que no conoce el autor ni los cómplices de la muerte 
de Carroza porque cuando re^resódeábordoyalo habían muerto; 
que el cuchillo descripto á foja 40 le había perteneció pero 
que el día de la muerte de Carroza se lo dio á Anliloquio Pérez; 
que no ha encargado á Anselmo Ortiz buscara en la playa su 
cuchillo; que después de haber alzado el cadáver de Carroza 
estuvo en la cuadra con los penados Angel Pastrana, Vicente 
Znsluaga, Nicolás Tejada y Jacinto Moyano comiendo carne 
fiambre, pero sin usar cuchillo; que no ha tenido resentimientos 
con Carroza y que no habí ', con Tejada la noche del crimen ; 
que el dia que fué preso oyó decir á Morgan que el cuchillo de 
foja 40 se lo habían sacado á Anfiloquio Peres de su cuarto y 
que oyó decir al mismo tiempo qoe se había encargado á Ansel- 
mo Ortiz buscara el mismo cuchillo en la playa y lo recogiera; 
que ha sido procesado por los tribunales militares por bomiei- 
die, siendo condenado á presidio por tiempo indeterminado. 

4 o De la inspección ocular practicado del teatro del delito 
resulta que las personas que estaban en la cuadra de los presos 
podían oir perfectamente lo que se hablara en la maestranza 
cuestionando fuese en voz baja. 

5° Abierta la causa á plenario, el Procurador Fiscal formula 
acusación contra Isidro Ramírez y pide m condena á presidio 
por tiempo indeterminado, de conformidad con el inciso i° del 
artículo 96 del Cóiligo Penal, fundado en que está probado en 
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autos ser Isidro Ramírez el autor del homicidio de Carroza, 
delito agravado por haber procedido en su ejecución con pre- 
meditación v uso indebido de armas ; que uo toma en cuenta, 
por razan de la jurisdicción, las agravantes de los incisos 19 y 
SO del artículo 84 di I mismo Código (foja 78 á 82 vuelta). M 
defensor, evacuando el traslado conferido, eipone a foja 83 
vuelta, que ta pena que debe imponerse á Ramírez es la de 
15 unos de presidio. 

fi J Abierta Ja causa á prueba no se prodme ninguna de car^o 
ni descargo. Con lo que queda este juicio eonelusu para defini- 
tiva previa audiencia en que Procurador riscal y el drfciáor in- 
forman ín roce. 

Y «onsidiTundo: i° Que aun cuando no ha sido discutida la 
< u ra puten cia de la jurisdioeion federal en esta causa, debe esta- 
blecerá de manera indudable, tanto por la improrrogabilidad 
de la jurisdicción criminal cuanto por balarse cometido el de- 
lito eu un presidio militar, lo que ha dado lugar al informe del 
Auditor de Guerra de fojas i vuelta y 2, en virtud del cual pa- 
san estos autos al juez federal competente. 

El delito en cuestión fué perpetrado en el presidio militar de 
la Isla de los Estados, el quu está gobernado por mi subpre- 
fecio, y por consiguiente dicho presidio lia perdido su carácter 
militar, pues la ley número 3445, que amplía las atribuciones 
de las subprefeeturas marí limas, establece en el inciso 2 o del 
artículo 3 a que los prefectos ó subprefectos deben instruir la 
información sumaria de los delitos que se cometan en su juris- 
dicción, debiendo dar cuenta inmediata al juez competente— 
y uo cabe dudar que lo es el juez federal más próiimj del lugar 
del hecho, según lo preceptuado en el inciso 2° del artículo 3° de 
la ley de jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales 
de 14 de Setiembre de 1863, y lo establecido eu el incisu 2° del 
artículo 23 del Código de Procedimientos en lo criminal. 

2 o Que los hechos y circunstancias referidos en los resultan- 
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dos precedentes, y que se estiman probados, constituyen el de- 
lito de homicidio previsto jjf penado en el inciso t° del artículo 
96 del Código Penal; que los mismos hechos y circunstancias 
demuestran que el autor principal y único responsable del de- 
lito es el penado Isidro Rainirei, no resultando de autos pre- 
sunción alguna que destruya la de voluntad criminal estableci- 
da en el artículo 6* del código citado. En efeelo, en la noche del 
8 de Julio fie 1897, fué encontrado muerto en la maestranza de 
la snbprefectura de la Isla de los Estados el timonel Benja- 
mín Carroza; está probado por el certificado de defunción de 
foja 44, que la muerte de Carroza se produjo á consecuencia de 
las herida* que le fueron inferidas, una de las cuales debió pro- 
ducirle la mui rte inmediatamente, siendo por tanto evidente 
li comisión del delito de homicidio. 

3* Que resulta probado por las declaraciones de Jacinto Mo- 
y.mo, Angel Pastrana y Vicente Zuüluaga, que el autor del ho- 
micidio de Benjamín Carroza es Isidro Ramírez ; dichas decla- 
raciones reúnen los requisitos que el artículo 397 del Código 
de Procedimientos en lu Criminal exige para que merezcan fé, 
pues la Única causa de inhabilidad de dichos testigos está sub- 
sanada por bailarse comprendidos en el caso de excepción del 
artículo 276, ineU'i2 d , del mismo código, y por tanto prueban 
acabadamente el delito según el artículo 306, Las declaracio- 
nes de Anfiloqnio Pérez y Nicolás Tejada, aunque contestes 
con las anteriores, no tienen mérito legal por su estado de em- 
briaguez en ta nuche en que el hecho se produjo; pero vienen á 
confirmar las declaraciones de Jacinto Moyano, Angel Pastrn- 
na y Vicente Zttsluagn, 

4" Marcelino Monteiro afirma en su declaración que dos días 
antes del crimen vió á Ramírez afilando el cuchillo antes des- 
criptoá foja 40, qne es el mismo que tenía Ramírez en la noche 
del crimen cuntido se dirigía á la maestranza, según le declara 
Jacinto Movano ; Anselmo Ortiz declara que Ramírez le encar- 
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gó después de la muerte de Carroza, que le buscara au cuchi- 
llo en La playa, en el sitio que él le indicó. 

Esta y todua las demás declaraciones del sumario están con- 
testes en que Rumirez había amenazado de muerte á Carroza, 
formando así la prueba de indicios con todos los requisitos que 
eit-ie el artículo 358 del Código He Procedimientoa en lo Cri- 
minal para que sea plena y conetuyentt* de haber sido Ramírez 
el único penado que pudo matar á Carro». 

De las constancias de) proceso surge la calificación legal def 
delito cometido por Ramírez, que es el de homicidio con laacir- 
cuusta*. -¡"i agravantes siguientea: a] premeditación compro- 
bada por todas tas declaraciones delaumario, pues de ellas re- 
sulta que el criminal concibe t prepara el delito al amenazar de 
muerte á Carroza y al afilar el arma homicida, loque pone de 
manifiesto la perreraidad del criminal, tanto más remaroiible 
si se consideran las caucas nimias que lo decidieron S perpe- 
trarlo (ino. 4 o , art, 84 del Código l'enal); i>) uso de armas pro- 
hibidas, comprobado por el hecho mismo, y las disposiciones 
reglamentarias del presidio (inc. 18 del artículo citado) ; 

reincidencia, pues no obstante la opinión del procurador fis- 
cal que la desestima por razón déla jurisdicción, debe conside- 
rársela, por cnanto Ramirez fué juzgado por tribunales milita- 
res por idéntico delito (fojas 69 y 70), y la naturaleza distinta 
del fuero no puede cambiar la del delito, que es la misma. En 
efeeto, se trata de un detito común y no de uno especial que só- 
lo puedan cometer los militares. 

En consecuencia, el delito perpetrado por Isidro Ramirez, 
en la persona de Benjamín Carroza, es el de homicidio con tres 
circunstancias agravantes, previsto y penado por el artícu- 
lo 96, inciso 1% del Código Penal, ctmo queda dicho. 

Por est 3 fundamentos y consideraciones, de acuerdo con lo 
dictaminado por el procurador fiscal, fallo; condenando á Isi- 
dro Ramirez, por el delito de homicidio perpetrado en la perso- 



28G FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

na de Benjamín Carroza, con las agradantes de premeditación, 
uso de armas prohibida» y reincidencia, á sufrir la pena de pre- 
sidio por tiempo indeterminado, con reclusión solitaria duran- 
te 30 dias en loa aniversarios del crimen, con costas. Notifíque- 
se, inscríbase, repónganse los sellos y si no fuere apelada, ele*- 
ve*e en consulta á la Suprema Corte. 

Germán Vidal, 



VISTA 1>EL SEfiOU PkOCUIUDOK GENEIUL 



Buenos Aires, Mayo 11 do 1900. 

Suprema Corte: 

Aunque no eiiste confesión del procesado ni prueba directa 
de visu, respecto del hecho perpetrado, los hechos y las decla- 
raciones corrientes en el sumario que ha analizado prolijamen- 
te la sentencia de foja 9) adelante, constituyen una prueba le- 
gal tan plena y convincente que no deja duda alguna respecto 
á la criminalidad de Isidro Ramírez. 

La defensa misma nada ha encontrado que alegar en defen- 
sa de aquel homicida reincidente. Y los fundamentus de lascn- 
tencia, apoyados en los hechos constantes y en las prescripcio- 
nes del Código Penal, quedan indestructibles para demostrar la 
legalidad y benignidad de la condena que impune presidio por 
tiempo indeterminado, al autor reincidente de un homicidio 
premeditado y alevoso. 

Por ello, sin necesidad de otras consideraciones que las es- 
tablecidas como fundamento de la sentencia recurrida de fo- 
ja 91, pidoáWE. se sirva confirmarla en todas sus partes. 



Sabiniano Kier. 



jít, justicia nacional 



Fallo ile I» Suprfmi» Corle 

Huenos Aires, Junio 19 de 1900. 

I vistos: Considerando : Primero: Que el homicidio perpe- 
trado en la persona de Benjamín Garrota está comprobado por 
el certificado de defunción de foja cuarenta y cuatro, y declara- 
ciones de ltis testigos del sumario. 

Stqmtlo : Que de las declaraciones de M referidos testigos, 
resulta también que el autor de ese homicidio ha sido el proce- 
sado Isidro Ramírez. 

Tercero : Que no adoleciendo el dicho de los testigos de tacha 
alguna legal, aun cuando no sea prueba directa del hecho, 
constituye prueba plena de presunciones por reunir éstas todas 
las condiciones exigidas por el artículo trescientas cincuenta y 
uchodel Código de Procedimientos en lo criminal. 

Cuarto : Que en vista del numero de circunstancias agra- 
vantes que obran en contra del procesado y que se hacen va- 
ler en la sentencia apelada, corresponde imponerle la pena de 
presidio por tiempo indeterminado, iiue fija el inciso primero 
del artículo norenta y seis del Código Penal. 

Por esto, de conformidad con lo pedido por el señor Procu- 
rador general, y por sus fundamentos, se conlirma, con costas, 
la sentencia apelada corriente á foja no¥enta y una. Notifi- 
quen con el original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAJAN . — 
OCTAVIO BUNGE. — JDAR E. TO- 
WU NT. - H. WAB.TIHEI. 
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¡huí .htr¡j? % don José \j ,Íon Hartólo Casalm contra don ./. it. 
1 turrare, fiar rumpi i miento de contrato; sobre rostas 

Sumario. — No procede condenación en rostas cuando sólo 
han sido admitidas en parte las pretensiones del demandante, 
siendo rechazada* an otra parte. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Juex Federal 

Rosario, Setiembre 6 de 1894, 

Y vistos; Los iniciados por don Jorge, José j Bartolo Casa- 
lis, contra don Juan Bernardo Iturraspe, por cumplimiento de 
contrato de compra venta dp 36 concesiones de tierra en la co- 
lonia Sao Francisco, provincia de Córdoba. 

Resulta : \° Que con fecha 12 de Febrero de 189! , los herma- 
nos Casalis inician esta acción fundándola en los documentos de 
fojas 2 y 3, el primero fecha 20 de Mayo de 1888 que dice así : 
«Me comprometo extender a favor de los hermanos Jobé, Jorge 
y Bartolo Casalis, un boleto de 36 concesiones situadas en la co- 
lonia San Francisco at precio y condiciones iguales al que an- 
teriormente tenían y que está ahora en cuestión con el señor 
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Miles, tan prurito se haya acabildo la cuestión pendiente con 
el «ñor Miles favorablemente. Majo 20 de 1888. P»ir J. Ü. 
Iturraspc, Rodolfo Bruhl; testigo, Antonio Echeparre, testigo 
J. Beruad >; y el secundo sin feclia dice así; *Señor juez de paz 
déla colonia San Francisco, don Vicente Romero. Sírvase co- 
nocer como dueño de los lotes nú ni croa tOt, 120, mitad este 
número 1t9, mitad norte número 122, lotes enteros números 
104, 405, 106, 1 15, 12ti y 127, á los señores José, Jorge y 
B irtoloCasalis y Domingo Gasalls, vecinos de esa colonia. Fir- 
mado Rodolfo Bruhli. 

2 o Que el boleto a que hace referencia el documento de fo- 
',i¡i 2, que correen los sin tos Miles t. I tur raspe, que en este acto 
se tiene á ta vista y del cual el secretario adjuntara al presen- 
te expediente copia legalizada, establece eu sus artículos 3° y 
4 o que el precio de cada concesión es el de 250 pesos moneda na- 
cional, pagados por cuotas en t* de Marzo de los años 1887 ai 
1890, non más un interés anual de 8 por ciento en los plazos no 
uncidos y de 12 por ciento capitalizares rada ano por los ven- 
cidos; y en el 5*, que en caso de falta de pago en los plazos 
convenidos, queda autorizado el vendedor para anular el con- 
trato sin remuneración por mejoras. 

3 o Que el actor, á" foja 13, consigna la suma de 9600 pesos 
nacionales como valor de los Jotes materia de la convención, 
pidiéndose mande al demandado escriturarlos, ó en su defec- 
to se le condene á la indemnización de daños > perjuicios y cos- 
tas del juicio, invocando en su apoyo la prescripción de los ar- 
tículos 1 197, 1201 y 574 del Código Civil. 

4" A fojas 21 y 33, el actor hace presente que el demandado 
ha enajenado, de las concesiones contratadas, las numeradas 
105, 106 y 115 pin cuyo acto protesta, pidiendo Los daños y per- 
juicios que estima en la suma de 5000 pesos nacionales, expre - 
saudo en el otrosí del escrito de foja 33, que deduce de la con- 
signación de foja 13 el valor de las tres indicadas conc. siones. 
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5 o La demanda su contesta ¿ faja 40, pidiendo su rechazo, 
fundándose en que los justiücativos que presentan los actores 
son sólo una promesa unilateral de venta, no aceptada ni cum- 
plida, con la un.- se pretendía comprobar la existencia de una 
obligación bilateral cuyas cláusulas no habían sido llenadas pur 
li s Casalis, Juque autorizaba el proceder negativo del deman- 
dado, 

6° Que los Casalis no liabíun abonado en los plazos corres* 
pondientes el valor de la tierra que hoy reclamaban, por lo cual 
debían ser considerados como simples poseedores á título one- 
roso de un terreno ajana, de pertenencia del demandado, sién- 
doles así aplicable la prescripción del artículo 1201 del Código 
Civil. 

7° Que ei pacto comisorio establecido en la cláusula 5 a 
del contrato de Miles antes referido, anulabu la convención ce- 
lebrada, y ésta ya sin efecto, Licia que los Casalis fuesen sim- 
ples arrendatarios, reconviniendo á éstos por desalojo y cobro 
de arrendamientos. 

8° La contrademanda se contesta á foja 53 aduciéndose aná- 
logas razones á las expuestas en la demanda y pidiendo el re- 
chazo de U reconvención. 

9' La causase abre á prueba por el auto de foja 60, produ- 
ciéndose la que corre á fojas 74, 82, 122 y 127. 

Y considerando: i° Que las partes se encuentran conformes 
en el número y precio de las concesiones materia de la [conven- 
ción de foja-, como también en el contenido de las cláusulas 
establecidas eu[el contrato celebrado con Miles, qae se expresan 
en el resultado 2 o de esta sentencia, y asimismo en la termina- 
ción favorable del asunto de Miles con Iturraspe que, com<> 
condición suspensiva, se estableció en el convenio de foja % 

2 o Que mediante el reconocimiento que se hace de los docu- 
mentos de fojas 2 y 'ó y del contrato con Miles, en que consta 
detalladas todas las obligaciones á cargo de los Casalis, el dere- 
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chn de pedir el cumplimiento de la convención celebrada, y en 
parte cumplida por el demandado por medio do la posesión dad* 
a los actores, que comprueba el documento de foja 3, surge es- 
pontánea desde e) momento en que los Casalis hayan cumplido 
por sti parte las obligaciones que leu incumbieran (artículos 
1021 , 1022 y 1023, Código Civil). 

3° Que el cumplimiento de esas obligaciones se encuentra 
maniíiesto en la consignación hecba á foja 13 dentro 
del plazo acordado en las cláusulas 3* y -4' del contrato Miles. 
En efecto, en dichas cláusulas se concede al comprador un plu- 
zo de cuatro años para el pago de las concesiones que adquiere, 
bastando para gozar de todo él, el pago al vendedor de un in- 
terés de doce por ciento, capitulüable cada año. La condición 
suspensiva establecida en el documento de foja 2 para que la 
obligación de vender fuese efectiva, y consisten te en que la 
ciestion de Miles con lturraspe fuese fallada en favor de este 
último, tuvo lugar el 6 de Setiembre del año 1889, en que las 
partes aceptaron y dieron por lirme lasentencia pronunciada por 
este tribunal (escritos de fojas 179 y 180 del ei presad o Miles 
v, Iturraape), comenzando asi á correr el plazo de los 4 añ s 
acordado para el pago de las concesiones materia de este litigio 
cuando menos desde el 7 de Setiembre de dicho ¡iño 1889 (pues 
aun podría decirse debía comenzar el 1* de Marzo de 1890), 
coiflnyendo recien en Setiembre de 1893 ; y como la cmisigna- 
oionde foja 13 ha sido verificada en 28 de Febrero de 1891, la 
obligación ha sido realizada dentro del plazo de los 4 años que 
para ese pago se acordó por lturraspe en favor de los Casalis. 

4° Que por otra parte, el demandado no ha comprobado ha ber 
interpelado á los actores, exigiéndoles e| cumplimiento de sua 
obligaciones ni el pago de la cuota anual, que á estos últimos 
les corresponde verificar. 

5 o Que ante las consideraciones que ae dejan apuntadas, no 
puede negarse el derecho que asiste a loa actores para pedir el 
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cumplimiento de la obligación de íerha 20 de Mayo de 1888. 

6* Que «o corresponde, empero, la condenación en perjuicios 
y costas al demandado, que tol icitun Jos actores , por cuanto 
ésto*, habiendo retirado, como lo manifiestan en su escrito de 
foja 33, parte de su consignación por lo correspondiente á lo* 
lotes 105, 106 y 115, no han cumplido por su parte con el con- 
trato, en toda su extensión, abonando todas y cada una de las 
concesiones materia de aquel, perdiendo así por consiguiente, 
el derecho de obtener i -.as condenaciones, que hubieran sid» 
viables en caso de pago íntegro. 

Por lo expuesto, definitivamente juzgando, fallo y declaro: 
Que don Juan Bernardo Iturraspe se encuentra obligado sí es- 
eriturar y escriture á favor de los actores, dentro del término de 
10 días posteriores Ú la ejecutoria, las diversas eoncesiones ¡í 
o,oe se refiere el contrato de foja % con excepción de l, s lotes 
100, 106 r lio, ó en caso omiso al pago de los daños y perjui- 
cios que por la falta de escrituración se irrogue A los deman- 
dantes, sin especial conden icion en costa*. 

Notifiques© con el original, y repóngase los sellos. 

(¡. Escalera y Zuvirla. 



Vnllo de la Nupreni* Corle 

Buenos Aires, Junio 19 de 1900. 

Vistos y cousiderainl i: Que la sentencia de primera instan- 
cia solo ha admitido en parte las pretensiones del demandante, 
rechazándolas en otras, ácuyo respecto se absuelve al demanda- 
do, en euyo caso ella no ha podido contener condenación en 
costas contra alguno -le los interesados, con arreglo á derecho 
y jurisprudencia constante establecida en su mérito. 



UK JUSTICIA NACIONAL 



287 



Por esto se confirma U sentenciado foja ciento sesenta y Hue- 
vo en la porte apelada tí foja ciento setenta y cinco. Xoüffquese 
original prepuestos, loa sellos, >li-vuétv¡inse. 

BUNJAHIN PAI. — ABEL BAIAN. — 
OCTAVIO BUNG£. — JUAN E. TO- 
HRENT. — II. MARTINEZ. 



CAUSA «rwxiv 



Criminal, contra Fortunato Perotii y José Detcva ó Piñén (a) 
Vetiecia, por tentativa de circulación de billetes de curso 
legal falsos. 

Sumario. ~i° La tentativa de circulación de billetes falsos 
hace pasible al reo de la pena de dos anos nueve meses de tra- 
bajos forzados y multa de 1375 pesos fuertes. 

2 o Las presunciones graves contra el confesante, fundadas en 
sos antecedentes personales y en las circuntancias del hecho, 
autorizan á dividir la confesión. 

Caso. — Resulta del 
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Fnllo del Jura tvderal 

Buenos Aires, Agosto -J¿ Je l.syf), 

Y vistos estos autos seguirlos contra José Deleva ú Pinero (a) 
Venecia, italiano, de 37 años, casado, cochero y do in ici ! i a«l o ■ n 
]a calle Primer Pasaje, entre Serrano y Tharaes, y Fortunato 
Perotti, de 40 años, italiano. casado, mozo He hotel y domioi* 
Hado calle Ecuador número 918. 

Resulta: Que continuando unas averiguaciones el oficial es- 
cribiente don Guillermo García Guiñes, vigilaba á los sujetos 
José Deleva y Fortunato Perotti, por sospecharse circulaban 
billetes falsos de banco. Que el día 25 de Julio del año próximo 
pasado viú que penetraban juntos á una fonda pidiendo una 
baraja, y al notar su presencia, Perotti escapó siendo seguido y 
detenido por el citado oficial García Games en la esquina de 
Santa Fé, donde arrojó un billete de 100 pesos falsos y preten- 
dió hacer lo mismo con una botella que contenía un líquido 
obscuro y unos polvos blancos ; que entreyó á Perotti á un 
ageute y rorrió á detener á Deleva, á quien remitió d la Comisa- 
ría. Quf Perotti al llegar ¡í la esquina 44 Güemes arrojó otr a 
tres billetes de banco visiblemente falsos y en momento que 
el agente que los conducía se agachaba para recogerlos, fugó 
nncvumente Perotti, siendo detenido en la calle de Charcas y 
Canniug. Que en cuanto ¡i Mera, estaba recomendada en cap- 
tura, por estar acusado de haber entregado un billete 100 
pesos falso á don Francisco Licursi. 

Interrogado el procesado Perotti, dijo que el billete de 100 
pesos falso encontrado en su poder, te fué entregado por José 
Deleva y que lo tenia en su poder para devolvérselo ; que no es 
cierto que haya arrojado unos billetes y que si huyó fué porque 
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no quería verse detenido por equivocación como ya le sucedió 
en otra ocasión. 

Interrogado Deleva, manifestó que había penetrado con Pe- 
rotti á una fonda á tomar café, cuando éste se apercibió de la 
presencia del oficial García Games, saliendo precipitadamente, 
seguido por el oficial, que momentos después regresó dándole 
Órden de arresto, según supo después, porque Perotti lo acu^a 
de que un billete de 100 pesos falso que le fué secuestrado, se 
lo había dado el declarante para hacerlo circular, lo que niega 
en absoluto; que Perotti le había dicho que ese billete se lo 
babta entregado c Mangin » f el que le mostró y se lo volvió á 
guardar; que en cuanto á la acusa* ion que le hace don Francis- 
co Licursi, es falsa porque nunca ha estado en su almacén. 

Que interrogado Licurai , reconoce en Deleva á la misma per- 
sona que le entregara el billete de 100 pesos falso. 

Que llamados á ratiiiear sus declaraciones loa procesados 
Perotti y Deleva, rectifican todo lo declarado en la comisaría, 
manifestando que nada de lo declarado es cierto y que ii fir- 
maron fué |iorque >e les obligó a ello, y que en realidad lo que 
sucedió fué que, viniendo Perotti de su domicilio, encontró en 
la calle un billete de 100 pesos; que preguntando á unos indi- 
viduos sobre su legitimidad, le manifestaron que era falso, por 
loque lo arrojó; que poco después se encontró con Deleva, á 
quien contó au hallazgo y éste le aconsejó qne fuera al paraje 
donde había tirado el billete y lo rompiera, indicación que iba 
á efectuar, y al Ui'gar al paraje donde estaba el billete fué de- 
tenido. 

Cerrado el sumario, el Procurador fiscal pidió se sobreseyera 
en la causa, por no resultar de autos elementos suficientes para 
fundar una acusaeion contra los procesados, por lo que el juz- 
gado, no estando de acuerdo, elevó la causa al señor Procura- 
dor fiscal, quien opinó que debían llevarse adelante los proce- 
dimientos, nombrándose fiscal ad hoc al doctor A. de Nevares, 

T. I J 12 v 19 
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quien se expidió á foja 6t pidiendo se les aplique á los procesa- 
dos la pena de cuatro años de trabajos forzados, 

Currido traslado de la acusación, fué evacuada por el defen- 
sor de pobres, pidiendo la absolución de sus defendidos en 
mérito de las razones aducidas en su defensa. 

Abierta la causa á prueba, se produjo la que corre agregada 
de foja 74 á foja 97. 

Y considerando : 1° Que el hecho que ha motivado la forma- 
ción de este proceso ó sea de haberse encontrado en poder de 
Ferotti los billetes falsos que corren agregados á losantes é 
fojas 32, 38, 34 ? 35, se encuentra comprobado por la existen- 
cia de éstos, por la declaración del mismo encausado y por las 
de los testigos que han depuesto en este asunto. 

2 o Que la retractación que ha hecho de su declaración Pe- 
rott¡, es de uingun mérito legal, no sólo porque la enmienda 
resulta inverosímil, ainó también porque no ha demostrado la 
violencia de que ae dice haber sido objeto para obligarlo á sus- 
cribir su declaración de foja 14, prestada ante la policía, a lo 
que debe agregarse sus malos antecedentes para no ser creído, 
3* Que resultando de las constancias de esta cauaa que el 
delito de circulación de billetes falsos de Banco no se consumó 
ainó que Pérotti se limitó á tos actos que se relacionan ante- 
riormente, que tienen relación directa con et delito mencionado, 
debe de chisifkarse el hecho porque se le procesa de tentativa, 
j aplicársele la pena que lija el artículo 62 de la lev de 11 de 
Septiembre de 1863, con la disminución que establece el inci- 
so 2 o del artículo 12 del Código Penal. 

4* Que por lo que respecta al encausado Delega, habiendo 
confesado que conocía la existencia del billete de 100 pesos 
falsos en poder de Perotti y no habiéndolo denunciado á la au- 
toridad, debe considerársele comprendido en la disposición del 
inciso 4 o del artículo 36 del Código Penal; es decir, como 
cómplice de segundo grado y penado de conformidad con lo 
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dispuesto en el icoiao 3 o del artículo 37 y en la forma que lo 
establece el artículo 39 del código citado. 

5 o Que en cuanto ala retractación que hace de su declaración 
de foja 17 vuelta, prestada ante la policía, el juzgado no le 
atribuye importancia alguna en su favor, por las mismas con- 
sideraciones que se ad tiren en el considerando segundo. 

Por estos fundamentos: fallo, condenando ú Fortunato Pe» 
rotti, á dos años y nueve meses de trabajos forzudos y mulla de 
Í365 pesos fuertes y costas del juicio, y A José Deleva á nn año 
de prisión y costas del juicio, debiéndosele descontar de esta 
pena el tiempo de prisión preventiva que han sufrido, para el 
primero, en la forma que determina el artículo 92 de la ley de 
14 de Setiembre de 1863, y para el último como lo establece 
el Código Penal. Hágase saber al señor jefe de policía, notifi- 
quese con el original, y en oportunidad comuniqúese esla sen- 
tencia al director de La penitenciaría á los efectos del artículo 
561 del Código de Procedimientos en lo criminal. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA ftÉL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueuos A i reí, ¡Voviembre tí de 1899. 

Suprema Corle: 

La culpabilidad del procesado Perotti, que es el único ape- 
lante como autor del delito de circulación de loa billetes de 
Banco, cuya falsedad ha sido debidamente constatada á foja 36, 
se halla comprobada en las constancias de autos, que han sido 
consideradas en la sentencia recurrida. 

La pena aplicable al delincuente en el caso mb-judice, es la 
que prescribe el articulo 62 de la ley sobre crímenes contra la 
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nación de Hde Setiembre de 1863, disminuida en (a pruporoion 
que establece el inciso 2° del artículo 12 del Código Penal, como 
lo ba declarado el inferior en la sentencia recurrida de fojas 98 
4 103, la quo pido á V. E, se sirva coafirmar por sus funda- 
mentos. 

Sabiniano Kier. 



rail» de I* Suprema Corle 



Buenos Aires, Juuio 19 de 1900. 

Vistos y considerando: Que por confesión del procesado 
mismo, esta probada que el billete falso de veinte pesos, que 
forma entn* los que h a „ motivado esta causa, existió en su 
poder. 

Que aunque ul citado procesólo califica su confesión afirman- 
mando que encontró en la calle dicho billete y que no tuvo la 
intención de circularlo, según lo dice en la declaración prestarla 
ante el inferior, sus antecedentes personales y las circunstan- 
cias del hecho, arrojan presunciones granas contra el confesan- 
te, que autorizan para dividir su confesión con arreglo á lo 
dispuesto en el artículo trescientos disciocho del Código°de Pro- 
cedimientos en lo Criminal. 

Por esto, de a.-uerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos, se confirma, con cos- 
tas, la sentencia de foja noventa y ocbo en la parte apelada 
Notifiquen original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. —ABEL BAZAN, 
— OCTAVIO BüHGE. — JIJAS 
B.TORREHT.—H. MARTINEZ, 
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causa ffi&mmv 



Doña Aurelia Figueroa de Vilieria contra la empresa « Las 
Catalinas por daños y perjuicios ; sobre competencia 

Sumario. — Corresponde i la justicia ordinaria la causa por 
datos y perjuicios procedente de techo ilícito ocurrido dentro 
del estabieciniieotü de * Las Catalinas ». 



Caso. — Genaro Patino, por dona Aurelia Figueroa de Vilie- 
ria, en la demanda por daño* y perjuicios que tengo promovida 
contra la empresa del muelle j depósitos de * Catalinas », eva- 
ruandn el traslado de la excepción opuesta áV.K. digo: Que 
Y. E. se lia de servir Techazar con especial condenación en 
rostas, la excepción de incompetencia de jurisdicción deducida 
de contrario, porsei improcedente y ordenarle contóte direr- 
fearaente la demanda, dentro del término de ley. 

La empresa demandada ipoya su defensa en el precepto del 
artículo2°, inciso 1 Ú , de la ley federal de 14 de Setiembre 
1863, que establece que los jueces nacionales de sección co- 
nocerán en primera instancia de las causas regidas por las le- 
ves que hubiera sancionado el Congreso, y cita algunos falloa 
de la Suprema Corte nacional, para dar mayor fuerza á su ar- 
gumentación. 

Id nada tendría que observar al respecto, porque la teoría, 
es exacta, en cuanto se trata de causas comprometidas en la 
disposición legal citada, y si la nuestra se hallara en esas con- 
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diciones, me apresuraría á solicitar d' V. E. pasara este asun- 
to al juez federal correspondiente, lamentando sacarlo del juz- 
gado de V. E. porque estoy seguro de la rectitud, honorabili- 
dad y competencia, pero es el caso que me encuentro en diver- 
gencia de opinión con el demu miado, relativamente á la razón 
que motiva su excepción, y pienso que V. £. es competente para 
entender en este pleito. 

La empresa « Muelles y depósitos de las Catalinas * como su 
propia denominación lo indica, no es una empresa ferroviaria, 
cuyos actos se rigen en primer término por las leyes nacionales 
de ferrocarriles, 

Ko tiene recorrido da ningún género, ni estaciones, ni ningún 
signo que demuestre que su objeto sea la explotación de una 
línea férrea. Es una simple empresa particular que recibe mer- 
caderías en deposito, ya vengan por agua, ya por tierra. 

Si tiene vía» férreas dentro de su terreno particular, es úni- 
camente para recibir las wagones que diversas empresas de 
ferrocarriles le envían cargados, en virtud de orden de comi 
tentes. 

Luego las trasgresiones á tas leyes que puedan cometerse 
dentro de ese perímetro en que desenvuelve su acción la empre, 
sa de Catalinas, eae bajo la jurisdiecion de los tribunales loca- 
les, y bajo el imperio de la ley común. 

Por eso es que en primer término es de aplicación estricta el 
Código Civil, cuyo ai . .'etilo i 109 y otros concordantes cité opor- 
tunamente en la demanda. 

Siendo esto así, como no puede dejar iW serlo, la ley de fe- 
rrocarriles tiene una aplicación secundaria y sólo sirve en este 
caso para constatar la negligencia de la empresa, que debía ha- 
ber colocado sus vías en tal ó cual forma, y tBner el número de 
empleadosnecesarios, y esa aplicación ta puede y debe bacer 
cualquier tribunal del país sea local ¿ de excepción. 

El argumento descargado en definitiva, es éste: sise trata de 
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una empresa ferroviaria sería aplicable el inciso 1* del articulo 
2" de la ley de i4de Setiembre de 1863, tratándose de una em- 
presa como es la de Catalinas, cuyo principal y único negocio 
consiste encobrar sos derechos ñor loa depósitos de mercaderías 
y arricio del muelle, la ría férrea que tiene para su manejo 
interior es accesoria y no puede equipararse á Lis que tienen 
l&s empresas de ferrocarriles, cuyo único objeto es explotarlas 
por medio del trasporte de carga y pasajeros. 

Ahora, como también en la descarga de los wagones, que en- 
tran al perímetro de Catalinas, se usan locomotoras, correspon- 
de la aplicado de la ley respectiva, que es la ley de U nación 
como lo es el Código Civil, sin que esto importe sacar el pleito 
de los jueoes ordinarios ó locales. 

Lo mismo sucedería, por ejemplo, si el heouo hubiera pasado 
en una casa de comercio que recibiera sus mercaderías en wa- 
gones que entrasen ¿ su interior é hicieran sus evoluciones 
adentro, para La mejor descarga. 

Sí allí ae produjera un accidente cualquiera, rae parece que 
las acciones áque diera lugar serían resueltas por los tribuna- 
les locales, que aplicarían también la ley de ferrocarriles, sin 
queánaüe se le ocurriera decir que por tratarse de una vía 
férrea, aunque interna y no pública, debía el caso ser juzgado 
por lo* tribunales de excepción. 

Por tanto: ú V. E. suplico se sirva dar por evacuado el tras- 
lado conferido, y proveer como lo solicito en el exordio. 

Es justicia. 

Genaro Patino. 
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AUTO DEL JUEZ DE 1* INSTANCIA 



Buenos Airea, Mayo 31 de 1899. 

Autos y vistos : Por las consideraciones aducidas por el Mi- 
nisterio público, le declara improcedente ta excepción opuesta 
con cogías, á curo efecto se regula en Í0O pesos los honorarios 
del doctor Orzabal y 40 los del señor Patino. 



LukF. Posse. 



VISTA HEL FISCAL DE LA CAMARA 



Eama Cámara í Buenos Aires ' JuIÍ0 14 úe im - 

La demanda es instaurada contra la empresa denominada 
« Las Catalinas », por el accidente desgraciado que se hace 
mención, ocurrido en las vk 3 que dicha empresa tiene á inme- 
d.acionesde testación < Retiro gj y p0i una de sus máquinas 
se trata, pues, de un ferrocarril, sinó del movimiento de 
wagones para la carga y descarga dentro de un ciertoespacio du 
terreno que le pertenece y donde desenvuelve sus operaciones, 
í aun cuando se citan en la demanda transgresiones de leyes 
del Congreso no puede decirse por esto que la cansa esté exen- 
ta del conocimiento del juzgado. 

Eo consecuencia, pienso que habiéndose deducido la acción 
por danos y perjuicios contra «na empresa particular es com- 
petente el juzgado y así debe declararlo V. E., confirmando el 
auto apelado. 

B. Figueroa, 
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AUTO DE LA CAHAIU DE APELACIONES 

Buenos Aires, Julio 35 de 1899. 

Y vistos : Por sus fu nJamentos t y de conformidad con el pre- 
cedente dictamen fiscal, se confirma en todas sus partes, el au- 
to apelado de foja 22 vuelta, con costas, fijándose en 15 pesos 
los derechos procúratenos de Patino en esta instancia. Devuél- 
vanse, repónganse loa sellos. 

Gellij. — Molina Arrotea, — Gi- 
ménez, 

Ante nit : 

González del Bular. 



VISTA DBL SEfiOH PllOCUIUDOA GENERAL 



Bu.mjos Aires. Setiembre 18 de 1899. 

Suprema Corte: 

Considero ajustado á dereclioel auto recurrido de foja 30, en 
mérito de Jas coasid e raciones del dictamen fiscal de foja 29 
que lo fundan suficientemente y pido a V. E. se sirva confir- 
marlo. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de I» lupNHi Corte 

JJuenos Aires t Junio 19 de 1900. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto j pedido por el señor 
Procurador general, y su-! fundamentos, se confirma, con coa- 
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la sentencia apelada de foja treinta. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BEKIAHtfl PAL — ABEL BAZAN. — OC- 
TAVIO BlíPtCE. — JUAN E, TORKEKT. 
— D. MARTIN EE. 



CAUSA t LWUI 

Hon José Calvo contra don Arturo Üemarchi, por daños 
y perjuicios; sobre arraigo, defecto en la demanda y costas 

Sumario.— i* No procede U excepción de arraigo, si el ac- 
tor tiene domicilio en la República, ni la de defecto legal «n la 
demanda si ésta contiene los requisitos de la ley. 

El hedió de no haberse hecho eu la copia i ntregada al de- 
mandado las enmiendas contenidas en el escrito original de la 
demanda, que ha da lo motivo ¡iu excepción rechazada, exime á 
¿*ta de la condenaciun en costas. 



Caso. — Resulta del 

l «11© del Juei Federal 

Buenos Aires t Noviembre 17 de 1S96. 

Y vistos: En las excepciones de arraigo del juicio y de defec- 
to legal en «1 modo de proponer la demanda. 

Y considerando en cuanto i la de arraigo: i 9 Que del poder 
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de foja i , otorgado por el actor, resulta ser vecioo de la Capí- 
tal, con domicilia en la calle Brasil número 11 i7, documento 
que tiene la raer» probatoria W instrumento público (artíco- 
lo 079, inciso 1% del Código Civil). 

2° Que los testigos Juan Loucan y Emilio Coto, libres do to- 
da tacha, declaran uniformemente que el actor tiene su domi- 
cilio on esta ciudad. . 

3* Que si bien el pliego de posiciones agriado i foja 53, con 
la petición del demandado de que se le den por absueltas a) ac- 
tor en su rebeldía, no contiene afirmación alguna qne se con- 
tradi^ de un modo categórico, lo declarado por los testigos y 
lo aseverado por el escribano público que firma el poder de fo- 
ja 1 esas posiciones no pueden darse por absueltas. por cuan- 
to de la diligencia de notificación del decreto en que se le cita- 
ba á absolverlas, resulta que el actor estaba ausente de la ca- 
pital y el poder otorgado por éste, á favor de su apoderado 
Brondo, contiene la facultad de absolver posiciones. 

4* En cuanto á la de defecto legal en el modo de proponer la 
demanda, qne ella reúne los requisitos exigidos por el articu- 
lo 57 de ¡a ley nacional de procedimientos. 

Por estas consideraciones y las concordantes del escrito Ae 
foja 25 no U lugar é las excepciones opuestas A foja 23, de 
arraigo del juicio y de defecto legal en el modo de proponer la 
demant %, y contéstese ésta derechamente en el térmmo de ley. 
Tenganse las fojas. . ? 



Ftlle 4* I* Sttpr*m» Cort* 

Buenos Aires, Junir 9 de 1900. 

Vistos y considerando: Que esta averiguado que el deman- 
dante tiene su domicilio en la República, como lo dice la sen- 
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tenciadel inferior, siendo igualmente eiacto que la demanda 
reúne los requisitos legales. 

Que no es justo imponer condenación ra costas al demanda- 
do, como lo pretende el actor, porque éste ha contribuido á mo- 
tivar la excepción dilatoria opuesta por la enmienda del nombre 
del demandado en el escrito de demanda y no haberse hecho ex- 
tensiva esa enmienda á la copia dedicho escrito,entregada á la 
contraparte. 

Par esto, y fundamentos concordantes del auto apelado de 
foja sesenta j uueve, se confirma éste. Notifiquese con el origi- 
nal y, repuestos los sellos, deruélvanse. 

BENJAMIN PAZ, — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNCE, — JUAW E. TO- 
ItRENT ■ — O. MARTUIEZ. 



4 



C AUNA (LIYWII 



Don A Iberio H. Almiron contra et flanco Hipotecario de la 
provincia de tíñenos Aires, por cancelación de hipoteca; 
sobre competencia. 

Sumario. — Probada la distinta vecindad de Las partes, sur- 
g* el fuero federal por razón ,de las personas. 

Caso. — Resníta de las siguientes piezas: 
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r*iio del Juft Federal 

La PUla, Noviembre 21 de 1891. 

Vistos: En la excepción de incompetencia opuesta por el de- 
mandado. 

Y considerando : i° Que dicha excepción se funda en que el 
actor no ha justificado la competencia del fuero federal, 

4 fl Que en el escrito de demanda se hace surtir el fnero fede- 
ral de la distinta vecindad de los litigantes, por tener su domi- 
cilio el Banco Hipotecario en esta ciudad, y tenerlo en la Ca- 
pital federal el demandante. 

3 a Que este último extremo se justificaba con los documen- 
tos públicos de fojus i , 3 y 8, en que se asevera por el escriba* 
no autorizante que el domicilio de Almiron es en la capital 
federal. 

4 o Que estimando el juzgado, como lo estima, suficiente- 
mente justificada la vecindad del actor, se declaró competente 
para conocer en la presente cansa. 

5 o Que á mayor abundamiento ae ha just ificado por el mismo 
Almiron, con el testimonio de los testigos ofrecidos á foja 30, 
que efectivamente aquél es su domicilio. 

Por estas consideraciones, no ha lugar á la incompetencia 
opuesta por el Banco Hipotecario, el que deberá contestar de- 
rechamente la demanda dentro del término legal. Notifiquen 
con el original y regístrese en el libro respectivo. 



.V. S. de Aurreeoechea. 



FALLOS DE LA &UPKEHA fcOHTt 



VISTA ÜEL SEÑOR PRoCURAUOH GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 10 de 1899. 

Suprema Corte : 

Si los documentos de fojas 1 , 3 y 8 carecieran de mérito le- 
gal de prueba del domicilio del otorgante, un obstante la fé del 
escribano sobre su conocimiento personal; la afirmación de los 
testigos de foja 27 vuelta, ratificada á fojas 30 vuelta y 31, 
constituirla por sí, una prueba fehaciente. Y esa prueba, con 
menos razón puede desestimarse en el caso, cuando el demanda- 
do no ba contradicho su verdad ni lia negado el hecho afirmado 
por el demandante, respecto de su domicilio real en la Capital 
federal, limitándose a* sostener que no está suficientemente 
probado. 

En su mérito, pidn á V. E, se sirra confirmar, por sus fun- 
damentos, el auto recurrido de foja 81, en cuanto nu hace lugar 
á la excepción de incompetencia opuesta por «1 representante 
dtd Banco Hipotecario Provincial. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Súfreos» Corle 

Buenos Aires. Juuio 19 de l'JOO. 

Vistos y considerando : Que las declaraciones de los testigos 
Julio P. Robles y Hugo Stuni. afirmando el hecho de la distin- 
ta vecindad délas partes y las constancias conformes de las es- 
crituras de foja una á foja doce, son bastantes para dar por 
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averiguado el mencionado hecho al obj.io de acreditar la ju- 
risdicción federal en las condiciones que, con el carácter de 
prévias, exige U ley de procedimientos federales. 

Que los asuntos entre ciudadanos argentinos vecinos de dis- 
tintas provincias á los que están equiparados los de la Capital, 
sonde competencia de la justicia nacional, según lo establece 
el artículo segundo, inciso segundo, de la ley de jurisdicción y 
competencia. 

Foresto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general y fundamentos concordantes, se coniirma, con costas, 
el auto apelado de foja treinta y una. Notifiquen original y. 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

ItKISJAHIN PAZ. — ABEL BAZA». — 
OCTAVIO BUNGE. — JUA« R. TO- 
KKENT. 



DonCarlos Casado contra don Josíí Mario íhmbal, por expro- 
piación; sobre inconsiitucwnalidad de la ley de la provincia 
de Santa Fe de i7 de Octubre de mi. 

Sumario. -Si se reconoce < t aelaley provincial sobre expro- 
pifión es constitucional en cnanto a la utilidad pública de a 
obra y en cnanto declara necesaria la expropiación para 1» 
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constraccion de la obra, es inadmisible la tacha de inconstitu- 
cionalidad que se opone á dicha ley en cuanto á Jaeitenaion del 
terreno sometido a la expropiaron que el reclamante pretende 
ser excesiva. 

Caso, — Resulta de las siguientes piezas : 



AUTO DELJDE* OB í* INSTANCIA 



Rosario, Agosto 2 de 1889. 

Y vistos estes autos sobre expropiaron iniciados por don 
Carlos Casado como concesionario del Ferrocarril Oeste Santa- 
fecino contra dort José María Bombal : 

Besulta; Que á foja 67 don José María Bombal suscita ion- 
dente de inconstitucionalidad de la 1*7 de expropiación de 17 
de Octubre de 1881, do en cnanto á la utilidad pública de la 
obra en sí, ni en cuanto declara ó califica de utilidad pública el 
terreno necesario á la construcción del Ferrocarril sino en 
cuanto desapodera al propietario de una extensión innecesaria 
al objeto de la obra, nrcunslancia ajena al verdadero concepto 
de la utilidad pública, victoria, en consecuencia, del principo 
absoluto de Ja inviolabilidad de lapropiedad, consagrado por l«s 
artículos 17. v 22 respectivamente de las constituciones de la 
nación y de la provincia, y pide A \ tribunal declara sujeta ú la 
expropiaron una superficie comprendida en un rectángulo de 
145 metros de frente por 250 de fondo, como la uecesaria y 
bastante para el establecimiento de la estación Vülada. 

2° Que corrida vista del incidente promovido, don Cnrlos Ca- 
sado lo evacúa á foja 98 pidiendo el recuas de las pretensio- 
nes de Bomba!, porque la constitnrionalidad de una ley de 



Dfc JD5TÍCU PlAClUtUL 



305 



expropiación no puude ser discutida, dice, y los jueces en los 
juicios de expropiación, sólo pueden conocer riel precio, del pago 
y de la entrega de la cosa expropiada. 

3 o Que abierto el juicio i prueba, don Carlos Casado renun- 
cia expresamente á foja 126 su derecho á producirla, reiteran- 
do su afirmación de que las leyes de expropiación no son til 
pueden ser inconstitucionales. Don José María Bemba! lia 
producido la que expresa el certificado del ai-tuarin, de foja i \h 
vuelta. Y agregad» á los autos el escrito presentado por Bom- 
bal, en usode la facultad concedida por el artículo -436 del 
Código de Procedimientos, ha quedado la causa en estado de 
pronunciar sentencia. 

Y coüBiderumlo ; 1° Que dada nuestra organización constitu- 
cional (artículos I o , 5\ 106 y 31 de la constitución nacional y 
preámbulo, y art¿ ulos i' y 7° de la constitución provincial) las 
atribuciones y deberes del Poder Judicial de la provincia fluyen 
del sistema de gobierno adoptado, y aunque no se encuentren 
ellas especialmente determinados por ninguna ley, va de suyo 
que su objeto primordial es sostener la observancia de la cons- 
titución, y que en sus decisiones hade proceder aplicando en 
primer término la ley suprema. En el órden nacional así lo es- 
tablecen expresamente las leyesde 16de Octubre de 1862 y 14 
de Setiembre de 1863, y es la regla á que lógica y legítima- 
mente debe sujetarse el Poder Judicial de la provincia. Luego, 
es indudable el deber de los jueces, si ante su tribunal se sus- 
cita controversia sobre la constitucionalidad ó inconstitucional 
lidad de una ley, de conocer y decidir el caso y abstenerse de 
aplicar la ley si resultase contraria á la letra úat espíritu de la 
constitución. 

2 o Que si á la atribución excepoionalmente conferida al Po- 
der Legislativo para calificar la utilidad pública se le diera ta 
inteligencia ó alcance que pretende don Carlos Casado, resulta- 
ría el absurdo de que una ley secundaria estaría sobre la cons- 

T. LXHT JO 
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tituoioü. Si la consütucionaiidad 6 inconstitucional! M de una 
ley de eipropiaoion nopudicraser objetada nidiscutida ante los 
tribunales, bastaría esta puerta abierta por excepción al Poder 
Legislativo para viciar de muerte el sistema republicano de 
gobierno, porque es de so esencia la limitación de los poderes 
que lo forman. 

3* Que la facultad del Poder Judicial, para conocer y deci- 
dir, en caso do controversia, de la constitucíonalidad ó incons- 
titucionalidad de un acto del Poder Legislativo ordinario resul- 
ta de la misma teoría de una constitución republicana de 
gobierno, pues de lo contrario los actos de la Legislatura y del 
Ejecutivo vendrían a ser supremos y sin restricciones, no obs- 
tante cualesquiera prohibiciones contenidas en la constitución 
y podría cometerse usurpaciones del carácter mas equívoco, sin 
remedio ninguno al alcance de los ciudadanos (Story, Poder 
Judicial de los Estados Unidos de América, libro 3° de sus co- 
mentarios, traducción de J. M. Canillo, párrafos 2 y S). 

& v Que esta facultad negada al Poder Judicial por don Car- 
los Casado, tratándose de una ley de expropiación, ha ¡.ido sos- 
tenida por la Corte Suprema de la Nación, en el caso de doña 
IsabelA.de Elortondo contra la municipalidad de la Capital 
(decisión de 14 de Abril de 1888). Allí, como aquí, se trataba de 
la coostitucionalidad 6 inconstitucionalidad de una ley de ex- 
propiación; allí como aquí be alegaba que, correspondiendo por 
la constitución al Poder Legislativo únicamente calificar la uti- 
lidad pública, su juicio debía ser concluiente al respecto, pero 
la Corte Suprima decidió lo contrario enseñando que tal atri- 
buciou del Poder Legislativo no puede entenderse derogatoria 
de los principios fundamentales sobre que reposa laconsiitticion 
y que constituyen la esencia de todo gouierno libre. Que es 
elemental eo nuestra organización constitucional la atribución 
que tienen y el deber en que se hallan los tribunales do justi- 
cia de examinar la ley en los casos concretos que se traen á sn 



JJE JUSTICIA NACIONAL 307 

decisión... Constituyendo esta atribución moderadora del Poder 
Judicial una de las mayores garantías con que se ha entendi- 
do asegurar los derechos consignados en la constitución contra 
los abusos posibles é involuntarios de los poderes públicos. 
Que aunque nu naja una línea precisa que deslinde y distinga 
* ^ que es utilidad pública de to que no lo es, á los efectos del 
ejercicio del derecho de expropiación, toda vez. sin emhargo, 
que el Poder Legislativo excede de los límites de au atribución 
constitucional, los tribunales est in en el deber de ejecutar su 
acción, en protección y garantía del derecho individual ngre- 
didoy de Ja propiedad tomada fuera dp las formas autorizada» 
por la conslitucion. 

5" Que la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte 
federal en los casos del Procurador uVal de esta sección con- 
tra don Francisco Hué y contra Jos señores Esteban Señorans 
y Pascual Rosas, con motivo de la expropiación de una legua de 
tierra al costado de la vía del Ferrocarril Central Argentino, 
ha sido también alegada por el Procurador municipal en el casó 
citado de doña Isabel A. de Eiortondo, y ta Suprema Corto ha 
desechado ese argumento, en términos que parecen dictados 
para el caso sometido a la decisión de este juzgado. En el cafo 
de esos fallos, ha dicho, mediaba una circunstancia que no 
media en el presente y que hace desaparecer toda paridad en- 
tre ellos, á saber, que la concesión de aquellas tierras fué 
hecha teniéndose en mira y lijándose como condición de ella 
su poblaciony colonización, y porque las decisiones judiciales 
deben tomarse siempre en conexión con el caso en el cual se 
usa, pero de ninguna manera obligar el juicio del tribunal para 
los casos subsiguientes (fallo citado, del Í4de Abril de 1888). 

6 o Que reconocidos como lógica y legalmente eiartos en nues- 
tra organización constitucional, la atribución y el deber del 
Poder Judicial para conocer sobre la constitncionalidad de una 
ley de expropiación, en el caso de examinar si la ley de M de 
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Abril ie 1881, es ó no conforme á la letra 6 al espíritu de la 
conatiUsion, no bajo el puato de vista de la utilidad pública 
d<? la construcción del Ferrocarril, sinú respecto á la extensión 
de un cuadrado de 1000 metros por costad. que ella determina 
como necesaria para establecer cada estación. La cuestión 
traida á la decisión del tribunal es 7 pues, lode la validei de Ja ley 
respecto de la extensión determinada que Bomba! reputa ex- 
traordinaria, fuera de los límites necesario* á la utilidad pu- 
blica y consiguientemente violatoría del principio constitucio- 
nal que consagra La inviolabilidad de la propiedad. 

7 o Que á fin de demostrar la irregularidad con que la ley lia 
calificado de utilidad pública la extensión de 100 hectáreas 
para establecimiento de cada estación, la parte de Bombal ha 
producido como prueba el informe del departamento de obras 
públicas de la nación de foja 36 y la confesión de fojas 144 y 
foja 145. El inTorme de foja 136 dice, que la ley número 1240, 
de 18 de Octubre de 1882, dictada á propósito de la prolonga- 
ción del Ferrocarril Central Norte y conceptuada para todos lo*, 
ferrocarriles nacionales determina las siguientes superficies 
expropiables pare estaciones principales 6 intermedias: 25 
hectáreas para las primeras y una hectárea para las segundas, 
expresando cuino complemento 6 aclaración que en los diferen- 
tes proyectos form ti lados por este departamento y los que ha 
aprobado el gobierno para ferrocarriles particulares» las super- 
ficies consignadas para estaciones intermedias ha variado entre 
7 y 10 hectáreas, por no ser posible nbicar la estación en una 
hectárea. Lo que hace presumirá la inspección general de ferro- 
carriles que el texto del registro de la referida ley ha consigna- 
do equivocadamente la cifra una, en vez de 10 hectáreas. A foja 
144 y 145 don Carlos Casado confiesa: que la estanion Vi Hada, 
que se ha resuelto construir en terrenos de don José SI. Bom- 
bal, está, por su importancia, en la categoría, cuando más, de 
una estación de tercer órden ; que la especie de terreno necesa- 
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ría para sólo estar-ion es de 6 hectáreas : que sin su conocimien- 
to, en un caso, el de la .señora de Bustinza, en la estación Pu- 
jato, ae cedieron por diferencia á dicha señora viuda 6 ú 8 
hectáreas de tas 100 que la ley determina. 

8° Que ante el informe} del departamento <le obras pública 
do la nación y la confesión del Ferrocarril Oeste Santafecina 
resulta claramente lo extraordinario de la extensión calificóla 
como de utilidad pública. Con efecto, dicha extensión, <.-n ser 
de tercer orden la estación Villada, ni siquiera se ajusta ¡i la 
superficie conceptuada como máliumu para estaciones princi- 
pales m tndos los ferrocarriles nacionales. 

La exorbitancia de la extensión calificada de utilidad pú- 
blica se encarda de demostrarlo el mi*mo empresario, cuando 
confiesa que para la estación Villada lo meu<^ que se necesita 
son 6 hectáreas Ka cierto que don Carlos Casado hace Dotar en 
mi cmfesiun que la estación de 100 hectáreas es pan estación y 
para pueblo, de acuerdo con e! artículo M de la lev de expropia- 
non, pero dicho artículo y su correlativo del contrato para la 
construcción del ferrocarril no hace de la f idacion de un pueblo 
una obligación condicional, y si nombre de obligación quiere 
darse á la expresión « los pueblos que se funden en dichas esta- 
ciones», consignada en el a.tículo 11 de la ley del contrato, ella 
sería cuando más, una obligación puramente potestativa que 
la ley declara de ningún efecio (artículo 543 del Código Civil). 

9* Que el hecho confesado por don Carlos Casado, de que so 
han cedido por consideración á la viuda de Buztinza 6á 8 hec- 
táreas de las 100 que la ley determina, es la manif estación 
más acabada de que la legislatura ha ultrapasado los límites 
de su atribución constitucional, conferida por excepción y sólo 
en mira del iuterés social. 

Que es principio inconcuso en materia de expropiación que 
ésta nu pueda efectuarse en mira del interés privado, cualquiera 
que sea la magnitud ó la naturaleza de este interés. 
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Que ante el principio absoluto de ta inviolabilidad de la pro- 
piedad toda excepción en contrario debe entenderse estricta- 
mente. 

Que la facultad concedida al Poder Legislativa para expro- 
piar está limitaría á la utilidad pública, circunscripta a) inte- 
rés social, único que la justifica . 

Que además, siendo todo despojo odioso, aunque él sea legí- 
tima, debe restringirse á lo estrictamente necesario. 

10' Que finalmente, resulta de laa precedentes consideracio- 
nes que el artículo 1 1 de la ley de 17 de Octubre de 1881 , en 
cuanto declara expropiable mayor superficie que la neresaria 
para la estación Vi liada, es contrario á la prohibición absoluta 
de la constitución que declara la propiedad inviolable, y si los 
jueces tienen ul deber, en los casos sometidos á su decisión, de 
observaren primer término y aplicar la constitución como ley 
superior á cualquier acto ordinario de la Legislatura, se sigue 
que en el presente caso y por lo que respecta á la parte inne- 
cesaria para el establecimiento de la estación Villada, dicha 
la; no puede ser acatada ni aplicada. 

Por estos fundamentos el juzgado resuelve : Que no procede 
la expropiación de terrenos de propiedad de non José M. Bom- 
bal sinó en la extensión estrictamente necesaria que ha de ocu- 
par la estación Villada. Que habiéndose justificado como 
estrictamente necesario para establecer dicha estación la su- 
perficie de 6 hectáreas debe entenderse quf en esta extensión 
el juzgado acata y aplica como ajustada á la letra de la cons- 
titución y ásu espíritu y á las reglas de buena interpretación 
la ley de 17 de Octubre de 1887, Repóngase los sellos, 

Benjamín Átalos, 
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VISTA DEL HSCAL HE I-A CAMARA 

Exma Cámara: 

La cuestión traída al debate en e^tos autos por parte del 
señor Bomba) y contestada por el representante de la empresa 
del Ferrocarril Oeste Santafecino, presenta en mi concepto dos 
fa'*es diversas que, aun cuando Heneo entre sí conexión íntima 
y estrecha, apuntan á la simple observa* ion líneas perceptibles 
que las separa y las divide, imponiéndose por esta circunstan- 
cia no sólo h. conveniencia siuó también la necesidad de apre- 
ciarla* separadamente. 

Considero la primera como de órden puramente científico, 
llamaréla así, desde que lo que en ella se discute* no son ainó 
principios y doctrinas, conformes, á juiciodeuna de las partes, 
£ | a letra y al espíritu de nuestras cartas fundamentales, 
mientras para lastra son repugnantes y contrarias á las mis- 
mas, por cnanto atacan menoscabando el derecho de propiedad, 
declarado preceptivamente como sagrado é inviolable. 

Sintetizando: esta faz de la cuestión entraña, á mi juicio, 
róIip principios y puede plantearse acertadamente en los siguien- 
tes términos: 

¿Toda ley de expropiación dictada por el Poder Legislativo 
puede ser tachada de inconstitucional y es deber del magistrado 
asi declararlo, cuando en el caso concreto llevado ¡í su decisión 
por el interés lesionado, resulte evidente a su juicio, robuste- 
cido pur el testimonio de la apreciación pericial que el Poder 
que dictó la ley ha acordada más de lo que es necesario para los 
fines de la expropiación ? 

La segunda faz ofrece puntos perfectamente tangibles, reve- 
lando desde luego ser su índole pi;ra y exclusivamente de hecho. 
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Es la siguiente: las ÍGO hectáreas que el artículo if de U 
ley provincial de 17 de Octubre ¡mtoriza al Poder Ejerutivo para 
conceder al concesionario del Ferrocarril Oeste Santafecino, 
en los puntos que, á su sentir, sean necesarios para la instala- 
ción de estacione* y formación de pueblos destinados á dar 
viabilidad á la línea, exceden eu mucho para conseguir tales 
propósitos ; por consecuencia, lastimando en su alcance literal, 
la referida lev, la propiedad privada, en más de lo que el terra- 
teniente está obligado á ceder en beneficio de la utilidad públi- 
ca, debe ésta, es decir, la lev, declararse inconstitucional é 
inaplicable para estos alcances? 

Bajo esta orden de ideas, entro, Exma. Cámara, obligado pur 
las funciones que desempeño, á pronunciar mi juicio. 

Respecto del primer punto, pienso que una ley de expropia- 
ción, ano cuando la calificación de lo eipropiado entrañe nn 
verdadero abuso, no puede ser discutida ni declarada inconsti- 
tucional por el Poder Judicial, so color de repugnar tat saucion 
á ios principios y garantías con que nuestras constituciones 
nacional y provincia!, en sus respectivos artículos f7y 22, m- 
de;rn el derecho de propiedad declarado inviolable. 

1 ara fundar cata conclusión me basta traer á colación los 
minóos preceptos constitucionales que se invocan por el actor 
y por la sentencia en apoyo de sus doctrinas. 

¿Qué dicen esto*? El artículo 17 de la constitución nacional 
y el 22 de la provincial concordantes ambos en este puuto, es- 
tablecen que la propiedad es inviolable, y que ningún habitan- 
te del suelo argentino puede ser privado de ella sinó en virtud 
dt- una sentencia fundada en ley, ü por expropiación motivada 
por utilidad pública debidamente calificada por ley y previa- 
mente indemnizada. 

Aplicando á estos artículos una regla elemental de hermenéu- 
tica ó de interpretación, que establece que, cuando el texto de 
una ley es claro y explícito, éste no admite otro comentario 
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que el que natural me ote fluje de sus términos, tendremos que 
por los artículos 17 y 22 antes citados la facultad de expropiar 
la propiedad privada reside por mandato expreso de ambas 
constituciones respectivamente en el Peder Legislativo, siendo 
sólo á él á quien eompete, por su misión de legislar, calificar lo 
que sea de utilidad pública. 

Por consiguiente, si este Poder dieta una ley de expropia- 
ción autorizando el pago previo di- to que se ha de expropiar, 
cualquiera que sea la extensión de los motivos que haya califi- 
cado como de utilidad pública, aun cuando sean atentatorios á 
lus dt rechos de la propiedad privada, esta ley no puede ser dis- 
cutida por nadie, ni menos ¡il tirada, desdi* que en su esfera el 
referido Poder es independiente y soberano y ejercita un dere- 
cho dentro de la constitución. 

Daral poder jndiciario la facultad de apreciar la justicia ó 
extensión de lo que debe ser y entenderse por utilidad pública, 
es concederle un derecho de revisión, que al par que lo desnatu- 
ralizaos su esencia, haciéndole asumir mies que no le pertenecen, 
invade jurisdicciones extrañas, produciéndose asi un desequi- 
librio de poderes contrarios á la naturaleza de nuestras institu- 
ciones. Rever, quiere decir, Kxma. Cámara, V. S. perfectamente 
lo sabe, poder modificar y hasta destruir; y si tal atribución 
fuese privativa en el Poder que juzga, teudríamos que en últi- 
mo término sería esta rama de gobierno quien dictaría la 1ey t 
cosa por cierto, bien opuesta á La índole de nuestro sistema 
constitucional. En la imposibilidad de definir lo que debe en- 
tenderse por utilidad pública ó de encerrar su concepto en una 
ley, ha dicho el ilustrado Procurador de la Nación, doctor 
Costa, en su notable vista sobre unacuestion análoga, era nece- 
sario colocar esta facultad con carácter discrecional en algún 
Poder, y esto no podía hacerse en otro que en el Legislativo, 
quien, por ta naturaleza desús funciones y la renovación perió- 
dica desús miembros está en inmediato contacto con el pue- 
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blo y puede apreciar mejor sus necesidades y conveniencias; 
esto es tan evidente como conclusión, agrega, que no necesita 
ser demostrada. 

Se arguye por el actor y ñor la sentencia que el abuso 6 el 
error consciente no son coniurmes con las miras de nuestras 
constituciones ; que si bienes cierto que el Poder Legislador es 
el que debe calificar lo que debe expropiarse, debe entenderse 
que esta Facultad está limitada por los extremos de lo necesa- 
rio y de lo justo; y finalmente, que siendo el Poder Judicial el 
que debe velar porque las garantías y derechos acordados por 
Jas leyes fundamentales del país sean una verdad, y no un sar- 
casmo, está dentro de su órbita cuando en el caso concreto de- 
cide sobre si debe 6 no obligar la lev á quienes afecte en sus 
intereses. 

Monte quiu afirma que el Poder Judicial es ta rama más dé- 
bil de los poderes que forman un Estado. 

No pensaría lo mismo Kxrnu. Cámara, si hubiese podido ha- 
cer verbo de sus convicciones las teorías del actüT y de la sen- 
tencia demasiado avanzadas, tan avanzadas que casi reasumen 
un Poder único y absorbente. 

En mi manera de sentir, la argumentación del actor y de) 
jueia (¡no es, Exinu. Cámara, de aquellas que por probar inn- 
clio, nada prueban. 

En efecto . el abu<o y el error es evidente que no pueden ser 
conformes con las miras de una constitución, cualquiera que sea 
el sistema de gobierno, precisamente porque las declaraciones 
que encierran estas fórmulas ó tablas de la ley que se dan los pue- 
blos cuando se constituyen tienden siempre áenfrenar todo des- 
mán ,'pero si se ejercita por un poder, cualquiera que sea este abu- 
bu, noqniere decir que vicie de inconstitucional la decisión que la 
haya provocado, siempre que el abuso se encuentre en el ejer- 
cicio 'eun derecho ó facultad que le corresponda por la propia 
lODstitnoion, Condición aplicable al caso que discutimos, 6 sea 
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admitiendo que una Legislatura haga ai dictar una ley de ex- 
propiación, una calificación errónea ó abusiva; absurdo por otra 
parte en épocas normales, y con la fiscal ilación que boy ejerce la 
opinión pública, por medio de su» órganos naturales, la prensa, 
sobre sus actos. Voy á ampliar mi pensamiento, trayendo un 
ejemplo qui> lo reputo oportuno. Sabido es que la constitución 
nacional confiere al Poder Ejecutivo el derecho de declarar el 
estado de sitio, en receso del Congreso, cuando ú su juicio, lo 
requieran las necesidades de la paz y iel orden de la Na -ion. En 
virtud de este derecho el Poder Ejet-utivu puede decretar este 
estado excepcional, aun para el caso de una himple asonada : esto 
es indiscutible. 

I bien, si á la sombra de esta medida se deportan algunos 
ciudadanas con evidente injnstioi i ¿podría el Poder Judicial , 
requerido por los damnificados, entrar ¡i apreciar si en el caso 
ocurrente el Ejecutivo ha dictado el decreto dentro de los lími- 
tes de una verdadera necesidad, declarando en naso contrario 
inconstitucional esa medida, como abusiva y atentatoria al de- 
recho de la libertad personal ? Evidentemente que no, Exma, 
O itnara, porque la constitución ha librado al criterio del Poder 
Ejecutivo la apreciación délas causas; él es juez «elusivo en 
esa medida, y ningún poder, y menos el judicial, puede rever- 
la*, so pena de traer conflictos de poderes, invasiones de auto- 
ridad que rechaza nuestra propia carta fundamental. 

No es, por consecuencia, el abui>o causa bastante para obje- 
tar una iey de inconstitucional, cuando el abuso procede del 
ejercicio de una prerrogativa ó derecho expresamente acordado 
por la constitución. No desconozco la alta misión del Poder 
Judicial en nuestro sistema degobieruo, basado en el equilibrio 
de los tres poderes; sé que uno de los más grandes y nobles fines 
que le corresponde es hacer respetar la constitución, suprema 
ley de las leyes, absteniéndose de aplicar una ley cuando es con- 
culcado™ de loa derechos por ella consagrados y garantidos. 
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Pero ¿cuándo son faetilj les estos casos ? Es evidente que cuan- 
do se viola por otro poder abiertamente la constitución, dejan- 
do de hacer lo que ella preceptúa ú establece, ú haciendo lo 
contrario de lo Que espito turnen te inunda y ordena. Entonces 
concibo su acción benéfica y veo, no una invasión, sino un con- 
trol saludable y eficaz que responde francamente á los fines de 
su creación. 

Declaro, Rxmu. Cámara, que ¡il sos t ene i mi téais, negando al 
Poder Judicial la facultad de declarar inconstitucional una ley 
de expropiación, so eolor de que entraña errores ó abusos en la 
calificación de lo que debe entenderse por utilidad pública lo 
hago en la creencia sincera de encontrarme en la buena doc- 
trina, y me aliento en esta convicción, cuando veo que puedo 
citar en mi apoyo la autoridad de eminentes jurisconsultos ar- 
gentinos, como el doctor Costa y el doctor Zavalfa, y do* deci- 
siones de la alta Corte de Justicia Federal, recaídas ambas en la 
interpretación de las leyes de expropiación y que fueron tacha- 
das de inconstitucionales ; siendo de V. ¡5. harto conocidas, es- 
cuso citarlas; sólo si hago presente que ellas, con gran acopio de 
razones, lijaron la verdadera Tegla, 6 el criterio á observarse en 
controversias de este género. 

Es verdad que recientemente y á propósito de la ley autori- 
zando la apertura de i i Avenida de Mayo en la Capital Federal 
y producido el caso de la señora Josefa de ElorUndo, la misma 
Suprema Corte, aunque con otros miembros, se ha declarado 
competente para pronunciarse respecto de la incoustitucioualidad 
de esa ley y así lo ha resuelto en la parte que autoriza á expro- 
piar todas las propiedades y fincas que resulten afectadas por 
la Avenida*, declaración que significa el derecho de rever la ca- 
lificación hecha por el Poder Legislativo. 

¿Pero puede esta resolución invocarse como argumento con- 
vincente? Pienso que nó, y me fundo en quedos decisiones an- 
teriores de ese Tribunal, resolviendo lo contrario, le quitan á 
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esa decisión su mérito como doctrina, y hasta la fuerza de un 
precedente que pueda incorporarse con carácter de permanente, 
ú ana jurisprudencia fija é invariable en esta materia. 

Las doctrinas desarrolladas en los considerandos que sirven 
de fundamento á esta resolución» son, Exma. Cámara, los mis- 
mosque se sostienen en esta causa por taparte actora y la sen- 
tencia. La base de argumentación es el abuso juzgado como 
chocante & nuestras prescripciones constitucionales. 

¿ Qué debo decir en réplica respecto de su fondo ? Nada más, 
Exma. Cámara, que referirme á los principios que he desen- 
vuelto, sosteniendo con evidente fuerza de convicción por cons- 
tituí ion alistas defama universal comoKent, De; iay, Prcudhom 
y Delallavo, citados muy oportunamente en la controversia 
sobre la Avenida di Mayo por el Procurador de ta Corte y el 
miembro que firma en disidencia. 

Se me objetará quizá que, á prevalecer tal doctrina, sanci »- 
nariamos el imperio de lo arbitrario, poniendo al Poder Legis- 
lativo, con mengua de nuestras instituciones en condición de 
atentar impunemente contra la propiedad; absurdo, por cierto, 
que no se concibe desde que sería el símbolo del desp jo, la 
desposesion, la violación, en fin, de los mus fundamentales 
principios de laju-,Licia. Considero arriesgad» tal concepto, 
dnsde que las doctrinas que sostengo, están muy lejos de pro- 
ducir estos efectos. 

El caos, el desequilibrio, los conflictos, en una palabra, el 
desorden institucional turne su origen en una democracia, cuan- 
do los poderes que la constituyen, rompen la valla que los con- 
tiene, inmiscuyéndose en funciones qu<> no le corresponden, y 
no cuando dentro de sus derechos y de sus facultades obran y 
funcionan. 

No se concibe un gobierno libre y apto para hacer la felici- 
dad de un pueblo, sinó cuando los poderes que representan su 
pensamiento y su acción se respetan mutuamente, desempeñando 
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su misión dentro de la ley, déla constitución, ha dicho Gruike, 
Naturaleza y tendencias de las instituciones Ubres. Rea- 
sumo; el poder judieiario no puede declarar inconstilueio- 
nai una ley de expropiación dictada por el Poder Legislativo 
aun cuando su sanción envuelva un atentado á la propiedad, por 
cuanto es privativo de ese poder determinar loque hay debe 
ser expropiado, conforme con lo dispuesto por la constitución, 
tanto nacional como provincial. 

Las i 00 Din- tárea* eon cedidas por el Poder Ejecu tívo á la empre- 
sa del Ferrocarril Central Oeste Santafesino para las instala- 
ción de estaciones y fundación de pueblos, donde lo creyere 
conveniente, exceden mucho á lo que es de necesidad para con • 
seguir tales propósitos, por consecuencia debe la ley que acordó 
a concesión declararse inconstitucional en la parte que obliga 
t¿ cada propietario á ceder más de lo que debe. 

Esta es la otra faz de la cuestión, tratarla, pues» en cuanto á 
lo qm> se relaciona con los hechos, opina el señor Bombal y á su 
vez la sentencia, que la designación de 100 hectáreas para los 
fines indicados es, á todas luces, excesiva y como tal consagra- 
toria de mi verdadero despojo de la propiedad. ¿Cuáles son las 
razones que invocan en su apoyo? ¿cuál la regla ó criterio 
que los lia guiado para establecer tul.-s asertos ? 

Con los antecedentes de este litigio á la vista noto que sus 
apreciaciones se basan en un dictamen pericial y en el nao 6 
práctica establecida, uso ó práctica que surge, según ellos, de la 
ley nacional de fecha 18 de Octubre de 1882, y sancionada á 
propósito de lo que había de expropiarse para la formación de U 
via férrea del Central Xorte. 

Si el dictamen pericial que se invoca en apoyo de sus asertos 
emanasen de una oficina técnica, preparada para el efecto, del 
Departamento de Ingenieros de la Nación, por ejemplo, podría 
pasar y ser considerado romo serio; pero pierde este carácter 
y su fuerza si s<> tiene presente que él ha sido expedido en bre- 
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vísimo tiempo y por personas que do han podido formar ana 
conciencia cabal en sus deberte, dada la exigüidad del términ,, 
para el desempeño de sn cometido. 

T en esta situación pregunto: ¿Foedj, Exma, Cámara, eate 
dictamen oponerse con éxito a la calificación Lecha por una Le- 
gislatura compuesta de numerosos miembros y á quienes debe 
suponérseles conocedores de las necesidades y conveniencias del 
pueblo para quien legisla ? 

No ha debido olvidar la parte a c tora y la sentencia al tacbar 
de excesiva la concesión, cuán diifícil es definir y precisar lo 
que debe entenderse por utilidad pública. Si esto hubieran te- 
nido presente, es indudable que no hubieran dudo al juicio de 
dos personas, inconsistente, por loa escasos medios disponibles, 
más fuerza que á la resolución de un cuerpo numeroso y en con- 
diciones de juzgar con acierto. Y no se objete queel dir-támen de 
los primeros es obra del estudio y de la meditación, mientra» 
que las resoluciones de los segundos llevan por lo general el 
sello de la precipitación y ln indiferencia. 

Rechazo, Eima. Cámara, este cargo si so formulase, en nom- 
bre y rehabilitación de nuestros cuerpos legislantes. 

Una ley, por insignificante que sea, siempre va precedida de 
discusiones más ó menos ilustradas ; y si en casos así se procede, 
con mayor razón es de creerse que se haga, cuando la ley en- 
traña intereses capitales para el progreso del país, como son, 
en general, las leyes de expropiación dictadas para la implan- 
tación de líneas ferrocarrileras, heraldos de nuestro presente 
y porvenir venturoso. 

Finalmente, Exma. Cámara, la ley que se invoca por el actor 
y la sentencia tampoco arguye en pro de sus doctrinas: \* Por- 
que no hay paridad en lo que es la línea del Central del Norte 
con la del Oeste Santafesino ; la primera tuvo por teatro zonas 
donde multitud de pueblos de relativa importancia saludaron, 
ya hechos, la llegada de la locomotora, mientras que la segunda 
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se desarrolla en tierras hasta ayer desiertas y extrañas á torio 
núcleo de población anterior á su aparición. 

Deduzco de esto, que si se lijaron 20 hectáreas para forma- 
ción de estaciones y puebl- i en ta primera, bien se pudieron 
fijar por la ley provincial del 17 de Octubre, tachad ¡i de injusta, 
100 hectáreas, como lo hiso, sin herir derecho ilguno y en per- 
fecta conformidad con lo justo y equitativo. 

¿..i mérito de lo expuesto soy de opinión que V. S. revoque la 
sentencia del inferior en cuanto limita la ley provincial del 17 
de Octubre, reduciendo la demarcación de 100 hectáreas por 
ella establecida á 20 hectáreas, con una explícita declaración 
de que los tribunales no pueden pronunciarse respecto de la 
conatitueionalidad -le una ley de expropiación, so color de ha- 
beT error ó abuso en la calificación. 

Eugcmo /'«ce lo. 

Esludio. Diciembre 11 de 1H89. 



AUTO DE LA CAMA KA DE APELACION 

Rosario, Diciembre 6 de 1890. 

Y vistos: considerando : I o Que ú foja 67, don José M, Bom- 
bal suscita incidente deinconstitacionalidad de la ley de expro- 
piación de 17 de Octubre de 1881, no en cuanto á Ja utili- 
dad pública de la obra en sí, ni en cuanto declaia ó cali- 
fica de utilidad pública el terreno necesario A la construcción 
del Ferrocarril, sino en cu.tnto desapodera al propietario de 
una extensión innecesaria al objeto de la obra, circunstancia 
ajena al verdadero concepto de la utilidad pública, violatoria 
en consecuencia del principio absoluto de la inviolabídad de la 
propiedad, consagrado por los artículos 47 y 22 respeetivamen- 
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te de las constituciones de la nación y de provincia ¡ y pide 
al tribunal declare suji i á Ja expropiación una superficie com- 
prendida en un rectángulo de i 25 metros de frente, por 250 de 
fondo, como Ja necesaria y bastante pora el establecimiento de 
la estación Villada. 

2" Que corrida vista del incidente promovido, don Carlos Ca- 
sado !<• evacuad foja 88 pidiendo el rechazo de tas pretensiones 
de Bombal, porque « la constitucionalidad de tina lej do expro- 
piación no puede ser discutida, dice, y Jos jueces en los juicios 
de expropiación sólo pueden conocer del precio, del pago y de 
la entrega de U cosa expropiada*. 

3* Que por el artículo 7 de la constitución de Ja provincia se 
declara que los habitantes de la provincia, nacionales ¿extran- 
jeros, gozan, además de los derechos y garantías que enumera, 
de todos los que la ley fundamental déla Nación otorga á favor 
de sus habitantes, con sujeción á los deberes y restricciones 
que la misma impone. 

4" Que según el artículo 12 de Ja constitución nacional y el 
22 de la provincial, la propiedad es inviolable y nadie puede ser 
privado de ella por un acto arbitrario de los poderes legisla- 
tivo y ejecutivo, sinó en virtud de sentencia fundada en ley. 
La expropiación por causa de utilidud pública, debe ser califi- 
cada p'ir ley. 

5* Que por el artículo 28 de la constitución nacional los prin- 
cipios, garantías y dei.chos reconocidos en la misma, no pue- 
den ser alterados por las Icyss que reglamentan sn ejercicio. De 
modo que, estando fundado en el origen y esencia misma de los 
poderes públicos la supremacía de la constitución, el Poder Le- 
gislativo, que es una de las autoridades creadas por ella, no 
puede, en el ejercicio de sus funciones, alterar ú suprimir lo que 
ella reconoce ó establece. 

6 o Que el principio de la inviolabilidad de la propiedad, pues, 
según lo que dejamos expuesto, es evidente que no puede ser 

T. LI«V 
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alterado por el ejercicio de la atribución deferida al cuerpo le- 
gislativo por el artículo 12 de la constitución nacional y el 22 
de la provincial, para calificar la utilidad pública, en que se 
funda el derecho de expropiación. 

T Que de uso se deduce, dada nuestra organización constitu- 
cional, que los tribunales de justicia se encuentran con el de> 
ber de ejercitar su acción protectora de ios derechos individua- 
les agredidos ó de la propiedad tomada sin las formas autoriza- 
das por la constitución, ó derogando principios fundamenta lea 
de la misma, de que no puede separarse el Poder Legislativo; y á 
ese efecto, en los caaos concretos que se presenten, examinar las 
leyes, comparándolas con las cláusulas pertinentes de la Cons- 
titución, para declarar sa aplicabilidad ó inaplicabilidad, evi- 
tando así abusos posibles é involuntarios en los poderes pú- 
blicos» 

8 o Que la ley provincial de 17 de Octubre de 1881, en la 
parte que autoriza la expropiación de un cuadrado de terreno 
de 1000 metros por costado para estación y pueblo en la traza 
del Ferrocarril Oeste Santafecino* sobre que ha versado el de- 
bate, no soba demostrado que sea clara y evidentemente arbi- 
traria ó verdaderamente opuesta á las garantías constituciona- 
les asordadas á la propiedad. Como la clasilicacion de la utili- 
dad pública en q,.e se funda el derecho de expropiación se ha 
librado por la misma Constitución, en cada caso ocurrente, al 
Poder Legislativo, ella debe ser respetada y la ley cumplida, 
mientras no sea clara y derechamente opuesta A la Constitución, 
porque súlo enluces *e puede afirmar categóricamente que ata- 
ca los principias fundamentales de la misma, que el referido 
Poder no puede modilicar ó suprimir. Pero esto no sucede con 
la cláusula referida de la ley de expropiación puesta en tela de 
juieiu. No puede negarse la utilidad pública, la conveniencia y 
el progreso general de la provincia y especialmente de la re- 
gión que atraviesa la vía férrea, deque se formen pueblos en 
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las estaciones deJ Ferrocarril Oeste Santafecino, qoe | e darán 
tráfico y vida, y así que el interés del cuerpo social en colisión 
con los interesas privados prevalezca sobre éstos Justificando la 
expropiación. Ahora, respecto áel área de 1000 metros por cos- 
tado para el doble objeto de estación y p.j.blo, no es excesiva, 
Bino que es lo que prudentemente puede servir de base funda- 
menta á un pueblo ó aldea. Ispéete de la otra condición de 
Ja apropiación r,ue es la indemnización previa, es expresa en 
la ley de la materia, de modo que no destruye tampoco la in- 
violabilidad de la propiedad.pi.es su dueño obtendrá por ella 
su valor legítimo. 

9 Ü Que entre la ley de 31 de Octubre de 1884 y la de 17 de 
Octubre de 1881, la primera que autorizó la Avenida de llavo y 
la segunda la continuación del Ferrocarril Oeste Santafecino, 
hay diferencias radi- ales, y asi no hay analogía en la aplicación 
de la sentencia de la Suprema Corte, de 14 de Abril de 1888, 
tomo S\ serie 3% página 18. En la ley sobre la Avenida d.< Ma- 
vo no se fijaba claramente el área que de los particulares de- 
bía expropiarse, y la Suprema Corte, en el caso sometido á su 
juicio, dijo que debía ser la estrictamente necesaria para la 
Avenida. En la ley de esta provincia, el área está claramente 
expresada, así como la designación de su objeto. 

10" Que tampoco puede admitirse que haya comparación en- 
tre la ley provincial de \1 de Octubre de I88Í, en la parte que 
autoriza la expropiaoion de un cuadrado de terreno de fOOOme- 
tros por costado para estación y pueblo en la traza del Ferro- 
carril Oeste Santafecino, sobre que ha versado el debatey el 
caso del Ferrocarril Central Argentino, en que se autorizaba la 
expropiación de una legua de tierra i cada Jado de la vía en to- 
da su longitud y en que esa tierra no era necesaria para el la, ni 
iba á ser ocupada por estaciones y pueblos, sino que debía des- 
tinarse á la venta para centros agrícolas, en provecho de la em- 
presa, por el mayor valor que debía adquirir con el mismo fe- 
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rrocarril y con la facilidad para su colonización. Esto empero, 
la concesión se hizo, y la Suprema Corte la declaró constitu- 
rional. 

lio Q lie u concesión de U ley de 17 de Octubre de 1881, pa- 
raestacion y pueblo, debe entenderse hecha, teméndoae en 
mira y fijándose como condición de ella su población para pro- 
porcionar molimiento y vida á la vía proyectada, objeto, como 
hemos dic'io anteriormente» de verdadero interés público, que 
autoriza suficientemente la expropiación. 

12° Que aunque la ley especial de concesión al Ferrocarril 
Oeste Santafecina no establezca ninguna sanción para el caso en 
que la cosa expropiada no se destinase al objeto que la motivó, 
por el artículo 19 de la ley general de expropiación se acuerda 
al dueño anterior el derecho de retrotraerla al estado en que se 
enajenó, consignando el precio 6 la indemniiacion que había 
recibido' lo que guante el cumplimiento de la ley en esa parte. 

13° Que el informe del Departamento de Obras Públicas de 
la Nación, de foja 13«, sobre la ley número 240 de 18 de Octu- 
bre de 1882, dictada i propósito de la prolongación del Ferro- 
carril Central Norte y la superficie que determina para esta- 
ciones principales £ intermedias, no tiene aplicación al caso 
tub-judite, en que no se trata solamente de estaciones sino 

también de pueblos. 

14* Que no debe entenderse como obligación contraída bajo 
una condición puramente potestativa y do las que la ley decla- 
ra sin ningún efecto (art. 542, Cód. Civil), la que por el arti- 
culo 11 de la ley de expropiación y au correlativa del contrato, 
8 e establece para la fundación de estaciones y pueblos, sino co- 
mo una obligación sin término tijo. No debe confundirse las 
obligaciones potestativas con las sin término fijo, dice Llerena, 
comentando este mismo artículo del Código Civil. « Así, una 
obligación contraída para ser pagada cuando et deudor ten if a 
medios de hacerlo, no es una obligación potestativa, sinó una 
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obligación sin término, que sólo significa, como dice la Corte (Je 
H 'saneen, en el fallo citado por Laurent, tomo 17, numero ;>S), 
que el acreedor no podrá ejecutar al deudor, mientras no se 
encuentre en condiciones de hacer el pago». En tal caso el juez 
podrá poner prudentemente un plazo, aunque la otra no esté -te 
acuerdo. Kl artículo il del Código Civil prescribe, que si no 
hubiere tiempo fijado, la condición deberá cumplirse en el tiem- 
po que es verosímil que las partos entendieron que debía cum- 
plirse. No se trata, pues, en el presente caso de una condición 
puramente potestativa y de una obligación sin ningún efecto 
sinó de una obligación valida, como era lu que de colonización 
• ontrajo la i mpresa del Ferrocarril Central Argentino, y que 
los poderes públicos pueden y deben hacer cumplir empleando 
los medios que el derecho y la justicia punen en sus manos. 

15° Que la part<- dispositiva de la sentencia apelada extrali- 
mita en él presente « uso las funciones del Poder judicial, cuya 
misiun. según la Constitución, se circunscribe á la aplicación 
de tas leyes, sin que pueda alterarlas, ampiándolas ó restrin- 
giéndolas, ó cuando sus disposiciones fuesen directamente 
opuestas al texto expreso de la Constitución, absteniéndose de 
darles cumplimiento. 

Por estas consideraciones, se revoca la sentencia de 2 de 
Agosto de 1883, curriente de fojas 156 ú 164, debiendo conti- 
nuarse el juicio de expropiación como por derecho correspon- 
de. Hágase saber, repónganse los sellos y devuélvanse. 



.Muuuel Itérete rv i de. — Jacinta Fer- 
nandez* — En di-idtncia: Aytm- 
ti» E. Lando. 
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VISTA DEL SEÍÍOtt PROCUKAUOR GBftEKAL 

Buenos Aires , .Mayo de 1893. 

Suprema Corle : 

La sentencia de foja i 56 resolvió la cuestión sub-judt ce, de- 
clarando inconstitucional la ley de la provincia de Santa Fé, 
en cuanto expropiaba para estaciones del Ferrocarril Oeste San- 
tafecino 1000 metros por cada costado. La de la Cámara de 
Apelanom-s, revocó á foja 230 y concedió para ante V # £. el 
recurso autorizado por el artículo i 4, inciso 2 o , de la ley de 14 
de Setiembre de 1803. 

El artículo 17 de l;i Constitución nacional, que declara la 
propiedad inviolable y que ningún habitante de la noción Ar- 
gentina puede ser privado de ella sinó en virtt 1 de sentencia 
legal, prescribe también que € la expropiaría; por causa de 
utilidad pública, debe ser calificada por ley...» 

Estos principios fundamentales que consagran el respeto á 
la propiedad y garanten su estabilidad, han sido reeonoridos 
en ambas sentencias y de ellos derivada la competencia de los 
tribunales de justicia paro conocer y resolver en las controver- 
sias suscitadas sobre constitucionalidad ó inconstkueioualidad 
de las disposiciones legislativas provinciales ú nacionales que 
pudieran vulnerarlas. 

Este es el caso sub-judíce. El recurrente no ha desconocido 
la legitimidad de la ley en 'cnanto determine la expropiación 
necesaria para ia realización de una obra de utilidad pública 
reconocida. Pero rechaza la ley como violatoria del principio 
constitucional que garante la inviolabilidad de ta propiedad 
privada, en cuanto esa propiedad no es necesaria al 'dijeto ex- 
presado. Y ante esa faz de La cuestión procede la acción regu- 
ladora de los tribunales de justicia. 
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Si par una parte es atribución constitucional del Poder le- 
gislativo la calificación de la utilidad pública, como requisito 
para la expropiación pública, tal atribución no puede pretén- 
dese derrogatoria de Las facultades que la misma constitución 
acuerda á lo- tribunales para examinar la ley y aplicarla ó de- 
clarar su iuaplicabilidad, 

V. E. en su fallo de 14 de Abril de 1888, tiene declaradoque 
c aunque no haya una línea precisa que deslinde y distinga lo 
que *>s utilidad pública de lo que no lo es, A los efectos del ejer- 
cicio del derecho de expropiación, toda vez, sin embargo, que 
el IMer legislativo excede los límites da su atribución consti- 
tucional, los tribunales están en el deber de ejercitar su acción 
en protección y ^garantía del derecho individual agredido y de 
la propiedad tomada fuera de las formas autorizadas por la 
Constitución». 

Esto es decisivo en cuanto á la jurisdicción y competencia de 
lo* tribunales para conocer de la constitucionalidad de la ley 
de expropiación. Y habiendo la última sentencia declarado la 
validez de la ley de Santa Fe que había sido puesta en cues- 
tión bajo la pretensión de ser repugnante á la Constitución na- 
cional, procede el recurso traidoá V. E., con sujeción á lo dis- 
puesto en el inciso 2°, articulo 14 de la ley de jurisdicción y 
competencia de los tribuna las nacionales. 

Pido á V. E. se strvaasí declararlo. 

Subimatw Kier. 

Fallo de I» Suprema Cerle 

Buenos Aires, Junio 19 de 1900. 

Y vistos: Resultando que á foja doscientas treinta y cinco se 
ha interpuesto el recurso autorizado por el inciso segundo, ar- 
tículo catorce do la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
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tribunales federales, de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres, contra la sentencia del superior tribunal de la 
segunda circunscripción de Santa Pé, corriente á foja doscientas 
treinta, que manda cumplir como no repugnante á la Constitu- 
ción nacional la ley provincial de diecisiete de Octubre de mil 
ochocientos ochenta y uno, sobre expropiación de terrenos para 
la via j estación Villada del Ferrocarril Oeste Santafecino. 

1 considerando: Primero: Que si bien el artículo catorce 
de la lev de jurisdicción y competencia de mil ochocientos .se- 
senta y tres, autoriza el recurso para ante esta Suprema Corte, 
cuando se ha puesto en cuestión la validez de una !ey provin- 
cial como repugnante á la Constitución nacional, habiendo si- 
do la decisión del superior tribunal de provincia en favor de la 
ley provincial, es inconcuso que Ja misión de esta Corte, en tal 
recurso, se halla limitada por el citado artículo catorce, regla- 
mentario del ciento uno déla Constitución, á declarar conforme 
á esta Constitución, válida ó nula la ley provincial. 

Setjundo: IJue el recurrente, según resulta de sus alegatos 
en t sta instaucia y del propio contexto de su demanda de foja 
Sesenta y siete, no so limita a solicitar wia declaración en algu- 
no de los extremos taxativamente lijados á las atribuciones de 
cata Corte respecto de las decisiones de los tribunales de pro- 
vincia, pues que bajo el supuesto de que la ley provincial ha 
cometido uu exceso ai determinar el ancho de la vía y estacio- 
nes áque se refiere la citada demanda, pretende que ese exceso 
sea corrido reduciéndose la expropiación a la extensión que, 
á su juicio, reclama realmente la utilidad pública. 

Tercero : Que reconociendo así el recurrente la constituci- 
nalidad dala ley de expropiación de tierras para el Ferroca- 
rril Oeste Santafecino, aparece inadmisible la tacha de in- 
conuitucionalidad, en loque encuentra excesivo en la misma 
ley sobre el ancho de la vía y estaciones y pide que se alt-re, 
por estar librado al criterio de las legislaturas la calificación de 
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loque la utilidad pública reclama, con el requisito de la prévia 
indemnización (articulo diecisiete de la Constitución), condi- 
ciones que resulta y se reconoce qne han sido guardadas en la 
ley provincial mandada cumplir por el tribunal a (¡uo. 

Quinto: Que la doctrina contenida en el precedente consi- 
derando es la aplicada en la causa XL del tomo treinta y tres 
de los fallos de esta Suprema Corte, qoe sólo declaró nula la 
ley sobre la Atenida de Maye en lo relativo á las tincas no ne- 
cesarias para la apertura déla misma Avenida, declarada de 
utilidad pública con un ancho determinado, sin sustituir dispo- 
Meion a'gunu á Us contenidas en la ley de treinta y uno de Oc- 
tubre de mil ochocientos ochenta y cuatro. 

Cuarto; Q ue no debiendo atenderle para establecer el alcan- 
ce y los propósitosde la ley de expropiación sub-judice al con- 
tenido de alguno de sus artículos, siendo el conjunto de éstos 
lo que constituye ¡a ley, es inconsistente el aserto de que ante 
la falta de cumplimiento á cualquiera de las obligaciones im- 
puestas al concesionario por todos los artículos de la misma 
ley de concesión, queden completamente desarmados los expro- 
piados, puesto que éstos se hallan amparados, como se dice en 
la sentencia apelada, del derecho de reversión, creado por la ley 
nacional de expropiación de Setiembre trece de mil ochocientos 
sesenta y seis (artículo diez y nueve). 

Por estos fundamentos, oido el señor Procurador general, se 
declara que la ley de la provincia de Santa Fé. áque se refiere 
esta causa, no es repugnante ;¡ la Constitución nacional, con- 
firmándose, con costas, eu consecuencia, á ese respecto, la sen- 
tencia apelada de foja doscientas treinta. Xntifíquese con el 
original y, repuestos tos sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORBEKT.— 

n. Martínez. 



330 



FALLOS OE LA SUPREMA CORTE 



« AUNA « L\ WI \ 



El doctor don Benjamín l'az, hijo, contra don Frarichco Ulenn, 
por cobro ejecutivo de pesos ; sobre pago 

Sumario. — La cláusula < pago y chancelación de honora- 
rios > Tque figura al final de un pagaré escrita por el mismo 
firmante, y dado á su acreedor de honorarios, que lite niega 
haber existido en el pagaré cuando lo recibió y endosó, no 
prueba la excepción de pago que el deudor opone a la cobranza 
de los honorarios adeudados. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Jue» federal 

Butrnos Aire?. Diciembre 18 di? 1899. 

Y vistos : El juicio ejecutivo iniciado puf el doctor don Ben- 
jamín Paa (hijo) contra don Francisco S. Meno, por cobro de 
pesos procedentes de hnnorarios judiciales, de que resulta: 

\ a Qoe con fecha 18 de Mayo del corriente año, el doctor 
Paz (hijo), se presentó iniciando juicio ejecutivo contra el señor 
Menú, en mérito del instrumento público que corre ;i fojas i y 
2, en que consta la estimación de sus hnnorarios de abogado 
en el juicio seguido por los señores Marcelino Aravena y Adolfo 
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Alemán, contra don Francisco S, Mean, 3obre reirindicacion 
de un campo, cuya estimación de 30.000 pesos moneda nacio- 
nal, es aceptada por el señor Menn ; y manifestando qoe tiene 
recibido á cuenta de la expresada obligación la suma de 11.100 
pesos moneda nacional, quedando en consecuencia reducida á 
la suma de 18.900 pesos moneda nacional, por la que inicia el 
presente juicio ejecutivo. 

2 ft Que dictado el auto de soiuendo y trabado el embargo por 
falta de pago» se cita de remate al demandado, quien opone la 
excepción de pa#o, sin acompañar documento alguuo que lo 
justifique. Que corrido traslado de la excepción al demandante, 
éste recháza la excepción, manifestando ser falsos los hecuos 
en .|ue se funda. 

3" Que abierta á prueba la causa para justificar la excepción 
opuesta, con fecha 5 de Septiembre, el ejecutado presenta con 
lecha 20 de! mismo, el documento que corre á foja 65, siendo 
las 3 p. m. 

Que citado el doctor Paz (hijo) á verificar el reconocimiento 
de su íirma puesta al dorso del referido documento en forma de 
en'ioso irregular, manifiesta que la lirma que se le presenta es 
I;i suya, pero que las palabras i saldo y chancelación de hono- 
rarios », agregadas al cuerpo del documento, lo habían eidodes- 
pues de haber sido pagado á su vencimiento y retirado por el 
señor Menn, y que en consecuencia decía de falsedad del docu- 
mento presentado. 

Que abierto á prueba el iucidente promovido, s produjo 
por las partes, la que corre defojaB 92 á 144 inclusive y las po- 
siciones propuestas por el doctor Paí (hijo) al ejecutado, man- 
dadas agregar últimamente á los autos por no haber ¡sido al»- 
sueltas en oportunidad, quedando concluida la causa para sen- 
tencia. 

Y con^ideraudo : 1" Que el documento que corre á fojas 1 y 
% en el que se funda la ejecución instaurada, es un instru- 
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mentó público que trae aparejada ejenin mi , con arregio á to 
dispuesto en el artículo 249, inciso 6\ de la lev naeionnl de en- 
juiciamiento, 

2 o Que habiendo confesado el ejecutante babor recibido X 
cuenta del mismo la suma de 11 . i00 ^esos mone .a nacional, su 
valor primitivo de 30.000 p-.-sos moneda Uitüoual queda redu- 
cido á la suma de 18.900 pesos moneda nacional, qu>- cobra el 
ejecutante. 

3 o Que citado de remate el deudor y deducida por él la ex- 
cepción de pago, debió acompañar á ella lo* documentos en que 
la fundara, ó en su defecto, expresar los hechos ó defensas con 
que ae prnpu-íier a cnmproVirla, lo que no ha verificado. 

i" Quu abierto .i prueba el juicio, para justificar la excep- 
ción, pnr el termino improrrogable de hi ley, presentó el último 
día y á ultima hora, el documento privado de foja 65, con la 
manifiesta intención de evitar la impugnación del ejecutante. 
Qoe esta intención resulta claramente del hecho de no haber 
acompañado el documento en cuestión á su escrito de excep- 
ciones como debió hacerlo, con arreglo á U dispuesto en los ar- 
tículo., 10 y 11 de la ley de enjuiciamiento nacional. 

5« Que el ejecutante, al hacer el reconocimiento de su firma 
puesta al dorso del referido documento en la forma de endoso 
irregular, rechaza romo falsas la expresión c saldo y chancela- 
ción Je honorario* », manifestando que ella ha sido agregada 
después de pagado y Tetirado el documento por su firmante el 
s» ñor Francisco S. Menn. 

6 o QU'> examinado detenidamente el referido documento, se 
observa: I a á ia simple vista, una diferencia n el color de la 
tinta, entre la expresión objetada de falsa y el resto de lo es- 
crito, que indica han sido hechas en épocas distintas; 2 o que 
teniendo en cuenta el contexto del documento, se vo que la ex- 
presión «saldo y chancelación de honorarios» puesta en un 
documento de obligación á la orden, destinado á ser endosado, 
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no correspondo á sa naturaleza, pues no es el firmante de una 
obligación parcial quien ordinariamente hace semejante mani- 
festación, sinóel acreedor al otorgar el recibo definitivo. 

7 o Que abierto á prueba el incidente sobre falsedad, el eje- 
cutado en vez de demostrar la verdad de la expresión impug- 
nada como falsa, y qne ella había sido puesta al firmarse el 
documento, lo que ni siquiera ha intentado en la prueba pro- 
ducida, se limita á proponer las posiciones de fojas 72 y si- 
guientes, tendentes á demostrar que el doctor Paz (hijo) b.ibía 
atendido durante largo tiempo, diversos asuntos de importancia 
del ejecutado, y que había recibido diversas sumas de dinero, 
sin comprobar la imputación de ellas al crédito que se gestiona, 
siendo todas, por otra parte, de fecha anterior a la del crédito 
que se gestiona. Que si es verdad que el ejecutante conlíesa 
haber recibido diversas partidas de dinero, no teniendo ellas 
imputación determinada, bien podían adjudicarse á los otros 
asuntos que el ejecutado aíirnia eti las mismas posiciones que 
el doctor Paz (hijo) le había defendido. Que por consiguiente, 
esta cías»' de prueba incierta é indeterminada no puede eon fir- 
mar en manera alguna la verdad y exactitud de la expresión 
c saldo y chancelación de honorarios », que es lo que debía de- 
mostrarse, 

8° Que de la prueba testimonial producida por el ejecutante 
doctor Paz (hijo), corriente de foja 115 y siguientes, resultan 
plenamente comprobados los hechos siguientes: 

1 Que cuando los señores Ries y compañía descontaron al 
señor Menn el documento por 3000 pesos moneda nacional de 
fecha 3 de Septiembre de 1898, corriente á foja 65, impugnado 
de falso, no contenía la expresión «saldo y chancelación de 
honorarios», ni tampoco cuando el dicho documento fué devuel- 
to al señor Menn por haberlo pagado. 2 o Que en el mes de Di- 
ciembre del mismo año, el mismo señor Menn descontó á los 
señores Ries y compañía un otro documento por raior de 5000 
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pesos moneda nacional con el mismo objeto de entregar su valor 
al doctor Paz (bijo) y con el mismo endoso en blanco fiel ante- 
rior, el que fué igualmente retirado por el señ-r Menn á su 
vencimiento. 3 o Que eu los primeros días de Marzo del corrien- 
te año, ol mismo señor Menn descontó un tercer documento por 
igual valor que el anterior y con igual eudoso, entregando así 
mismo su valor al doctor Faz (hijo), quien htiLio que retirarlo 
á su vencimiento por no haberlo pagado el señor Meen, el cual 
ha sido acompañado del pliego de posiciones propuestas por el 
ejecutante al ejecutado. 

Ahora bien ; estos hechos que ¿e hallan comprobados por las 
declaraciones contestes de los señores Arsenio Dergnllo, de fo- 
jas H5 á U9, Victorio Ries y Enrique Wuille-Bille, de fojas 
120 a 124, y Jorge Krnll, de foja 132 á 136, demuestran clara- 
mente : I o Que la expresión impugnada no se encontraba en el 
documento presentado, ni á su descuento, ni eu la época de su 
pago, loque demuestra que filé posteriormente agregada ; y 2 a 
que tampoco podía ella encontrarse, pues los documentos des- 
contados en Diciembre del mismo año y Marzo del corriente, 
cuyos valores fueron entregadas al doctor Paz (hijo), demues- 
tran evidentemente que no podía otorgarse en el mes de Sep- 
tiembre un documento por saldo y chancelación de honorarios, 
pues no existiendo entre el doctor Pag (hijo) y el señor Menn 
otras relaciones jurídicas que las del abogado por su cliente, do 
do se concibe el descuento y entrega de los documentos dé 
5000 pesos cada uno, posteriores al presentado por « saldo y 
chancelación de honorarios». 

9" Que de las consideraciones expuestas resulta demostrado 
que la expresión impugnada por el ejecutante fué agregada al 
documento presentado con posterioridad á su retiro del poder 
de los endosatarios, señores Ries y compañía, y por consiguien- 
te, comprobada legalmente su falsedad y en consecuencia insub- 
sistente la excepción de pago alegada por el ejecutado. 
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En su mérito y prescindiendo de las posiciones propuestas 
por el doctor Paz (hijo) al ejecutado, que sedan por confesada 
en lo pertinente y qne mando se agreguen a estos autos junta- 
mente con el documento ú ellas acompañado, definitivamente 
juzgando, fallo : rechazando la excepción de pago opuesta, con 
costas ; y sentenciase esta causa de trance y Témate ; e conse- 
cuencia llévese adelante la ejecución, hasta hacerse íntegro 
efectivo pago al acreedor del capital, intereses y costas del jui- 
cio, lljigasr saber y repónganse Ins fojas. 

f¡. Ferré r. 



: alio de I» *tiprem* C ortr 

nuenos Aires, Jupio 19 de 1900. 

Vistos y considerando : Que demandado ejecutiv.imente don 
Francisco Mena por el doctor don Benjamín Faz (hijo) por co- 
bro de honorarios, opuso aquel, citado de remate, la excepción 
de pago, apoyándola en el ducumeuto de foja sesenta y cinco, 
que es un pagaré otorgado por el mismo á la órden del deman- 
dado y endosado por éste, eomo también en el mérit» de las 
posiciones absueltas y corrientes de foja setenta y cuatro vuel- 
ta á foju ochenta y tres. 

Que cubierta por Mean, á su vencimiento, dicha obligación y 
recobrado consiguientemente el documento que la expresaba, lo 
eiliibió como prueba del pago alegado, no sólo de la suma satis- 
fecha, sinó de cuantas lo adeudase por razones de los servicios 
profesionales que le prestó el doctor Paz y ha confesado, por 
contener la cláusula final: * saldo y chancelación do honoru 
rios *, 

Que negada absolutamente por el ejecutante la verdad de la 
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citada clfmsnla, se advierte sin esfuerza que ella ha podido ser 
fácilmente adicnuada por r1 deudor en un documento escrito 
por él mismo y recobrado con posterioridad al endoso ; de ma- 
nera que el reconocimien to de la firma no puede considerarse r*- 
gidopor la disposición del artículo mil veintiocho del Código íí- 
vil.puesto que la materia de laobligaeionque dicho endoso cons- 
tituye, está restringido á la responsabilidad por la suma recibida 
del endosatario, siendo extrañas á ese objeto las relacione* par- 
ticulares entre el doctor Paz y su deudor Menú, por raz-n de 
los servicios profesionales prestador ¡V éste. 

Que, por lo mismo, el endoso del documento es la simple 
cesión de una deuda á favor del endosante, declarada por el 
firmante del pagaré y comprobarla por su sola firma , de modo 
que, toda cláusula ó cor lición establecida en su beneficio y 
desconocida por su demandante, no tiene, por sí sola, más valor 
jurídico, que el de un testimonio en causa propia. 

Que las antedichas palabras finales del documento que fundan 
la excepción opuesta por el ejecutado, son de todo punto inve- 
rosímiles, en cnanto declaran unacliaucclauioiide honorarios que 
sólo al acreedor correspondía otorgar, refutadas además, por 
las consideraciones que preceden, y la expresa aseveración en 
contrario de cuatro testigos, no tachado-:, que vieron el expre- 
sado documento antes de endosado, y que afirman uniforme- 
mente que él no contenía semejantes palabras, siendo de notar 
también que dos de dichos testigos fueron sus descontadores, y 
cobraron su importe al mismo Menn. 

Por estos fundamentos, y los concordantes de la sentencia 
apelada de foja ciento setenta y cuatro, se confirma, con costas. 
Repuestos los sellos, devuélvanse, podiendo notificarse con el 
original. 

ABEL BA2AN> — OCTAVIO BOGE. — 
JÜAfl L. TORRENT. — II. MAR- 
TINEZ. 
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Mham hermanos contra don tirar*, Enthown ; sobre nulidad de 

una marca de comercio 

Sumario, — La marca de comercio concedida para distin- 
guir artículos navales, no comprende ei cemento 

Caso, — Resulta del 



rallo del Juez 



Bneoos Ain s, Abril ¿8 J*' 1898. 

Y natos: Estos autos seguidos por los señores Shaw herma- 
nos contra Honry Enthoveu, sobre marca de comercio, resulta: 

í° Queá fojafi se presentan ios señores Shaw hermanóse! po- 
niendo: Que á favor del derecho al uso exclusivo de Jamaica 
t Loro » que le acuerda la patente con la... adjunta para los ar- 
tículos de pinturería, cuchillería, ferretería y artículos navales, 
en todas sus ramificaciones, han introducido en mu, Fasta esca- 
la cementos Portlaud con dicha marca, acreditando el artícu- 
cuto su créilito bajo aquella designación. 

Que en esta situación, habiendo el señor Enthown solicitado 
de la olicina respectiva la misma marca « Loro » para identificar 
cementos, y siéndole denegado su uso ocurrid ante el -obierno 

a 



FALLOS DE LA SUPREMA COIlTE 



quien revocú aquella resolución, otorgándola* basándose par» 
ello : primero, en que uo hay posibilidad de confusión entre una 
marca y otra, i-or tener caracteres que las distinguen, y segun- 
do, porque no es exacto que la clasilicaciou de artículos natales 
comprenda al cemento. 

Que este razonamiento es falso y proviene de no haberse in- 
formado exactamente de los antecedentes que tenían á la vista, 
pues el señor Knthoven describe su marca así: « constituyo la 
presente ma-ea independientemente deeualquiera forma distin- 
tiva y de la etiqueta, que más adelante se describe, la denomi- 
nación de c Kl Loro » ; mientras que en la patente de ellos se 
decía: tía marca de comercio de los depositantes esta constitui- 
da por la denominación * Loro » sola ó bien acompañada de un 
diseño, etc., etc.», con lo cual el demándalo no disimulaba que 
la marca no era el diseño ni <d emblema, sinó la palabra usada 
también exclusivamente por ellos, sola ó acompañada. 

Que en cuanto ai segundo motivo de concesiones tan incon- 
sistente como el primero, pues que si bien el cemento Portland 
no es artículo exclusivamente naval, no es menos cierto que 
es artículo naval, usándose en las construcciones de esta natu- 
raleza, para la formación interna de los buques ven las repa- 
raciones de averías. 

Que pot otra parte, la clasificación del cemento Portland 
como artículo naval, es nada menos que ta dada por el gobierno 
nacional en la única clasificación administrativa que ha hecho 
de las mercaderías, en la tarifa de Avalúos. Por todo lo cual de- 
mandan del juzgado, declare oportunamente que la marca 
c Loro >, tal como está di-serijita por la ¡atente, les corresponde 
exclusivamente, y prohiba al señor Enrique Knthoven que use 
de ella, con reserva de los danos y perjuicios causados y que les 
cause. 

2* <¿u<- á foja f3, contestando la demanda, Enthoven mani- 
fiesta que toda la cuestión se reduce en el caso á resolver si los 
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actores han registrado la marca * Loro i para distinguir el ce- 
mento Portland. 

Que ta afirmación *¡e éstos, de haber adquirido ia propiedad 
que se discute fundándose en que el cementa Portland es un ar- 
tículo nava!, es verdaderamente citrufu, pues que ia circuns- 
tancia de que tenga apligacioo en la construcción de los buques 
y reparación de avería en los mismos, no es bastante funda- 
mento para declararlo artículo naval, cuando se considera que 
en la construcción acabada de uo barco, apenas hay artículos 
que no tengan aplicación, tal es la multiplicóla I de objetos 
que en eltos entran. 

Que la tarifa de avalúos no se dicta ni confecciona con el 
objeto dr hacer una clasiBcaeion de artículos, sino con el pre- 
pósito de establecer la unidad, el aforo y tasa de ellos, < orno lo 
indica su mismo nombre, ademas de que esa tarifa, correspon- 
diente al ano 1892, fecha en que lo* demandantes obtuvieron 
inscripción déla marca, coloca la tierra hidráulica ó romana, 
entre los artículos de ferretería, sin mencionar los navales, 
siendo esta di-nominación de fecha posterior, lo que pone en 
evidencia que los actores no pu lieron contar con la clasifica- 
ción de naval para el cemento Portland. 

Que aceptando la pretensión de la contraparte, habría si- 
rias dificultades para saber sobre qué artículos se lia concedido 
una marca, pues con ese criterio, la ma lera, el fierro, la lona y 
otras materias y objetos, debieran ser considerados artículos 
navales y lo mismo acontecería con el ramo de ferretería etc., 
con lo cual se producirían graves perjuicios á los - -omerciant* s 
y al comercio en general, porque una sola casa comercial aca- 
pararía la propiedad de una marca impidiendo el libre concurso 
<]*■ to los t u el terreno legítimo de la conpnmncía, 

Que finalmente, el inciso 2 o del artículo 13 de la ley de ka 
materia, establece que debe indicarse la clase de objetos, de lo 
cual se deduce que la interpretación tiene que ser restrictiva. 
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Por todo lo cual pide el rechupo de la demanda, declarando 
que et cemento Portland, no puede estar comprendido entre los 
.rtículos navales. 

3 o Que abierta !u causa á prueba, se ha producido la que 
expresa el certificad** del actuario corriente á foja 127 vuelta, y 
la que corre de foja 134 á foja 137, Y considerando : 

Í° Que el presante juicio tiene por objeto se declare que la 
marca en cu--at¡ou pertenece j es de propiedad de los actores 
y que se haga efectivo el derecho que el artículo 4° de la materia 
les acuerda á éstos, al uso exclusivo de ella» prohibiéndoseles 
a loa demandados que la usen, con reserva de los daños y per- 
juicios. 

2 o Que los señores Shaw hermanos lian acreditado con el 
certificado de foja 2 que la autoridad correspondiente, previos 
los trámites leíalos, les ha acordado el privilegio de usar la 
marca de la referencia en le> artículos navales, en todas sus 
ramificaciones, así como en todos los artículos que expenden en 
plaza ó en el país, 

3 o Que si bien a juicio de la cámara sindical de la Bolsa de 
Comercio el cemento Portland no es considerado artículo na- 
val siuó de corralón y que según informa - I Departamento de 
ingi-nieros de ta nación, tiene muy poca aplicación en las euus- 
trucciottes navales, ello, ante la forma y extensión con que ha 
sido concedida la marea, íw tiene importancia algona, desde 
que no se les ha acordado para los artículos de exclusiva aplica- 
ción naval solamente, sino también para tudas sus ramificacio- 
nes y para todos los artículos que expendan en plaza ó en el 
país. 

•I a Que se lia probado por el informe de la aduana de f oj i 13 i 
qih- los actores han introducido ese artículo con la marca en 
cuestión de>de el ano 1883 y por las declaraciones de los testi- 
gos mayores de to ia excepción. Mayotnbalís, Ortella, Mihano- 
fiéh y Jiadaraeo, que deponen sobre hechos de su especial 
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conocimiento, que el cemento Pnrtland se emplea en las cons- 
trucciones navales, y que considerándolo artículo naval lo ad- 
quieren y es adquirido ordinariamente en los almacenes na- 
vales. 

5 a Que l:i amplitud y extensión que ni uso de e*a marca acuer- 
da ul certificado de foja \% autorizando á los actores á ponerla 
en loa artículos navales en todas sus ramificación, s y artículos 
que expendan, no chocan en maneta alguna cun el carácter de 
privilegio que tales concestones revi-ten y que en ciertos casos 
"Xtgen una interpretación restrictiva, pues no se trata de una 
marca de fábrica sinó de un í de comercio, entre las clubs es 
necesario hacer la conveniente distinción. Kn efecto, la singu- 
I trillad del objeto sobre que versa el invento ó aplicación in- 
dustrial requiere qne la puteóte ó derecho se reduzca ó circuns- 
criba á ese objeto, en la forma y manera que ha sido considera- 
do ó tratado por el inventor ó fabricante por razón de la diver- 
sidad ile mi), lo y forma que el mismo objeto puede ser consi- 
derado ó recibir una aplicación industrial. Lo misino debe de- 
cirse de una marca de fabrica, que es acordada para distinguir 
mi objeto ó producto determinado; pero no así cuando de mar- 
cas de comercio se trata, en que con un solo emblema ó muestra 
se quiere distíngttil una serie d ■ artículos que se expendan en 
una casa comercial, los- que-tsí cotn« pueden tcn^r c ir relación 
entre sí pueden también no tenerla en >us respectivos empleos 
ó usos. Nada obsta con ello, nada se perjudica i los demás, á 
que con una marca determinada se qui.-ra distinguir la más va- 
riada colección de artículos diversos qne una casa de comercio 
expenda, pues que el campo para ta elección de emblemas Ó de 
muestras es ilimitado, 

6 o Que por otra parte, en el caso mb-judicc no se pide la 
u,. : dad de la patente de los actores por no estar ajustada ¡i lo 
establecido en el inciso S» del articulo 13 de la lej de la ma- 
teria, habiéndose citado es disposición lega! sólo como úrguj 
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mentó que obsta á ta interpretación que incluye al cemento 
Portland entre los artículos para los cuales se les ba acordado 
la marca de la referencia. En efecto, se pide simplemente qu¿ 
se declare que ese artículo no puede estar comprendido entre 
los clasificados de navales, lo que excluyó la idea deque el pe- 
titum comprende la declaración de nulidad de la patente, pues 
para esto últimu habría sido necesario que expresamente se pi- 
da esa nulidad como contraria á la ley, por su amplitud v ex- 
tensión, que abarca artículos no determinados con la especiali- 
dad necesaria. 

7 o Que desde el año 1883, fecha en que, se^uu resulta del 
informe de la aduana, los señores Shaw hermanos introducían 
ya el cemento, tienen el uso paténta lo y exclusivo ue la marca 
c Loro >, para ese articulo, pues el certificado de foja 33, res- 
pecto del cual ei de fuja 12 no es sido el de prúroga de la pro- 
tección á sus derechos, concedida en virtud de lo dispuesto por 
el artículo \\ di? la misma ley, como se desprende de la con- 
frontación do las lechas de los mismos, les acordaba el uso de 
esa marca para los artículos de corralón, en cuya clasilicacion 
coloca la oiimara sindical al cemento Portland. 

8¡° Que además de las precedentes consideraciones legales que 
abonan el derecho de los actores en sus pretensiones, exisien las 
de la equidad, que señala curao más digna del amparo déla justi- 
cia, la situación (le los actores ante la ley, que se quejan del per- 
juicio que les irroga el demandado prevaliéndose del crédito 
conseguido por ese artículo por sus esfuerzos, que la de estos 
últimos que tratan de aprovechar de ese crédito, quenada les 
cuesta. 

Por estas consideraciones y las concordantes de los escritos 
de foja 6 y foja 139, definitivamente juzgando, fallo: que debo 
hacer lugar, como en efecto ha :o, á la demanda instaurada, 
declarando que la marca « Loro >, descrita por la patente de 
foja 2, pertenece exclusivamente á los señores Shaw hermanos, 
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y que como consecuencia de ello, el demandado don Knrique 
Knthoven no puede seguir usándola para distinguir sus artícu- 
lo, con rest-rva en favor délos actores de la acción que pueda 
curresponderle por los danos y perjuicios ocasionados, sin espe- 
cial condeuaoion encestas, por no haber mérito purajimponerlus. 
Hágase saber original y, repuestos los sellos, archívese el expe- 
diente, si no fuere apelada esta sentencio. 

Así lo pronuncio y mando, en Buenos Aires, capital de la Re- 
pública Argentina, fecha Utsupra. 



Vistos: Considerando; Primero: Que los señores Suaw her- 
manos entablan demanda contra don Knrique Knthoven, pidien- 
do que se le prohiba el uso de la marca tLoro » que ellos habían 
obtenido para designar artículos de pinturería, ferretería y 
navales, y que el demandado aplica al cemento Portland. 

Segundo : Que Knthoven pide el rechazo de la demanda, di- 
ciendo que el gobierno le ha concedido el uso de la marca * Loro » 
para distinguir cemento Portlaml, que no puede estar compren- 
dido entre los artículos navales. 

Tercero : Que la causa fue recibida á prueba para justificar 
los hechos alegados en la demanda y su contestación. 

Cuarto ; Que de los cuatro testigos presentados por los de- 
mandantes, sólo dos, Ma^oribunks, y Badaraco, declaran que 
las tierras y cementos hidráulicos son considerados como artí- 
culos navales. 




Fallo de l« Nuprrmft Corte 



Buenos Aires, Jimio 21 de 1900, 
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Quinto: Que el testigo Esteban Ortelti ignora sise considera 
al cernen tu hidráulico como artículo naval, agregando que el 
cemento Portland se usa en la pavimentación y edificar ion en 
general, teniendo muchas otras aplicaciones en tierra (foja cin- 
cuenta y dos). 

Sexto: Que Nicolás Mihanovicli afirma que .-I «-emento hi- 
dráulico escomo auxiliar de artículos navales, y que se emplea 
en construcciones y pavimentos, teniendo otras muchas aplica- 
ciones en tierra (Toja ciento nueve). 

Séptimo: Que la Bolsa de Comercio manifiesta que el cemen- 
to Portland ó hidráulico es Considerado cuino articulo de corra- 
Ion ó de construcción, y no como articulo naval ¿foja cincuenta 
y seis). 

Octavo: Que el departamento de ingenieros informa (á foja 
cincuenta y cinco) que el cemento Portland tiene muy poca 
aplicación en la construcción de navios, y que sinuipre lo ha 
considerad» como elemento ó artículo de construcción. 

h'oveno: Que según el artículo sesenta, la tierra romana y el 
cemento Portland figuran en la revista Económica publicada 
por * La Nación * entre los artículos navales y de corralón, 

¡Ukimo: Qtie de lo eipuesto en los anteriores considerandos 
resulta, que si bien puede ser considerado el cemento Portland 
como auxiliar de artículos navales, es generalmente designado 
en el uso comercial de esta plaza, rom-, artículo de construc- 
ción ó ile corralón. 

Undécimo: Que el he- hode haber introducido los demandan- 
tes cementos Portland con la mar- a « Loro », no prueba que el 
artículo sea naval, sinó solo que ellos distinguen con esa marca 
el cemento i¡ue introducen. 

Duodécimo : Que ta tarifa de avalúos no tiene por objeto de- 
finir la significación de los vocablos, sino fijar el valor drías mer- 
cadurías para calcular el m »nto del impuesto, como lo demues- 
tra el hecho de que si bien en Ja tarifa que ahora rige incluye á 
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las tierras romanas é hidráulicas entre los artículos natales, la 
de mil ochocientos noventavos, las coloca entre los artículo* 
fie ferretería. 

Décimo tercero: Que la comparación tle los certilicados do 
fojas dos y treinta y tres no demuestra La continuación de un 
mismo negocio, sinó que los señores Shaw hermanos han deja- 
do de negociar en artículos de corralón ó de aplicarles la marca 
que le* fué concedida en mí! ochocientos ochenta y tres, ocu- 
pándose aliara, además de la venta de ferretería, en la de pintu- 
rería, cuchillería, máquinas y artículos navales que antes no 
constituían su comercio ó no fueron especificados al solicitar la 
Concesión de la marca. 

Décimo cuarto : Que las descripciones de fojas cuatro y trein- 
ta y seis demuestran qne la marca concedida á losd mdantes 
en mil ochocientos ochenta y tres, para distinguir los artículos 
de su comercio, nu t-s idéntica a la quo obtuvieron en mil ocho- 
cientos noventa y dos, y qne por consiguiente ésta no puede ser 
considerada como continuación de la primera. 

Décimo quinto : <Jue siendo el cemento Portland un artículo 
de corralón ó de construcción no está comprendido entre los que 
los demandantes están facultados á designar run la marca que 
les ha sido concedida, atento lo dispuesto por el inciso segundo 
del artículo trece de la ley de marcas de fábrica y de coun rcio. 

Por estos fuiidaniE-ntas, se revoca !a sentencia apelada, co- 
rriente á foja ciento setenta y una, no haciéndose lugar á la 
demanda deducida por los señores Shaw hermanos. Notifíquese 
con el original, y, repuestos los sellos, devuélvase. 

BENJAMIN PAZ. — AflKL BAZAS,— 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. Ttí- 
!¡ lih.vr. — B. KAKT1HEZ. 
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«MINA < Y« I 



Criminal contra Angel Al turne, por lesiones 

Sumario. — tVrespumle la pena de seis meses y medio (Je 
arresto al delito 4c lesiones leves con atenuante y agravante. 



Caso. — Resulta del 



FhIIo del J U f/ Federal 

buena; Aires. Febrero 90 de 1900. 

Y vistos: estos autos seguidos contra Angel Altutne, oriental, 
de 20 años, soltero, jornalero, domiciliado calle Colon número 
UTO, acusado de lesiones, de los que resultan los siguientes 
hechos. 

Con fecha 23 dp Uctulire del año próximo pasado se produjo 
un desorden en uno de los pabellones di- la penitenciaría, del 
que resultaron lesionados los detenidos Sosa y Escobar, siendo 
el autor de las que recibiera este último, el sujeto Angel 
Altame, 

Que IhraadoÓBte á declarar, manifiesta que el dia antes in~ 
dicado, tuvo un altercado con el detenido Escobar, debido á que 
desde que fueron detenidos, acosado el exponente de desacato 
á la autoridad y lesiones, p1 referido Escobar le dirigía palabras 
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hirientes y otras veces en tono de mofa le preguntaba cómo le 
habían sentado las heridas que le había inferido. Que aunque 
siempre tr¡ttaba de contenerse, el 23 de Octubre, estando am- 
bos en los* lavatorios, Escobar renovó de tal manera sus provo- 
caciones que él no pudo contenerse, y echando muño de una 
ballena que encontró debajo de los lavatorios, atropello á Es- 
cobar y lo hirió en la cara, y que en cuanto á las lesiones que 
presenta Sosa, ignora quién se las haya hecho. 

Que instruido el sumario rorrespundiente, son convocadas 
las partes a juicio verbal, el que tiene lugar á foja 3t vuelta y 
euel que el señor Procurador Fiscal solicita se aplique al pro- 
cesado, como autor de las heridas inferidas á Martín Escobar, 
Iapenaquedetertinnaelinciso2°del artículo 120 del Código 
Penal, 

Y el veñor defensor habiendo presente que es cierto que su 
defensor hirió á Escobar, pedía se le impusiera el mínimum 
de la pena en raion de ser leves las heridas inferidas por aquel 
y de haberse demostrado que siempre recibía insultos de su 
víctima. 

Y considerando : Que el delito de lesiones de que se acusa 
al procesado se encuentra demostrado por su propia confesión, 
por los informes médicos de foja... y foja... y por las demás 
constancias de autos. 

Que constando de los informes médicos, que se citan anterior- 
mente, que las heridas recibidas por Escobar sólo le hubieran 
producido incapacidad para el trabajo por menos de un mes, 
el hecho encuadra dentro de la disposición del inciso 2° del 
artículo 120 del Código Penal. 

Que la escusa alegada por el encausado, de haber sido pro- 
vocado por la víctima, no resulta justilicada de los antecedentes 
que ofrece este proceso, por loque el juzgado no puede tomar- 
la en consideración. 

Quede ta propia declaración del encausado así como de los 
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informes médicos, se desprende que aquel promedio alevosameu- 
te al herir ú Escobar, y que se ensañó en su víctima indefensa, 
circunstancia que agrava su responsabilidad. 

Por esos fundamentos y de acuerdo con Jo dictaminado por 
el señor Procurador fiscal, fallo: condenando á Angel Altum» 
á do año de arrezo, que deberá cumplir una vez que se ter- 
mine la causa ó la condena que lesea impuesta por el juzgado 
del doctor Madero, donde se encuentra enjuiciado, á < uyo efec- 
to se hará saber esta resolución á dicbo funcionario, al director 
de la penitenciaría y Gefe de Policía, sieodo las costas á cargo 
del procesado, Xntifíqucse, y fecho, archívese, 

(krras io í\ tiranet. 



VISTA DEL SEÑOB 1'ftOCUHAIlOlt CENEllAI. 

BflenOS Aires, Abril 17.1o 1900. 

suprema Corte; 

Bel informe médico de f«ja2, concordante con el de foja 8, 
resulta que las lesiones producidas ¡un ©1 reí urrente á su víc- 
tima, son de poca importancia y curables n menos tiempo que 
el de un mes, loque encuadra el caso dentro del inciso 2 o del 
artículo IÜ0 del Códigu Penal, 

No »e ha comprobado en autos que mediara provocación de 
parte de la victima, pues las declaraciones referentes á esta 
circunstancia no sonde testigos oculares, sino de testigos que 
dicen haber oido los insultos que un detenido dirigió al proce- 
sado, debe considerarse también que procedió contra él, que 
no tenía armas, esto es, sin peligro para el agresor. 

T como « -u - itnaeion crea una circunstancia agravante al 
tener de lo dispuesto en el inciso 2° del artículo 85 del Código 
Penal, piens que procediera aplicar al reo el término medio 
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de la pena establecida en vi citado inciso 2 U del artículo Í10 
del Código mencionado, ú sea seis meses y medio de arresto. 

Por lo expuesto, y de conformidad con la acusación del se- 
ñor Procurador finca), da foja 3! vuelta, pido á V. E, se sirva 
reformar la sentencia recurrida de foja 32 vuelta, en cuanto 
á la extensión de la pena, condenando al recurrente á sufrir la 
de seis meses y medio de arresto, más las costas del juicio. 

Sabiniano Kivr. 



Fallo ile tu Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 21 de 1900. 

Vistos y considerando: Que está probado el delito de lesiones 
eo,rporales que motiva este proceso y probado igualmente que 
su autor es el encausado Angel Altóme. 

Que, como lo dice el señor Procurador general, Gorreponde 
apreciarla confesión del procesado en el caso, admitiendo la 
circunstancia atentante como él la califica (artículo trescientos 
dieciocho del Código de Procedimientos de lo Criminal). 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y en consideración á la circunstancia agra- 
vante que éste hace también notar y fundanuntos concordantes 
de la sentencia apelada á foja treinta y cuatro vuelta, se con- 
lirma ésta, reduciendo á seis meses y medio de arresto la pena 
deesa clase que aquella le impone, de conformidad con el ar- 
tículo cincuenta y dos del Código Penal. Notiffquese con el 
original y devuélvase. 

BENJAMIN PAZ.— OCTAVIO MI.S- 
CÉ.— JUANE. TORKENT.— 
H. MAHI1SEZ. 
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< U SA « XC II 



Criminal contra los miembros de la mesa inscriplora del He- 
gistro Cívico nacional de la Parroquia de la Victoria, en la 
provincia de Tucumún, por infracción á la ley de elecciones; 
sobre renuncia de la acción ¡UcaL 

Sumario. — El ministerio fiscal no puede renunciar la ae- 
oion que corresponde por infracción á la ley nacional de elec- 
ciones. 



Caso* — El ministerio de gobierno de la provincia de Tucu- 
man dirigió oficio al juez de sección común irándole que la mesa 
inscript ora del Registro Cívjco nacional de la parroquia deViete- 
ria no se había reunido id día i° de Noviembre de 1899, por do 
haber comparecido \<>s miembros de ella, seño r es Facurufo Ve- 
lardes y Elias Vera, habiendo asist ido don Angel P. Vera y 68- 
cusado su inasistencia, por motivos de enfermedad, don Zenovio 
B, Acnsta. 

El juez federal dió vista al procurador ttscal doctor Vera, 
quien pidió se deci tara un juicio verbal á los efectos de la ley 
de la materia. El juez proveyó de conformidad. 

Habiendo el vejeta; io dado cuenta de no haber podido no- 
tificar a uno de los denunciados, por no vivir en el domicilio que 
se indicó, se confirió vista al procurador fi cal docto Camaño, 
que fué nombrado por renuncia del doctor Vera, y aquél expuso : 
que renuncia la acción fiscal por considerarla improcedente, y 
pide que se le tenga por separado del juicio. 
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Invocó el artículo 71 de la ley de elecciones, y el artículo 174 
•leí Código de Procedimientos en lo criminal. 

Fallo del Juex Kedernl 

Tuc unían, Abril 17 de ÍSKXK 

Entendiendo el suscripto que las disposiciones invocadas en 
el escrito precedente no bastan para autorizar ni para fundnr 
l¡t renuncia déla acción correspondiente, vuelva al señor pro- 
curador fiscal, á los efectos de la providencia de foja A vuelta. 

Marina Al faro, 

VISTA DEL SEÑOR PHOCÜRAlíOtl GKKBKAI. 

Buenos Aires, Mayo 33 de 19U0. 

Suprema Corte: 

La infracción denunciada á foja I es pasible déla pona de 
inulta, según el artículo 63 de i¡i b-y de eleeciones nacionales, 
de 16 de Octubre de 1877. 

La efectividad de tal pena debe ser requerida por el ministe- 
rio publico como ha ocurrido - el caso sub-judice al solicitar 
aquél las diligencias deque infirma el escrito de foja 3» 

También pudo ser requerida la imposición de las mulfris por 
cualquier ciudadano, con sujeción á lo dispuesto en el artículo 
7<i de la ley referida. 

En la represión de infracciones á la ley electoral, es sabido 
que está igualmente interesado il úrden público, cuya defensa se 
ha confiado al ministerio fiscal, como e! pueblo déla República, 
por cuyos derechos cívicos di be \ velai los ciudadanos. 
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Así ae eiplicaque la ley haya -lailo personería para instar la 
aplicación del castigo que merecen los infractores al procurador 
fiscal óá un simple ciudadano. 

Incorporado el procurador üscal á este proceso, no puede re- 
nunciar á la acción pública que representa, con sujeción á las 
disposiciones de los artículos 71 de la ley de elecciones citada 
j Hi del Código de PruiM'dimientos en lo criminal. 

La naturaleza del juicio, por infracción á la ley nacional de 
elecciones, n o permite que se aplique al xub-juttice lo dispuesto 
en el artículo 174 del Código de Procedimientos en lo criminal, 
porque este artículo se relicre al abandono de la acción en deli- 
tos que sólo pueden ser perseguidos á instancia de parte, y no á 
instancia del representante de la vindicta pública. Como tam- 
poco el señor Procurador fiscal ha invocado caudal legal de 
escusacion que lo separe del proceso, no encontrándose mérito 
para sustentar el recurso de apelación interpuesto á foja 6 vuel- 
ta, pido á V. lí. se sirra confirmar el auto recurrido de foja 6. 

Sabi titano fiier. 



Fallo de la Suprema Corte 

fluenos Aires, Junio ¿1 .]>■ Iími. 

Vistos : Con arrogU á lo presen pto en el artículo ciento diez 
y ocho del Código de Procedimientos en lo criminal, y de acuer- 
do con lo expuesto y pedido por el señor Procurador general, se 
confirma el auto apelado de foja seis. Notifíquese con el origi- 
nal, y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ — ABEL BAZAN.— 
OCTAVIO B UNCE. — JUAN E. TO- 
IthENT , — g f MAIITENEZ. 
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CAUSA CIXCIII 



Criminal curtirá don Meólas f, fihiytiazsa.par defraudar ion; 
sobre sobreseimiento y prosecución del juicio 



Sumario, — El sobredi miento ordenado, estando la causa en 
estado de plenario, y con calidad de mandarse el expediente al 
archivo, debe considerarse como definitivo, y no permite )a pro- 
secución del juicio. 

Caso. - Resulta de las siguiente piezas: 



VISTA DEL PhOCURAllOH FISCAL 



Buenos Aires, Diciembre (i de 1893. 

Según las constancias de este voluminoso expediente el in- 
dividuo don Nicolás K. Ghigliazza cometió una importante de- 
fraudación de dineros del Fisco en la oficina de obras públicas 
donde se hallaba empleado. Délas diversas declaraciones y de la 
confesión del mismo GhHiazza, las que fueron examinadas de- 
tenidamente a foja 18t de este expediente por el señor Procu- 
rador Fiscal doctor Víale, así como por los informes que corren 
en el expediente agregado, producidos en la investigación que se 

hizo para conocer la importancia de ese desfalco, resulta que 
t. mn 
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don Nicolás E. Ghiglia .za desfalcó al gobierno la sama de 
182.972 pesos con 82 centavos moneda nacional, extrayendo 
clandestinamente esos dineros, desviando! os de su legal aplica- 
ción y usándolos en su provecho propio y personal. 

Tul hecho y en tal manera constatado fné motivo de que se 
siguiera uu juicio contra el mencionado defraudador, paralo 
cual se pidió á foja 181, por el señor Procurador liscal doctor 
Víale, la pena «te seis año» de prisión. 

Conferido traslado al defensor éste manifestó que el proce- 
sado Ghigliazza había reintegrado al fisco las sumas defrau- 
dadas, pidiendo en consecuencia que, con arre glo á los artícu- 
los 83 y 84 de la ley de 14 de setiembre de 1893, fuese puesto 
inmediatamente en libertad. 

Para justificar este reintegro se acompañó á foja 189 una 
nota del entóuces Ministro del Interior doctor Quinio Costa 
manifestando que el individuo Ghigliazza había hecho arreglo 
con el gobierno para reintegrar los fondos que había defrauda- 
do de la caja del departamento de obras públicas, del que 
habíü sido tesorero, arreglu que había sido aceptado recibién- 
dose letras firmadas por Ghigliazza, en que contraía la obliga- 
ción de pagar á plazos determinados las cantidades en cuesLi-in. 

Corrido traslado de esta petición deldefensor, el señor Procu- 
rador Fiscal doctor Viate, considerando con este reintegro 
terminada la causa contra Ghigliazza, pidió se le pusiera en li- 
bertad y el señer juez federal doctor don Andrés Ugurriza man- 
dó sobreseer en el conocimiento y prosecución de la causa y 
ordenó la libertad del procesado. 

Posteriormente y según consta del expeliente agregado, las 
letras Ürmadas y entregadas pur Ghigliazza vencieron sin que 
hasta la fecha ya pesar de las diligencias practicadas, el dicho 
Ghigliazza haya venido ¿ cumplir las obligaciones que contrajo 
por esos documentos, obligaciones que en realidad no eran sinó 
la devolución do lo que delictuosamente habría defraudado. 
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El Procurador Fiscal que suscribe ha entablado formal de- 
manda contra este individuo, iniciando ei cobro de esas letras 
y pidiendo se notifique al propio tiempo á su fiador don José 
Ghigliazza. 

La demanda se ha notificado al defraudador y á pesar del 
tiempo transcurrido ni ha reñido á estar á derecho ni siquiera 
ha hecho manifestación alguna en el sentido de cumplir con 
eiü letras, que representan una obligación que nace de un de- 
lito. 

En cuanto ¡í su fiador no ha podido ser notificado por no ha- 
berse podido encontrar su domicilio. 

En tales circunstancias con on deudor que omite el cumpli- 
miento de sus obligaciones aón cuando ellas sean de la natura- 
leza de las quu se trata y con un fiador cuyo domicilio no puede 
encontrarse, la burla que se hace de los intereses del fisco es 
verdaderamente irritante)' mueve al Procurador fiscal que sus- 
cribe á venir á V. ri. en demanda de justicia precisa y termi- 
nante para que una vez por todas se castigue como la ley lo 
manda á aquellos que han defraudado los dineros del Fisco y 
que hoy se creen con derecho á olvidar la obligación que tie- 
nen de devolver lo que indebidamente tomaroD y piensan que 
haciendo burla de sus mismos compromisos han de ver-e 
libres de las penas con que U ley castiga i\ los que se apoderan 
de lo ajenn. 

Según los antecedentes que dejo relacionados, el señor juez 
federal doctor Ugarriza, áfoja i9l vuelta, mundo sobreseer t n la 
causa de Gbigliazza ordenando su libertad en virtud del oficio 
del Ministerio del interior (foja 189) que acreditaba el reinte- 
gro de la suma defraudada, pero sin expresar absolutamente 
si ese -sobreseimiento era provisorio ó definitivo, clasificación 
que fué omitida aun cuaudu estuviera ya vigente el Código de 
Procedimientos Penales. 

Esta omisión podría levantar la duda del linaje de aquel so- 
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breseimiento para reabrir este juicio, pues si hubiera de con- 
siderársele definitivo, la reaperturadel procoso sería imposible, 
no siéndolo en el caso de que ¿e tratara de un sobreseimiento 
provisorio. 

Kxaminando el caso con detención, este Ministerio ba 
llegado á convencerse que el sobreseimiento dictado por el se- 
ñor ductor Ugarriia no pudo ser sino provisorio. Las razones que 
han concurrido á tal convencimiento son ias siguientes: 

I a Que á estar al texto mismo de la providencia de foja... se 
mandó sobreseer en el proceso contra ühigliazza en virtud de 
lo dispuesto por el artíuulo2° de la ley sobre justicia federal 
de Setiembre de 186», que establece que la jurisdicción de los 
jueces federales no procede de oficio en ios casos contenciosos 
sinó cuando es requerida á instancia de parte. 

Tal fundamento, además de no ser aplicable al caso, pues ya 
estaba vigente el Código de Procedimientos Penales cuando esa 
providencia se dictó, no lo < ra tampoco pues en el caso de ühi- 
gliazza no se trataba de un juicio contencioso sinó de un proceso 
tendente á esclarecer y castigar un delito en que estaba de por 
medio el interés del fisco, en que procedía la acción pública, 
siendo acusable por el Ministerio Público, 

Los arreglos hechos p. r Ohigliazza con el gobierno pudie- 
ron paralizar la ao ion civil por la devolución de los dineros de- 
fraudados pero minea esos arrigios pudieron neutralizar ni 
anular la acción pública que debí* haberse continuado para 
castigar el delito de que se trataba. 

No habiendo procedido por tal razón el sobreseimiento, pero 
encontrando que él fué dictado segan la providencia de foja,., 
él debe después ser considerado como provisorio, pues ba de 
buscarse lo que más se aproiime á las prescripciones de la 
ley. 

Si el sobreseimiento dictado á foja... no procedía, mal pue- 
de considerársele como deliniUvo, pues ello importaría declarar 



M. JUSTICIA NACIONAL 



357 



que Ghigliazza no cometió delito, lo que francamente no se des- 
prende ni de las actuaciones ni ile ta procidencia misma que 
queda mencionada. 

2" Otra de las razones que induciría este ministerio á consi- 
derar nroTÍ>orio el sobreseimiento de foja... nace délas cir- 
cunstancias que determinaron la resolución citada de foja.., 

fihigliazza había hecho arreglos con el gobierno, había en- 
tregado letras en que se comprometía á pagar á largos plazos lo 
que había defraudado ¡ es» lo sabía el señor juez, porque así lo 
expresaba la coinunioacioudel Ministeríodel Interior de foja... 

En tal circunstancia, eon lal conocimiento y en presencia de 
las constancias de autos, en que la culpabilidad de Ghiglíazza 
aparecía constatada hasta por su propia confesión, sin que el 
juez contrariase tales constancias, su espíritu nunca pudo ser 
«•errar definitivamente la acción de la justicia para castigar un 
delito que im sólo no se había negado sino que ni siquiera .se 
había tratado de atenuar. 

El sobreseimiento dictado por el juez doctor l'garriza sólo se 
explica considerándole como una suspensión del proceso en vir- 
tud de las promesas de fago que hacia Ghiglíazza al entregar 
letras en devolución de lo que bahía defraudado. Perú nunca 
podría considerársele como una declaración de inculpabilidad, 
pues ni la providencia citada lo expresa, ni b«s antecedentes, ni 
la confesión del acusado fué neutralizada en manera alguna. 

3" El texto claro y expreso del artículo 434 del Código de 
Procedimientos Penales, que establece los casos de sobresei- 
miento definitivo es otro motivo que induce á e*te Ministerio á 
creer que el sobreseimiento de que se trata nunca pudo ser 
tal. 

De los antecedentes y aún de la confesión del procesado re- 
sulta evidentemente demostrado que Ghigliazza había come- 
tido el delito de defraudación tomando para sí dineros del fisco 
puestos á su custodia; de lo mismo resulta bien caracterizado el 
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hecho con todos los contornos de un delito : y en aut-s, por las 
mismas causas, está perfectamente individualizado. 

Todas y cada una de estas circunstancias indican la im- 
procedencia del sobreseimiento definitivo en el presente caso. 

Pur otra parte siV. S. examina la providencia de foja... 
encontrará que no presenta ni en bu fondo ni en su forma lo» 
requisitos que son inherentes á todo sobreseimiento definitivo, 
de acuerdo con los artículos 434, 436 y 437 del Código de Pro- 
cedimientos Penales. 

Establecido pues que el sobreseimiento en este asunto, dic- 
tado por el señor juez doctor Ugarriza, no pudo ser ainú provi- 
sorio, en obsequio de la justicia y en cumplimiento de los de- 
beres que me son propios vengo ú pedir á V, S. la reapertura 
de esta causa á ios efectos de la aplicación de la lev. 

Muéveme á esto trn sólo la creencia que tengo de que dado 
el caso deque se trata, el silencio de parte de este Ministerio Pú- 
blico sería incorrecto, sino también la situación en que Ghi- 
gliazza se lia colocado respecto del juicio y de la justicia. 

En los antecedentes que tengo relacionados he hecho no- 
tar la incorrecta posición en que el procesado Ghigliazza se 
euro» traba, en que acubado y confeso de una malversación de 
Iob dineros del fisco, no sólo se hallaba impune sino aún que ni 
siquiera había venido á pagar los dineros importe de ¡as letras 
que presentó al (ísco con el objeto de integrar lo que había mal- 
versado. 

Como un nuevo recurso y como una nueva liberalidad de par- 
te de esta procuración fiscal pedí á V. S. á foja... del expe- 
diente agregado que el mencionado Ghigliazza fuera citado ;i 
efecto de intimarle el pago de las letras mencionadas. 

Cft-i, señor juez, y como seguramente lo ha de haber creido 
V. S. ( que Ghigliazza al saber esta demanda hubiera venido re- 
cordando sus compromisos para saldarlos, ó para alegar lo que 
hubiere encontrado conveniente, no podía ignorar que la acción 
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por et delito (Je que estaba acusado y del qm él mismo habla 
en su solicitud de foja 30 (expediente agregad* estaba suspen- 
dida reposando sobre las letras que presentó ei pago, pensando 
por mi parte que e! eitesorero del departai ?nto de Obras 
Públicas, viniera a V. S. sinó A pagar sus con. romisos, por lo 
menos» á explicar su conducta. 

Pero Ghigliazza ha creído más conveniente hacer oídos de 
mercader á la demanda por el cobTo de esas letras, burlándose 
de las obligaciones que tiene contraídas y con las cuales escapó 
á la acción de la justicia* 

Reabierta la causa como ya lo tengo pedido á V. S. apoyado 
en las consideraciones expuesta*, vengo á V. S. formulando las 
siguientes peticiones : 

t" Fundado en las constancias de autos, en la confesión del 
mismo Ghigtiazza, de fojas 9, 15 y 30 (expediente agregado) y 
eu la agravación de su situación nacida del casu omiso que ha 
hecho de la intimación de V. S. para que pague las letras que 
firmó, vengo á pedirse libre auto de prisión contra el mencio- 
nado ex-tesorero del departamento de obras públicas, Nicolás 
E. Ghigliazsa, por cuanto de los antecedentes relacionados el 
delito por él cometido se encuentra comprendido dentro de lo 
proscripto por el artículo 268 del Código Penal. 

2° Que lo que dejo solicitado no importa absolutamente 
abandonar la acción civil conjunta que tengo interpuesta contra 
el mencionado procesado, sirviéndose V, S. mantener su provi- 
Hern ia de foja 52 del eipediente agregado, en qoe manda tener 
presente esta manifestación. 

3 a Sírvase V. S. considerar estas peticiones de mi parte co- 
mo cumplimiento de las obligaciones ^ue me competen como 
funcionario del ministerio íiscal y comprendidas en las pres- 
eriptas por el articulo 164 del Código de Procedimientos Pe- 
nales. 

./. fíotet. 
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Ful lo del Juez Federal 

Buenos Aires, Octubre 29 de 1899. 

Autos y vistos; Para resolver sobre el pedido del ministerio 
público en el que solicítala reapertura de este proceso y la de- 
tención del ex-tesnrerodel Departamento de Ingenieros nació* 
nales don Nicolás Gbigliazza. 

Y considerando: Que la i-ausa criminal que se siguió contra 
el mencionado Ghigliazza, fué por desfalco en la tesorería del 
Depart;t mentó do Ingenieros de la nación, delito previsto y pe- 
nado por el artículo 80 de la lev nacional de 14 de setiembre 
de 1863. 

Que en virtud de la uota del señor ministro del interior, de 
foja... y lo dispuesto en la última parte del artículo 83 de la 
ley citada, este juzgado dictó el sobreseimiento de foja... or- 
denando la libertad del procesado. 

Que no habiendo determinado este tribunal el carácter de di- 
cho sobreseimiento, deben tenerse presente las disposiciones 
del citado artículo 83 y la de los artículos 434 y 435 del Códi- 
go de Procedimientos en lo Criminal para resolver sobre la re- 
apertura del proceso. 

Que disponiendo el artículo 83 de la ley de 14 de Setiembre 
de 1863, que el defraudador debe ser castigado con ta pérdida 
del empleo, inhabilitación por cuatro á seis añes para obtener 
otro, y una multa < que no pase de dos mil pesos », castigo que 
no ha herbó efectivo el juzgado ; y no concurriendo en eí pre- 
sente caso los eitfemos ¡i que se refiere el artículo 434 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal, el sobreseimiento decre- 
tado debe considerarse como provisional, de acuerdocon lo dis- 
puesto en el artículo 435 del código antes citado. 
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Por estos fundamentos y las consideraciones que ndu.-e el 
señor procurador fiscal en su precedente escrito, resuelvo rea- 
brir este proceso á los efectos que hubiere lugar, y ordeno que 
don Nicolás Gliigliazza sea detenido y puesto á disposición d.* 
eatejuzgado, librándose el oficio respectivo al señor jefe de 
policía, 

Gervasio J, (¡ranet. 



VISTA OEL PROCURADOR FISCAL 



. Buenos Airea, niciemlir*< uV I8íi9. 

Señor Juez: 

Evacuando la vista que V. S. <e ha servido conferirme sobre 
la revocatoria interpuesta por el defensor de don Nicolás Ghi- 
gliam de ta providencia de V. 8. de foja 200 en que se manda 
reabrir esta causa, y se ordena la prisión preventiva de) proce- 
sado, debo manifestar : 

Que T. 8. debe rechazar ¿sn revocatoria, Uniendo endienta 
todas y cada una de las consideraciones que etpuse en mi vista 
de foja 197, tendentes á demostrar que el sobreseimiento dicta- 
do en esta causa fué un sobreseimiento provisorio, y que en 
obsequio á la justicia procedía y correspondía la reapertura del 
sumario y la detención de Ghigliazza. 

Creo que las consideraciones á que me he referido, no han 
ddo de^euDocidas por el escrito de foja 212, por más que él baga 
honor á la habilidad y talento de quien lo suscribe. 

Por esto, V. S. resolverá como lo dejo pedido. 



J. Hotel. 
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Auto d>l Juez Federal 

Buenos Airea, Marzo 9 de 1900. 

Y fistos: Encontrándose ajustado á derecho el auto de fo- 
ja 209, no ha lugar á la revocatoria que se solicita, y se con- 
cede en relación el recurso de apelación interpuesto, debiendo 
elevarse los autos a la Suprema Corte en la forma de estilo. 

Gervasio J. tiranel. 



VISTA DLL PIIOCURAOOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 29 de 1900* 

Suprema Corle : 

Bajoei régimen del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal que dominaba la materia sub-judice* cuando se dictó el au- 
to de foja 191 , el sobreseimiento debía ser provisional ó defini- 
tiro. 

Sí en el estado del juicio hubiere sido procedente el sobresei- 
miento, debió ser provisional, ^on sujeción i lo dispuesto en el 
artículo 435 de aqm-1 código, pues constataba la perpetración de 
un hecho criminal y resultaban m¿a que indicios conducentes á 
la determinación de 3U autor. 

Pero el sobreseimiento ya no procedía, atento el estado de la 
causa, pues estaba cerrado el sumario, según él auto de foja 180 
vuelta. 

El procurador lineal halla formulado por ello la acusación 
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ile foja iS\ .pidiendo la pena de seis años de prisión, á foja 187 
vuelta, y loa aulos permanecieron paralizados, esperando la de- 
fensa del acusado. 

En tal situación, ni el pago de la suma defraudada, aun supo- 
niéndolo efectuado, ni ninguna transacción sobre las responsa- 
bilidades civiles del acusado, podía legalmente suspender defi- 
nitivamente la continuación del juicio. 

Ese pago podría dar mérito en oportunidad á la disminución 
de la pena, pero ella sería siempre materia del juicio y de 'aa 
apreciaciones de la sentencia que Jo define. Y el auto de foja 
191 vuelta, ya importase una suspensión ya cm sobreseimiento, 
no podía tener carácter permanente, 

Pot ello, pienso que procede la confirmai ion del auto recu- 
rrido de foja 209. 

Sabiniano Kicr. 



Fallo de la Huprcnm Corle 

Buenos Aires, Junio ¿1 de 1900. 

Vistos y considerando: Qne habiendo llegado la causa weguí- 
da contra Ghigliazza al estado de plenario, el procurador fiscal 
dedujo á foja ciento ochenta y nueve, acusación contra el proce- 
sado pidiendo fuera él condenado A la pena de seis años de pri- 
sión. 

Que corrido traslado de la acusación, el defensor del procesa- 
do, exponiendo que la -urna á que monta el desfalco que motivó 
el proceso h¿bfu sido reintegrada y que el gobierno nacional 
había desistido de la acción criminal instaurada, pidió que se 
recabase un informe del ministerio del interior sobre la verdad 
de dicha exposición y que resultando ésta cierta, se ordenase la 
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libertad inmediata del encausado (escrito de fojn ciento no- 
venta), 

Que en virtud de estar ja en poder del juzgado la nota del 
ministerio de foja ciento ochenta y uua t en la que se dice que el 
gobierno, por decreto de diez de Marzo de mil ochocientos no- 
venta, habla aceptado la forma propuesta por Ghigliazza para 
reintegrar al ñaco los fondos distraído* de la caja del Departa- 
mento de Obras Públicas, habiendo hecho entrega de las letras, 
80 corrió vista al ministerio Gscal de esa nota (foja ciento 
ochenta vuelta) y deleitado escrito del defensor (foja ciento 
noventa vuelta). 

Que el procurador fiscal , evacuando esa vista á foja'ciento no- 
venta y una vuelta, dice que resulta que Ghigliazza ha reinte- 
lirado al fisco los fondos que como empleado de la nación había 
distraído de su destino; que la causa queda concluida y que de- 
be el juez ordenar s ñonga en libertad al procesado. 

Que en su mérito se dictó el auto de foja ciento noventa y 
una vuelta de fecha Marzo veinte de mil ochocientas noventa, 
en el que, de conformidad departes é invocándose el artículo 
dos de la ley de justicia nacional, se sobresee en el conocimien- 
to y prosecución de la causa, se man la poner en libertad al pru- 
ct sado y se dispone el archivo del expediente. 

Que pronunciado este auto durante el plenario, hay razón 
para interpretarla en el sentido de un sobreseimiento definitivo, 
porque da por concluida la causa, ordenando el archivo del ex- 
pediente y puesto que en principio la absolución de la instan- 
cia no sería arreglada á derecho (artículo cuatrocientos noventa 
y siete del Código de Procedimientos en lo Criminal). 

Que el expresado carácter definitivo se revela también por la 
circunstancia de que, «orno ya se ha becho observar, se manda 
al archivo el expediente, cuando si se hubiera tratado de un 
sobreseimiento provisorio, debió disponerse que la causa Be re- 
serve. 
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Que & estas consideraciones se agrega que la duda debe re- 
solverse en favor del reo. 

Cun estos antecedentes, no hay fundamento suficiente para 
iniciar la misma causa contra el mismo procesado, cerca dediez 
añoB después de haberse habido por concluida por auto judicial 
consentido y cuya legalidad, por tanto, no es permitido apre- 
ciar al presente. 

Por estos fundamentos se revoca el auto apelado de foja dos- 
cientas nueve, y se declara que el sobreseimiento decretado á 
foja ciento noventa y una vuelta, tiene el carácter de definitivo. 
Notifíquese con el original y devuélvanse. 

BENJAMIH PAl. —ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUHGE. — H. 
MARTINEZ. 



Í'AUSA < X< IV 



Criminal coatra Félix Movíala, por harto 

Sumario, — i» No exime de la pena correspondiente al hur- 
to el hecho de ser el dueño de la cosa hurtada deudor al reo de 
cantidad de dinero. 

2' No puede agravarse la pena ai la impuesta por el juez de 
1' instancia ha sido consentida por el ministerio fiscal. 



««8 FALLOS DI LA SUPREMA CORTE 

Caso,— Resulta del 



* del # UM Fnlerai 



Buenos Aires, Julio 7 de 1899. 

Y vistos : estos autos seguidos contra Félix MoUola, de 41 
años, soltero, jornalero, domiciliado Lumadrid entro Rodríguez 
y Palos, acusado de hurto, de los que resulta : Que con fecha 
2 de Abril último Be presentó á la Prefectura Marítima don Vi- 
cente Vodanovich manifestando que en la madrugada del día in- 
dicado le había sido hurtado de ¿bordo del pontón * Flundrán . 
desu propiedad, una bomba que estimaba en 60 pesos moneda 
nacional, acusando como presunto autor de ese hecho al encau- 
sado, por haber sido fisto que conducía aquella en un bote. 

Que llamado á declarar el procesado Mortola, manifiesta st>r 
cierto que tomó ta bomba qae le ha sido secuestrada, como que 
así se lo dijo al peón que entró á reemplazarlo en el pontón, y 
que si se la llevó no fué oun la intención de hurtarla, sinó para 
obligar al dueño del pontón ú que le abonase una suma que le 
debía, ignorando que en ello cometía un acti» ilícito. 

Que terminado el sumario, el señor Procurador fiscal se es- 
pide á foja 28 solicitando se le do por compurgado el delito, 
con el tiempo de prisión que lleva sufrido. 

Que el defensor, contestando la acusación fiscal, pide que su 
defendido sea absuelto de culpa y cargo por no haber cometido 
el delito que se le imputa, desde el momento que él no se apo- 
deró malicisamente del objeto que tomó de á bordo ni lo hizo 
clandestinamente. 

Habiendo renunciado las partes al término de prueba se lla- 
mó autos para definitiva ú foja 30 vuelta. 
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T considerando: Que el hecho que ha dado origen á la for- 
mación de este procesa te encuentra su fie ien temen te justificado 
oon la declaración del encausado, declaraciones de lo» testigos 
y demás «(instancias de autos. 

Que dada la circunstancia y forma en que el hecho se pro- 
dujo, él encuadra necesariamente dentro do la disposición del 
inciso I a del articulo 193 del Código Penal» 

Que la escusa alegada por la defensa en favor de su defen- 
dido de que éste no ha cometido el hecho que se le imputa, por 
cuanto no ha habido malicia al apoderarse.de la bomba que le 
seeutstrú, no es admisible, ante la circunstancia demostrada 
en autos de haber elegido el encausado la mejor oportunidad 
para cometer su delito, y la de no haber pretendido, siquiera 
cobrar los haberes que se le adeudaban, lo que demuestra su 
propósito de delinquir. 

Que constando del proceso, que el hurto na se consumó enta- 
lámente, debido á la intervención del marinero don Aurelio, el 
hecho dehe clasificarse do tentativa, y aplicarse á su autor la 
pena que establece el artículo 103, inciso 1*, del Código de Pro- 
cedimientos, con la disminución que Oja el artículo 12, inciso 
2°, del mismo código. 

Por estos fundamentos, fallo, condenando á FóMi Mor tola á 
tres meses de arresto y costas del juicio ; y encontrándose ago- 
tada dicha pena, désele por compurgada por el tiempo de pri- 
sión preventiva que lleva sufrida. En su consecuencia. líbrese 
oficio del cas » al director de la Penitenciaría, á fia de que sea 
puesto en libertad, 

Notifíquese con el original, bagase saber al jefe de Policía, 
y fecho archívese. 

Gervasio F, Granel. 
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VISTA DÍLSE^ORPROOÜIUDOR GENERAL 

Suprema Corte: Buenos Aires ' Agoal ° 24 d * 189& - 

De la confesión del procesado, con armada en las demás cons- 
tancias de autos, resulta comprobada la sustracción efectuada 
por el recurrente de tina bomba de á bordo del pontón «Flun- 
dran al amanecer del día 10 de Abril del corriente año 

Tanto la hora en que se efectuó la atracción como la pre- 
sunción que establece el articulo 6° del Código CiWl, eviden- 
c»d la perpetración del delito de hurto previsto y penado por el 
artículo 193 del referido código. 

El hecho de haber sido sorprendido el procesado cuando con- 
ducíaol objeto hurtado, no modifica el carácter de clandesti- 
nidad de la acción inequívoca practicada á hora* tan sospe- 
onosas, r 

Es por esto, y tratándose de simple tentativa, en mérito de la 
intemncon de los marineros que sorprendieron infraganti al 
procesado y que impidiera la consumación del hurto, que encon- 
trando ajustada á derecho la sentencia recurrida de foja 31 
Pido W, E. se sirva confirmarla por sus fundamentos. 

Saltiniano Kicr. 



rallo de I* 



Buenos Aires, Junio 23 de 1900. 

Vistos: Considerando : Primero : Q ue el procesado Félix Mor- 
tola reconose haber estado á bordo del pontón « Flundran , en 
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la madrugada del día diez de Abril del año próximo pasado, con 
ol objeto du sacar la bomba que le fué secuestrada. 

Segundo: Que el testigo D. A ud retío declara que el día in- 
dicado, como de tren A cuatro de la mañana, sintió queaodab» 
una persona en la embarcación y mj levantó para ver quién ora, 
tiendo que una persona se llevaba en un bote la bomba de de- 
sagotar. 

Tercero : Que don Vicente Vodaitovich, propietario del pontón 
< Flu ud ran », denunció el hecho en la Prefectura general de 
puertos, pidienda la detención de Murtela, y el secuestro de la 
bomba, 

Cuarto: Que ú Toja cuatro vuelta se ordenó la entrega de ta 
bomba á su propietario; entrega que se efectuó por la ayudan- 
tía general de puertos, según consta por et recibo de foja cinco, 
otorgado por Vodunovich, 

Qmnto : Que en vista de ta hora en que su realizó el hecho, y 
de ta sustracción comprobada de la bomba, debe decidirse que 
concurren los extremos requeridos por el artículo ciento noven- 
ta y tres del Código Penal, para calificar de hurto consnmndo 
el delito cometido por Félix Mortola. 

Serio: Que la excepción opuesta por la defensa, de tratarse 
de un acto civilmente ilegal, por haber tomado Mortola la bomba 
y retenerla en garantía de una rantidad que le adeudaba su 
dueño, no está autorizada por la ley para eximir de pena al 
procesado. 

Por estos fundamentos, oido el señor Procurador general, y 
no pudiéndose agravar la pena impuesta al procesado, por ha- 
berla consentido el ministerio público, se confirma, con costas, 
la sentencia apelada de foja treinta y una. Notifíquese con el 
original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAl, — ABEL RAZAN . — 
OCTAVIO BUNGE, — JUAH E. TO- 
HKEHT. — H. MARTINEZ, 

Ti LIUV >< 




Crtmtnaf coíWra Juüíü Kañay, por tentativa de defraudación, 
denegación de recursos y pena disciplinaria ; sobre recurso 
á ta Suprema Corte. 

Sumario. — No procedo el recurso a la Suprema Corte de 
autos de los tribunales ordinarios aplicando tas leyes do proce- 
dimiento. 

Caso. —Lo eiplioa e) fallo de la Suprema Corte. 



Suprema Corte: 

Délos recursos instaurados, el único pertinente para ante 
V. E-, sería el de inconstitucionalidad, si el auto de la Cámara 
hubiera violado el artículo de la Constitución nacional que la 
apelación denuncia. 

Pero, 11 i aparentemente puede denunciarse semejante incons- 
titucionalidad, cuando la cámara nada ha resuelto ni podido 
resolver al respecto, en el estado actual de la causa ; desde que 
es la misma parte, la que acepta en un todo el cambio de de- 
fensor á foja 11 vuelta, como lo hace constar el auto recorrido 
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Buenos Aires, Setiembre 17 de 1898, 



ob justicia ruaofUL sii 

do foja if . En mérito de lo expuesto pido a V. g. „ sirva de _ 

clarar improcedente el recurso de inconatitncionulidad deducido 
para ante V, E. 

Sabiniaito Kier. 

Vallo de l« ftuprem* Corte 

Buenos Aires, Junio 2.T t l B 1900. 

Vistea: Resultando que la apelación interpuesta ,1 foja diez 
y nueve 8e refiere al auto de foja diez y siete, por el cual ae de- 
claran muí concedidos ^recursos interpuestos en au carácter 
de defenaor, por el doctor J. M. López, y ae confirma el de foja 
tres, en cuanto aplica al mismo doctor López la multa de cua- 
renta pesos m,meda nacional p,r falta de respeto ú Ja autoridad 
uel juez. 

Y considerando: Que dicha multa ha sido impuesta como 
med.da d lS c ip l»nana, en pao d« las facultado, que las leves de 
procedimientos de la capital acuerdan á los jueces 

Qoe en tal virtud, y tratándose de un punto exclusivamente 
regido por dichas leyes, cuya aplicación no esté aujeta ai con- 
trol de este tribunal, ñnó librada á l ü8 ordinarios de la capital 
como lo tiene resuelto esta Suprema Corte en varios desús fa- 
llos, el recurso ea improcedente. 

Que la primera parte de la resolución de foja diez y siete se 
refiere á puntos regidos tambieu por las ieyes de procedimien- 
tos, cuyas diaposiciones no han aido atacadas de iucousiituoio- 
nalidad. 

Por esto, no ha lugar al recurso interpuesto, y devuélvanse. 

BEWIAHW »«. _ ABEL BAZAN. - 
OCTAVIO BUNGE. — J UAN B . T0 _ 
R-RENT. — H, MAllTI\fc¿. 
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« AUNA < YC VI 



Contra María Morales t por cumplimiento de un exhorto 
remitido de Italia; sobre competencia 

Sumario, — El diligenciamieuto do exhorto» encausas de 
fuero cumnn pertenece ú tos jueces ordinarios, sin que importe 
que el exhorto haya sido remitido por la vía diplomática. 



Caso. — Resulta de lúa siguientes piezas: 



VISTA MEI- AGENTE FISCAL 

lluonos Aires, Judío 9 d<> 189H. 

Señor Juez : 

Es realmente de maravillar la extraordinaria presteza con 
que ha sida tramitado este exhorto. Presentado poT la legación 
de Italia al ministerio de relaciones exteriores en Febrero 23de 
1897, tía requerido La friolera de dos anos y medio para llegar 
¡í manos de V. S. a fin de que resuelva el juzgado si debe o no 
darse curso á tal exhorto! Cualquiera que sea la explicación de 
esta inconcebible demora y siempre hay explicación para estos 
casos, resultando que ninguno de los funcionarios que ha inter- 
venido tiene en ello culpa, el hecho no admite comentarios. 

El presente exhorto solicita la formación de un sumario cu- 
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vas diligencias están cgpeoiQcadas A foja 24 tu /inc del presen- 
te expediente y ú las que sirve de base la carta original del 
señor escribano Varangot, a foja 5. Ksta rogatoria Tiene mani- 
da de todos los recaudos de estilo» 

Desgraciadamente, por el descuido délos funcionarios que 
han dado curan á este exhorto» se ha elegido una vía equivoca- 
da. Kl articulo 663 del Código de Procedimientos criminales 
establece terminantemente que los exhortes emanados de una 
autoridad extranjera competente en materia criminal, se intro- 
ducirán por la vía diplomática y serán trasmitidos á las autori- 
dades judiciales competeetes. ¿Cuáles son éstas? La justicia 
federa), pues desde "I artículo 652, códido citado, la ley se re- 
lie re constantemente ú los jueces fe* 1 "rules de sección, Y estoes 
tanto más evidente, cuanto que la regla del citado artículo 663 
tiene una sola excepción mencionada en el siguiente artículo á 
saber ; que en cuso de urgencia podrá la autoridad extranjera 
competente, dirigirse directamente alan autoridades análogas 
argentina*, quienes deberán diligenciar dichos exbortoa sin 
demora, siempre que no estuvieren en desacuerdo con las leyes 
de la República. De ahí que como se ha elegido la ría diplomá- 
tica en el presente caso, no procede la intervención de la justi- 
cia ordinaria y sea este asunto de Ja exclusiva competencia do 
la justicia federal ; sólo en caso de urgencia se suprime el trá- 
mite de la intervención diplomática y ciertamente los tribunales 
de Italia no han considerado deber preferir la vía excepcional. 

Este ministerio fiscal es, pues, de opinión que caiece V. S. 
de competencia para diligenciar el presente exhortoy que debe 
pasarlo sin más trámite, y por In vía que corresponda á la jus- 
ticia federal. 

Ernesto Qucsada. 
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AUTO DEL JUEZ DEL CHIMEN 



Buenos Aires, Junio 12 de 1899. 

Autos y vistos : Este exhorto recibido de Italia (Génova) en 
la causa seguida contra María Morales y otro por substracción 
de bienes. 

T considerando: I o Que la precedente vista del ministerio 
fiscal se halla perfectamente arreglada á derecho. 

2° Que si bien dada la morosidad en la tramitación de este 
exhorto pudiera considerarse el caso como de verdadera urgen- 
cia, en cambio no debe aplicarse la ley por analogía ni decla- 
rársele dentro de los comprendidos en el artículo 664 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal* 

Por tanto: Remítase el precedente exhorto al señor juez fe- 
deral en turno y notifíquese al Beuor agente fiscal. 

Luis F. Navarro* 

Ante mí: 

Felipe A, Giménez, 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Bueooa Aires, Junio 9 de 1899, 

Señor Juez : 

Según lo expresan los documentos que instruyen el exhorto 
cayo di ligeuci amiento se tiene solicitado por el señor ministro 
plenipotenciario del rey de Italia y que en oportunidad fué re- 
mitido por el Poder Ejecutivo á la Excita. Cámara de A pe lacio- 
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nea, requiérese por la autoridad judicial de que proviene el 
cumplimiento de determinadas diligencias con motivo de una 
denuncia y un juicio criminal iniciado en Italia contra doña 
María Morales y don Manuel Ayrenta, por sustracción de bie- 
nes pertenecientes é la testamentaría de don José Pitaluga, 
de que éste (Ayrenta) era ejecutor testamentario. 

No habiendo tratado con el reino de Italia, este acto está regido 
por la ley de procedimientos y como lo establece el agente fiscal 
ordinario en su precedente t ista, está regido en su tramitación 
por et artículo 663 del Código de Procedimiento Penal, cuando 
estatuye que los exhortas (como el de que se tratn) emanados 
de una autoridad extranjera competente en materia criminal no 
poiltica, se introducirán por la ría diplomática y serán trasmi- 
tidos á las autoridades judiciales competentes, 

A objeto de determinar cuál ¡>ea la autoridad judicial compe- 
tente á que ese artículo se refiere, se hace necesario tomar en 
consideración el hecho de que se trata y ver si por razón de su 
naturaleza, de sus autores, ó del Jugaren que tuto lugar, cae 
dentro de la jurisdicción federal 6 sí está comprendido dentro 
de la ordinaria de la capital. 

El motivo del juicio y de las diligencias que se requieren, son 
la acusación de sustracción de bienes testamentarios, que ha 
tenido logar en esta capital. Este hecho, así considerado, cons- 
tituye un delito ordinario que se halla claramente comprendido 
dentro del artículo 25 del citado código de procedimiento pen?l 
y por ende pertenece por su naturaleza y por la ley que lo rige 
á la competencia de los tribunales ordinarios de la capital . 

Nunca podría ese delito (de sustracción de bienes testamenta- 
rios) caer bajo la jurisdicción federal, bajo cuyo imperio caen 
ios actos ó hechos que expresamente enumera el artículo 23 del 
expresado código de procedimiento penal, en cuya enumeración 
seguramente no encontrará V. S. ni nadie, comprendido el caso 
sub-judice. 
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Siendo, pues, el hecho que motiva el exhorto en cuestión, un 
hecho que encuadra dentro de la jurisdicción criminal ordina- 
ria (artículo 25) y escapa á la jurisdicción federal (articolo 23) 
es lógico deducir que la autoridad competente á que se refiere 
el citado articulo 663 del Código de Procedimiento Psnal es y 
debe ser en este caso la justicia ordinaria de la capital. 

Observo á V. S. que el fundamento que arranca el agente 
fiscal ordinario del articulo 652 del citado código y de sus corre- 
lativos cartee de toda eücacia, pues ese artículo y subsiguien- 
tes se refieren á los casos de extradición, siendo que en el sub- 
judicc sólo se trata del diligenciainiento de un exhorto que es 
una diligencia ordinaria sujeta a la regla del artículo ja citado 
por el mismo agente fiscal (663), 

Por estas consideraciones reputo que la resolución ministe- 
rial que remitió este asunto a la justicia ordinaria está perfec- 
tamente bien dada y que Y, S. es incompetente para conocer 
en este asunto, debiendo proceder como corresponde. 

J. Uotet. 

r «ilo del Juti Federal 

Buenos Aires, Junio 30 de 1899. 

Autos y vistos ; Por los fundamentos de la precedente vista 
fiscal que el juzgado encuentra ajustados á derecho, se declara 
este juzgado incompetente para conocer de este asunto. En 
consecuencia, devuélvase este exhorto al señor juez de su proce- 
dencia, debiendo en caso de insistir en ta incompetencia, ele- 
var los autos al superior, de acuerdo con el artículo 66 del Có- 
digo de Procedimientos en lo criminal. 



Gervasio F. Granel . 
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VISTA DEL AGENTE FISCAL 

lloeuos Aires, Julio 1* do 1899. 

Señor Juez : 

Debe V. S. insistir en su a ato de foja 35„ 

El señor procurador fiscal padece error, cuando ¡i foja 37 
vuelta sustiene que iú objeto de detiTniinar cuál sea la auto- 
ridad judicial competente, 36 hace necesario tomar en conside- 
ración el hecho de que se trata y ver m por razón de su natu- 
raleza, de sus autores ó del punto en que tuvo tugar, ene dentro 
de la jurisdicción federal *. Tratándose de un exhorto del ex- 
terior, esa investigación es absnlutamente improcedente, pues 
se trata de un procedimiento originado en otro pais y sobre 
cuyo fondo ño es dable practicar examen alguno al juez exhor- 
tado. El Código de Procedimientos es bien claro al respecto; 
sólo tratándose de la extradición de personas se requieren for- 
malidades especiales y se admite el examen del fundo del asunto 
en circunstancias determinadas : artículos 651 y 055. Tratándose 
da medidas de otro género, como las del artículo 665, se rigen 
por la prescripción general del articulo 663, que determina im- 
plícitamente la competencia de la justicia federal y sólo excep- 
cionalmente en los casos del artículo 664 la justicia ordi- 
naria. 

La razón natural de esa competencia es, que se trata de un 
caso de cortesía internacional que se gestiona por la ría diplo- 
mática de gobierno á gobierno. Es al gobierno federal al que se 
pide el diligenciamiento del exhorto y es la justicia federal la 
que debe entender en ello : ya no se tTata de sn competencia 
interna como fuero de excepción sinó de su representación ex- 
terna en lo internacional, como justicia federal. Los tribunales 
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extranjeros que escogita:» la viu diplomática estrictamente ofi- 
cial para bus exhortes, Tan buscando la garantía exagerada 6 
no que Jes representa la justicia federal; que tiene carácter 
nacional y que cae directamente dentro de lo que representa 
ante el exterior, el país. No hay que olvidar que loa tribunales 
ordinarios de la Capital no son nacionales sinó de territorio ; y 
eatíiu en análoga posición que cualquier tribunal de provincia 
liei punto de vista internacional ; la casualidad de concurrir en 
el mismo gobierno las funciones de gobierno federal y de go- 
bierno local del territorio de la capital no altera la esencia jurí- 
dica de las cosas. 

El artículo 664, código citado, se pone en el caao que cual- 
quier tribunal extranjero se dirija directamente al tribunal 
argentino similar ; entonces procede la intervención de un tri- 
bunal ordinario de la Capital ó de Jujpy, según fuere requerido, 
pues se trata de relaciones judiciales directas de tribunal á 
tribunal y en lo cual no tienen intervención alguna los gobier- 
nos, y por lo tanto tampoco responsabilidad alguna. Pero si no 
se ha adoptado esa vía de excepción y se tramita el exhorto 
por la vía ordinaria oficial y diplomática, el gobierno que lo 
recibe como autoridad exhortada, es virtió luiente quien lo cum- 
ple trasmitiéndolo al poder judicial que tiene carácter nacional. 
Si el presente exhorto tratara de diligencias en Catamarca fi la 
Rioja, el señor Procurador fiscal no habría probablemente ti- 
tubeado en que correspondía entender en él al respectivo juez 
federal ; pues bien» es exactamente lo mismo, tratándose de la 
justicia local de esta Capital. La anfibología de proceder ésta 
directamente del mismo gubiernoqae ejerce las funciones fede- 
rales mientras la otra proviene de un gobierno netamente de 
provincia» no varía la situación de derecho. 

La doctrina del señor procurador fiscal, de examinar la natu- 
raleza de las diligencias encomendadas para aplicarle la división 
interna, muestra su fuero común y fuero de excepción, es, en mi 
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opinión, errónea. Los exhortes de esa clase se diligencian como 
medida de reciprocidad ; j lo único que el juez exhortado puede 
y debe hacer, es examinar si viene auteoticadoen forma y nada 
más. La única excepción i esta regla de cortesía recíproca que 
deja á salvo la autoridad y competencia de ambos tribunales, 
exhortante y exhortado, es la del caso de extradición y se ex- 
plica por tratarse allí de la prisión de una persona y de entre- 
garla para su juzgamiento. 

Por estas consideraciones, soy de opinión que manteniendo 
e) auto de foja 35, ha llegado el caso indicado porta resolución 
del señOT juez federal, foja 40, es decir, debe trabarse contien- 
da de competencia y corresponde entonces que V. S., en cum- 
plimiento del artículo 66, Código de Procedimientos, así lo re- 
suelva, elevanilo estos autos al superior. 

Ernesto Quesada. 



AUTO DEL JUEZ DEL CRIMEN 

Buenos Aires, Julio '¿ de 1899. 

Antos y vistos : Por los fundamentos del auto de foja 36 y lo 
dictaminado por el señor agente fiscal, dando por trabada la 
contienda de competencia, elévense estos autos á la Suprema 
Corte de la nación, para qne la resuelva, con oficio. 

Luis t\ Navarro. 



Ante mí : 

Felipe A, Giménez. 
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VISTA DEL SESOH PROCUfiADOU GENEHaL 

Buenos Aires, Julio ÍO de 1899, 

Suprema Corle: 

El exhorto de foja 17 se refiere é diligencias solicitad usen un 
juicio criminal por un delito de carácter común y por acusación 
de parte sobre sustracción de bienes pertenecientes ú una tes- 
lamentaría, 

Diligencias de esta naturaleza no pertenecen al fuero federal, 
no estando incluida en ninguno de loa incisos del artículo 3 o de 
la ley de 14 de Septiembre de 1863, que establece aquel fuero. 

La circunstancia de haber sido introducido el exhorto por in- 
termedio de un agente diplomático ó de una autoridad judicial 
directamente, no modifica la naturaleza de los hechos que de- 
terminan la procedencia del fuero. 

Los artículos 663 y siguientes del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, sólo rclieren la jurisdicción que debe conocer en 
el caso especial de extradición y forman él título especial 5" de 
aquel código, cuyo epígrafe es, c del procedimiento en los casos 
de extradición de criminales *. Y esto se explica porque la ex- 
tradición emana de los tratados ó de los principios dominantes 
del derecho internacional, importa una limitación de Ja plenitud 
de la soberanía territorial, que afecta leyes de carácter esen- 
cialmente nacional y sólo procede en virtud de autorización 
previa del Poder Ejecutivo de la nación, por lo que los proce- 
dimientos de ejecución están á cargo de los jueces nacionales. 

Pero fuera de aquel caso, en los hechos comunes lo mismo de 
la jurisdicción civil que de la criminal, Ja circunstancia de ser 
introducido un eihorto por Ja vía judicial ó diplomática no 
modifica la jurisdicción á que originariamente corresponde el 
aoto por su propia naturaleza. 
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Z\ decreto d «l Poler Ejecutivo de 11 de Octubre de 1872, 
estableció reglas para el cumplimiento de los exhortos, decía* 
raudo que aquellos podrían dirigirse por los agentes diplomá- 
ticos ó consulares directamente :i los presidentes de los tribu- 
nales de justicia ó á los jueces federales,, según corresponda; y 
el decreto superior de Majo 20 de 1885, que con la legalización 
del ministerio de Mariones exteriores se puedan dirigir loa do- 
cumentos emanados del extranjero directamente á los tribuna- 
les superiores de la nación y de las provincias. 

Deduzco de ella que la intervención diplomática no se entien- 
de produzca ni altere por sí el f tu ro de la causa j que siendo la 
que motiva el exhorto de foja 17 de la jurisdicción común, su 
diligencian^ ento corresponde á los tribunales ordinarios, como 
ha sido defendido por el procurador fiscal ú foja 37 / estable- 
cido en el auto del señor jaez federal de foja 40. 

Sahiniano AVer. 



Falle de la Supremn Corte 

Buenos Aires, Junio £1 de 1900. 

Vistos : De acuerno con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se declara que el diligcuciamieuto del ex- 
horto á que se reliaren estas actuaciones, corresponde á la ju- 
risdicción de los tribunales ordinarios. Remítanse en conse- 
cuencia al juez de instrucción de la Capital y avísese por oficio 
al juez federal. 

BENJAMIN PAZ, — ABEL BAZAH , — 
OCTAVIO SUNGE. — JOAN 6. TO- 
RIIEPÍT. - II. MARTINEZ» 
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CAUSA < xc vir 



Criminal contra Juan Chapi ó Santiago Ferrando, 
por circulación de un billete de curso legal [ateo 

Sumario. — No eiistiendo más datos contra el prooesado 
que la declaración del denunciante, y ta ocultación de au ver- 
dadero nombre en las primeras diligencias del sumario, debe 
dictarse sentencia absolutoria. 



Caso, — Resulta del 



t alie del Jum Federal 

La Plata, Febrero 17 de 1899. 

Y vistos: Los seguidos contra Juan Chapi, por circulación 
de billetes falsos de banco. 

Resulta: i* El día 48 de Diciembre de 1896, Juan Heinzs 
sejpresenta ante una comisaría de esta ciudad j expone : Que el 
día anterior, siendo dedos a tres antes meridiano, se encontra- 
ba en su casa de negocio una persona ;í quien por primera vez 
había visto, y el cual para pagarle un gasto que se había hecho 
le dió un billete de veinte pesos, que resaltó falso, circuns- 
tancia que no observó en el primer momento, y que cuando 
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hizo detener á esta persona, le propuso mientras camiuaban ha- 
cia Ja comisaría, que le devolviese los veinte pesos con lacón- 
dicion de ocultar la persona de quien los hubo. 

2* En su indagatoria de foja 2, dice el procesado que el día 
27, de dos á tres a. m, t se encontr « i>a en un café de la Ensena- 
da acompañado de José Gotardé y cuatro personas más desco- 
nocidas. 

Qne el gasto lo abonó en dinero de carao legal y no con el 
billete de foja 10 qne se le puso de manifiesto, pues jamás, 
dijo, lo había poseído, agregando que al firmar lu declaración 
de foja 2 vuelta con el nombre de Santiago Durand, lo hizo 
porque como £l no había dado el billete en cuestión, temía su 
pidiesen antecedentes á la policía que pudieran perjudicarlo re- 
velando su verdadero nombre. 

3 a Ampliando esta declaración á foja 13, maniliesta haber esta- 
de preso otra vez á disposición de este juzgado, por atribuírsele 
igual delito, siendo absuelto con fecha 25 de Marzo de 1896. 

Con estos antecedentes, el fiscal formula su acusación llegan* 
do á las conclusiones siguientes : a) que ninguna circunstancia 
favorece ladeclaracion del procesado, y si bien en autos fallan 
elementos para establecer su culpabilidad en una forma con- 
cluyante, esto no obstante, ha reconocido en su segunda de- 
claración de foja 13 ser el mismo individuo procesado en 1893 
por un delito de igual naturaleza; b) Que en esa causa citada y 
agregada á la presente, quedó debidadamente probada su cul- 
pabilidad, y que si en la causa actual la prueba es difícil, es 
porque la operación del cambio pasó entre el dueño del negocio 
y el procesado, pero que sin embargo él confiesa haber estado 
en el establecimiento del denunciante, l>1 día y hora indicado, 
por éste, de dondo resulta evidente su responsabilidad, y en 
consecuencia pide para el procesado el mázimun de multa que 
autoriza el artículo 63 de la ley de 14 do Setiembre de 1863. 

4° Conferido traslado de la acusación, el defensor á foja 16 
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eipone : Que si bien es cierta que su defendido fué anteriormen- 
te procesado por circulación de billetes fulsos, no lo es menos, 
que fué absuelto, eumo así resulta de) expediente agregado, 
no siendo correcto hacer mérito de este antecedente en su contra. 

Que en la nueva inculpación, sólo hay un testigo que depone 
sóbrela culpabilidad del procesado, y este testigo, es el mismo 
interesado ó perjudicado, reconociendo por otra parte el Procu- 
rador lUcal, queeu este proceso faltan elementos para estable- 
cer en forma conclnyeute la culpabilidad de Chapi, razón de- 
más para considerar inadmisible La condena que se solicita, y 
aun suponiendo lo contrario, se hallaría compurgada con la 
prisión sufrida, por todo lo que pide el sobreseimiento, 

5 o Abierta usía cansa, á prueba, y sin que se produjera al- 
guna, según Certificado del actuario agregado a foja 18, el 
juzgado llamó autos para definitiva. 

Y considerando : 1° Que id procesado dice haber tenido en 
su poder un billete de 20 pesos, y que no recuerda dónde lo 
cambió, á causa de estar bastante ebrio (?. f. 2 vuelta). 

Que tampoco niega haber estado precisamente en el día, hora 
y negocio del demandante, sitio en que se veriticó el cambio del 
billete de foja 10, y el cual diceno pertenecerá, pretextando 
haber pagado con monada legítima, por otra parte aparece Or- 
inando declaraciones con nombre supuesto, por temor á las res- 
ponsabilidades, y es evidente que de estas circunstancias y 
antecedentes, nacen presunciones vehementes de culpabilidad 
contra el procesado, pues ellas reúnen los caracteres y condi- 
nes eligidas por el artículo 353 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal. 

2 o Que esto supuesto y estando además comprobado el cuer- 
po del delito, según informe de la Caja de Conversión de foja 
lf| resta sólo la aplicabilidad de la pena correspondiente al 
delito perpetrado, la cual se halla prescrita en el artículo 63 
de la ley 14 de Setiembre de 1863. 
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Por estas con sideración es , disposiciones legales invocadas y 
de conformidad fiscal, fallo, condenando al procesado Juan 
Oiiappi á la pena del triple de multa del billete circulado, ó 
sea la suma de sesenta pesos moneda nacional y costas, y ha- 
cerse e) cómputo por secretaría. 

Notifíquese con el original, regístrese y repóngase U foja. 

)l. S. de Aurrecoechea, 



VISTA DEL SfcNOft PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aires, Junio 11 de 1899. 

Suprema Corte: 

De la declaración del procesado sa desprende que estuvo en 
la casa de negocio del denunciante, en el día y á la hora que 
éste manifiesta en su denuncia de foja primera. 

Confiesa él mismo haber tenido un billete bancario de veinte 
pesos en su poder, sin haber probado, ni intentado probar, el 
paradero ó la inversión de tal billete. 

No es aceptable legalmente el hecho de que el procesado es- 
tuviese ébrio la noche en que estuvo en la rasa comercial del 
denunciante, como aquel lo pretende, desde que no hay en au- 
tos prueba alguna tendente á demostrarlo, ni se ha constatado 
la ebriedad del procesado en el sumario policial. 

El recurrente ha ocultado su verdadero nombre, titulándose 
Santiago Durand, hasta que la denuncia del señor jefe de Po- 
licía, de foja 7, puso de man i Gesto dicha ocultación, como lo 
reconoce el mismo procesado ú fojas 9 y 13 vuelta, dondo de- 
clara su verdadero nombre 6 sea el de señor Cliappi. 

De manera, pues, que todas estas circunstancias entrañan 

T. HXÍV a h 
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presunciones vehementes en el sentido de la circulación del 
billete de 20 pesos, cuja falsedad se constata á foja 11, efec- 
tuada por el procesado, puesto que ellas reúnen los caracteres 
requeridos por el artículo 358 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal para que las presunciones tengan fuerza legal pro- 
batoria. 

En manto al proceso anterior seguido contra Chappi, agie- 
ndo a estas actuaciones, no alcanza ú suministrar antecedente 
alguno contrario al procesado, desde que el referido proceso 
terminó por sentencia definitiva absolutoria, que tiene la auto- 
ridad de cosa juzgada. 

Por otra pai te, no habiendo en autos constancia alguna de 
queCbappi tuviera conocimiento de la falsedad del billete que 
circuló, es pasible déla pena de multa impuesta por el artículo 
03 de la ley sobre crímenes contra la nación, de 14 de Se- 
tiembre de 1863. 

Por ello, pido á V. E. la confirmación por sus fundamentos, 
lie la sentencia recurrida de foja 20. 

Sabiniano Kier, 



Vallo úft tm Suprem» Corte 

Bueno:- \tres, Junio t\ iJi 1 1900. 

Vistos j considerando: Que aunque está averiguada la fal- 
sedad del billetu de veinte pesos que corre á foja diez, no lo 
está sulicieutemeute que él hubiese *ido circulado por el pro- 
cesado, con ó sin conocimiento de dicha falsedad. 

Que en efecto, la única pruebadirecta que al respecto re- 
gistran loa autos consiste en la denuncia de foja primera, en 
la que don Juan Heinz dice, con fecha veintiocho de Diciembre 
de mil ochocientos noventa y seis, que, en el día anterior, de dos 



á tres de la mañana, le había sido dado, en parte de pago de un 
gasto hecho en su casa por una persona, que reoonoció cuando 
le fué presentada por la policía de La Plata, ser el procesado 
Chappi.que en ese acto dijo llamarse Santiago Durand, el 
billete falso ya expresado, afirmando que dió á esa persona en 
dinero L diferencia entre el valor nominal del billete v el 
gasto. 

Que -sa declaración, tanto por su singularidad, comu por 
haber sido pastada por p.rsona comprendida en el artículo 
doscientos setenta y sei,, i„ c ¡so diez-, del Código de Procedi- 
mientos de lo Criminal, de modo que portal causa su dicho qo 
Tale sino como simple indicación y a) solo objeto de la inda- 
gaciou sumaria, con arreglo a dicho artículo, no puede invocar- 
se como el mentó probatorio sutíciertte para fundar una con- 
dmaríon. 

Que las circunstancias de haber ocultado el procesado, en 
las primeras diligencias del sumario, su verdadero nombre y la 
de haber manifestado no reeonli.r cando y con qué motivo se 
desprendió del billete de veinte pesos que manifestaba haber 
tenido, constituye meras presunciones, que no llenando, como 
no llenan, los requisitos del artículo trescientos cincuenta v 
ocho del dtado Código de Procedimientos, no pueden servir 
de prueba bastante para dar por averiguado la persona del 
autor del delito que motiva este proceso. 

Que habiendo negado el procesado de ana manera persistente, 
haber él entregado al demandante Heinz el billete á que la 
Ómm ^refiere y dada la insuüeiencia de los elementos 
probatorios apreciados, nada hay en autos que sirva á probar 
que circuló dicho billete con conocimiento de su falsedad, des- 
pués de haberle recibido de buena fé, como sería necesario* pura 
que fuera procedente la aplicación del artículo sesenta y tres 
de la ley penal de catorce de Setiembre de mil ochocientos se- 
senta y tres, que h ico el inferior en su sentencia. 
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Que como lo expone el señor Procurador genera], el proceso 
que se siguió anteriormente contra Chappí, imputándole otro 
hecho de circulación debillete» faLB»a, no alcanza á suministi ar 
antecedente alguno en contra del procesado, desde que el refe- 
rido proceso terminó por sentencia definitiva absolutoria, O'-e 
no habiendo sido apelada, tiene l¡i autoridad de la cosa juzgada. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada de foja 
veinte, y se absuelve de culpa j -argo al procesado con la de- 
claración á que se reliere el artículo cuatrocientos treinta y 
siete del Código de Procedimientos en lo Criminal. Nottffquese 
con el original y devuélvase. 

BENJAMIN PAZ. —ABEl. RAZAN . — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN tí. 
TOUHENT. — H. MARTINEZ. 



« AU8A < Y* VIII 



El Fisco nacional contra don Guillermo Aphmetche, por cobro 
de fíenos en vid de apremio ; sobre apelación denegada 

Sumario. — La sentencia dictada en 1 procedimiento de 
apremio no es susceptible de recurso. 

too. — Resulta del 



DC. JUSTICIA KAUIOJAL 



IISFGRBE HEt. JUfcZ KEDEHAL 

Exmo. Señor: 

Con fecha 21 de Octubre de 1899, la Administración de im- 
puestos internos impuso al señor Guillermo Aphessttche, ana 
multa por infracción al decreto reglamentario de la ley núme- 
ru 3764, de acuerdo con el artículo 36 de la misma ley, cuya re- 
sn.hu-, un fué apelad» para ante el ministerio de hacienda y con- 
firmada por éste en 17 de Noviembre del mismo año. 

Consentida esa resolución, el señor procurador fiscal, se pre- 
sentó ante este juzgado con fecha 29 de Diciembre del mismo 
año acompañando los antecedentes referidos, deduciendo de- 
manda por la vía de apremio y solicitando el mandamiento 
correspondiente, de acuerdo con lo dispuesto en el artícnloSI 
de la ley nacional de procedimientos. 

Decretado el embargo y librado el mandamiento correspon- 
diente, éste se diligenció con fecha 19 de Mano del corriente 
año en la perdona del demandado, quien dio a embargo un te- 
rreno de su propiedad» situado <<n Villa Ballester. 

Citado de venta, el ejecutado,de acuerdo con el artículo 314 
de la ley citada, opuso la excepción de falsedad de título, laque 
fué rechazada con fecha 14 de Mayo del corriente año, en vir- 
tud de lo dispuesto en el artículo 25 de la recordada ley núme- 
ro 3761; y habiéndose interpuesto recurso de apelación para an- 
te V. E., fué denegado por auto de fecha 22 del mismo mee, 
atento lo dispuesto en el artículo 320 de la ley do 14 de Se- 
tiembre de 1863; y posteriormente, en 5 del corriente, el ejecu- 
tauo solicitó la suspensión del procedimiento en virtud de ha- 
beT recurrido en queja ante V. E., petición que también le fué 
denegada, poT no encontrarse autorizada por la ley. 
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Tales son los antecedentes á que se reflere el precedente re- 
curso, y todo lo que ¡ti respecto puedo informar á V, E., pero 
antes de terminar me permito hacer saber i esa Suprema Cor- 
te, que el señor Aphessetche se presentó el domingo próximo 
pasado á las siete f media de la m a fui na, en el domicilio del sus- 
crito solicitando la suspensión del remate solicitado, por cuan- 
to, por lo avanzado de la hora en el día anterior, uo habla sido 
posible hacer llegar á conocimiento del juzgado el informe de 
V. E. ( el cual fué recién presentado ayer á última hora, como 
se Terá por el cargo respectivo, consiguiendo, con la sorpresa 
consiguiente, loque solicitaba, aunque ayer se ordenó nueva- 
mente se llevase adelante la ejecución. 

Saludo a V. E. con tuda consideración. 

francisco It, Ásttgueta. 

r«|lo ilc lit Supremn Corte 

Hítenos Aim, JuníoS:) do 1900. 

Vistos en el acuerdo: Por lo que resulta del precedente in- 
forme y teniendo en consideración que la sentencia dictada en 
el procedimiento de apremio autorizado en el presente caso por 
el artículo veinticinco de la ley número tres mil setecientos se- 
senta y cuain no es susceptible de recurso alguno, según lo 
dispuesto por ei articula trescientos veinte de la ley de pro -e- 
dimíentos, sedeclara bien denegado vi recurs-». Notifíqucse ori- 
ginal y, repuestos los sellos, remítanse al juez de la causa p ira 
su agregación á los autos principales. 

BENJAMIN PAZ. — ABKL BAZAN. — OC- 
TAVIO BUNGE. — JUAN E. TOHhENT. 
— H. MARTINEZ. 



»E JUSTICIA ÍÍAC10NAL 



< AUNA CMEM.% 



Criminal contra Cario* Giovanni, por adulteración de un 
Hílete de la lotería nacional 

Sumario. — Ln adulteración de billetes de la lotería nacio- 
nal no es delito de carácter federal. 

Caso. — Resulta del 



Fallo d«l Jupz Federal 

La Piala, Abril 1 de 1900. 

Vistos: Estos autos seguidos á instancia fiscal contra Carlos 
Giovanni, por adulteración de un décimo de la lotería nacional 
de beneficencia, resulta : 

Instruido el sumario respectivo y elevada la cauaa á pleoario, 
el señor fiscal acusa pidiendo la pena de tres años de trabajos 
forzados, mil pesos fuertes de multa y las costas del proceso, 
con arreglo á los artículos 64, inciso 5% y 65 de la ley de 14 de 
Setiembre de 1863. 

El defensor, á su vez, pide la absolución, y en caso de aplicár- 
sele pena que sea el mínimum de nn año de trabajos forzados 
que fijael artículo 65 citado, en aten -ion al ínfimo valor delbi- 
Hete y demás circunstancias que alega. 
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Abierta la causa & pruébase produjo la que corre en autos, 
tendente á acreditar los buenos antecedentes del procesado. 

Y considerando: I o Qnepor la declaración del procesado cons- 
ta la comisión del delito y la identidad de) delincuente, el cual 
confiesa que vendió el billete de lotería con la fecha adulterada 
diciendo sin embargo que ignoraba esta circunstancia. 

2" Que los antecedentes qu« obran en autos destruyen lafé 
qu<* pueda darse á la escusa del procesado, pues habiendo sido 
antes condenado por abuso de confianza, el hecho de no hai er 
trabajo honesto conforme a su profesión y el informe de la poli- 
cía demuestra que se trata de un individuo avesado á esa clase 
de delitos. 

3 o Que combinados tos ¡irtfculos 64 y 65, rigen indudable- 
mente el caso, y en atención al ínlimo valor de la defraudación, 
6 sea el precio del billete vendido, deberá aplicarse el mínimum 
de la pena señalada en el último. 

Por tanto, fallo : condenando a Cúdos Giovanni, soltero, de 
26 años de edad, italiano, íi sufrir la pena de un año de traba- 
jos forzados, y á pagar 100 pesos de multa y las costas del jui- 
cio. >"otifíqin.'se original 

Isaac Godoy. 



VISTA DEL SEflOll PJtOCUHADfJR GENERAL 

_ , Unenos Aires, Majo 18 de 1900. 

Suprema Corte: 

Confiesa el procesado que ha vendido el billete de la la lotería 
de beneficencia agregado á foja 14, 

Resulta que la fecha del dorBo de este billete ha sido altera- 
da. El procesado niega en absoluto que haya sido autor de aque- 
lla alteración y ninguna prueba se ha rendido al respecto, 
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Auu cuando surjan presunciones del hecho mismo contra el 
poseedor y vendedor del billete, esas presunciones no reúnen las 
condiciones que constituyan plena prueba, que requiere expre- 
sa mentí 1 el artículo 358 del Código de Procedimiento Criminal. 

Xo estando probado el hecho de la alteración imputada al 
procesado Giovanni no creo que proceda la aplicación al caso 
de las penas establecidas en los artículos 64 y 65 de la ley de 
1 1 de Setiembre de 186C, ya que no está ni confeso ni convicto 
de ninguno de aquellos hechos que se determinan en aquellos 
artículos como constitutivos del delito de falsedad. 

En tal situación, el procesado sería cuando m¡is responsable 
del delito de estafa, admitiendo que él hubiese vendido el 
billete en cuestión con el conocimiento de falsedad, que hace 
-oponer la circunstancia de ocuparse de la venta de billetes de 
lotería. Pero aun en ese caso, el delito sería simplemente de es* 
t;ifa y sujeto al régimen de los artículos 202 y 203 del Código 
Penal. Y eomo el valor de la estafa es mínimo, le correspon- 
dería la pena establecida en el inciso I o de aquellos artículos, 
que ha sido comportada p r el tiempo de prisión que el procesa- 
do lleva sufrida. Pido á V. B, se sirva así declararlo, revocando 
la sentencia la recurrida, corriente á foja 36. 

Sabiniano Kier. 



Vallo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Junio i'i de 1900. 

Vistos: resulta: Que la policía del partido de Lomas de Za- 
mora, provincia de Buenos Aires, levantó sumaria información, 
corriente de foja una á cinco, en virtud de la denuncia formo* 
lada por Ramona Isabel Bavio, quien manifestó que un indi- 
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viduo ie habia rendido un bi lióte do la lotería nacional, el que 
resultó adulterado eu su fecha. 

Que practicadas las diligencias del caso la expresada policía 
elevóla citada información al juez fV ierul de la sección de Bur- 
ilas Aires á cuya disposición puso á Carlos Giovanni, ú quien se 
acusaba de ser el autor del heclio referido. 

Que sustanciado «1 proceso ante el juez federal, éste pronun- 
ció la sentencia de foja treinta y seis, por la cual se condena al 
procesado Giovanni, de acuerdo con los artículos sesenta y cin- 
co de la ley nacional penal á la pena de un año de trabajos 
forzados y cien pesos de multa, por el drlito de adulteración de 
un billete de la lotería nacional. 

Y considerando: Qu* 1 de los antecedentes expuestos resulta 
que se trata de un hecho de carácter comuu y no de la comí- 
mou de un delito previsto y penado por ka ley nacional ya ci- 
tad a de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres 
> bre crímenes contra la nación y cuyo juzgamiento hubiera de 
corresponder á la justicia federal, por cuanto no se trata de un 
empleado nacional ó de un particular que hubiera cometido la 
falsedad endonnm uto público ú olicial de carácter federal ó en 
el que hubiere presentado é introducido en las oficinas de la na- 
ción. 

Que las constancias de autos sólo demuestran la comisión de 
uo delito de derecho común que uo ha sido ejecutado en lu^ar 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdic- 
ción para que pudiera ser juzgado por los tribunales federales. 

Qne además, el caso no esta comprendido en los determina- 
dos por el artículo veintitrés del Código de Procedimientos en 
lo criminal. 

Que siendo improrrogable la jurisdicción de la justicia fe- 
deral, i>u competencia puede y debe ser declarada en cualquier 
estado de la causa y aún de oficio, como lo tiene establecido la 
jurisprudencia uniforme de esta Suprema Corte, 
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Por estos fundamentos: ae declara que el conocimiento de 
e*ta causa no corresponde ¡í la justicia federal y 8e deja sin 
efecto todo lo obrado en ella. Notifíquese con el original, j de- 
vuélvase. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BimGK. — JUAN E. 
TORRENT. — U, MARTINEZ. 



« ti vi r« 



Don Múreos Arredondo cuntía don José .1/. Calaza, por danos 
y perjuicios; sobre recurso día Suprema Corte 

Sumario.— Los recursos a la Suprema Corte de las sentencias 
délos tribunales ordinarios deben ser fundado» en citas concre- 
tas y con aplicación al caso resuelto. No basta hacer referenciaK 
generales á U Constitución ó leyes del Congreso. 



Caso, — Don Miircos Arredondo w presentó ante la Suprema 
Corte deduciendo el recurso que autoriza el artículo 14 de la 
ley de jurisdicción de lo* tribunales federales, contra una sen- 
tencia dictada por la Cámara de Apelaciones en lo oi vil, en un 
juicio que sigue con don Joaé Sí. Calaza, sobre daños y nerjni- 
cios. Utjo que esa sentencia ea contraria á la Constitución na- 
cional y validez de ¡as leyes de la nación, no conteniendo sinó 
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simples razonamientos, de manera que nada absolutamente 
claro se vé en ella. 

La corte mandó que e! recurrente cumpla con lo dispuesto en 
el artículo i 5 de la ley citada, y aquél dijo qne en su escrito ha- 
bía i xpreaado lo-s antecedentes que tienen relación directa é in- 
directa con disposiciones de la Constitución nacional, de las 
que se ha hecho caso omiso por el tribunal citada. 



Vmíim de I» Suprema Corte 

Bueno* Aires, Judío 2G de 1900. 

No habiéndose cumplido con lo dispuesto en la providencia 
de veintiuno de Juniu del corriente año, y no reuniendo el me- 
morhldeestn parte las requisitos del artículo quince de la ley 
de jurisdicción y competencia, porque no basta que el intere- 
sado haga referencias generales á la Constitución 6 leyes del 
Congreso dictadas en su carácter de legislador federal, sino que 
es al contrario necesario que los invoque de acuerdo y con apli- 
cación á lo que haya sido materia del litigio resuelto por la sen* 
Cencía del tribunal de que se apela. 

Por esto, no ha lugar al recurso interpuesto. Repóngase el 
papel y archívese. 

BENJAMIN PAE. — ABEL KAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — D. MARTI- 
NEZ. 
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CAUSA « CU 



El Fisco ISacional contra don José Salvo, después don Manuel 
Gómez; sobre expropiación 

Sumario. — Si de los elementos de juicio que suministra la 
justicia, resulta excesiva la indemnización propuesta, debe 1 T-sta 
ser reducida. 



Caso. — Resulta del 



■ all» «el Ju»i Federal 

Buenos Aires, Setiembre 30 de 1699. 

Y vistos: estos autos seguidos por ei señor Procurador lineal 
contra don José* Salvo (hoy don Mauuel Gómez) sobre expro- 
piación de unos terrenos con destino á ensanche del Riachuelo, 

X considerando : Qne A foja 61 vuelta se presentó el señor 
Procurador fiscal manifestando que en virtud de loa anteceden- 
tes qne acompañaba se citara á las partes á juicio verbal á efec- 
to de designar peritos qne hicieran la estimación de los terreóos 
á expropiarse. 

Qne á ese objeto reuniéronse las partes según consta de foja 
63, designándose respectivamente las personas que debían 
practicar dicha oparacion, que lo fueron don Julián S. Maldo- 
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nado, por parte del Fisco, y el ingeniero don Luis A, Huergo, 
por parte del expropiado, siendo reemplazado el últim.. de aque- 
llos por et señor Abrauan R. González. 

Dichos señores presentaron de coman acuerdo el informe que 
corre á foja 74, en el que se establece : 

i° Que la zona á expropiarse h e compone de 1140 metros, 
5220 centímetros cuadrados; 

2 o Que los antecedentes que han servido de base en el pre- 
sente caso para dar cumplimiento á su cometido, son las diver- 
sas expropiaciones realizada* en el mismo paraje ron motivo 
del decreto del supremo Gobierno Nacional fecha 27 de Octubre 
de 1891, á las cuales ajustan su criterio para estimar el terre- 
no apropiado at señor Gome/, á razón de 19 pesos 50 centavos 
moneda nacional ef metro; 

3" Que la indemnización pür daños y perjuicios la lijan en 
mi 20 por ciento ¡ y 

4* Que estima en 800 pesos el valor del varadero existen- 
te en el referido terreno. 

Considerando: igualmente que dichos peritos han espedido 
su dictamen de común acuerdo, y que en tal caso, desde que 00 
existe mérito para mo lifi car 9ll apreciación y esta es equita- 
tiva, el juzgado deb«' ueeptarla, de acuerdo con los precedentes 
que se registran en los fallo, de ta Suprema forte de justicia 
tomo 30, página 167. 

Por estos fundamentos, fallo : que el gobierno nacional debe 
pagar y pague á don Manuel Gómez, la suma de 26,488 pesos 21 
centavos moneda nacional legal, de acuerdo con eí dietámen 
de los peritos, por el terreno expropiado, á razón de 10 pesos 
50 c entavos moneda nacional el metro, indemnización por da- 
ños y perjuicios y valor de! varadero existente, siendo las eos» 
tas á eargo del fisco, con arreglo al artículo 18 de la ley de 13 
de Setiembre de 1866, 

Átjustin Vrdinarrnm. 
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Fallo de l« Suprema Corle 

Üll>'IHV¡ V¡|V>, J 11 III* I >t\ 0> 1;H>I. 

Vistos y considerando : Que los antecedentes establecidos en 
cas is análogos tienden ú demostrar que es equitativo el precio 
de «Ííi-2 y nueve pesos cincuenta centavos el metro cuadrado ni 
que los peritos huu estimado de ooman acuerdo el terreno á que 
se re lie re esta expropiación, precio con el que se manifiesta con- 
forme el señor Procurador general. 

Que el dictamen pericial ya menriouadu al aval dar los per- 
juicios y el precio de un varadero existente en la suma total de 
cinco mil doscientos cuarenta y ocho pesos tres centavos, no lia 
be bo valer fundamentos que, de conformidad cou Ja ley ile la 
materia, autoricen una indemnización tan crecida» si se ha do 
partir Je loa elementos de juicio que samini tra la misma peri- 
cia en cuanto menciona las causas de dicha indemnización. 

Por esto, se reforma la sentencia apelada de foja ochenta y 
siete en cuante. Qja ó acepta ia cantidad de cinco mil doscien- 
tos cuarenta y ocho pesos tres centavos por perjuicios y precio 
del varadero, laque se reduce A Insuma do dos mil pesos, ta que 
se confirma en lo demás que contiene, debiendo rebajarse de la 
i:antidad total que tí ja dicha sentencia, el monto de la reducción 
que se hace por ésta. N'otifííjuese original, y, i opuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ, — OCTAVIO BüN- 
GE, — JL'A.S II , MAIITINEZ. 
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Gumersindo Cornudas contra el Ferrocarril Central Argentino, 
por datlos y perjuicios ; sobre competencia 

Sumario. — No corresponde á la justicia federal por razón 
de la materia, la causa por daños y perjuicios procedentes de in- 
cumplimiento de convento hecho con una empresa de ferroca- 
rril, sobre promesa de un empleo. 



Caso. —Don Ghi me rsi ndo Carnudas se presentó al juzgado 
federal entablando demanda contra el Ferrocarril Central Ar- 
gentino, por daños y perjurios resultantes de la falta de cum- 
plimiento de un convenio que decia celebrado con dicha empresa 
por el cual ésta se obligaba á darle un empleo adecuado á la 
situación en que había quedado á consecuencia de un accidente 
que sufrió en 1881 como empleado de la misma. 

El juez mandó acreditar el fuero federal. 

El actor dijo : que dada la jurisprudencia de la Suprema Cor- 
te, la competencia del juzgado procede por razón de la ma- 
teria. 

■ 

lf»llo del Jum f >Jer»l 



Dueños Aires, Setiembre 20 de 1899. 

Autos y vistos : De conformidad con lo pedido por el se- 
ñor procurador fiscal en su precedente vista, y no bastando 
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para justificar el fuero ti información que Be produce á foja H, 
no se hace lugar á la revocatoria deducida en el escrito de foja 
13, y se concede en relación el recurso interpuesto, debiendo 
elevarse tos autos á la Suprema Corte en Ja forma de estilo, 

Agustín Irdinarrain. 



rnll» de I* Swpiwm» Cferte 

Buenos Aires, Junio ¿ti de 1900. 

Vistos: No tratándose de un caso regirio por la ley nacional 
de ferrocarriles, por cuanto la demanda de foja tres versa so- 
bre indemnización de perjuicios resultantes, según se expone en 
ella, de la falta de cumplimiento al convenio que en ella misma 
se expresa, y no procediendo en consecuencia la jurisdicción fe- 
deral por razón déla materia, como Lo pretende el recurrente, 
se confirma, con costas, el auto apelado de foja doce. Notifi- 
ques e con el original y devuélvanse. 

BEftiAMltt PAZ — ABEL BAZAN . — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAH E. TO- 

rrekt, — h. Martínez. 
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CAUSA 

/>o» Baldomcro Fernandez, deduciendo contienda por inhibito- 
ria, en juicio con don Ermsto de la Cárcava, seguido ante el 
Juez de Paz de ta 6' sección de la Capital. 

Sumario. — Xo existiendo el juicio en el cual se deduce la 
contienda por inhibitoria, deben devolverse los autos al juez de 
su procedencia. 

Caso. — Don Baldomero Fernandez se presento al juzgado 
federal, deduciendo contienda de competencia, fundado en que 
por unte el juzgado de paz de la sección 6", don Ernesto de la 
Cárcova, argentino, siendo él extranjero, le sigue un juicio 
por cobro de alquileres y desalojo de la casa que ocupa. Dijo que 
nunca fué inquilino de Cárcova, por lo que protestó y declinó 
de jurisdicción, de acuerdo con el artículo 2", inciso 2 o , de la 
ley de U de Septiembre de 1863. 

Pedido informe, el juez de paz remitió dos expedientes, uno 
seguido por Cánovas 3 Moglia contra Baldumero Fernandez, 
sobre cubro ejecutivo de alquileres, y otro seguido por Ernesto 
de la Cárcova contra Cinovas y Ma-tio por desalojo. 

En vista de ellos, se dictó el siguiente 

Auto del Juez redera I 

nucios Aires, Mayo 12 dis 1900. 

Autos y vistos: Considerando: Que de los expedientes remi- 
tidos por el juez de paz de la sección f> nu resulta la existencia 
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de juicio alguno trabado entra dc f , Ernesto de la Cárcovaydon 
Baldomero Fernandez, pues el pringo de aquellos se refiere á 
una acción por cobro ejecutivo de alquileres promovida por 
Uno vas y Moglia contra Fernandez, y ,1 segunda á una accin„ 
de desalojo entablada por don Ernesto de la Cárcova contra 
Cánovas y Moglia en que no es parte el recurrente. 

Que deducida la inhibitoria por razón de la distinta nacio- 
nalidad de Fernandez y de la Cúrcova, qu.da de becho excluido 
el pronunciamiento sobre j a proeedencu del füerq federal en el 
Jiucid seguido por Cánovas y Moglia contra Fernandez, porque 
a ese respecto, no se ha intentado acreditar I, nacionalidad de 
los pflptrtis, á estar á los propio, términos del capítulo 4« 
del precedente escrito. 

Por esto* fundamentos, devuélvanse lo. expedientes rrmiti- 
dos por el juzgado de paz de la acción 6' v archívese previ, 
reposición de sellos. 

Agustín tintinar rain. 



Mío de Ir Mu prora» Corle 



Bocana Aírt-s, jimio m de 1900. 

Vistos: Por sus fundamentos, se conürina, con costas el 
auto apelado de foja tres. Repuesto, los sellos, devuélvanse' 



HKM \ >1 1 s PAÍ . - ABEL I1AZAN. - 
OCTAVIO DUItGE. — JUAN E. 
TORHEST. - B. BUUTLW. 
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« AUNA < t'IV 



Criminal contra Hamou Moreno, por circulación de billetes Ue 
curso legal falsoz ; sobre entrega de dinero secuestrado 

Sumario. — Si el acusado de circulación de billetes falsos 
ha sidoabsueltode culpa y cargo, no puede legalmente consi- 
derarse producto de la circulación el dinero secuestrado eu su 
poder, y por consiguiente no puede hacerse eutregadeél al dam- 
nificado. 



Caso. — Don Manuel F. Campos fué damnificado por la en- 
trega de un billete falso, de la que se acusó á Ramón Moreno 
como autor. Levantado el sumario, y secuestrado el dinero que 
se encontró en poder de éste, Campos pidió se Le entregara ta 
suma concurrente del daño sufrido. 



Señor Juez : 

Afirma este ministerio que no está suficientemente c impro- 
bado por don Manuel F. Campos la propiedad que alega sobre el 
dinero secuestrado al acusado Bainon Moreno; circunstancia 
que me induce á oponerme á la entrega que solicita Campos en 
este incidente. 



VISTA DEL PROCURADOR HSCAL 



Buenos Aires, Mayo de 1899. 



J* ftotet. 



: 
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Fallo del J 



Itn. n - Aires, Mayo 27 de 1899. 

Autos y vistos: De acuerdo con lo dictaminado por el Procu- 
rador ti se; ti en su precedente vista, no ha logar á ta entrega 
del dinero solicitado en el escrito de foja primera. 

A. Urdinarrain, 



VISTA DBL SESOH PROCUIUIMUI GENEUa: 

llueiios Aires. Julio ¿6 de 1899. 

Suprema Corte: 

Ramón Moreno, acusado por la circulación de billete falso A 
que se refiere esW incidente, fué absuelto de toda culpa y cargo 
por sentencia corriente á foja 29, en virtud de la insuficiencia de 
la prueba. Sus conclusiones inalterables se oponen á la entTega 
al recurrente don Manuel P. Campos del dinero secuestrado en 
poder de Ramón Moreno, que dadas las constancias de autos no 
puede legalmente considerarse producto de la circulación de 
billete falso que no fué probada, y de suya imputación fué ab- 
suelto. Por ello, pido á V. E. se sirva conlirmar el auto recurri- 
do de foja 7 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



406 



FALLOS ItE LA SUPHEMA CORTE 



rallo de l« Mu|»renn« i'arie 

Buenos Aires, Junio ¿6 de 1900. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido pur el señor Pro- 
curador general se confirma, con costas, el auto apelado de Tojn 
siete r aeltfl. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZÁ\.— 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN S. TO- 
KKENT — II. MARTINEZ. 



4 AUNA Clif 



Doña (¡risettlti Díaz de A;/Hero contra el f errocarril Central 
Córdoba, por tía nos y perjuicios ; sobra competencia 

Sumario. — Corresponde entender en la causa por daños y 
perjuicios al juez del lugar donde se lia producido el hecho que 
lia causado el daño. 



Caso. - Lo explica el 

l -Mi lo del Jiif/. r«d«ral 

Tu cu man, Noviembre ló Je L898. 

T visto* i en el juicio promovido por doña Gtiselda Díaz de 
Agüero contra la empresa del Ferrocarril Centra! Córdoba, re- 



DE JUSTICIA NACIONAL 



407 



presentada por su administrador don Duncan Mackay Munro 
y por ahora en el incidente suscitado por el demandado sobre 
incompetencia de juzgado por vía de excepción dilatoria. 

Considerando : I ' Que según resulta del escrito de fojas 34 a 
35, la empresa demandada no ha desconocido que el caso co- 
rresponda á la justicia federal, por tratarse de ta aplicación de 
ley especial del honorable Congreso Nacional, como se expresó 
en la vista del señor Procurador fiscal á foja 12 vuelta, y en el 
decreto de foja 14 vuelta que laquediÓ por acreditada previa la 
manifestación formulada en el escrito de foja 14 (Fallos de la 
Suprema Corte, tomo 66, páginas 181 , 188 y 203), limitándose 
a desconocer la del suscrito, fundado en que la empresa tiene su 
domicilio en Córdoba, por cuya razón sostiene que ha debido 
demandarle ante el juzgado federal de esa ciudad. 

2" Que el hecho principal invocado en la demanda, según et 
escrito de foja 6, es el choque de un tren perteneciente á ia 
empresa demandada con una zorra de la misma, cuyo accidente 
se dice quu ocasiono la'muerte del esposo de la demandante Juan 
Agüero, y que ocurrió en la proximidad del río Manantial. 

3 a Que del procejo traída á la vista por decreto de foja 40 
vuelta, caratulado « sumario organizado con motivo de la muer- 
te de Juan Agüero y heridas á Vivanco Pintos, ocasionadas por 
una máquina del Ferrocarril Central Córdoba, según se dice » t 
resulta que el accidente aludí lo en el considerando precedente, 
tenidocomo ocurrido dentro del territorio de esta provincia, por 
lo que el juzgado se declaró competente para entender en el su- 
mario, y esa circunstancia no ha sido desconocida en el escrito 
de foja 34 por la empresa demandada. 

4 o Que en tal caso, tratándose del supuesto daño emergente 
de hecho ilícito y conforme 4 la ley 3 a , título 15, partida 7* f 
que dice * E la demanda del daño desimos que deue ser fecha 
ante el judgador del lugar do fué hecho >, y conforme también 
a la doctrina sostenida sobre este punto por la Suprema Corte 
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<*n la sentencia fundada en esa ley de partida que se registra 
en el tumo 68, página 76, de la colección desús fallos, es com- 
petente para conooer del presente juicio el juez del lugar en que 
ocurrid el hecho aludido en el 2* y 3* considerandos. 

5 o Que se corrobora lo dicho si se tiene en cuenta que del 
otro expediente traído á la vista por decreto de fojas 39 a 40; 
juicio sobre daños y perjuicios seguido por don Emeterío del 
Rio contra la misma empresa, consta que ésta t¡ lo ha admi- 
tido lajurisdiccioude este juzgado sinóque habiéndola deman- 
dado ante los tribunales de la provincia, promovió ante el sus- 
cripto la cuestión de ( ompeieneia por inhibitoria, á fin de que se 
declarase competente y requiriere la remisión dB los autos para 
conocer del asunto, lo que fué ordenado por auto de fojas 12 
vuelta á 13 de dicho expediente, reconociéndose su legalidad 
tanto por el juez de provincia como por eí demandante, en cuya 
virtud el asunto se tramita por ante este juzgado. 

Por esto» fundamentos, y de ncuerdo con lo dictaminado por 
excepción de incompetencia oí tiesta por el señor procurador 
fiscal, fallo no haciendo logar a la parte demandada, con costas 
á cargo de ésta, que deberá contestar derechamente ia deman- 
da. Hágase saber con el original, transcríbase, vuelvan ásecre* 
taríalos expedientes traídos á la vista y repónganse los sellos. 

Marina Álfaro. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprcna Corle ■ B " e,,0S Ag0S '° " Je ^ 

Es procedente raí tone materiae y ha sido además reconocida 
por las partes la procedencia del fuero federal para entender en 
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la acción instaurada por doña Griselda Díaz de Agüero contra 
la empresa del Ferrocarril Central Córdoba. 

La excepción sobre incompetencia del señor juezdeTucnman, 
opuesta por el demandado en defensa de la del de Córdoba, se 
funda en que en esta provincia es donde la citada empresa tiene 
¡su domicilio legal y real así como la administración y el asien- 
to principa) de sus negocios. 

la demanda instaurada segun sus términos expresos áe ori- 
gina de un accidente ferroviario ocurrido dentro de la jurisdic- 
ción de la provincia deTncumau. 

La empresa no nie^a estos hechos en su contestación de foja 
34, pero sostiene que en razón del domicilio espresado, la de- 
mandante debe seguir el principio general que rige la compe- 
tencia judicial pura el conocimiento en las accionus personales. 

Si esto es exacto no e* menos que cuando una empresa ó com- 
pañía tenga diversos establecimientos ó sucursales, tiene su 
domicilio especial en el lugar de dichos establecimientos para 
sólo la ejecución de las obliga- iones allí contraídas por los agen- 
tes locales, según lo dispuesto en el artículo 90, inciso 4», del 
Código Civil. Y como se trata de una acción proveniente de un 
Jieobo ilícito, según lo afirma la demanda, sin que lo niegue la 
parte demandada, y tal hecho tuvo lugar dentro déla jurisdic- 
ción de la sección du Tucuman , las conveniencia* de la pronta 
justicia eligen que el juea del lugar del hecho ilícito sea el 
competente para conocer de las consecuencias del mismo. 

Por tillo, consecuente con la jurisprudencia sentada por V, E. 
en el tomo 4Í, pagina 25, y tomo 68, página 76 desús fallos, 
pidoá V. E. la confirmación por sus fundamentos del auto re- 
currido de foja 44. 

Sabiniano Kier. 
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tallo de la «wprema Corte 

Buenos Aires, Judío 26 de 1900. 

Vistos ; De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos, se confirma, cou cos- 
tas, el auto apelado de foja cuarenta y cuatro. 

BENJAMIN PAZ- — ABEL BAZAN.— 
OCTAVIO B JNCe. — JUAN I. TO- 
RHENT. — II. MARTINEZ. 



< USA t4'Vl 



ilon Francisco (i are ta tj otro, contra (a empresa del Ferrocarril 
lluenos Aires y ¡tasar io t sobrédanos tj perjuicios tj ctistas 

Sumario. — I o La investigación de la Dirección de Ferro- 
carriles, de la que resulta la inculpabilidad déla empresa en 
un accidente ferroviario, apareja una presunción juris á su 
favor, que debe sur destruida por ¡míe lia contraria partí hacerla 
responsable de los danos causados, 

%° No resultando malicia ó temeridad en la demanda, no 
procede la imposición di- costas al actor vencido. 



DE JUSTICIA NACIONAL 

Caso. — Rf sulta del 



411 



Valla del Jurt Federal 

Dueño» Aires, Mayo 10 de 1900. 

Y vistió: Estos autos promovidos por don Francisco García, 
por sf, y ilon tiduardo Mellada oomo cesionario y representante 
á la vez de aquél, contra la empresa del Ferrocarril Buenos Ai- 
res y Rosario, por cobro de pesos procedentes de daños y per- 
juicios. 

Y resultando: Que el hecho generador de la demanda, lo 
constituye un accidento ferroviario ocurrido el día 9 de Octu- 
bre de 1894 á la una y medía pasado meridiano próximamente, 
del que resultó víctima el expresado García, atribuyéndose I» 
causa de las lesiones recibidas á culpa ó negligencia del maqui- 
nista. 

<¿ue el autor funda »u reclamación en los artículos 4066, 
1068, 1069 y 1074 del Código Civil y estima en treinta y dos 
mil pesos moneda nacional, el monto de los perjuicios que se 
le lian ocasionado, cuya suma debe indemnizarle la empresa de- 
mandada, de acuerdo con las disposiciones contenidas en los ar- 
tículos 1100 y 1113 del código citado. 

Que la empresa referida, evacuando el traslado que se le con- 
üríó á foja 66 vuelta, reconoce que el accidente á que la deman- 
da se reliere, tuTu lugar en el paraje que se indica, así como 
que García fué atropellado por las ruedas de uua máquina del 
Ferrocarril Rosario, pero atribuye el hecho á culpa exclusiva 
del actor, lo que ha dado lugar á la recepeiou di? la causa á 
prueba para la justificación de los hechos controvertidos, ha- 
biéndose producido laque expresa el certilicado de foja 152 
vuetU, sobre cuyo mérito entra el juzgado á ocuparse. 
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Y considerando: Qae se ha comprobado qae García se encon- 
traba prestando servicio como guarda vía de la erapTesa deman- 
dada cuando fué lesionado por una máquina perteneciente á la 
misma, de cujas resultas le fueron amputadas la pierna y el 
brazo izquierdos, quedando por esta desgraciada circunstancia, 
en condiciones físicas tan deplorables para ei trabajo personal, 
que á justiQcarse la responsabilidad de lo» empleados del Fe- 
rrocarril eu el accidente, fácil será fijar la indemnización por 
el perjuicio causado, dada la edad del damnificado y ta clase de 
trabajo á que se dedicaba, como también La remuneración que 
por ello tenía, 

Que la segunda parte del artículo 65 de la ley general de fe- 
rrocarriles nacionales, establece que « en caso de accidentes, 
incumbe á la empresa probar que el daño resulta de caso for- 
tuito ó fuerza maynn. 

Sí fuéramos á discernir dentro de un criterio estrecho, inter- 
pretando aquella disposición con el rigor que parece surgir de 
sus propios términos, tal demostración sería difícil en la gene- 
ralidad de los casos, desde que Jos medios de prueba al alcance 
de las empresas, consisten en las afirmaciones de sus propios 
empleados, cuyo testimonio poede ser tachado de sospechoso. 

Lo que la ley quiere, es loque nuestros códigos consagran en 
sus previsoras disposiciones para garantir la seguridad y los 
derechos de cada uno, es decir, la observancia absoluta de las 
reglas á que están sometidos los actos de las personas, porque 
• cuanto mayor sea el deber de obrar ron prudencia y pleno 
conocimiento de las cosas, mayor será la obligación que resulte 
de las consecuencia* posibles de los hechos » (artículo 904, Có- 
digo Civil). 

Cuando se investiga el origen de un accidente, el ánimo na- 
turalmente se inclina en favor de Ja víctima; pero ei celo que 
pone la justicia para el descubrimiento de Ja verdad, no debe 
abandonar ai presunto culpable, porque en estos casos, cuando 
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no puede eiistir animosidad ó prevención contra el que sufre el 
daño, repugna á la conciencia que baja quien sea capas da cau- 
sar una desgracia estando ii su alcance el evitarlo. 

La ley, pues, que no ba podido tener el propósito de tratar la 
defensa del causante de un acto involuntario, ha establecido 
que el dictamen de la dirección general de ferrocarriles hará 
fé en juicio, salvo prueba en contrario (artículo 72) ; de modo 
que el expediente relativo á la investigación de Ins hechos, le- 
vantado por aquella, debe ser considerado y admitido como un 
medio probatorio de la empresa demandada, mientras no sea 
destruido por la prueba del contrario. 

Que del estudio del referido expediente resulta comprobado 
que el accidente se produjo por una falta imputable al guarda 
Francisco García, de manera que, sólo la prueba producida por 
el actor durante la secuela de la causa podría enervar la que 
constituye prima facie* la irresponsabilidad de la empresa de- 
mandada. 

Esa prueba no es, á juicio del juzgado, suficiente para deter- 
minar la responsabilidad imputada á la empresa, £ quien se 
pretende hacer pasible de las consecuencias de un cuasidelito 
del derecho civil regido por la disposición del artículo 1 109 del 
Código Civil. Ella consiste en la declaración de los testigos An- 
selmo Fernandez, Salvador Martinez y Ramón Gal vez, exami- 
nados al tenor del interrogatorio de foja 16. El primero de aque- 
llos dke : que no sabesí García fué atropellado por las causas 
que se expresan en la octava pregunta, es decir, « por no haber 
dado pitada el maquinista antes de ponerse en marcha y por 
haber marchado violentamente, estando la señal puesta ji. 

El mismo testigo no afirma de una manera categórica que la 
señal estuviera horizontal en el momento del accidente; ignora 
si la máquina dió alguna pitada antes ó después de ponerse en 
marcha y afirma al coatestar la séptima precinta, que el ma- 
quinista salió rápidamente. 



HA 
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Llama la atención que habiendo podido observar eso* deta- 
lles y otros á que se refieren las repreguntas del abogado de I» 
empresa, do pueda afirmar ó negar categóricamente que la má- 
quina diera los silbatos de ordenanza. Además, Tiene á conlir- 
mar la vaguedad de su declaración, ta manifestación de que 
cuando ocurrí* et accidente tenía fija la vista en la locomotora 
y se hallaba á tres metros más Ó menos de ésta y de García, no 
obstante lo cual, no ha visto cómt fué atropellado éste por la 
máquina, ni si estala dentro ó fuera de la vía después de bajar 
las barreras. 

El testigo Marti n, dice: que García se paseaba con la ban- 
dera de señal dentro del terreno de la vía y fué tomado con el 
costado de la máquina, la cual no dió ninguna pitada antes ni 
después de ponerse en marcha y salió violentamente al efectuar 
ésta. 

Ramón Galvez, se eipresa más 6 menos en los mismos tér- 
minos. 

Tales testimonios no llevan al ánimo del juez, cuya misión es 
descubrir la verdad, la convicción que se requiere para determi- 
nar de una manera clara á incontrovertible la responsabilidad 
dH acusado. 

Ninguno de ios testigos presentados por el actor ha precisa- 
do con exactitud la distancia que mediaba entre el guardaGsir- 
cía y la vía férrea cuando ocurrió el accidente; este es un dato 
que resulta de la absolución de posiciones del demandante, 
quien confiesa que estaba con la punta del pié derecho á tO ó 
15 centímetros del riel ñor donde debía pasar la máquina. Ha- 
biéndose constatado por la inspección ocular que el espacio 
comprendido entre la barrera y el riel es de tres metros más ú 
menos, la posición del guarda en un paraje tan peligroso, revela 
una imprudencia de su parte, tanto míís incalificable, cuanto 
que su misma profesión j la practica diaria de funciones tan 
delicadas, debían bacerle más precavido ; dcbiend-t observarse 
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por otra parte, que aun en .-I caso improbable de que se moría 
porque reñía tin tren por la Tía general y fué á ponerle la 
bandera de orden, si se hubiese encontrado á i lyor 'distancia 
de la vía, como era de su deber hacerlo, se hubiera evitado el 
accidente, pues como el mismo Gm ía lo confiesa, fué al Mar ♦■! 
primer paso que recibió el empuje de la máquina. Además, de la 
inspección ocular resulta constatada la extensión entre los rie- 
les y los costados de la máquina, siendo de cincuenta ceutíme- 
tr'is más ó menos, á los cilindros y cuarenta también más ó 
menos, & los estribos adelante en el costado del tandeo, lo cual 
demuestra que era inevitable el choque con una persona coloca- 
da imprudentemente á la disi uicia de García, máxime cuando 
la locomotora marchaba en úrden invertido. 

Que aparte de las consideraciones precedentes, y d ¡índole al 
sumario instruido por la dirección de ferrocarriles, el valor 
probatorio que merece, es de observarse las contradicciones en 
que incurre el demandante. 

Caturcejdíus después del accidente, sin ninguna violencia ma- 
nifiesta, García, declarando sobre las circunstancias del suce- 
so, decía: 

Que la máquina tocó varias pitadas pidiendo vía libre, pero 
que demoraron algo en dársela y qae cuandu la obtuvo, para 
arrancar, no tocó pito, y que cerró la barrera porque venía ó 
iba un tren para afoera, no recordando bien si salía ú en- 
traba. 

Preguntado, si durante se encontraba parado en el sitio en 
que fué arrollado por la máquina, recuerda haya pasado por su 
frente algún tren 6 locomotora sola, contestó : 

Que no ha pasado ninguno. No obstante, al absolvere! pliego 
de posiciones de foja 105, niega que la máquina pidiera vía li- 
bre antes de salir do la mesa giratoria; afirma que venía un tren 
de afuera para el Retiro y dice que la máquina que lo atropello 
no silbó. Manifiesta igualmente que no pudo ver eon qué velo- 
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cidad marchaba la maquina, porque Je daba la espalda y miraba 
la señal ; pero <m el sumario á que se lia hecho referencia, dijo 
que corría como al paso de un hombre que ra paseando. 

Las declaraciones de los testigos mencionados que contradi- 
cen las primeras afirmaciones de García, es decir, del propio 
interesado y del más apto por Tazón de su empleo para ver y 
apreciar mejor los hechos, las contradicciones mismas en qu« 
incurre el actor y ¡os resultados de Ja inspección ocular prac- 
ticada por el juzgado, predisponen á clasificar el hecho del acci- 
dente como una consecuencia de la propia imprudencia del 
actor, quien debe soportare! daño, de acuerdo con lo preceptua- 
do en el artículo iiií del Código Civil. 

Que el sumario instruido por el juez respectivo y agregado á 
petición del representante de la empresa, no puede ser tenido 
en cuenta para la resolución de este juicio, porque en aquél se 
trató de la averiguación de un delito del fuero criminal j en 
éste déla indemnización de un perjuicio emer^nte de un cuasi 
delito del derecho civil, y porque en el precitado proceso no han 
intervenido las partes, de manera que pudiera serles permitido 
el ejercicio ampliu de sus derechos de defensa. 

Que habiendo justificado su inocencia el demandado y siendo 
ineficaz la prueba producida de contrario para establecerla, se 
impone la absolución de aquél, de acuerdo con lo diapuesto en 
la ley \\ título 14, partida 3". 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo á la empresa de- 
mandada del Ferrocarril de Buenos Aires y Rosario, de la acción 
deducida contra ella por don Francisco García r don Eduardo 
Machado, por cobro de pesos, proce dentes de daños y perjuicios, 
sin especial condenación en costas, por no encontrar mérito 
para imponerlas al vencido. 
Notifiquen con el original y rep'mganse las fojas. 



U/iislin Vrdinarmin 
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r»llo d« la SupreMA C»r*« 

Buenos Aires, Junio 26 de 1900. 

Vistos y considerando : Primero: Que está probado por las 
actuaciones obradas ante ta dirección de ferrocarriles, según el 
expediente agregado, que el accidente de que fué víctima don 
Francisco García, empleado del Ferrocarril Central Argentino, 
como se rectifica en el escrito de foja sesenta, fué debido exclu- 
sivamente ú la falta de previsión y diligencia del mismo García, 
y no á falta alguna imputable al maquinista de la empresa de- 
mandada. 

Segundo; Que la justificación producida ante la dirección 
de ferrocarriles, en aso de la facultad y en la forma que deter- 
mina el artículo trece de la ley número dos mil ochocientos se- 
tenta y tres, tiene la fuerza que determina el artículo setenta 
y dos de la misma ley, imponiendo la prueba contraria á quien 
pretendiere destruir la fe que procede déla ley, ó la presunción 
jurís que apareja. 

Tercero : Que la parte demandante, lejos do destruirla fuerza 
probatoria de la referida investigación, la corrobora expresa- 
mente en la confesión de foja ciento sesenta y seis (á la seita) 
fuera de no serle lícito en esta instancia articular sobre la fal- 
sedad de las constancias de la misma investigación, de acuerdo 
con el artículo doscientos diez y nueve de la ley de Procedi- 
mientos. 

Por estas consideraciones y las concordantes de la sentencia 
apelada de foja ciento ochenta y nueve, se confirma ésta, no ha- 
ciéndose lugar á la imposición de las costas á la parte deman- 
dante, por no estimarse maliciosa ó temeraria su demanda, que 
es lo qne haría procedente la condena en costas, de acuerdo 

T. UCBSf 37 
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con la ley ocho» título veintidós, partida tercera y sus concor- 
dantes de la Recopilación. Nofciííquese original, y t repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNCE. — JUAN É. 
TORRENT. — H. MARTINEZ. 



«AUNA el 1 VII 



El Finco nacional contra don Huido Ortolini, por cobro ejec u- 
tivo de derechos de aduana ; sobre inhabilidad de titulo y 
pago. 

Sumario. — 1" Debe considerarse hábil el título de la eje- 
cución, si el ejecutado ha opuesto las excepciones de inhabili- 
dad de título y pago, y ha consentido lu sentencia que admi- 
tiendo esta última excepción, ha rechazado la primera. 

2° El pago de una liquidación de derechos de aduana que 
resulta equivocada, no exime al deudor de la obligación de 
abonar la diferencia en su contra que arroje la liquidación rec- 
tificada. 



Caso. — Resulta del 



iw jurccu naciotul 



419 



Falla del Ju» Federal 

lujuy, Aposto 1* de 1894. 

Vistos los autos seguidos ú instancia fiscal ron tra don Guido 
Orsoltoi, por cobro de entidad de pesos procedente de falta de 
pago por derechos de aduana. Resulta : 

Que el demandarlo introdujo de Botina cíen bulto* de coca, 
cuyo derecho se liquidó en la receptoría de Tavi con fWha 9 de 
Mano de 1891 por los empleados respecté cobrando ta mi- 
tad á oro j la mitad á papel de curso legal, importando todo 
874 peso* 48 centavos nacionales, que fueron pagados por el 
intensado, sacando en consecuencia el arlícnl-, despachado de 
la aduana como consta en ei manifiesto corriente á foja 4. Re* 
mitido este documento á la Dirección de Rentas, como es de 
práctica, la Oficina de Revisacion de las Aduanas del Interior 
formuló con fecha 28 de Agosto de 1893 un reparo bajo el nú- 
mero 359, por haberse cobrado menos cantidad de la debida, 
eiistiendo una diferencia de 460 pesos con 46 cuntamos á favor 
de la aduana, ello resulta de no haber cobrado todo el importe 
del derecho á oro romo estaba mandado desde el i* de Febrero 
de 1891. 

Con ese manifiesto, remitido por el Administrador de Aduana 
de esta Provincia, se presenta el Procurador Fiscal entablando 
juicio ejecutivo por el saldo de 400 pesos con 46 centavos na- 
cionales, que según él resulta deudor el señor Orsolini, quien 
ha rehusado paifar esa oantidad como lo manifiesta el Admi- 
nistrador. 

Dictado el auto de solvendo, se presenta don Horacio Pera- 
berrán como encargado del ejecutado don Guido Orsolini acom* 
pañando un certificado de depósito del Banco de la Nanon 
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Argentina, a la órden de este Juzgado, por la cantidad que se 
cobra á su representado y pide que se le cite de remate. 

Notificado en persona el ejecutado de la citación de remate 
se presenta en su nombre el mismo señor Pemberton con el 
respectivo poder y opone las excepciones de inhabilidad de tí- 
tulo para la ejecución y la de pago. Funda la primera en que 
el documento de foja 4 con que se instaura la demanda no es 
instrumento público, i" r no estar extendido por escribano ni 
funcionario público como lo exige el inciso 2' J del artículo 779 
del Código Civil, citad por el Procurad or Fiscal ; que él está 
firmado por el señor Orsolini, que no tenia ninguna de esas in- 
vestiduras ; que no es otra cosa q..e un manifiesto, un pedido 
de despacho «le mercaderías que se hace á la Aduana por 1** 
interesados, conforme lo determinan las Ordenanzas de Aduana; 
que las anotaciones que bacen los empleados de ésta no los des- 
naturalizan ; que tampoco está comprendido en el inciso 6° del 
citado artículo en que se habla de las letras de un particular 
firmadas á favor del Tesoro Público, y více-versa, puesto que 
él se refiere á letras de cambio, á una orden escrita revestida de 
ciertas formalidades por la cual una persona encarga á otra el 
pago de una suma de dinero, documento que no tiene ninguna 
analogía con el referido manifiesto; que aún aceptado el antece- 
dente que cita el Procurador Fiscal, es improcedente la ejecu- 
ción puesto que no todos los instrumentos públicos traen apa- 
rejada ejecución siendo loscomprendidosen los incisos 2 o y 6° del 
artíci- 1 . citado los que carecen de esa autoridad; que este punto 
está claramente definido por los artículos 248 y 249 del Código 
de Procedimiento nacional en lo Civil sin que en ellos esté 
comprendido el documento de que se trata. 

La excepción de pago la apoya en que su representado señor 
Orsolini, al despachar el artículo de la Aduana, abonó el dere- 
cho y cobró el emplead o encargado de esas operaciones, conforme 
á los Ordenanzas de Aduana, y que transcurridos tres años re- 
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cien le exigen que pague 480 pesos ron 46 centavos; suma que 
en el manifiesto aparece ¡motada con el rubro de diferencia de 
cambio por uu tul J. Melian, que seguramente sería algún em- 
pUado subalterno de la Dirección de Rentas; que dicha nota 
no es un documento ejecutivo y eiigible según ley, sitió, como el 
mismo empleado lo clasifica, un reparo hecho á la operación de 
contabilidad practicada por el vista contador de Ya?i, con 
quien debe entenderse la observación y nn con el señor Orsolini, 
cuyas relaciones jurídicas con la Aduna uacidas de la operación 
de despacho de ta cosa fenecieron eon el pago del derecho co- 
brado y consiguiente entrega de la mercadería; que la suma 
cobrada por diferencia de cambio es exagerada y no puede re- 
sultar de una operación hecha pnr si Receptor de tavi al tipo 
uncial que correspondía cuando <*11a se efectuó, como lo com- 
probaría con los telegramas de esa época ; que aparece otro re- 
paro anónimo en el manifiesto, puesto con lápiz , eu que se pre- 
fiera que desde el 1" de Febrero áú 91 se cobraba todo á 
oro. 

Que no hay conciliación posible entre ambos, ó ha habido error 
en la operación de cambio ó no se ha cobrado íntegramente los 
derechos aduanera; que esto último no puede afirmarse porque 
no tendría disculpa la omisión, pues es imposible que la Aduana 
dejara de percibir á sabiendas los impuestos fiscales de cuya 
percepción está encargada ; quB si se dictó una ley en este sen- 
tido no lo discute, bastándole saber que no pudo hacerse efecti- 
va en la Recepta de Yau antes de publicarse, de ser o»nocida 
allí, antes de que oíicialmente se hubiere comunicado á esta 
Aduaua . 

Que no lo fué hasta Marzo de aquel ano, fecha dei despa- 
cho de la coca, lo demostrará en oportunidad ; así como que 
fueron aprobadas por el Administrador de Aduana todas las ope- 
raciones de la Receptoría de Tavi incluso el manifiesto de foja 4, 
correspondiente al primer semestre del año 91. 
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Que por tanto Ja cuestión de los reparos por diferencia de 
cambio 6 por mal cobro de loa derechos de Aduana no afecta 
al neñor Grsolini, por más que el Procurador Fiscal haya ido 
ú buscarle alguna responsabilidad en el artículo 430 de las 
Ordenanza de Aduana, puesto que no se pueden estimar romo 
errores de cálculo las diferencias de cambio d la irregular 
percepción de Jos derechos anotados en el documento do su re. 
ferencia. 

Corrida vista délas excepciones al Procurador Fiscal, ésle 
manifestó que tiene que dar una explicación ó hacer una rec- 
tificación su vista anterior, haciendo constar que la cantidad 
ejecutada no procede de error en e) tipo adoptado del oro sino 
de error en la aplicación de la ley del caso pora el cobro del 
impuesto; que el receptor de Ya vi ha cobrado á oro sólo Ja 
mitad uel impuesto á la internación de la coca, debiendo ca- 
brar á oro el todo de dicho impuesto, de conformidad á la ley 
número 7272, fecha 30 de Enero de 1891; que de e„to resultan 
los 460 pesos con 46 centavos papel de curso legal que st eje- 
cutan y en el man iü esto se llama diferencia de cambio porque 
el peso oro y el peso papel no se cambian á la par. 

Insiste en que el título es hábil para la ejecución apoyado 
en las razones antes expuestas y las corrobora ahora con otras 
consideraciones; que en cnanto á la excepción, con la sola consi- 
deración de que el valor que se ejecuta ni cobrado fué cuando 
se hizo la internación de la coca y que por consiguiente no ha 
sido ni ha podido ser pagado ; que tampoco es admisible la pre- 
tensión de que la responsabilidad de lo no cobrado pese sobrr> 
el empleado omiso, lo que únicamente podría tener lugar en el 
caso de que el deudor señor Orsoliui no pudiese responder. 

Recibida la unusaá prueba, se ha producido por parte del eje- 
cu lado la que consta en autos y de que se hará mención en los 
considerandos de esta sentencia. 

Y considerando; 1** Que en cuanto .¡ la i-xcep< ion de iuhabili- 
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dad del título, ella no eB fundada, porque el documento con que 
se ha iniciado el juicio es una nota|d*j) Administrador de Adua- 
na de esta ciudad acompañando el manifiesto á foja 4, en qne 
consta que la Oficina de Revisacion de las Aduanas del interior 
ha observado la liquidación hecha por el Receptor de Yavi al 
despachar cien bultos de coca pertenecientes al señor Guido 
Orsolini ; resultando deber éste 468 pesos 46 centavos por di- 
ferencia de cambio ; que sobre este reparu ba recafdojnna reso- 
lución de la Dirección General de Rentas ordenando verificar 
el cobro de esa cantidad. 

2 o Que los documentos mencionada en el anterior consideran- 
do tienen el valor de escritura pública, como lo ha declarado 
la Suprema CorU- en la causa 83 de sus fallos, tomo 4 o , serie 2", 
pagina 403 ; teniendo ellos fuerza ejecutiva según lo dispues- 
to por los artículos 74 y 75 de la ley de contabilidad de 13 ;de 
Otubre iie.1870, citados por La misma en la causa 76, tomo 7 o , 
serien, página 362. 

3 o Que por lo que respecta á la excepción de pago, la encuen- 
tro justificada, por cuanto el ejecutado abonó á la Aduana en la 
Receptoría de Ya vi el valor del manifiesto, según la liquida- 
ción practicada por el Vista Contador, con el flato bueno del 
Receptor de aquella oficina en el acto de verificarse el despacho 
con fecha 9 de Mayo do 1891, como consta del mismoMocumento 
y de los informes del Administrador, evacuados a petición del 
apoderado del señor Orsolini, corriente á foja 33. 

4° Que hecho el pago del importe de los derechos y entrega- 
das por la Aduana las mercaderías al interesado, la operación 
quedó concluida pidiendo reclamar solamente por los errores 
de cálculo dentro de cinco años (artículo 430 de las Ordenan- 
zas de Aduana). 

5 o Que el reparo formulado por la olicina de revisacion no ea 
de esta naturaleza, sinóque resulta de la mala aplicación de la 
ley, por ignorancia de ésta tauto de parte del empleado encar- 
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gado de aplicarla como del comerciante que despachaba su mer- 
cadería, pues no se ha probado que éste la conociese ni obrase 
de mala fó en ese acto. 

6° Que no es justo que esta omisión pese sobre este último, 
que ninguna culpa tiene, pues él habría pagado todo el dere- 
cho que le hubiere cobrado el receptor , teniendo en vista lu 
nueva ley que regía desde el I 4 de Febrero y no era conocida 
en Yavi, por descuido probablemente de las autoridades supe- 
riores de la Aduana encargadas de hacerla cumplir, como se ve 
en los antecedentes remitidos por el Administrador, pues en 
ellos consta, á foja 33, que reden el 3 de Julio se comunicó al 
Receptor de Yavi que desde el I o de Febrero debía cobrar los 
derechos áoro, contestando á una consulta dirigida por éste al 
primero. 

7° Que el comerciante ejecutado ha expendido su mercadería 
ajustándose al importe del derecho pagado, es fuera de duda, y 
el cobro que se hace al presente pesaría exclusivamente sobre 
su peculio propio ú capital invertido en el negocio, lo que im- 
portaría una pórdida positiva para él. 

8° Que si después de despachado y entregado un artículo no 
se admite por la Aduana Teclamo sobre aforo, merma, etc., ar- 
ticulo i 48 de Jas Ordenanzas de Aduana, no hay razón para 
aceptarlo contra el comerciante por mala aplicación de la ley 
cuando ésta es culpa exclusiva de los empleados encargados de 
la operación y no del particular que vendría á ser el perjudica- 
do en caso de obligarlo al pago. 

Por estas consideraciones, fallo : no haciendo lugar a ta eje- 
cución entablada contra el señor Guido Ürsolini. 

NotiÜqcese original, 

Cásiulo Aparicio. 
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VISTA DEL SBfiOR PftOCUlUDOH GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 1 i de 189-1. 

Suprema Corte: 

Encuentro en los antecedentes de autos, mérito legal bastante 
para sustentar el recurso instaurado por el Procurador fiscal de 
la sección de Juj uy contra la sentencia corriente á foja 49 vuelta. 

Aun cuando el despacho de mercaderías se haya pedido y 
acordado en forma por la aduana de Yavi y la entrega de mer- 
caderías despachadas se efectuase prévia la liquidación y pago 
de los derechos fiscales, resulta que nsa liquidación fué errónea, 
por violación manifiesta de la ley qu.- establecía desde Febrero 
del 91, es decir, antes del despacho, el pago íntegro de los de- 
rechos a oro. 

La liquidación de esos derechos mitad á papel, mitad á oro, 
contra lo expresamente proscripto por la ley que ordena su im- 
posición total á oro, era un error de cálculo fundado en la 
confusión de las leves vigentes. 

Todo error de cálculo procede de alguna causa. 

El artículo 430 de las ordenanzas no ha requerido ni distin- 
guido causas del error. Basta, según él, que el error d>* cálcalo 
resulte contra la aduana para que ésta tenga el derecho de re- 
clamar del comerciante el daño causado. 

Contra este deber no puede eicusarse en el caso el consigna- 
tario señor Orsolooi ni por ignorancia de la ley, ni por el tiem- 
po transcurrido. Porque las leyes son obligatorias por razón de 
su publicación y con presciadencia de la comunicaciun especial 
de parte del Poder Ejecutivo; so ignorancia no sirve de excusa, 
y las convenciones particulares no pueden dejar sin efecto las le- 
yes en cuya observancia está interesado el órden público (arts. 
í , % 20 y W del Código Civil). 
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KesulLa entonces que ha habida error de cálculo al practi- 
carse la liquidación de los derechos «Je aduana, error que apa- 
rece en los documentos mismos déla liquidación, que el rech- 
ino de la aduana se ha producido dentro del término asignadc 
al efecto en el artículo mismo 430 de las ordenauzas que lo au- 
toriza, y que ninguna conveniencia privada puede cohonestar la 
subsistencia de aquel error contra las prescripciones de las le- 
yes de órden público y la integridad délas rentas fiscales. 

Por ello, reproduciendo ks fundamentos de la vista fiscal de 
foja 41, pido á V. E. se sirva revocar la sentencia apelada, de- 
claraudoque procede en el caso la rectificación de la liquidación 
viulatoria de las leyes de aduana. 

Sabiniatio Kier. 



Fallo de Ib Suprema Corle 

e 

Buenos Aires, Junto iij Je liíOO. 

Vistos; considerando: Que está plenamente probad o en au- 
tos que don Guido Ürsoliní pagó al Fisco de la Nación los de- 
rechos de importación correspondientes á la mercadería que 
introdujo de Bolivia por la aduana de Jujuj con arreglo á la li- 
quidaron que de ellos hicieron entonces los empleados de esa 
aduana. 

Que habiendo pagado el importe de esos derechos la mitad á 
oro y la mitad á moneda de curso legal á la par, según está reco- 
nocido por ambas partes, el fisco ha deducido tres anos después 
derealisado ese pago, demanda ejecutiva contra Orsoüni por la 
suma de cuatrocientos sesenta pesos moneda nacional con 
cuarenta y seis centavos de curso legal, importe de la diferen- 
cia en el cambio del oro con relación á la moneda de curso le- 
gal por la mitad de los derechos que pagó en esta muneda, de- 
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bieudo, según el ejecutante, haberla pagado en oto, como lo 
litio con la otra mitad, por estar así expresamente dispuesto 
por la ley número dos mil setecientos setenta y dos de la nación. 

Que esta demanda, á la cual se opuso Orsolinf alegando las 
excepciones de inhabilidad de título y de pago, ha sido recha- 
zada por la sentencia apelada de foja cuarenta y nueve vuelta, 
no haciendo Jugar á la primera de estas excepciones y declaran- 
do procedente la de pago. 

Que no habiendo el ejecutado reclamado de la sentencia en 
la parte que rechaza la excepción de inhabilidad de título no 
procede tomarla en consideración, debiendo ser tenido como tí- 
tulo que apareja ejecución el documento con que ti Procurador 
fiscal ha deducido la ejecución de foja cinco vuelta, no sólo por 
los fundamentos de la senteucia, que son arreglados ¡í la juris- 
prudencia di- esta Suprema Corte, sinó también por haber que- 
dado aquella consentida en dicha parte. 

En cuanto á la excepción de pago, «-s .-vidente que las cons. 
tandas de autos no la justifican. 

Que para demostrarlo hasta observar que por la ley número 
dos mil setecientos setenta y dos se estableció terminante- 
mente: que todo el valor de loa derechos de importación á las 
mercaderías qu<- se introdujesen del extranjero se pagase á oro 
desde Febrero de mil ochocientos noventa y uno, y debiendo 
con arreglo a esta lev pagar Orsolini en oro todo el impuesto 
con que la tarifa de aduana <;ravó la mercadería que introdujo á 
Jujuy en Marzo de mil ochocientos noventa y uno, y siendo 
c ierto que solamente ha pagado la mitad de el impuesio á oro, 
y la otra mitad en moneda de curso legal á la par. como Jo ha 
reconocido en estos autos, mal puede decirse que ha pagado 
todo loque debía al Fisco, conforme á la ley que regía el caso, 
y que proceda por consiguiente la excepción de pago opuesta 
al coüto de la diferencia que dejó de pagar en moneda de curso 
legal para satisfacer la mitad de su deuda en oro. 
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Que el hecho de que Orsolioi pagó íntegramente el valor de 
l.i cuenta de liquidación que en concepto de derechos de aduana 
que introdujo de Bolivia le pasaron loa empleados de aduana y 
de que hace mérito la sentencia apelada, aunque es exacto, no 
justifica en manera alguna que pagase todo lo que adeudaba ul 
fisco, desde que es incontestable que en esa liquidación se pa- 
deció un error, y es el de haberse liquidado y cobrado de me- 
nos una cantidad que se adeudaba con arregle á la ley. 

Que este error, cualquiera que sea su causa, no es ciertamente 
un error de calculo como es el que se padece en operaciones pu- 
ramente aritméticas, sinó un error de derecho, que procede de no 
haber sido cumplida la ley que prescribía liquidar la cuenta de 
otro modo que el que se hizo, acaso por ignorar que existiera 
esa ley, hipótesis la más favorable para el despachante déla 
mercadería y para los empleados que hicieron la cuenta. 

Que de todos modos, ese error, aun en el mejor do loa casos, 
que seria el de la hipótesis enunciada, no escusarfa de la res- 
pectiva responsabilidad, tanto al dueño de la mercadería por la 
deuda que dejó de pagar, desde que es de expresu derecho que 
c el que ñor error aceptó una liberación de su acreedor que tam- 
bién por error se la dió, queda obligado á reconocerlo nueva- 
mente como á su acreedor por la misma deuda, con las mismas 
garantías y poT instrumento de naturaleza ígunl » (atículo se- 
tecientos noventa y siete del Código Civil). 

Que no es exacto, eoinu lo observa la sentencia apelada, que 
después del despacho de las mercaderías en la aduana con el 
pago de los derechos que se haya cobrado al despachante de la 
misma, solamente se pueda reclamar de éste dentro de cinco 
años por los errores de edículo en que se haya incurrido, con- 
forme al artículo cuatrocientos treinta de las Ordenanzas de 
Aduana, porque la verdad es que este artículo no contiene la 
limitación que el inferior atribuye á su disposición cuando dice 
que en dicho caso la operaoion quedó concluida, pudiendo (la 
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aduana) reclamar solamente por lus errores de cálculo, etc. ; ni 
pueda dársele tal alcance no sólo porque ella importaría dero- 
garla disposición expresado una ley comees la del artículo se- 
tecientos noventa y siete del Código Civil antea citado, lo que 
ea inadmisible, sinó también porque el reclamo que autoriza 
el artículo cuatrocientos treinta de las Ordenanzas de Aduana, 
no es incompatible ni eicluyente de cualquier otro género de 
reclamaciones de ta aduana que la misma tenga contra un co- 
merciante y puede hacer dentro de diez años, según resulta de la 
disposición del artículo cuatrocientos treinta y tres de dichas 
Ordenanzas. 

Que es de observar, finalmente, que el reclamo que se hace en 
la demanda ejecutiva de foja... es de naturaleza completamente 
diferente de los que se prohibe á los comerciantes hacer á ta 
aduana en el articula Ct«nto cuarenta y ocho de las Ordenanzas, 
por loque no val^ el argumento de analogía con que se pretende 
hacer extensiva la misma prohibición para la aduana con res- 
pecto al comerciante ; tanto más, tratándose en el presente 
uaso de hacer efectivo un derecho consagrado por la ley, cuya 
violación no puede declararse procedente» sea porque haya ha- 
bido culpare parte de los empleados del fisco en no haberla 
cumplido, sea porque su cumplimiento pueda resultar gravosa 
á los interese- del comerciante á quien afecta. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
cuarenta y nueve vuelta, en cuanto declara procedente la ex- 
cepción de pago, debiendo en consecuencia llevarse adelántela 
ejecución hasta hacerse pago al acreedor del capital é intere- 
ses. Notifíquese original, y devuélvanse prévia reposición de 
sellos. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZA PC. — 
OCTAVIO BUNGE. —JUAN E. TO- 
BRENT. — H. MARTIMEI. 
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CAUSA C411II 



El doctor don José A. (kantas (hijo) contra don José Httffo, 
sobre entrega de una marjuinaria, retención y nulidad de 
sentencia. 

Sumario. — I o No hay nulidad en ta sentencia por el hecha 
de haber colocado en órden diferente las accione» deducidas, 
sobre las cuales resuelve con arreglo á la demanda. 

2* Tampoco la hay por defectos en la personería del procu- 
rador y en la forma de tina notificación no observada y recla- 
mada en tiempo. 

3™ No siendo justificadas las sumas por las cuales se preten- 
de el derecho de retención, no hay para qué resolver sobre éstf 
con respecto a dichas sumas. 



CítSO, — Resulta di l 



V vistos: Estos autos seguidos por don Federico C. Joñas, 
en reprentacíon del doctor José Antonio Dean tos (hijo) contra 
don Juan Kaffo, por entrega de una máquina, de su estudio re- 
rulta : 

t " Kl act'ir, en la demanda, expone : que hacían algunos 
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meses que su representado convino condón José Raffo, en qne 
éste desarmara un motor horizontal qu - tenía instalado en su 
casa quinta, pura el riego de ésta, situada en la calle Uriarti- 
númt-To 930, y luego lo llevaran á su casa para Tenderlo, pré- 
via aceptación de] precio que ofre cieran, que debía i su comi- 
tente. 

Que en esa inteligencia don José Raffo sacó de la dicha ca- 
sasquinta el motor mencionado., de fuerza de cuatro caballos, el 
caño y depósito de agua de aquél, de capacidad É$ 1 5.000 1 i- 
tros,y cañería y tubos, etc. currespondientes á la debida insta- 
lación ; y todo ello, lo llevó á su casa situada en la calle Rifa- 
da vi a número 1847. 

Que después de esto, el 10 de Abril de 1897, Raffo dirigió á 
su representado la carta que acomp¡tñ¡i con el número 3, en la 
que le decía que tenía oferta para colocar el motor y su maqui- 
naria correspondiente, arriba mencionada, en la suma de 2000 
pesos moneda nacional, de los que le daría 1000 pesos en una 
letra que le firmaría y el resto sería por cuanta de su trabajo, 
colocación y compostura de Ja máquina que precisaba hacerle 
«'g" í J que, si no estaba conforme con esta propuesta, le pasa- 
ba ta cuenta de su trabajo de dejarme, acarreo, peones, etc., 
por 203 pesos moneda nacional, su importe. 

Que ante esa proporción optó su representado por recibirse 
de la máquina abonándola a Raffo los 203 pesos moneda na- 
cional que le cobraba, pero que ésto abonó la cuenta á 500 pe- 
sos moneda nacional sin querer entregar la máquina y demás 
enseres, hasta que se le pagara esa cantidad. 

Que á su representado le había costado la máquina y demás 
enseres, la suma de 4420 pesos moneda nacional. 

Que su representado, considerándose defraudado por Raffo, 
formuló denuncia ante eljnzgadode instrucción á cargo dd doc- 
tor Navarro, pero resolviendo este magistrado que debía dedu- 
cirse antes la presente acción civil, demandaba á Raffo por la 
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entrega de la máquina y demás enseres, con las costas y costos; 
y en su defecto á pagarle la suma de 4420 pesos moneda nacio- 
nal, que valían los objetos retenidos por Ruffo. 

2* Que contestando la üeinanda dun José Raffo, expuso: 
que pedía el rechazo de la demanda, con especial condenación 
en ka costas, por s-r del todo i m procedí ente y no tener aplica- 
ción al caso las disposiciones legales que en ella se invocan. 

Que ea exacto que por convenio que hizo con el actor, sacó la 
máquina de la casa del doctor ücantos y ta llevó á su casa, pa- 
ra componerla y ver de venderla, de acuerdo con el dueño. 

Que formulada la proposición de compra, en las condiciones 
de la carta del 10 de Abril de 1897, Oeautos no la aceptó y pre- 
tendió la devolución de la máquina; á Jo que estuvo dispuesto 
siempre que se le payaran los 203 pesos moneda nacional que 
si* le adeudaban por su trabajo. 

Que después la llevó en depósito, de acuerdo con Ocantos, a 
la calle Castro Barros, número 91 1 , a la casa ile los señores Fon- 
tana y compañía; y que, pretendiendo el actor la entrega de 
su máquina y demás accesorios, le exigió el nbono de sus 203 
pesos moneda nacional, más 310 por depósito de aquellos. 

Que al negarse á entregar la máquina y demás accesorios sin 
que se le pagaran los 513 pesos montda nacional que se le adeu- 
daba, no hacía sinó usar del derecho de retención que le acuer- 
da el artículo 3939 del Código Civil y usándolo no podía causar 
perjuicios, conforme con v \ artículo 1071 del mismo código 
(art. 1067, Cód. Civil). 

Que el demandante doctor Ocantoa ha reconocido esplíeita- 
mente el derecho que tiene sobre el importe de ta cantidad que 
reclama « por mis trabajos personales >, según lo dice en su de- 
manda, cuando asevera que *e depositará en el Manco de la Na- 
ción Argentina la iantidarJ reclamada. 

Que llama la atención del juzgado .sobre la promesa que ha- 
ce el actor de cumplir la obligación que le incumbe, sin haber- 
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lo hecho hasta la ficha, y exigiendo en cambio que la cumpla él. 

Que bace uso del derecho que le reconocen los artículos 3939, 
3910 y 3941 del Código Civil y de la jurisprudencia estableci- 
da por la Suprema Corte y la Eiraa. Cámara de Apelaciones 
en sus fallos de la sene 4», tomo 4 o , página 357. 

Que, por tanto, pide el rechazo de la demanda con la respec- 
tiva condenación en cosías. 

3* Que la causa fué abierta á prueba, produciéndose la de 
que instruye el certificado del actuario, de foja 70. 

Y considerando: Quedada la exposición d. las partes, las 
cuestiones que de ella surgen y que deben ser resueltas, pue- 
den plantearse en la forma siguiente: 

¿ Ha acreditado el actur doctor Ocantos su derecho á pedir la 
entrega de la máquina, importe, de parte del demandado 
Kaffo ? 

¿Oeste último ha demostrado que usaba de su derecho al 
negarse á entregar esas maquinarias, mientras el actor Ocantos 
no le abanara el precio de su trabaju ? 

Para dar acertada solución á estas cuestiones, es desde luego 
necesario proceder ai estudio y análisis de las pruebas rendidas 
por las partes, 

L'na y otra parte han producido la de posiciones, que correo 
A foja 69 y fojas 103á107. 

Las manifestaciones contenidas en la demanda y de la con- 
testación, están conformes en que el doctor Otantes encargo i 
Raí fo desarmara ta maquinaria que tenía en su casa-quinta de 
la calle Uriarte y la llevara á su casa para componerla y ven- 
derla, «le acuerdo con Ocantos. 

lín su absolución de posiciones, respondiendo a la segunda 
pregunta del inteirogutorrio de foja 53, dice el doctor Ocantos: 
« que fué condición expresa del desarme, que Raffo llevara to- 
da la instalación ele aguas corrientes á su domicilio y negocio 
en la calle Rivadavia y que era también condición que ese de- 

t, LIIXT 28 
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pósito sería gratuito por el término de un mes, hasta que Raf- 
fo encontrara comprador durante ene término ó la devolviera al 
absol vente para enviarla al remate de Funes y Lagos ». 

Que, por otra parte, en so escrito de demanda, el actor ase- 
veraba que estaba dispuesto á abonar á Ruffo los 203 pesos mo- 
neda nacional que é«te k cobraba por su trabajo de desarme 
de la máquina y que lo depositaría en el Banco de la Nación 
á la ürden del juzgado, cosa que no se ha verificado, ni en ana 
ni en otra forma, según lo reconoce el actor al contestar la pre- 
gunta décima del pliego de posiciones de foja 53. 

Que Raffo reconoce, á su vez, su deber de devolver la ma- 
quinaría, pero á condición de que el doctor Ocaotos le paga- 
ra lo que Le adeudaba por su trabaja más por gastos de conser- 
vación y alquileres. 

Pero de las posiciones que se han dado por absueltas á Raí- 
fo á foja 69, se desprende que no obstante haber querido el doc- 
tor Ocantos pagar á Raffo 203 pesos moneda nacional que le 
cobraba por su trabajo, á condición de que le entregara la ma- 
quinaria, no lo hilo nd Raffo, quien, si-gun resulta dela^sra 
y séptima preguuta del interrogatorio de foja 69, que se ban 
dado por absueltas, que no pudo entregar esas maquinarias, 
porque había ya dispuesto de ellas, vendiéndolas, aplicandu su 
importe en provecho propio (fojas 69 y 70). 

Que ante esta conclusión que se tiene por verdad, por cmmto 
no compareció el demandado a absolverla, sin expresar cansa 
legal que á elipse opusiera, aparece en claridad el derecho del 
actor para exigir la devolución de la maquinaria 6 el pago de 
su valor. 

Que así, y atento e! resultado de esa absolución de posicio- 
nes de Raffo, no tiene ya éste el derecho de retención que in- 
vocó en su favor en su contestación á la demanda, desde que 
no tenía qué retener, por haber vendido la maquinaria ó dis- 
puesto de ella en beneficio propio. 
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Por estos fundamentos, otros que se omiten y los concordan- 
tes del escrito de demanda de foja 6 y alegato de bien probad,, 
de foja 88, definitivamente juagando, falto: que debo conde- 
nar, como en efecto condeno, á don José Raffo á abonar atdoc- 
tor JoséAntonio Ocantos (hijo), dentro del término de diei 
días, Ja suma de cuatro mil cuatrocientos veinte pesos mone- 
da naaonal, importe de las maquinarias, en caso de no entre- 
gársela en igual término, debiendo deducir de esa suma la de 
203 pesos que se le debían por su trabajo de desarme, siendo 
las costas á cargo del demandado. 

Así lo mando, en Buenos Aires, capital de la República Ar- 
gentina á i8de Agosto de Í89ÍJ. 

Olaechea y Alcor ta. 



►"■»• de im iuprrmit C«rlr 



Buenos Aire», Junio 28 de 1900 

Y vistos: Considerando : Primero; Que la sentencia apela- 
da Qü adolece de nnlidad por declarar obligado al demandado 
al pago del valor de los objetos depositados en su poder en el 
caso de no entregar en el término que le prefija, las mismas co- 
sas depositada*, siendo éstos los extrema de la demanda de 
foja seis, aunque el órden de su colocación ,ea diverso del qae 
tiene lad.nianda (foja riela vuelta), por lo cual la sentencia 
guarda con la demanda la conformidad requerida por el artí- 
culo trece de la ley di; procedimientos. 

Seyundo: Que no es tampoco una causa de nulidad proce- 
dente en el estado actual del juicio, la relativa ai poder dei 
procurador Joñas, áque se alude a foja ciento cuarenta y seis 
vuelta, habiendo admitido el recurrente la representación de 
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dicho procurador al ntestar llanamente su dernaada, como lo 
hizo á foja diez y seis, como es asimisi > improcedente lata- 
cha sobre ¡as formalidades del artículo sesenta y tres de la lev 
de procedimientos, no Itabiénd »se recurrido en tiempo sobre 
la notificación que < ontieuela cédula de foja cincuenta y seis. 

Tercero: Que no ha sido del caso que el juzgado resuelva 
sobre el derecha de retención en r< lacion a las sumas uo justi- 
ücadas deüd** el momento que, no habiendo probado el deman- 
dado los convenios que alegó haber concluido con el actor so- 
bre el ib'p'iaito en manos de un tercero, de las cosas que le fue- 
ron entregadas para su venta, ni sobre la procedencia de Lis re- 
tribuciones que cobra, fuera de la cuenta de doscientos tres pe- 
sos moneda nacional, reconocida por el mismo actor y mandada 
pajjar por la sentencia recurrida, faltaría la base para legiti- 
mar la reteneion i¡ue >c ba arrogado el recurrente (artículos 
mil novecientos cincuenta y uno y mil novecientos cincuenta y 
seis del Código Civil). 

L'or estas consideraciones y las concordantes de la sentencia 
recurrida de Cojas ciento veintisiete á ciento treinta y dos vuel- 
ta, se confirma ésta ; con declaración de que si la cosa objeto 
d« 1 pleito, fuera entregada p>>r el demandado, será prério á esa 
entrega el pago que el demandante deberá hacerle de la can- 
tidad reconocida á favor de aquél, debiendo las cortas del jui- 
cio jugarse en el orden causado, por no haber mérito para im- 
ponerlas al vencido, revocándose en esa parte la citada senten- 
cia. Xoüfífiuese con el original y, repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUPÍGE. — JUAN E. TO- 
BREKT. - H. HAKTINL/. 
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CAUSA <4IX 



Criminal contra Carlos Sotan, Lino Gkiglioni y Vicente 

fanlisoli . por hurta 

Sumario. — La confesión extrajudieial no Borle los electos 
de con fusión, si no se liare y se niega ante el juez competente. 



Cuso. - Resulta riel 



i mIío drl Juez »><■<- ral 

Buenos Ain»s. Junio 3 fie 1899. 

Y Vistos, esta causa • riminal por hurto, seguida de oficio, 
contra Carlos Solari, sin sobrenombre ni apodo, argentino, de 
17 años deednri, soltero, encuadernador, domiciliado Paseo de 
Julio y Maipú, contra Luis <¡hig1iuni t de sobrenombre Uiggi, 
argentino, de 19 años de edad, soltero, albañtl, domiciliado 
Paseo de Julio número 1780, y contra Vicente Cardisoli.de 
sobrenombre Calavera, argentino, de 22 años de edad, soltero, 
pastero, domiciliado Paseo de Julio número 1780, y de cuyo 
estudio resulta: 

Que con motivo de la denuncia hecha ante las autoridades del 
Puerto por don Angel Zamazo, de habérsele hurtado la canti- 
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dad de 45 á 50 pesos moneda naciona*, en las primeras horas del 
día 30 de Enero del corriente año, y en circunstancias que ha- 
bía ido á lavar un carro de su propiedad en la laguna ubicada 
en la ribera» en la bajada de la calle de Maipú, fueron consti- 
tuidos en arresto lúa procesados por supuesta participación en 
dicho delito. 

Que llamados á prestar declaración indagatoria, niegan los 
encausado- tuda participación en el hecho delictuoso imputado. 

Que cerrado el sumario después de ratificadas la* declaracio- 
nes prestadas en el rtiiamo, fué la cu usa elevada al estado de 
plenario.y en tal estado el Ministerio Público formuló su acu- 
sación de foja 73 vuelta, pidiendo para los procesados la pena 
establecida p.-r el articulo 193, ineno i\ del Código Penal en la 
proporción preseripta por el inciso 6» del artículo 34 del mismo 
Código. 

Que el defensor de pobres sostiene la inculpabilidad de sus 
defendidos, y pide en su consecuencia, que por falta de pruebas 
se It-s absuelva de culpa y cargo. 

Que renunciado i-I trámitede la prueba, de común conformi- 
dad de partes, llámase autos para sentencia, la que viene el 
su>crito á pronunciar :í mérito del¡i autorización conferida por 
la Suprema Corte de Justicia. 

Y considerando: Que las constancias de la causa < «uiprue- 
ban suficientemente ser los procesados cómplices en primer 
grado del delito de hurto cometido el día 30 de Knero de 1899 
por un menor moreno prdíago, y ellas desde luego, autorizan en 
justicia al I buual, para dictar un fallo condenatorio: basta 
para convencerse de ello tener preséntelas tirares presunciones 
que contra ellos resultan, tales cuma la compra de ropas reali- 
zada después del suceso, con dinero cuya procedencia no han 
logrado justilicar satisfactoriamente, la evidente contradicción 
en que incurren al prestar sus respectivas indagatorias, y prin- 
cipalmente el mérito de las declaraciones contestes de los tes- 
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tigos Demetrio Gon*aleí, foja 31 vuelta, y Enrique Cotón, foja 
33 vuelta, que prueban acabadamente esa complicidad en el de- 
lito en cuestión. 

Que el delito objeto de esta causa debe ser considerado como 
de simple harto por ausencia de toda circunstancia propia y 
característica de robo, legislado especialmente por el artículo 
193, inciso 1% del Código Penal. 

Que la pena ú imponerse al autor principal del delito come- 
tido, correspondería ser la que fija en su término medio el ar- 
tículo 52 del mismo Código, y en esa proporción, la que corres- 
ponde á los procesados con arreglo al incido 6 U del artículo 37, 
debe ser la cuarta parte de aquella pena. 

Que desde luego, es evidente que esa pena se encuentra ago- 
tada con exceso, razón por la que corresponde sean puestos in- 
mediatamente en libertad. 

Por estos fundamentos y de conformidad fiscal, fallo: con- 
denando á Carlos Solari, i Luis Ghiglioni (a) Giggi y á Vi- 
cente Cardisuli (a) Calavera, como cómplices en primer grado 
del ddito de hurto que instruye este proceso, i la pena de 
45 días de arresto y costas procesales. 

Y resultando agotada dicha pena con la prisión preventiva 
¡sufrida, ordeno que prévia conformidad tíscal, que deberá pTes- 
tur al ser notificado, sean ellos puestos inmediatamente en li- 
bertad, librándose á sus efectos las órdenes del caso. 

Hágase saber esta condena al señor jefe de policía, notiíí- 
quese con el origina] y resérvese la causa para proseguirla en 
su oportunidad contra el prófugo actor principal del delito, 
Buya captura se recomendará i la autoridad policial. 



Agustín Urdinarmiit . 
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VISTA DEL SfcJÍOR PROCURADOR GENERAL 

_ m Bueno* Aires Julio 17 de 18U9. 

Suprema Corle: 

No obstante la negativa de Un recurríales respecto á su par- 
ticipación en el hurto á que se refiere la denuncia de foja 3, 
existen en autos elementos suiieicntes para autorizar la con- 
ili na de lus procesados, fundada f n presunciones vehementes, 
que alcanzan á constituir plena prueba con sujeción i lo dis- 
puesto en el artículo 358 del Código de Procedimientos en ¡o 
Crimina]. 

Esas presunciones han sido expresamente señaladas en la 
sentencia recurrida de foja 78, y ajustándose ¿ ellas ka nena 
impuesta, con sujeción á las disposiciones citadas en sus consi- 
derandos segundo y tercero pido á V. E. la confirmación, por 
sus fundamontos, dr la sentencia recurrida, 

Satñniano Kier. 



ft-ttllo de I» Supreui» Core* 



Buenos Aires, Junio 28 de 1900. 

Vistos y considerando: Que la prueba del delito que se im- 
puta i los procesados] consiste solamente en la confesión extra- 
judicial que se atribuye a Carlos Solad y deque dan testimonio 
los testigos Demetrio González y Enrique Cotton, quienes afir- 
man que el citado Solarí dijo al último de esos testigos que ba- 
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bíah cho uq hurto á un carrero en compañía de loa otro» ríos 
encausados, Giggi y Calavera. 

Que es fuera ile duda que esa confesión nu tiene el valor de 
prueba suficiente, porque cun arreglo al artículo 316 del Código 
de Procedimientos en lu Criminal t*.da manifestación del proce- 
sado por la cual se reconozca corno autor, cómplice ó encubridor 
de un delito ó de una tentativa punible, surtirá tos efecto» 
legales de la confesión siempre que, entre otra , condicione!?, 
haya 8id« hecha ante el juez. 

Que la declaración de Uis citados testigos González y Cotton, 
en la que dicen que oyeron á Solari que con él habían sido au- 
tores en el hurto los otros dos encausados Giggi y Calavera, 
carece de importancia probatoria respecto de ¿atoa, tanto por 
ser de oídas, como por ser singular la referencia. 

Que tampoco hay prueba de presunciones que, reuniendo los 
requisitos del articulo trescientos cincuenta y ocho del citado 
Código fie Procedimientos, puedan razonablemente servir para 
imputar a los procesados el delito por el que han sido conde- 
nados. 

l'or estos fundamentos se revoca la s"nteiici¡i apelada de foja 
setenta y ocho, y se absuelve A los procesados de toda culpa y 
cargo con la declaración prescripUeu el articulo cuatrocientos 
treinta y siete del citado código de procedimientos en lo crimi- 
nal. Nolifíquese con el original y devuélvase. 

BENJAMIN M. — ABEL BAZAS. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN 6. TO- 
HHENT. — II. MARTINEZ. 
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Cecilia Bfack Juárez y otras, contra el flanco de la 
¡\acion; sobre cobro de pesos 

Sumario. — Las obligaciones que «n la fi cha de la ley de 
i nron versión númeru 1734, se hallaban conlr-iídiis tí pesos mo- 
nda nacional plata, sin otra designación, no pueden conside- 
rara comprendidas entre las contraídas condesi gnacion de mo- 
neda especial á que se refiero a\ artículo 3 de dicha ley. 



too. — Resulta dH 



rallo del Juez Federal 

BttettOS Aires, Mayo 29 de 1899. 

Y vistos : estos autos seguidos por doña Cecilia, doña Casilda 
y doña Celestina Black Juárez contra el Banco de la Nación 
Argentina, por cobro de pesos, de su estudio resulta : 

\° Que á foja 3, el doctor J. k. Barroetaveña, en represen- 
tación de las señoritas Cecilia, Casilda y Celestina Black 
Juárez, promoviendo demanda por el complemento de un depo- 
sito á met,Ui< o de sus mandantes, expone ^Que en cumplimiento 
del mandato recibido y con cierta contrariedad personal, inicia 
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esta demanda, coya justicia, tacto el Banca de l¿i Nación come» 
el Nacional, qo han querido reconocer en ocho meses de trami- 
tación administrativa, en las que sin resultado les propuso eotre 
diversas fórmalas de arreglo, que se sometiera la cuestión á un 
tribunal arbitral que evitara un litigio largo y dispendioso, 
fundándola en los hechos y consideraciones de derecho si- 
guientes : 

Que desdo fS79, bus poderdantes tenían en el Banco Nacio- 
nal un depósito de 23.690 pesos fuertes metálicos de ley ó sea 
boliviano á razón de 0*75 centavos cada dos cuatros ion 47 
centavos, según la leyenda del certificado de depósito, prove- 
nientes de una oblación en su favor que le hicieron los otros 
herederos de su padre natural don Alberto Black, siendo aque- 
llas en e3a fecha muy uifias, pues recLn de 1891 á 1896 llega- 
ron á la mayoridad ; durante cuyo tiempo tanto su subsistencia 
coiuu su educación, fueron atendidos con los intereses del de- 
pósito, extraídos periódicamente por sus tutores. 

Que el depósito primitivo de sus mandantes fué de 30,000 
pesos fuertes curso legal del Banco de la provincia de Buenos 
Aires, en 1879, donde primeramente estuvo, pasando al fin de ese 
año en la misma cantidad y calidad de moneda á la casa central 
del Banco Nacional" y luego con fecha 5 de Noviembre de ese 
mismo año á h sucursal en Guakguay, p^via conversión ;i 
pesos fuertes moneda metálica, anotándose por la cantidad dt> 
23.690 pesos fuertes metálico de ley ó sea boliviano á razón de 
75 centavos cada dos cuatros, con 47 centavos, según lo expresa 
el certificado correspondiente de depósito que por la ley de mo 
nedas de 1881 fué convertido en 25.009 pesos con cinco centa- 
vos moneda nacional plata, y en fecha 28 de Octubre de 1884, 
al decretarse la incouversion, en Enero de 1885, era d« 23.817 
pt'^oi. cmi 72 centavos moinnia nacional plata. 

Que desde la inconversion citada, tanto el Banco Nacional 
como el di« la Nación Argentina, abonaron a las menores lílack 
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Juárez los intereses de su depósito de pesos moneda nacional 
plata, en pesos moneda nacional de curso legal p.*r su valor es- 
crita y una vez llegadas aquellas á la mayoridad, fm-ron reci- 
biendo con la salvedad del caso, una tercera parte «les» depósito 
d.' pinos moneda nacional plata en billetes de corso legal por ta 
valor escrito, liabién lose cambiado á consecuencia de ta i neón - 
' its ion de i 885 el depósito di- 28 de Octubre de 1884 de 23.817 
pesos con 72 centavos moneda nacional phila, en otro por 23. |J 8 
pesos fon 66 centavos billetes de! Bam-u Nacional, con fecha 4 
Je Mayo de 1885. 

Que al principio se suscribían los certificados del deposita 
judicial de las espresadas menores áí)0 días, y más tarde, cuan- 
do la imonversion, ¡í 180 días, pero esto sólo era para el meca- 
nismo interno il<*l Banco, pues vencido el certificado, sólo so 
exrraía parte de] interés de <-<>nronuidad con la ór-íen del juez, 
que dispuso expresamente que con excepción de parte del iut"~ 
re-i que debería retener el tutor, no se extrajera un centavo sin 
su autorización, lo que se comprueba con la igualdad de los 
c^rtiuVados de depósito de 28 de Octubre de IN81 y de 4 de 
Mayo de 1885, isí como con los diversos estados del Banco 
Nacional, 

Que <Teailoel Banco de la Nación Argentina, se hizo la trans- 
fer< n* ia del refeiído depósito el Ifi de Marzo de 1802, por i^ual 
cantidad nominal, en vez de pesos moneda nacional plata, tu 
curso legal por su valor escrito; e \ cual Itanco ¡tlumó á Cecilia 
Juárez el l°de Abril de 1892, 7745 pesos con noventa centa- 
vos moneda naoional decurso l-gul; á Casilda ¿Juárez, el 31 de 
Agosto de 1894, 7000 pesos de curso legal, y á Celestina Juá- 
rez, el 28 de Octubre de 1896. 7000 pesos de curso legal, quienes 
a! solicitar del juez, una vez llegadas á la mayoridad, la el trac- 
ción de estos fondos, dejaron ¡i salvo eus derecb->s para recla- 
mar por iá calidad de la moneda en que se les pagaba. 

Que las señoritas Juárez figuran en las primitivas actuario- 
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nes y en los asientos del Banco Nacional y «le la Nación con 
el solo apellido de Juárez, al que una vez mayores de edad, 
agregaron ti de Bla k, con cuyo apellido de lííaek Juárez, pi- 
dieron sus depósitos ; el juez ordenó y les fueron entregados, 
no habiendo cuestión alyuna sobre la identidad de las per- 
sonas. 

Que los hechos afirmados constan en los sigun-ntes expedien- 
tes, que por no lener cctilieados 'le sus constancias, precisa en 
su contenido pera pedirlos en oportunidad (testamentaría de 
doña (Veüia Jtiare,:, seguirlo cuerpo) autos cinteados: c Cal- 
cilla Juar z Black, pidiendo la posesión de sus bienes por habei 
llegado á la mayoridad, autos caratulados : cSobré administra- 
clin de bienes de las menores Casilda v Cecilia Juárez Black », 
expediente ad ministnitivo, 

DérecfÍQ* — Que el derecho que asiste á mis representados es 
muy claro en la lev, en la doctrina y en la jurisprudencia, en 
las que seestableee de una manera uniforme, que la solución de 
las obligaciones de entregar sumas de dinero, debe hacer se cual- 
quiera que sea la clase ó alteración de la moneda bajo la base de 
la equivalencia, segnn el titulo de las monedas me tálicas ósegnn 
el valor corriente en el mercado de billetes bancarios inconver- 
tibles, de mam-ra que el acreedor reciba, una suma igual á ta 
jijada en el documento hereditario (ar!ieulo67, inciso 1* , de la 
Constitución na ional ; artículos 619 y 3220 del Código Civil ; 
Leyes nacionales de 29 de Septiembre de 1875, de 16 de Sep- 
tiembre de 1879, de 5 *U> Nov iembre de 1881 , 15 d» Octubre de 
1885; artímlo» 021» y 861 del Código de Comercio antiguo y 
artículo 576 del vigente y los numerosos fallos de la Suprema 
Corte que se registran en su colección. 

Que esta misma jurisprudencia lij-'* restrictivamente el curso 
forzoso del billete inconvertible por su valor escrito á los casos 
precisos qii" tuvo en mira el legislador, salvando de su* perjui- 
cios á todas las Obligaciones convenidas á moneda especial, 
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como ara la moneda nacional plata, una de tantas monedas es- 
peciales distinta de la nacional oro que existía al sancionarse 
la ley de curso forzoso de Í885. 

Que deraostradu que el depósito de las señoritas Black Jua- 
reí, cuando se sancionó esta I tf 4 era ú pesos moneda nacional 
plata; que no fué ésta una denominación arbitraria sitió la 
consecuencia de haber convertido á moneda metálica rtp plata 
un mayor depósito 4e pesos fuertes curso legal; que la ley de 
m con versión recordada excluyó del curso forzoso de billetes por 
su valor numinal á todas las obligaciones contraídas á moueda 
especial distinta del peso moneda nacional oro; que la jurispru- 
dencia de la Suprema Corte consagró esta restricción del curso 
forzoso, eligiendo que las obligaciones á moneda especial fue- 
ran pagadas en la moneda convenida ó en una suma equivalente 
de billetes inconvertible por su valor corriente en plaza; que 
el depósito de la referencia, A pesos moneda nacional plata, lo 
ha sido á moneda especial, cuyo pago debe hacera en la mone- 
da metálica de la obligación Ó en una cantidad equivalente de 
billetes inconvertibles por su valor corriente en plaza, no por 
su valor escrito, como lia ocurrido respecto do su capital é inte- 
reses, se impone el dereclmy la justicia de sus mandantes para 
ser integrados en la plenitud del capital y de los intereses de 
su depósito A metálico 6 moneda «...pecial de plata. 

Que el depósito de las señoritas. Bla< k Juárez era, en 28 de 
Abril de 1885, de 23.817 pesos con 72 centavos moneda nacio- 
nal plata, ó sea oro sellado, pues por la ley de monedas de 1881 
que estableció el doble patrón de plata y oro, el peso moneda 
nacional plata era equivalente al pesu moneda nacional oro, y 
aun mando frentr á la ley de incouversion de 1881 las obliga- 
ciones á moneda nacional oro se podían solvent.tr con billetes 
inconvertibles por su valor escrito, la equivalt-ncia de la doble 
unidad monetaria no produce el efecto de comprender en el 
curso foaoso de los billetes inconvertibles, las obligaciones A 
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moneda nacional plata, exceptuada pov la misma ley de ¡ocoti- 
version, que considera moneda especial toda la que no sea mo- 
neda nación ti oro. 

Que entregada por el Banco de la Nación Argentina á las 
señoritas de Black Juárez, p'i 1:k fechas untes expresadas» la 
suma de 23.817 pe&os con 72 ceutavos en billetes de curso le- 
gal, que al cambio de la fecha del pago Importa la cantidad de 
7367 pesos con 15 centavus moneda nacional plata ú «no sella- 
do, y habiendo importado el depósito la suma de 23.817 pesos 
con 72 eentavos moneda nacional plata ú oro sellad", el Banco 
de la Nación debe á las mismas 16.450 pesos con 57 centavos 
moneda narional plata ú oro salado, más los intereses de esta 
soma desde el 28 de Abril de 1885, hasta que abone el eapital 
debido á razón del 6 por ciento, que era el interés de este depú- 
sito desde la ineonvirsion. 

Que sus poderdantes no están obligadas á recibir su comple- 
mento de depósito en moneda de plata, pues una ley de 1883, 
eiimíú á los particulares de tal obligación, no así á las reparti- 
ciones del Kstudo. 

Que por el artículo 37 de la ley de creación del Banco de La 
Xauion Argentina de Itt de Octubre de 1801 los depósitos judi 
cíales que existían en el Banco Nacional quedaron á cargo del 
nuevo Banco, el cual debía reembolsarle con los valores que 
exigiera del Banco Nacional, en virtud ile lo cual y aun cuando 
baya sido transferido el depósito de la referencia al Banco de 
la Niicion en pesos decurso legal, debe dirigirse la demanda 
contra el Banco que por la ley debe pagar los depósitos judi- 
ciales. 

Que por las considernoioues expuestas pide: 1° Que se tenga 
¡>or presentada y deducida la presente demanda contra el Banco 
de la Xuciou Argentina, confiriéndose traslado de ella al presi 
dentedel directorio; 2" Que oportunamente se condene al Banco 
demandado á pagar á sus mandantes el Cumplen- uto de su de- 
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pósito judicial hecho en moneda metál% tanto del capital 
como de los intereses, de acuerdo con la liquidación del capítulo 
5" del escrito de demanda; 3 o Que se tengan por bien precia- 
das lab constancias escritas délos espedientes individualizados; 
y 4°; á las costas del juicio, 

Q»'' corrido el traslado respectivo, don Angel Blanco, en 
representación del Banco de Ja Nación, contestando la d< manda, 
dice : 

Que con arreglo al artículo 37 de ta ley de 16 de Octubre de 
1891, <1 Banco de la Nación sólo debe pagar los depósitos ju- 
diciales que en esa fecha existieren eu el Banco Nacional, re- 
cibiendo el priuu ro del segundo, letra* ó valores equivalentes y 
según la misma demanda, en esc tiempo, Jos depósitos eran, uno 
de 7740 pesos con 30 centavos moneda curso legal á nombre de 
dona Cecilia Black Juárez y otro de (5.421 pesos con 82 cen- 
tavos de la misma moneda, .i nombre del tutor de doña Casilda 
y dofw Celestina, ambas a la órdftn del juez de primera instan- 
cia de GuaJegnay, y si bien reconoce que antes había existido 
un depósito de las mismas señoritas Blak Juárez por 23.124 
pesos moneda nacional plata, constituido en 28 de Octubre de 
1884 á ia orden del tutor de éstas, ú meses de plazo é intere- 
ses del 6 por ciento, tal depósito constituido en esta forma, se- 
gún instruye el ceniücado que ¿.compaña, no fué mi depósito 
judicial, pornohuber esiadon la Órden del juez y no haber sido 
á la vista. 

Que Miponiendu loeontrario, tal depósito terminó á los 180 
dias de su fecha, es decir, el 26 de Abril de 1885, cuando ya 
Tegfa el decreto que declaró inconvertible y con curso legal los 
billetes del Banco Nacional, siendo renovado por un segundo 
depósito en la misma forma y por igual licnip * el 4 de May.i de 
1885, que aparee haber seguido renovándose por 23.237 pesos 
con 72 eentavos, billetes del Banco Nacional, Jo que pone de 
manifiesto de un modo innegable, que desde esta última fecha 
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no ha existido eu el Banco Nacional, depósitos de Jos deman- 
dantes, que »o fueran á billete* moneda legal y que el depósito 
en esa moneda era el existente en la fecha de la ley de 16 de 
Octubre de 1891 y el que se transfirió al Banco déla Nación y 
que cualquiera que sea el perjuicio que la emersión de pesos 
plata á pesos curso legal huya podido causar á las menores, és- 
tas sólo ten Irían acción entra el Banco Nacional, pues el 
Banco de la Nación se hizo cargo de los depósitos existentes en 
aquel en esa fecha y no de las demás obligaciones del mismo, no 
siendo necesario, para demostrar que la presente acción ha sido 
mal dirigida, agregar que el Banoo Nacional arregló mis cuentas 
por depósitos judiciales con el Banco de la Nación, en el con- 
cepto de que las de la referencia eran á papel y no se ha entre- 
gado valor alguno de cartera para pa¿ar la demasía que se cobra. 

Que el Banco Nacional estuvo en su perfecto derecho para 
pagar á sus acimiento* en pesos moneda legal ó convertir en 
esa misma moneda y en la misma época, el depósito de 23.124 
pe»os moneda nacional plata constituido el 28 de Octubre de 
1884, porque la ley de inconmsion de Octubre de 1885, como 
todas las leyesque dan curso forzoso á los billetes de banco fué 
una ley extraordinaria y de excepción, que al aprobar el decre- 
to de Enero del mismo año, sólo quiso exceptuar del pago con 
billetes par su valor escrito, aquellas obligaciones q„ e ae fa„. 
hieran contraído en previsión de la incouversion y en los términos 
quepus.eran de manifiesto que los contrayentes habían queri- 
do estJ polar que el pago se haría en metálico, no obstante cual- 
quier ley de curso forzoso que se dictase, por lo que exceptuó á 
las obligaciones contraídas a moneda especial, y laSuprema 
Corte declaró que constituía moneda especial la expresión oro 
sellado; explicando que dicha ley solóse refiere á Ja moneda 
nac.onal oro, porque éste era el caso general y no porque se 
propusiese excluir de sus disposiciones á las obligaciones á 
moneda nacional plata, como no las excluyó el decreto que 
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aprobaba, e) mal no hacía di «tinción entre estas dos monedas 
creadas por la ley de 3 de Noviembre de 1881 . 

Que suponiendo que la conversión verificada el 4 de Mayo 
de 1885 hubiera sido un acto contrario á las U yes y que el ex- 
tutor y el juez se hubieran equivocado al d¡tr su consentimiento 
para ello, tal acto sería solamente anuladle por causa de error, 
cuyo tiempo, para solicitar su anulación, se halla prescripto 
según el artículo 4030 del Código civil, aun empezándolo á 
Contar desde que llegaron á la mayor edad, con más la i ircuns- 
tancta de babero otorgado por las actora* los reciba corres* 
pondientes sin observación alguna, si bien se afirma que al 
pedir al juez ordenara esas entregas, hicieron ciertas reservas 
de derechos, las que no tienen valor alguno desde que no se las 
hizo conocer al Banco, consignándolas en tos oficios librados á 
los efectos de la entrega. 

Que la demanda no sólo en errada en su conjunto sitió tam- 
bién en cada uno de sus detalles, pues si el acto de conversión 
á pesos de curso legal verilicado á principios de Mayo de 1885 
pudiera ser anulado, lo justo sería que las demandantes recla- 
masen la diferencia de valor que existía entonces entre tas dos 
monedas, porque sólo en esa diferencia consistiría la cantidad 
que se les había acreditado de menos y aun suponiendo que se 
les debiese abonar la diferencia entre los pes«»s moneda nacio- 
nal plata y los de curso legal, tal diferencia debería estable- 
cerse según el eambio del día del pago, según la jurisprudencia 
de la Suprema Cófte y de acuerdo con el artículo 5 o de la ley de 
monedas de 1885, que establece que cuando se contrajere la 
obligación determinadamente en uno de los metales oro I plata, 
debería uhancelarse con ese metal, por lo cual valiendo el kilo 
de plata diez y siete pesos oro, un peso plata vale 42 centavos 
oro, que al tipo de 225 por ciento, todavía las actoras serian 
deudoras del Banco, de 15 centavos por cada peso de eurso le- 
gal que han recibido. 
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Que en mérito de lo expuesto, pide al juzgado, se sirva resoi- 
f« oportunamente este pleito, absolTiendo de la demanda al 
Banco de la Nación Argentina y condenando á las demandantes 
al pago do todas Jas costas del juicio. 

3 o Que abierta la causa á prueba, se ha producido la que ex- 
presa el certificado de foja til. 

Y considerando : t*Qae dando por acreditados, en virtud del 
reconocimiento expreso del tíanc», los hechos relacionados en 
la demanda, la cuestión fundamental á resolver es. si la ley de 
inconversion de 15 de Octubre de 1885 afectaba ó , l0 al deposi- 
to de las demandantes, constituido < n el Haneo Nacional con 
fecha 28 de Octubre de 1881 á pesos moneda na- lonal plata, 
para resolver to cual, el juzgado tomará en considera, ion las" 
demás cuestiones accesorias propuestas por cada «na de las 
partea en apoyo dr sus pretensiones, 

2" Que aun cuando no puede haber vacilación en resolver 
que el depósito de la referencia tenía el carácter de judicial por 
reunir los requisitos que caracterizan á esta clase de depósitos, 
como ser el de huber sido ordenado en juléio por el juez respec- 
tivo j hallarse a la orden del mismo, como resulta de entre otras 
pi.zasde autos del testimonio de f j u 58, ácuyo carácter no pue- 
de perjudicar la circunstancia de hab-r sido á plazo y ganar 
interés, por cuanto aquél respondí» á obtener mayor in- 
terés que las usuras papilares propias de esta clase de ope- 
raciones, sí bien esto no es dudoso, tampoco lo es que los depó- 
sitos judiciales, por su condición de tale» ¡ deban escapar á las 
consecuencias y efectos de una ley de ¡n.-onversiou, cuyo carác- 
ter extraordinario y especial no permite iiacer ra¿s excepcio- 
nes á su imperio que las que expresamente ella reconoce, sin 
agravar aquellas de suyo irritantes, Así, toda consideración ba- 
sada en la eoudicion civil de los dueños de depósitos de esta 
clase, así como en el carácter judicial de éstos cede y desapa- 
rece ante aquellas consideraciones y motivos á que respon- 
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de y obedece una ley de bancarrota, graves consideraciones 
fie interés y úrden públicos que sirven de fundamento y jus- 
tiÜcau use recurso extraordinario y odioso, no siempre salva- 
dor, con que su hiere el interés privado é individual. Si las leyes 
positivas bujo enyn ¡mperin se adquirió el derecho, y bajo cuya 
protección se encontraba esc interés privado pierden su vigor y 
fuerza, es porque en ese momento han perdido su valor las con- 
sideraciones jurídicas lilosúlicas que las informaban y les daban 
razón de ser. Do modo, pues, que si la ley de iocnnversiorj de 
15 de Octubre de 1885 no exceptuaba expresamente desús 
disposiciones á los depósitos judiciales de carácter sagrado 
atribuido á éstos, no puede tener la virtud de alocarlos por 
arriba del interés público consultado especialmente, y sobn* 
todo en leyes de esta naturaleza. 

3 o Que sentado esto á muñera de resolución prévi;i, corres- 
ponde abora consi-'-irar la cuestión fundamental de si el depo- 
sito de 18 de Octubre de 1884 por 23.817 pesos con 72 centavos 
monada nacional plata, se hallaba exceptuado de la inconversion 
sancionada el 15 de Octubre le 1885, por ser á moneda especial, 
como lo sostienen las actoras, ó si por el contrario, caía bajo la 
sanción do la misma por no constituir moneda especial el peso 
moneda nacional plata, romo lo sostiene el demandado, cuestión 
alrededor déla cual gira la parte principal de la argumenta- 
ción de una y ntra parte, y qu» ba concentrado el esfuerzo de 
las mismas para allegar elemento de juicio en favor de las dos 
tésis que se delien.de. 

4 o Que considerando aisladamente y por sí sólo el depósito 
de la referencia, y ateniéndose únicamente á los términos en 
que si- halla concebido, c pesos moneda nacional plata », la ne- 
gativa á la primera parto de la cuestión formulada en el consi- 
derando se impune, apoyada en la ley de monedas de 1881, que 
creaba el doble patrón del oio y de ta plata bajo la base de la 
equivalencia de\ peso de uno y otro metal. En efecto, sivndo, co- 
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tu o to reconoce la parte actor ¡i, que según esa ley un pean plata 
equivalía ú uu peso.iro, sin esfuerzo se comprende que una can- 
tidad depositada á peso moneda nacional plata bajo el imperio de 
una ley quedaba á esta mmedi igual v:ilor que al oro, ni más 
ni menos, como si esa cantidad hubiera "ido depositada en este 
metal ; la lógica convence cod fuerza irresistible, que depositar 
23.817,72 pesos moneda nací nal plata, era depositar igual su- 
iuu en moneda nacional oro, pues eran ante la ley cantidades 
iguales, equivalentes, que se podían entregar y recibir como ta- 
les- El distingo de la demanda, que equipara el peso moneda 
nacional oro sellado, como consecuencia de la clasificación qm 1 
ella hace de moneda especial respecto de aquél, es inadmisible, 
por arbitrario é infundado, pues si la ley de inconversion sólo 
habló de moneda nacional oro, fué porque de las dos metálicas 
creadas, éstaera ¡a moneda común, la qu«* ordinariamente servía 
en las transacciones y obligaciones y no porque quisiera impri- 
mirle un carácter especial á la de plata sacándola del rol que 
en la circulación monetaria le bahía designado la ley de su crea- 
ción. 

Teniendo estas dos clases de moueda nacional igual v¡ilor y 
fuma cbancelatoria, no se percibe qué razan habría tenido el 
legislador al sancionarla ley de inconversion para desmonetizar 
á la una y á la otra nó; por el contrario, loiogico, lo racional es 
suponer que sus miras fueran no hacer distinción alguna y com- 
prender á ambas en su sanción, desde que la condición de éstas, 
en ese momento, era idéntica en el hecho y el derecho. 

Así, pues, si por la ley de 1 881 que creó el doble patrón mo 
uetario bajo la base de la equivalencia de un peso moneda na- 
cional plata, el que entregaba una suma de dinero en moneda 
nacional plata, era como si entregara igual suma en moneda na- 
cional oro, no hay regla de iuterpretacion que sin violar los 
más elementales principios de justicia y equidad conduzca á la 
solución de que un depósito á moneda nacional plata, constí- 
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taido bajo el imperio de la ley de 1881 , que daba igual valor al 
peso pkta que al peso oro, ao sea «a depósito á moneda oro 
y por io tanto, que el de la referencia, constituido en est. mo - 
neda, no caiga bajo la sanción de h inonversion derrotada por 
la ley de Octubre dn 1885. 

Pero, si es ésta la solución que corresponde, considerado ais- 
ladamente ,| depósito de 28 de Octubre de 1884, y sin relación 
alguna con el de su erigen, de 5 dv Noviembre de 1879 otra es 
laque debelarse al caso wb-fudice, si se tiene presente qne el 
depósito á moneda oadoua! plata estuvo constituido princi- 
pafment, a pesos fuertes metálico de ley ó sea boliviano á ra- 
zón de 75 c, atavos cada dos cuatros. En efecto, encarada así 
la cuestiouy ligando ambos depósito, no median ya las razo- 
nes que s,rv,u de bas, á ta argumentación de la parU demanda, 
da arn ha expuesta, para negar al depósito el carácter privil,gia- 
dode obligación contraída á mont-da especial, en virtud del 
cual escapa á la sanemn de la ley d, inconversioo, pues ya este 
privilegio no le alcansa por sí mismo, por ser á moneda nacional 
plata, einó por haber sido ordinariamente a pesos fuertes metá- 
lico de la ley, que evidentemente y de acuerdo con la jurispru- 
dencia,*™ una moneda espeHal respectode las nacional^- crea- 
da por la ley de 1881, Esta manera de encarar la cuestión que 
camb,a radicalmente su aspecto y elución, es perfectamente 
arreglada ídemhuyá las renuncias de autos, pues está 
plenamente comprobado que no se trata de depósitos distintos, 
á los cuales por su misma diversidad deba considerárseles ais- 
ladamente , sino del mismo y único depósito que primitivamente 
estuvo constituido á pesos fuertes, y h.ego á peso, nacio- 
nales plata. Si, pues, se trata de un solo depósito, el que 
onzavamente fué a moneda especial, justo es que, prescin- 
diendo de la forma con que aparece en el certificad», de 28 de 
Octubre de 1884, se le tome tal cual fué en su origen, pues no 
puede decirse que el .ambio de leyenda en los distintos certifi- 
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cados constituya ut a novación ríe la obligación: primero, porque 
no consta que el tutor haya estado especialmente autorizada 
por el juez de la tutela para efectuarla ó autorizarla (artículos 
806 y 1881, inciso 2*, del Código Civil); segundo, porque la no- 
vación no se présame, exigiendo de las contratantes una mani- 
festación clara de su voluntad de novar Ja obligaron, y ella no 
aparece ni por asomo en los documentos en que sh contendría, a 
haber existido los certificados de deposito (arlfiulo 812 del mis- 
mo código), antes por el contrario, fuera de ellos existen nani- 
festacioni's de protesta contra ta nueva forma que presentan. 

Hay una circunstancia mi*, de alcuuces d <;uos de considera- 
ción que corroboran de un modo hasta cierto punto conclu- 
yente en favor de esta solución, y es la de haber sido Cunstitui- 
do el depósito de 5 de Noviembre de 1879 á pesos fuertes metá- 
licos de ley, en momentos en que regía la ley de curso forzoso 
de 1870. Era, pues, entónces, un depósito que había sufrido ya 
tas consecuencias de esta ley, bajo cuyo imperio y resguardo se 
constituía en una moneda que, según la intención de las partes 
no debió sufrir alteración en su valor, 

5° Queresuelta en sentido favorable para la demanda la cues- 
tión fundamental de si el depósito, cuya diferencia en el pago 
del capital é intereses se cuestiona, fué un depósito á oro sella- 
do, y por lo tanto, que en esta moneda ó en otra equivalente 
debió ser abonado, corresponde tomar en consideración las de- 
más defensas aducidas por el Banco demandado, para negar ese 
pago. Dice éste que sólo está obligado á pagar los df>¿*ósiros 
existentes en el Banco Nacional, y que en la fecha "le su crea- 
ción sólo existía el de 4 de Mayo de 1835. ú billete ni me la le- 
gal f por lo que pagando, como lo ha hecho, en esta moneda, ha 
cumplido con su obligación. Pero esto sería exacto en la hipó- 
tesis deque el depósito que recibió del Banco Nacional no hu- 
biese tenido el carácter que esta sentencia le atribuye en los 
considerandos anteriores, de depósito á peños fuertes ú oro se- 
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liado, por haber sido ¿ moneda especial, de modo que resol- 
viéndose que el depósito que eiistía en el Baneo Nacional, y re- 
cibid después de éste faé á peaos orosellado, no cabe duda 
que en esta moneda debe satisfacerlo el Banco demandado, sin 
perjuicio de repetir de quien corresponda la diferencia que se 
▼ea obligado á abonar. 

Se dice además» por el Banco,que la acción instaurada se ba- 
ila proscripta, según el artículo 4030 del CódigoCivü, por haber 
transcurrido más de dos años desde que las actoras llegaron a 
la mayor edad y recibieron sua depósitos. Pero esta excepción 
na puede prosperar en el caso tub-jmlice, primea, porque no 
han transcurrido los dos años que fija el articulo para que se 
opere la proscripción de la acción de nulidad, pues que la de- 
manda fué deducida dos dias antes de cumplirse ese término, 
como se desprende de la confrontación de las fechas corres- 
pondientes, la del último recibo y la de la demanda. 

Y debe tomarse la de la última entrega efectuada por el 
Banco, porque se trataba de un solo depósito, y hubo por lo tan- 
to solidaridad en las obligaciones de aquél para con las otras. 

Por otra parte, el carácter especial de! depósito de la refe- 
rencia y la índole de la institución bancaria donde se hallaba, 
se npune á este medio de extinguirse las obligaciones. Se trata 
de un depósito judicial, colocado en la sección respectiva del 
Bancu del Kstado bajo la salvaguardia de éste y del juez á cuya 
órden se hallaba ; estas dos circunstancias rechazan el funda- 
mento en que descansa la prescripción. A este respecto el juz- 
gado hace suva la opinión de Laurent, citada por la parte ac- 
tora, y da porn-producidos ios argumentos con que la sostiene 
en el alegato de foja 115. . 

Objeta, finalmente, el Banco, que en todo caso el pagu íiebe 
efectuarlo según el cambio de la fecha en que fueron pagados 
los depósitos, y aunque sólo estaría obligado á abonar el valor 
de la plata como metal ó especie. Ni una objeción es atendible; 
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la primera, porque el pago deba hacerse al cambio del día en 
que se le efectúa, y en el caso será el día en que real mente se 
abone la dífereneiaque se reclama, habiendo consagrado la juris- 
prudencia que la fecha del verjcimiento de vina obligación, h 
estos efectoses la del pago; la segunda, porque no es una obli- 
gación á plata la que el juzgado entiende que debo solventarse, 
sinó una obligación á oro sellado, en cuyo caso no tiene aplica- 
ción la doctrina que sostiene el Banco, 

Por estas consideraciones y otras que se omiten, y las concor- 
dantes de los escritos de fojas 3 J ti 5, definitivamente juzgando 
fallo : que debo declarar cuno en efecto declaro, que el Banco 
de la Nación Argentina debe abonar á las señoritas Cecilia, Ca- 
silda y Celestina Black Juarn, el complemento del depósito 
que se reclama, cuyo raunto será lijado previa liquidación que 
practicarán los peritos que nombren las partes, ejecutoriada 
que esta sentencia y en el términode 10 días, que empezará 
á correr aprobada que sea dicha liquidación, sin especial con- 
denación en costas por no encontrar mérito para imponerlas. 

Se dejan as.iko al Banco de la Nación Las acciones que se 
creyese tener para hacerla* valer donde, cuando, y contra quien 
correspondiese en derecho. Hágase saber original y, repuestos 
que sean los sellos, archívese el expediente, si no fuera apelada 
esta resolución. 

Así lo resuelvo, en Buenos Aires, Capital de la República Ar- 
gentina, fecha utSUpra. 

/*. Olaechea \j Alearla. 
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Buenos Aires, Junio 28 de 1900. 

Vistos y considerando : Que I depósito primitivo por treinta 
mil pesos fuertes de curso legal hecho en mil ochocientos setenta 
y nueve, como perteneciente á las señoritas dima Cecilia, dona 
Casilda y doña Celestina Black Juárez, entonces menores de 
edad, fuá convertido el mismo uño de mil ochocientos setenta y 
nueve en veintitrés mil seiscientos noventa pesos y cuarenta y 
siete centavos fuertes plata de ley, según resulta de la comu- 
nicación de foja cincuenta y ocho. 

Que el juei . Gualeguay, que tenia á su cargo la dirección 
de la tutela de las citadas señoritas, dispuso, por auto de No* 
víembre cinco de mil ochocientos setenta y nueve, que *e depo- 
sitasen por noventa días enla sucursal de la localidad loa 
veintitrés mil seiscientos noventa pesos cuarenta y siete centa- 
vos fuertes plata ile ley expresados, con prohibición al tutor, 
don Francisco Crespo, di* extraer suma alguna del depósito sin 
prévia autorización judicial, dándose a U urden relativa al depó- 
sito el debido cumplimiento (documento de foja cincuenta y seis). 

Que en virtud de ese antecedente la sucursal del Banco Na- 
cional de Gualeguay otorga en siete del mismo mes y año cer- 
tificado de depósito por el término de noventa dfas y con el in- 
terés de cinco por ciento unual, por la suma referida de 
veintitrés mi) seiscientos noventa pesos cuarenta y siete centavos 
fuertes metálicos de ley ó sea boliviano, á razón de setenta 
y cinco centavos cada dos cuatro, según el texto de dicho cer- 
tificado (documento de foja setenta y cinco). 

Que en Noviembre dos de mil ochocientos ochenta y tres se 
transforma nuevamente la denda en pesos moneda nacional 
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piala, expresándote en el certiGcado de depósito que éste 
hace á ciento ochenta días eon el interé» del seis por ciento, 
subiendo la deuda al valor, en esa moneda, de veinticinco mil 
nueve pesos con cinco sentaros (foja setenta y ouatro). 

Que en Octubre veintiocho de mil ochocientos ochenta y cua- 
tro, por la deuda que á esa fecha había quedado reducida á 
veintitrés mil ciento veinticuatro pesos, el Banco otorga nuevo 
certificado de depósito A ciento ochenta días y con el seis por 
ciento de interés, expresándose, como en el anterior, que el de- 
pósito era en pesos moneda nacional piala. 

Que no hay cuestión sobre la legalidad de laa operaciones 
precedentes, versandoel litigio sobre los derechos y deberes de 
los interesados por efecto de ese estado de cosas, pretendiéndose 
por las aotoras que el Banco tenia el deber de pagarles el de- 
pósito en oro ú su equivalente en moneda de curso legal y sos- 
teniéndose por el demandado que se cumplió la obligación ha- 
ciendo ese pago en la última de esas monedas, por su valor no- 
minal. 

Que para la solución de la cuestión hay que examinar la ley 
de inconversion numero mil setecientos treinta y cuatro dt 
catorce de Octubre de mil ochocientos ochenta y cinco, que am- 
bas partes invocan en su apoyo. 

Que desde luego puede establecerse que dicha ley y el decre- 
to de nueve de Enero de! mismo año, que se aprueba en el ar- 
tículo primero de aquella dan, en general, á los billetes del 
Banco Nacional valor chancelatorío aún por lo que toca a obli- 
gaciones anteriores á su fecha, porque así resulta de sus tér- 
minos y del espíritu que los informan. 

Que esa conclusión se confirma por la disposición del artícu- 
lo tercero de la ley citada, que en su segunda parte exceptúa 
las obligaciones contraídas con designación demoneda especial, 
las cuales deben pagarse no con billetes por su valor nominal 
sioó por sn valor corriente. 
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Que por consiguient e la acción deducida en esta causa nece- 
sita como uno de los elementos para prosperar que el depósito 
á favor de las señoritas Blaok Joarei deba reputarse hecho con 
designación de moneda especial. 

Que como lo demuestra la sentencia apelada, la obligación á 
pesos moneda nactoual plata simplemente, sin otra desig- 
nación, do importa una obligación á moneda especial en los 
términos y á lo? efectos de la excepción ya mencionada conte- 
nida en la ley de la materia al limitar el valor chancelatorio de 
los billetes del Banco deudor. 

Que esa ley ha reglado las relaciones existentes entre deu- 
dor y acreedor a la época en que se dictó, de modo que es con 
referencia á la misma época que las obligaciones debían exis- 
tir á moneda especial para dar ú los billetes poder chancelatorio 
por su valor corriente en caso afirmativo ó por su valor nomi- 
nal en caso contrario. 

Que por tanto, no es permitido la investigación del origen de 
la obligación ó sus transformaciones intermediarias al último 
estado de las cusas cu el momento de U vigencia de las dispo* 
siciones que dieron curso legal á los billetes ni para preten- 
derse por los deudores que la deuda en su origen ó en alguna 
de sus conversiones sucesivas no haya sido á moneda especial 
para considerarse autorizados á pagarla con billetes á la par 
cuando lo fuese á moneda especial al instante de la inconverston 
ni para amparar las pretensiones de los acreedores cuando, á la 
inversa, se fundasen en que la deuda que no fué en moneda es- 
pecial en el momento en que por disposición legal pudo ser sa- 
tisfecha con billetes á la par lo había sido en alguna época 
anterior. 

Qne el hecho de no ser á moneda especial la obligación por 
ptsos moneda nacional plata que el Bao* o reconocía á favor de 
los demandantes resulta también de la sentencia del inferior, 
en la que, de acuerdo con las peticiones de los actores, condena 
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al demandado al pago sobre ta base de la moneda nacional oto, 
cuando ti de moneda espacial se tratase debería serlo sobre la 
base de esa moneda, con arreglo á la segunda parte del artículo 
de la ley de ínconversion ya citada y ú lo dispuebto en el artí- 
culo seiscientos diecinueve del Código Civil. 

Que debe hacerse notar en el mismo sentido que el tutor de 
las menores Black Juárez, don Jnsto Ornezabala rinde la cuenta 
de la tutela que abraza un período desde mil ochocientos ochen- 
ta y seis hasta el diecinueve de Diciembre de mil ochocientos 
noventa y uno, figurando el depósito en el Ban^o en moneda 
de curso legal (certificado de foja 99 y testimonio de foja 
104). 

Que en mérito de las precedentes consideraciones no puede 
desconocerse que el Banco Nacional y el de la Nación, 4 su 
tiempo, obran ejercitando un derecho cuando en ejecución del 
decreto de inconversion primero y de la ley después dió desde 
mil ochocientos ochenta y cinco, invariablemente, certificados de 
depósito por deuda en pesos biiletes desde Mayo de mil ocho- 
cientos ochenta y cinco hasta el pago total del depósito hecho 
en esa moneda, siendo así arreglado también que haya pasado el 
depósito ú ser á cargo del Banco de la Nación Argentina en las 
mismas condiciones en lo que á la clase de moneda respecta 
(artículo treinta y siete de la ley número dos mil ochocientos 
cuarenta y uno). 

Que por t.into dona Cecilia, doña Casilda y doña Celestina 
Black Juárez, al recibir su parte en el depósito de moneda de 
curso legal en mil ochocientos noventa y uno, mil ochocientos 
noventa y cuatro y mil ochocientos noventa y seis, respectiva- 
mente, á medida qne salían de la tutela, por haber llegado á Ja 
mayor edad, recibieron todo cuanto el Banco deudor tenía el 
deber de entregarles en lo que afecto A la clase de moneda en 
que debía hacerse el pago, careciendo en su mérito de impor- 
tancia la reserva de derechos que al respecto hicieron las citadas 
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señoritas con motivo del pago que solicitaron (foja sesenta y 
cuatro Tuelta, foja sesenta y cinco» foja sesenta y nueve y foja 
cien). 

Qne en cuanto al tipo del interés que el Banco abonó por el 
depósito, que fué el de cinco por ciento anual pura ascender 
después al de seis por ciento y descender de nuevo al primitivo 
de cinco por ciento, el Banco ha observado las reglas que te- 
nia establecidas para iu gobierno. Siendo de notar que estas 
alteraciones no fueron observadas á su tiempo. 

Qne resueltas las dos cuestiones apreciadas en el sentido de 
la falta de derecho de las ¡demandantes á su respecto, dejan de 
tener pertinencia las demás debatidas en el juicio. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento noventa y cinco y se absuelve en consecuencia al Banco 
de la Nación Argentina de la demanda interpuesta Notifíquyse 
original y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

ÜEnJAHI» PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGB. — JUAN E. TO- 
ftKENT. — H. HAitTIKEZ, 



